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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DE 1959 

sentencia Impugnada: Tribunal Superior Administrativo de fecha 

4 de noviembre de 1958.. 

Materia: Contencioso-Administrativa. 

Recurrente: Estado DOminicano. 
Abogado: Lic. Roque E. Bautista. 

Recurridos: Juan Cánovas Martínez y Diego Cánovas Fernández. 

Abogado: Lic. José Díaz Valdepares. 

Dios, Patria y Libertad. 
República, Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de 
la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, duarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad 'Trujillo, Distrito Nacional, hoy día cinco del mes 
de agosto de mil novecientos cincuenta nueve, arios 116' de 
la Independencia, 96' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación- interpuesto por el Estado 
Dominicano, representado por el Procurador General Ad-
ministrativo, contra sentencia de fecha cuatro de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y ocho, de la Cámara de Cuen-
tas de la República, en funciones de Tribunal Superior Ad-
ministrativo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DE 1959 

sentencia impugnada: Tribunal Superior Administrativo de fecha 

4 de noviembre de 1958. 

Materia: Contencioso-Administrativa. 

Recurrente: Estado Dominicano. 
Abogado: Lic. Roque E. Bautista. 

Recurridos: Juan Cánovas Martínez y Diego Cánovas Fernández. 

Abogado: Lic. José Díaz Valdepares. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de 
la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día cinco del mes 
de agosto de mil novecientos cincuenta Y nueve, años 116' de 
la Independencia, 96' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Estado 
Dominicano, representado por el Procurador General Ad-
ministrativo, contra sentencia de fecha cuatro de noviembre 
de mil novecientos cincuenta y ocho, de la Cámara de Cuen-
tas de la República, en funciones de Tribunal Superior Ad-
ministrativo, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el Lic. Roque E. Bautista, Procurador General 
Administrativo, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. José Díaz Valdepares, cédula 17422, se rie 
 1 sello 68245, abogado de tos recurridos, Juan Cánovas 

Martínez y Diego Cánovas Fernández, españoles, casados, 
comerciantes, domiciliados y residentes en Ciudad Trujillo, 
el primero cédula 6398, serie 1% sello 0474 y el segundo 
cédula 65029, serie la , sello 0475, en la lectura de sus conclu. 
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación de fecha veintidós de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por 
el Lic. Roque E. Bautista, Procurador General Administra-
tivo, en el cual se alegan contra la sentencia impugnada los 
medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha treinta de enero 
de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el Lic. 
José Díaz Valdepares; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 4, 7 y 10 de la Ley sobre la 
Cédula Personal de Identidad, N" 990, del 7 de septiembre 
de 1945; 60 de la Ley que instituye la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa, N9 1494 de 1947, agregado por la Ley 
N" 3835, de 1954; 57,1 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
dotumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que en fecha once de enero de mil novecientos cincuenta y 
cuatro, los ahora recurridos Juan Cánovas Martínez y Diego 
Cánovas Fernández renovaron sus respectivas Cédulas Per-
sonales de Identidad, haciendo los pagos al efecto; b) que el 
once de enero de mil novecientos cincuenta y cinco, Diego 
Cánovas Fernández renovó su Cédula Personal de Identidad 
haciendo el pago al efecto; c) que, la Dirección General de 
la Cédula Personal de Identidad requirió a Juan Cánovas 
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artínez y a Diego Cánovas Fernández pagos adicionales 
por concepto de la renovación de dos cédulas en mil nove-
cientos cincuenta y cuatro y mil novecientos cincuenta y 

c inco; d) que, sobre recurso de Cánovas Martínez y Cánovas 
Fernández, el Secretario de Estado de Finanzas dictó en 
fecha veinte de enero de mil novecientos cincuenta y ocho 
una Resolución, N< 34-58, con el siguiente dispositivo: "RE-
SUELVE: PRIMERO: Admitir, como por la presente admi-
te, en cuanto a la forma, el recurso jerárquico elevado por 
los señores Diego Cánovas Martínez y Juan Cánovas (Fer-
nández) contra la rectificación efectuada por la Dirección 
General de la Cédula Personal de Identidad a sus declara-
ciones juradas para el pago del impuesto sobre Cédula Per-
sonal de Identidad correspondiente a los años 1955 y 1956 
respectivamente; SEGUNDO: Rechazar, como al efecto re-
chaza, en cuanto al fondo, el recurso jerárquico antes men-
cionado; TERCERO: Confirmar, como por la presente con-
firma, las rectificacioneá realizadas por la Dirección Gene-
ral de la Cédula Personal de Identidad, a las declaraciones 
juradas de los contribuyentes Diego Cánovas Martínez 
(Juan) y Juan Cánovas (Diego Cánovas Fernández), para 
fines del pago del impuesto sobre Cédula Personal de Iden-
tidad correspondiente a los años 1955 y 1956, que los inclu-

yó en la P1  y 5'1 categoría, respectivamente, con un impuesto 
a pagar de RD$3,000.00 y RD$1,750.00 en los años anterior-
mente citados; CUARTO: Comunicar la presente Resolución 
a la Dirección General del Impuesto sobre Cédula Personal 
de Identidad y a las partes interesadas, para los fines co- 
rrespondientes"; e) que, sobre recurso de Cánovas Martínez 
y Cánovas Fernández, la Cámara de Cuentas de la Repú- 
blica, en funciones de Tribunal Superior Administrativo, 
dictó en fecha cuatro de noviembre de mil novecientos cM- 
cuenta y ocho, una sentencia, que es la ahora impugnada en 
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular en la forma el recurso interpuesto por los 
Señores Juan Cánovas Martínez y Diego Cánovas Fernán- 
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Oído el Lic. Roque E. Bautista, Procurador General 
Administrativo, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. José Díaz Valdepares, cédula 17422, serie  1a , sello 68245, abogado de tos recurridos, Juan Cánovas 
Martínez y Diego Cánovas Fernández, españoles, casados, 
comerciantes, domiciliados y residentes en Ciudad Trujill o  , el primero cédula 6398, serie la, sello 0474 y el segundo 
cédula 65029, serie la, sello 0475, en la lectura de sus cono u. 
siones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación de fecha veintidós de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por 
el Lic. Roque E. Bautista, Procurador General Administra-
tivo, en el cual se alegan contra la sentencia impugnada los 
medios que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha treinta de enero 
de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el Lic. 
José Díaz Valdepares; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 4, 7 y 10 de la Ley sobre la 
Cédula Personal de Identidad, N" 990, del 7 de septiembre 
de 1945; 60 de la Ley que instituye la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa, 1\19 1494 de 1947, agregado por la Ley 
N' 3835, de 1954;,y,1 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los 
dotumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 
que én fecha once de enero de mil novecientos cincuenta y 
cuatro, los ahora recurridos Juan Cánovas Martínez y Diego 
Cánovas Fernández renovaron sus respectivas Cédulas Per-
sonales de Identidad, haciendo los pagos al efecto; b) que el 
once de enero de mil novecientos cincuenta y cinco, Diego 
Cánovas Fernández renovó su Cédula Personal de Identidad 
haciendo el pago al efecto; c) que, la Dirección General de 
la Cédula Personal de Identidad requirió a Juan Cánovas 

Martínez y a Diego Cánovas Fernández pagos adicionales 
.r concepto de la renovación de dos cédulas en mil nove-
'entos cincuenta y cuatro y mil novecientos cincuenta y 

cinco; d) que, sobre recurso de Cánovas Martínez y Cánovas 
Fernández, el Secretario de Estado de Finanzas dictó en 
fecha veinte de enero de mil novecientos cincuenta y ocho 
una Resolución, Nu 34-58, con el siguiente dispositivo: "RE-
SUELVE: PRIMERO: Admitir, como por la presente admi-
te, en cuanto a la forma, el recurso jerárquico elevado por 
los señores Diego Cánovas Martínez y Juan Cánovas (Fer-
nández) contra la rectificación efectuada por la Dirección 
General de la Cédula Personal de Identidad a sus declara-
ciones juradas para el pago del impuesto sobre Cédula Per-
sonal de Identidad correspondiente a los años 1955 y 1956 
respectivamente; SEGUNDO: Rechazar, como al efecto re-
chaza, en cuanto al fondo, el recurso jerárquico antes men-
cionado; TERCERO: Confirmar, como por la presente con-
firma, las rectificaciones realizadas por la Dirección Gene-
ral de la Cédula Personal de Identidad, a las declaraciones 
juradas de los Contribuyentes Diego Cánovas Martínez 
(Juan) y Juan Cánovas (Diego Cánovas Fernández), para 
fines del pago del impuesto sobre Cédula Personal de Iden-
tidad correspondiente a los años 1955 y 1956, que los inclu-
yó en la 11  y 5a  categoría, respectivamente, con un impuesto 
a pagar de RD$3,000.00 y RD$1,750.00 en los años anterior-
mente citados; CUARTO: Comunicar la presente Resolución 
a la Dirección General del Impuesto sobre Cédula Personal 
de Identidad y a las partes interesadas, para los fines co-
rrespondientes"; e) que, sobre recurso de Cánovas Martínez 
y Cánovas Fernández, la Cámara de Cuentas de la Repú-
blica, en funciones de Tribunal Superior Administrativo, 
dictó en fecha cuatro de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, una sentencia, que es la ahora impugnada en 
casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular en la forma el recurso interpuesto por los 
Señores Juan Cánovas Martínez y Diego Cánovas Fernán- 
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dez, contra Resolución N" 34-58, del Secretario de Est
ado  de Finanzas, de fecha 20 de enero de 1958; SEGUNDO

:  Anu,  la el pedimento de los recurrentes en cuanto a que se pr
ac_ tique una medida de instrucción, por considerarla inece,. 

saria en vista de los documentos que obran en el expediente; 
TERCERO: Declara sin efectos las notificaciones de los Ins-
pectores de la Dirección General de la Cédula Personal 

de Identidad, de fechas 23 de junio de 1954 y 2 de junio de 
1956, respectivamente; CUARTO: Anula la Resolución N^ 
34-58, del Secretario de .Estado de Finanzas, de fecha 20 
de enero de 1958, que confirma la disposición jerárquica de 
la Dirección General de la Cédula Personal de Identidad

;  , QUINTO: Ordena el reembolso a favor de los señores Juan 
Cánovas Martínez y Diego Cánovas Fernández correspon-
diente a la suma que dichos señores pagaron según dispo-
sición de la suprainclicada Dirección General de la Cédula 
Personal de Identidad, con motivo de haberles requerido 
prestar declaraciones suplementarias después de sus decla-
raciones juradas y encontradas correctas, con motivo de la 
renovación de sus respectivas cédulas en virtud de lo que 
dispone la Ley de la materia"; 

Considerando, que, contra la sentencia impugnada, el 
Estado alega los siguientes medios: "Violación del artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil;— 29 Falta de base 
legal; 3° Desnaturalización de los hechos; y 4° Falsa aplica-
ción de los artículos 7 párrafo IX y 10 de la Ley N" 990 y sus 
modificaciones'!; 

Considerando que, en esencia, lo que el Estado alega 
contra la sentencia impugnada, es lo que sigue: Que, en ene-
ro de 1954, Juan Cánovas Martínez y Diego Cánovas Fer-
nández, y en enero de 1955 Diego Cánovas Fernández, para 
renovar sus respectivas Cédulas Personales de Identidad, 
hicieron declaraciones juradas de sus bienes inferiores a su 
verdadera condición patrimonial, puesto que a los pocos días 
de hacer esas declaraciones, y antes de haber pasado el 
primer trimestre del año fijado por la Ley N° 990 para efec- 
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t
uar las declaraciones a fines de renovación de las Cédul ble

as, 

los mencionados contribuyentes adquirieron un aprecia 
numero de automóviles nuevos para el negocio de transporte 
p blico; que la sentencia impugnada se limita a decidir que 

e  

adquisiciones constituían un acrecentamiento 
las decl 	

de
aracione Apara 

patri- 

t-9. 110tisio efectuado con posterior dad a n1   or. lo cual no podían los cita- 
la renovación de las cédulas, p 
dos contribuyentes haberlas incluido en sus declaraciones, 
hechas con anterioridad a las adquiciones, ni ser obligados 

a 
ello conforme a la ley, sin que en

is 
 la sentencia impugnada 

se haga para justificar esa decisión, ni un análisis de los 
textos legales en que se funda el dispositivo, ni una exposi-

c
ión completa de las circunstancias en que ocurrieron las 

adquisiciones de los artículos; 

C
cie, el punto jurídico capi- onsiderando, que en la espe 

tal de la controversia consiste en decidir sfreno
, después que se 

ha hecho una declaración para fines de la v  
Cédula Personal de Identidad, la Dirección del impuesto 
correspondiente puede legalmente requerir del contribuyen-
te pagos adicionales, como los que se requirieron en el pre-
sente caso; que, la decisión sobre ese punto jurídico depende 
a su vez en cada especie del momento preciso en que el con-
tribuyente ha tenido la condición económica que se invoque 
como fundamento para requerir el pago adicional; que, en la 
especie, si bien se ha establecido netamente en la sentencia 
que las adquisiciones de automóviles por los recurridos Cá-
novas Martínez y Cánovas Fernández ocurrieron algunos 
días después, respectivamente, de sus declaraciones de ene-
ro de mil novecientos cincuenta y cuatro y enero de mil 
novecientos cincuenta y cinco para la renovación de las cé- 
dulas, en cambio no se ha establecido con la suficiente am- 
plitud de motivos de hecho y de derecho, la posible relación 
entre esas adquisiciones y la condición económica que los 
referidos contribuyentes tenían al momento en que hicieron 
sus declaraciones, por lo cual la sentencia impugnada no 
ofrece a esta Corte los elementos de juicio que son indispen- 



BOLETÍN JUDICIAL 

dez, contra Resolución N" 34-58, del Secretario de E stad  de Finanzas, de fecha 20 de enero de 1958; SEGUNDO: 
 la el pedimento de los recurrentes en cuanto a 	
Ariu_ 

que 	prac_ tique una medida de instrucción, por considerarla se 
innece. saria en vista de los documentos que obran en el expediente; 

TERCERO: Declara sin efectos las notificaciones de los In
s. pectores de la Dirección General de la Cédula Personal de 

Identidad, de fechas 23 de junio de 1954 y 2 de junio de 
1956, respectivamente; CUARTO: Anula la Resolución N

,  34-58, del Secretario de .Estado de Finanzas, de fecha 20 
de enero de 1958, que confirma la disposición jerárquica de 
la Dirección General de la Cédula Personal de Identidad; 
QUINTO: Ordena el reembolso a favor de los señores Juan 
Cánovas Martínez y Diego Cánovas Fernández correspon-
diente a la suma que dichos señores pagaron según dispo-
sición de la supraindicada Dirección General de la Cédula 
Personal de Identidad, con motivo de haberles requerido 
prestar declaraciones suplementarias después de sus decla-
raciones juradas y encontradas correctas, con motivo de la 
renovación de sus respectivas cédulas en virtud de lo que 
dispone la Ley de la materia"; 

Considerando, que, contra la sentencia impugnada, el 
Estado alega los siguientes medios: "Violación del artículo 
141 del Código de Procedimiento Civil;— 29 Falta de base 
legal; 3° Desnaturalización de los hechos; y 4° Falsa aplica- 
ción de los artículos 7 párrafo IX y 10 de la Ley NY 990 y sus 
modificaciones'!; 

Considerando que, en esencia, lo que el Estado alega 
contra la sentencia impugnada, es lo que sigue: Que, en ene-
ro de 1954, Juan Cánovas Martínez y Diego Cánovas Fer-
nández, y en enero de 1955 Diego Cánovas Fernández, para 
renovar sus respectivas Cédulas Personales de Identidad, 
hicieron declaraciones juradas de sus bienes inferiores a su 
verdadera condición patrimonial, puesto que a los pocos días 
de hacer esas declaraciones, y antes de haber pasado el 
primer trimestre del año fijado por la Ley N'' 990 para efec- 
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tuar
las declaraciones a fines de renovación de las Cédulas, 

los 
 mencionados contribuyentes adquirieron un apreciable 

número de automóviles nuevos para el negocio de transporte 

p
úblico; que la sentencia impugnada se limita a decidir que 
 atri-

tales 
adquisiciones constituían un acrecentamiento de p 

monio efectuado con posterioridad a las declaraciones para 
la renovación de las cédulas, por. lo cual no podían los cita-
dos contribuyentes haberlas incluido en sus declaraciones, 
hechas con anterioridad a las ad quisiciones, ni ser obligados 

a 
ello conforme a la ley, sin que en la sentencia impugnada 

se haga para justificar esa decisión, ni un análisis de los 
textos legales en que se funda el dispositivo, ni una exposi-

c
ión completa de las circunstancias en que ocurrieron las 

adquisiciones de los artículos; 
Considerando, que en la especie, el punto jurídico capi-

tal de la controversia consiste en decidir sfreno
, después que se 

ha hecho una declaración para 'fines de la v  
Cédula Personal de Identidad, la Dirección del impuesto 
correspondiente puede legalmente requerir del contribuyen

-

te pagos adicionales, como los que se requirieron en el pre-
sente caso; que, la decisión sobre ese punto jurídico dependon- 

e 

a su vez en cada especie del momento preciso en que el c 
tribuyente ha tenido la condición económica que se invoque la 
como fundamento para requerir el pago adicional; que, en  
especie, si bien se ha establecido netamente en la sentencia 
que las adquisiciones de automóviles por los recurridos á-
novas Martínez y Cánovas Fernández ocurrieron algunos 
días después, respectivamente, de sus declaraciones de ene-
ro de mil novecientos cincuenta y cuatro y enero de mil 
novecientos cincuenta y cinco para la renovación de las cé-
dulas, en cambio no se ha establecido con la suficiente am-
plitud de motivos de hecho y de derecho, la posible relación 
entre esas adquisiciones y la condición económica que los 
referidos contribuyentes tenían al momento en que hicieron 
sus declaraciones, por lo cual la sentencia impugnada no 
ofrece a esta Corte los elementos de juicio que son indispen- 
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sables para decidir si en el presente caso lospagos 
nales requeridos a ellos por la Dirección del Impuesto t

e: nían el carácter de una reliquidación referida a su condici 
económica al momento de sus declaraciones, o el de un pa

go
ón 

 suplementario basado exclusivamente en un acrecentamiel. 
to patrimifinial ocurrido con posterioridad a las declaracio-
nes; que, por tanto, la falta de esos motivos constituy

e  una  falta de base legal que impone la casación de la sentencia, 
sin necesidad de ponderar los demás Medios del recurso. 

Por tales motivos, casa en todas sus partes la sentencia' 
de la Cámara de Cuentas en funciones de Tribunal Superior 
Administrativo, de fecha cuatro de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se ha copiado en 
parte anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante 
la misma Cámara para los fines legales. 

(Firmadds) H. Herrera Billini.— Fco: Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amia-
ma.—. Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DE 1959 

sentencia impugnada: Tribunal de Tierras de jurisdicción original 
de San Pedro de Macorís de febha 4 de septiembre, 1957. 

materia: 

Recurrente: Vicente Peguero (a) Chichi. 
Abogado: Dr.. Jorge Martínez Lavandier. 

Recurrido: Juan Calderón. 
Abogado: Lic. Ercilio de Castro García. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-

gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día cinco del mes 
de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia, 96' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 

la siguiente sentencia: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por Vicente 

Peguero (a) Chichi, dominicano, mayor de edad, casado, 
agricultor, domiciliado y residente en el paraje "El Llano", 
de la sección "Las Cuchillas", del Municipio de El Seibo, cé-
dula 3293, serie 25, sello 47735, contra sentencia pronuncia-
da en materia posesoria y como tribunal de apelación, por el 
Tribunal de Tierras de jurisdicción original de San Pedro de 
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sables para decidir si en el presente caso los pagos adicio. 
nales requeridos a ellos por la Dirección del Impuesto te-
nían el carácter de una reliquidación referida a su condición 
económica al momento de sus declaraciones, o el de un pa

go  suplementario basado exclusivamente en un acrecentam 
to patrimónial ocurrido con posterioridad a las declar ien.  

ado- nes; que, por tanto, la falta de esos motivos constituye una 
falta de base legal que impone la casación de la sentencia, 
sin necesidad de ponderar los demás medios del recurso; 

Por tales motivos, casa en todas sus partes la sentencia 
de la Cámara de Cuentas en funciones de Tribunal Superior 
Administrativo, de fecha cuatro de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se ha copiado en 
parte anterior del presente fallo, y envía el asunto por ante 
la misma Cámara para los fines legales. 

(Firmadds) H. Herrera Billini.— Fco: Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-
marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amia-
ma.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DE 1959 

sentencia impugnada: Tribunal de Tierras de jurisdicción original 

de San Pedro de Macorís de fécha 4 de septiembre, 1957. 

31,steria: 

Recurrente: Vicente Peguero (a) Chichi. 
Abogado: Dr.. Jorge Martínez Lavandier. 

/ Recurrido: Juan Calderón. 
Abogado: Lic. Ercilio de Castro García. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 

de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 

Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día cinco del mes 
de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia, 96' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Vicente 
Peguero (a) 'Chichi, dominicano, mayor de edad, casado, 

agricultor, domiciliado y residente en el paraje "El Llano", 
de la sección "Las Cuchillas", del Municipio de El Seibo, cé-
dula 3293, serie 25, sello 47735, contra sentencia pronuncia-
da en materia posesoria y como tribunal de apelación, por el 
Tribunal de Tierras de jurisdicción original de San Pedro de 
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Macorís, en fecha cuatro de septiembre de mil noveciento 
cincuenta y siete, respecto de la Parcela N. 18 del Distrits 

copia más adelante; 
Catastral 1\19 6 del municipio de El Seibo, cuyo dispositivo s: 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Jorge Martínez Lavandier, cédula 37944, se- rie 

 conclusiones; 
rie 1, sello 67529, abogado del recurrente, en la lectura de 

Oído el Lic. Manuel H. Castillo, cédula 6607, serie 1 
sello 14547, en representación del Lic. Ercilio de Castro Gar-

- cía, cédula 4201, serie 25, sello 52352, abogado del recurrido, 
Juan Calderón, mayor de edad, soltero, dominicano, agricul. 
tor, cédula 326, serie 25, sello 1100, domiciliado y residente 
en el paraje de "El Llano", sección de "Las Cuchillas", del 
Municipio de El Seibo, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 
la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha quin- 
ce de noviembre del mil novecientos cincuenta y siete, sus- 
crito por el Dr. Jorge Martínez Lavandier, en el cual se 
invocan los medios de casación que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa, suscrito en 'fecha dos de 
septiembre del mil novecientos cincuenta y ocho, por el Lic. 
Ercilio de Castro García, abogado del recurrido; 

Visto el memorial de ampliación, de fecha quince de ju-
nio del mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el 
Dr. Jorge Martínez Lavandier, abogado del recurrente; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 141, 154, 157, 470 y 1033 del 
Código de Procedimiento Civil; 136 de la Ley de Registro de 
Tierras y 1, 20, 65, 66 y 67de la Ley Sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha treinta de mayo del mil novecientos cincuenta y 
cinco, Vicente Peguero (a) Chichi, demandó a Juan Calde- 
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róri 
 por ante el Juez de Paz del Municipio de El Seibo por 

haberle este último turbado su posesión en una porción de 
terreno que está incluida en la Parcela NQ 18 del Distrito 
Catastral NQ 6 del mencionado municipio, solicitando, ade-
más, el desalojo de Juan Calderón y el pago de una indem-
nización por los daños sufridos; b) que el Juzgado de Paz 
mencionado dictó en fecha cuatro de agosto del mil nove-
cientos cincuenta y siete una sentencia, cuyo dispositivo di-
ce así: "PRIMERO: Que debe rechazar y rechaza, por im-
procedente, la presente demanda en interdicto posesorio in-
tentada por el señor Vicente Peguero (Chichi) contra el se-
ñor Juan Calderón, por acto de fecha 30 del mes de mayo 
de 1955, diligenciado por el Ministerial Julio Rodríguez, Al-
guacil de Estrados del Juzgado de Paz de la común de El 
Seibo; SEGUNDO: Que debe condenar y condena al señor 
Vicente Peguero (Chichi) al pago de las costas del proce-
dimiento"; c) que sobre la apelación de Vicente Peguero (a) 
Chichi, actual recurrente, el Tribunal de Tierras de juris-
dicción original de San Pedro de Macorís, dictó en fecha 
cuatro de septiembre de mil novecientos cincuenta y siete, 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-' 
LLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en la au-
diencia contra la parte apelante señor Vicente Peguero (a) 
Chichi por falta de concluir su abogado constituido; SE-
GUNDO: Descarga a la parte demandada, señor Juan • Cal-
derón, de la demanda en interdicto posesorio intentada con-
tra él por el señor Vicente Peguero (a) Chichi; TERCERO: 
Condena al apelante señor Vicente Peguero (a) Chichi al 
pago de las costas de la presente instancia con distracción 
de las mismas en provecho del Lic. Ercilio de Castro García, 
por afirmar haberlas avanzado"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
el siguiente medio de casación:_"Violación del artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil, por 'falta de motivos; des-
conocimiento de los documentos de la causa, y falta de base 
legal, exceso de poder del Juez"; 
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óri  por ante el Juez de Paz del Municipio de El Seibo por 

rhaberk este último turbado su posesión en una porción de 
terreno que está incluida en la Parcela N° 18 del Distrito 
Catastral N° 6 del mencionado municipio, solicitando, ade-
más, el desalojo de Juan Calderón y el pago de una indem-

niza
ción por los daños sufridos; b) que el Juzgado de Paz 

mencionado dictó en fecha cuatro de agosto del mil nove-

cientos 
cincuenta y siete una sentencia, cuyo dispositivo di-

ce así: "PRIMERO: Que debe rechazar y rechaza, por im-
procedente, la presente demanda en interdicto posesorio in-
tentada por el señor Vicente Peguero (Chichi) contra el se-
ñor Juan Calderón, por acto de fecha 30 del mes de mayo 
de 1955, diligenciado por el Ministerial Julio Rodríguez, Al-
guacil de Estrados del Juzgado de Paz de la común de El 
Seibo; SEGUNDO: Que debe condenar y condena al señor 
Vicente Peguero (Chichi) al pago de las costas del proce-
dimiento"; c) que sobre la apelación de Vicente Peguero (a) 
Chichi, actual recurrente, el Tribunal de Tierras de juris-
dicción original de San Pedro de Macorís, dictó en fecha 
cuatro de septiembre de mil novecientos cincuenta y siete, 
la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FA-
LLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en la au-
diencia contra la parte apelante señor Vicente Peguero (a) 
Chichi por falta de concluir su abogado constituido; SE-
GUNDO: Descarga a la parte demandada, señor Juan • Cal-
derón, de la demanda en interdicto posesorio intentada con-
tra él por el señor Vicente Peguero (a) Chichi; TERCERO: 

• Condena al apelante señor Vicente Peguero (a) Chichi al 
pago de las costas de la presente instancia con distracción 
de las mismas en provecho del Lic. Ercilio de Castro García, 

por afirmar haberlas avanzado"; 

Considerando que el recurrente invoca en su memorial 
el siguiente medio de casación:_ "Violación del artículo 141 
del Código de Procedimiento Civil, por 'falta de motivos; des-
conocimiento de los documentos de la causa, y falta de base 
legal, exceso de poder del Juez"; 

 

Macorís, en fecha cuatro de septiembre de mil noveciento 
cincuenta y siete, respecto de la Parcela N° 18del Distrit: 

copia más adelante; 
Catastral N9 6 del municipio de El Seibo, cuyo dispositiv

o se  

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Jorge Martínez Lavandier, cédula 37944, se. 

rie 1, sello 67529, abogado del recurrente, en la lectura de 
sus conclusiones; 

Oído el Lic. Manuel H. Castillo, cédula 6607, serie 1, 
sello 14547, en representación del Lic. Ercilio de Castro Gar. 

- cía, cédula 4201, serie 25, sello 52352, abogado del recurrido, 
Juan Calderón, mayor de edad, soltero, dominicano, agricul. 
tor, cédula 326, serie 25, sello 1100, domiciliado y residente 
en el paraje de "El Llano", sección de "Las Cuchillas", del 
Municipio de El Seibo, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha quin-
ce de noviembre del mil novecientos cincuenta y siete, sus-
crito por el Dr. Jorge Martínez Lavandier, en el cual se 
invocan los medios de casación que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa, suscrito en 'fecha dos 
de septiembre del mil novecientos cincuenta y ocho, por el Lic. 

Ercilio de Castro García, abogado del recurrido; 

Visto el memorial de ampliación, de fecha quince de ju-
nio del mil novecientos cincuenta y nueve suscrito por 
Dr. Jorge Martínez Lavandier, abogado del

, 
 recurrente; el  

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli 
berado, y vistos los artículos 141, 154, 157, 470 y 1033 del 
Código de Procedimiento Civil; 136 de la Ley de Registro de 
Tierras y 1, 20, 65, 66 y 67de la Ley Sobre Procedimiento de 
Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha treinta de mayo del mil novecientos cincuenta y 
cinco, Vicente Peguero (a) Chichi, demandó a Juan Calde- 

 

  

  

 

 

 

      



e 	 BOLETÍN JUDICIAL 

Considerando que el recurrido ha alegado en el ni
e nlo  rial de defensa la inadmisibilidad del recurso de casación Po

-haber sido interpuesto extemporáneamente, y al efecto, por 
presa que habiendo sido notificada la sentencia impugnad 
por su fijación en la puerta principal del Tribunal de Pi

e  "rras, en fecha cuatro de septiembre del mil novecientos cio. 
cuenta y siete, el plazo de dos meses que acuerda la ley para 
interponer el recurso, más la octava franca para hacer opo. 
sición por haber sido dictada en defecto la referida sentencia 
vencían el día doce de noviembre del mil novecientos cin-
cuenta y siete, por lo cual el memorial de casación debió ser 
depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, 
a más tardar, el día catorce de noviembre de dicho año; pero 

Considerando que para determinar si el recurso objeto 
del,presente fallo fué interpuesto en tiempo hábil deben calcu-
larse los plazos en la forma siguiente: tomando como punto 
de partida del plazo para interponer recurso de oposición el 
día cuatro de septiembre del mil novecientos cincuenta y 
siete, 'fecha en que fué fijada la sentencia del Tribunal de 
Tierras de Jurildicción Original, dictada en defecto, en la 
puerta principal de dicho Tribunal en Ciudad Trujillo, es 
evidente que el plazo de la octava franca para hacer la opo-
sición venció el trece de ese mes; y el plazo de dos meses pa-
ra recurrir en casación comenzó el catorce de ese mes y ven-
ció el quince de noviembre, a lo que hay que agregar el pla-
zo de la distancia, que en el presente caso es de cinco días, 

TI teniendo en cuenta que el recurrente vive en el paraje de 
"El Llano", del municipio de El Seíbo, que dista de Ciudad 
Trujillo, asiento de esta Corte, ciento treinta y siete kiló-
metros, por lo cual el recurso pudo ser interpuesto hasta el 
día veinte de noviembre del mil novecientos cincuenta y sie-
te; que, por estas razones, al depositar el recurrente su re- 
curso en la Secretaría de esta Corte el día quince del refe- 
rido mes, dicho recurso fué interpuesto oportunamente 

y, por consiguiente, la inadmisión propuesta carece de funda- 
mento y debe ser rechazada; 
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Considerando en cuanto al recurso de casación, que el 
.ecurrente alega en el único medio que "en caso de defecto 
del apelante, si el intimado pide el descargo puro y simple 
de la apelación, el tribunal debe limitarse a pronunciarlo 

s
in examinar el fondo del asunto; que, por el contrario, cuan-

do el intimado, en vez de pedir el descargo de la apelación, 
concluye al fondo el Tribunal está obligado a éxaminar el 
mérito de la apelación, y cuando ésta es general, el Juez está 
apoderado de toda la causa, de todas las conclusiones de lá 
demanda, de todas las excepciones, y defensa, sea que la 
sentencia apelada las haya aceptado o rechazado, y está obli-
gado el Tribunal a estatuir sobre todos los puntos de la de-
manda y a dar motivos de hechos y de derecho que justifi-
quen su decisión; y muy especialmente, sobre aquellos pun-
tos que hubieran podido variar la suerte de la litis"; que 
como el intimado Juan Calderón, sigue expresando el recu-
rrente "concluyó al fondo en la audiencia del día veintinueve 
de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, el juez a quo 
estaba obligado a estatuir sobre todos los puntos del fondo 
de la demanda intentada por Vicente Peguero (a) Chichi, 
puesto que su apelación 'fué general, y dar motivos de hecho 
y de derecho que justificaran su dispositivo, pero, el Juez en 
su sentencia, ni estatuyó sobre las conclusiones de ninguna 
de las partes en causa, ni mucho menos dió motivos del por 
qué, no lo hizo, desconociendo en absoluto todos los docu-
mentos de la causa, y dejando su sentencia totalmente des-
provista de motivos y de Base legal; por el contrario, el Juez 
descargó a la parte intimada de la demanda (no tan sólo de 
la apelación), sin estar apoderado de un pedimento formal 
a este respecto de la parte intimada, Juan Calderón, por lo 
que cometió a todas luces un Exceso de Poder, estatuyendo 
como lo hizo, "extra-petita", acerca de un punto que no se 
le pidió"; 

Considerando que, en efecto, en la sentencia impugnada 
consta lo siguiente: "que a la audiencia pública, celebrada 
por este Tribunal para conocer del recurso de apelación de 
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Considerando que el recurrido ha alegado en el rne
n.s., rial de defensa la inadmisibilidad del recurso de casació

n p -: haber sido interpuesto extemporáneamente, y al efecto, 0(1 
presa que habiendo sido notificada la sentencia impugnad; 
por su fijación en la puerta principal del Tribunal de Tie 
"rras, en fecha cuatro de septiembre del mil novecientos c. 

i n  cuenta y siete, el plazo de dos meses que acuerda la ley pa
ra  interponer el recurso, más la octava franca para hacer opo-

sición por haber sido dictada en defecto la referida sentencia 
vencían el día doce de noviembre del mil' novecientos cin. 
cuenta y siete, por lo cual el memorial de casación debió ser 
depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, 
a más tardar, el día catorce de noviembre de dicho año; pero 

Considerando que para determinar si el recurso objeto 
del,presente fallo fué interpuesto en tiempo hábil deben calcu-
larse los plazos en la forma siguiente: tomando como punto 
de partida del plazo para interponer recurso de oposición el 
día cuatro de septiembre del mil novecientos cincuenta y 
siete, 'fecha en que fué fijada la sentencia del Tribunal de 
Tierras de JuriSdicción Original, dictada en defecto, en la 
puerta principal de dicho Tribunal en Ciudad Trujillo, es 
evidente que el plazo de la octava franca para hacer la opo-
sición venció el trece de ese mes; y el plazo de dos meses pa-
ra recurrir en casación comenzó el catorce de ese mes y ven-
ció el quince de noviembre, a lo que hay que agregar el pla-
zo de la distancia, que en el presente caso es de cinco días, 
teniendo en cuenta que el recurrente vive en el paraje de 
"El Llano", del municibio de El Seibo, que dista de Ciudad 
Trujillo, asiento de esta Corte, ciento treinta y siete kiló-
metros, por lo cual el recurso pudo ser interpuesto hasta el 
día veinte de noviembre del mil novecientos cincuenta y sie- 
te; que, por estas razones, al depositar el recurrente su re- 
curso en la Secretaría de esta Corte el día quince del refe- 
rido mes, dicho recursó fué interpuesto oportunamente y, 
por consiguiente, la inadmisión propuesta carece de funda- 
mento y debe ser rechazada; 
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Considerando en cuanto al recurso de casación, que el 
recurrente alega en el único medio que "en caso de defecto 

r
iel apelante, si el intimado pide el descargo puro y simple 
de la apelación, el tribunal debe limitarse a pronunciarlo 

s
in examinar el fondo del asunto; que, por el contrario, cuan-

do el intimado, en vez de pedir el descargo de la apelación, 
concluye al fondo el Tribunal está obligado a examinar el 
mérito de la apelación, y cuando ésta es general, el Juez está 
apoderado de toda la causa, de todas las conclusiones de la 
demanda, de todas las excepciones, y defensa, sea que la 
sentencia apelada las haya aceptado o rechazado, y está obli-
gado el Tribunal a estatuir sobre todos los puntos de la de-
manda y a dar motivos de hechos y de derecho que justifi-
quen su decisión; y muy especialmente, sobre aquellos pun-
tos que hubieran podido variar la suerte de la litis"; que 
como el intimado Juan Calderón, sigue expresando el recu-
rrente "concluyó al fondo en la audiencia del día veintinueve 
de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, el juez a quo 
estaba obligado a estatuir sobre todos los puntos del fondo 
de la demanda intentada por Vicente Peguero (a) Chichi, 
puesto que su apelación 'fué general, y dar motivos de hecho 
y de derecho que justificaran su dispositivo, pero, el Juez en 
su sentencia, ni estatuyó sobre las conclusiones de ninguna 
de las partes en causa, ni mucho menos dió motivos del por 
qué, no lo hizo, desconociendo en absoluto todos los docu-
mentos de la causa, y dejando su sentencia totalmente des- 
provista de motivos y de Base legal; por el contrario, el Juez 
descargó a la parte intimada de la demanda (no tan sólo de 
la apelación), sin estar apoderado de un pedimento formal 
a este respecto de la parte intimada, Juan Calderón, por lo 
que cometió a todas luces un Exceso de Poder, estatuyendo 

Ice pidió"; 

Considerando 

hizo, "extra-petita", acerca de un punto que no se 

Considerando que, en efecto, en la sentencia impugnada 
consta lo siguiente: "que a la audiencia pública, celebrada 
por este Tribunal para conocer del recurso de apelación de 
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que se trata, en el lugar, día y hora indicados, solamente 
compareció el abogado constituído por la parte in

,  
gujente  

Lic. Ercilio de Castro García, quien concluyó en las timada 
  forma: "En consecuencia, tengo a bien concluir 	por tra mediación: Primero: declarar el defecto cont

por 
 ra la nUes-  intimante señor Vicente Peguero (a) Chichi 	ta de 

parte 
por fal 

concluir su abogado; Segundo: en cuanto al fondo, rechacéis 
el recurso de apelación interpuesto por Vicente Pegue

ro  (a) Chichi contra la sentencia del Juzgado de Paz del Distri-
to de El Seibo de fecha 4 del mes de agosto del año de 1955 
de interdicto posesorio contra Juan Calderón; Tercero: con-
firmar en todas sus partes la sentencia posesoria; Cuarto: 
condenar al apelante al pago de las costas de ambas instan-
cias con distracción en provecho del abogado que habla por 
haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que, tal como lo alega el recurrente, en 
caso de defecto del apelante si el intimado pide el descargo 
puro y simple de la apelación, el tribunal debe limitarse a 
pronunciarlo sin examinar el fondo del asunto; que, por el 
contrario, cuando el intimado, en vez de pedir el descargo 
de la apelación, concluye al fondo, como ha ocurrido en el 
presente caso, en que el intimado ha pedido, por órgano de 
su abogado constituído, que "se confirme en todas sus partes 
la sentencia posesoria", el tribunal estaba obligado a exa-
minar el mérito de la apelación; que, en tales condiciones, 
al descargar el juez a quo a la parte intimada, Juan Calde-
rón de la demanda en interdicto posesorio intentada contra 
él, Vicente Peguero (a) Chichi, sin examinar y ponderar el 
mérito del recurso de apelación, violó los artículos 154 y 470 
del Código de Procedimiento Civil; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Tri-
bunal de Tierras de Jurisdicción Original de San Pedro de 
Macorís de fecha cuatro de septiembre del mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo, y envía el asunto al Tribunal Superior de 
Tierras, para los fines legales; Segundo: Condena al recu- 

nido  al pago de las costas, cuya distracción se ordena en 
'provecho del Dr. Jorge Martínez Lavandier, quien afirma 
haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño .Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che  11 •— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
di9ncia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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que se trata, en el lugar, día y hora indicados, solament 
compareció el abogado constituido por .  la  parte intimadae Lic. Ercilio de Castro García, quien concluyó en la siguiente 
forma: "En consecuencia, tengo a bien concluir por por mies-
tra mediación: Primero: declarar el defecto contra la Parte 

ta 
intimante señor Vicente Peguero (a) Chichi por fal de 
concluir su abogado; Segundo: en cuanto al fondo, rechacéis 
el recurso de apelación interpue_sto por Vicente Peero 
(a) Chichi contra la sentencia del Juzgado de Paz del Dgu

istri-to de El Seibo de fecha 4 del mes de agosto del año de 1955 
de interdicto posesorio contra Juan Calderón; Tercero: con-
firmar en todas sus partes la sentencia posesoria; Ouarto: 
condenar al apelante al pago de las costas de ambas instan-
cias con distracción en provecho del abogado que habla por 
haberlas avanzado en su totalidad"; 

Considerando que, tal como lo alega el recurrente, en 
caso de defecto del apelante si el intimado pide el descargo 
puro y simple de la apelación, el tribunal debe limitarse a 
pronunciarlo sin examinar el fondo del asunto; que, por el 
contrario, cuando el intimado, en vez de pedir el descargo 
de la apelación, concluye al fondo, como ha ocurrido en el 
presente caso, en que el intimado ha pedido, por órgano de 
su abogado constituido, que "se confirme en todas sus partes 
la sentencia posesoria", el tribunal estaba obligado a exa-
minar el mérito de la apelación; que, en tales condiciones, 
al descargar el juez a quo a la parte intimada, Juan Calde-
rón de la demanda en interdicto posesorio intentada contra 
él, Vicente Peguero (a) Chichi, sin examinar y ponderar el 
mérito del recurso de apelación, violó los artículos 154 y 470 
del Código de Procedimiento Civil; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia del Tri-
bunal de Tierras de Jurisdicción Original de San Pedro de 
Macorís de fecha cuatro de septiembre del mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo, y envía el asunto al Tribunal Superior de 
Tierras, para los fines legales; Segundo: Condena al recu- 

fd  
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
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SENTENCIA DE FECHA 5 DE AGOSTO DE 1959 
Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 

9 de  diciembre de 1958. 

Materia: Tierras. 

Recurrentes: Marcelina Mojica Vda. Sabino, Juana Sabino y c
om.  partes. 

Abogado: Dr. Diómedes de los Santos y Céspedes. 

Recurrido: Margarita Zorrilla Viuda Sabino. 
Abogado: Lic. Ramón Feliú R. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Ju§- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos 
Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día cinco del 
mes de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública como corte de ca-sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marcelina 
Mojica Vda. Sabino, dominicana, mayor de edad, de oficios é 

domésticos, cédula 938, serie 27, sello 689555; Juana Sabino, 
dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios domésticos, 
cédula 351, serie 27, sello 1187890; Félix Sabino, dominicano, "1! 

mayor de edad, soltero, agricultor, cédula 6261, serie 27, se- 
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ilo 
Ramón Sabino, dominicano, mayor de edad, sol- 

tero ,  
obrero, cédula 8285, serie 27, sello 318706, Pastor Sabi-

no 
 nn dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, cédula 

-6

751, serie 27, sello 1070878, y Aurelio Sabino, dominicano, 

m
ayor de edad, casado, agricultor, cédula 9024, serie 27, se-

llo 1070875, del domicilio y residencia de la. Sección de Gua-
yabo Dulce Municipio de Hato Mayor, contra sentencia de 
fecha nueve de diciembre del ario de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, dictada por el Tribunal Superior de Tierras 

y 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Manuel H. Castillo, cédula 6607, serie 1, 

lo 14547, en representación del Dr. Diómedes de los San- 
y Céspedes, cédula 9492, serie 27, sello 266672, abogado 
los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Ramón Feliú R., cédula 4331, serie 23, sello 
18605, abogado de la parte recurrida, Margarita Zorrilla 
Viuda Sabino, ocupada en los quehaceres de su hogar, do-
minicana, domiciliada y residente en una casa de la Carre-
tera Mella, tramo de Macorís a Hato Mayor, Sección de Gua-
yabo Dulce, Municipio de Hato Mayor, Provincia de El Seibo, 
cédula 292, serie 27, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, en la lectura de sus conclusiones; 

Visto el memorial de casación depositado en 'fecha vein-
titrés de enero del año de mil novecientos cincuenta y nueve, 
suscrito por el Dr. Diómedes de los Santos Céspedes, y en 
el cual se alegan contra la sentencia impugnada los medios 
que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa, de fecha veinte de febre-
ro del año de mil novecientos cincuenta y nueve, suserito por 

el Lic. Ramón Feliú R., en su calidad ya expresada; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 



Materia: Tierras. 

Recurrentes: Marcelina Mojica Vda. Sabino, Juana Sabino y com.  partes. 
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Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día cinco del 
mes de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública como corte de ca-sación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Marcelina 
Mojica Vda. Sabino, dominicana, mayor de edad, de oficios 
domésticos, cédula 938, serie 27, sello 689555; Juana Sabino,. 
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1775, Ramón Sabino, dominicano, mayor de edad, sol-

-o, obrero, cédula 8285, serie 27, sello 318706, Pastor Sabi-

no
dorninicano, mayor de edad, soltero, agricultor, cédula 

6
751, serie 27, sello 1070878, y Aurelio Sabino, dominicano, 

ma
yor de edad, casado, agricultor, cédula 9024, serie 27, se-

llo 1070875, del domicilio y residencia de la. Sección de Gua-

yab0 
Dulce Municipio de Hato Mayor, contra sentencia de 

fecha nueve de diciembre del ario de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, dictada por el Tribunal Superior de Tierras 

y CUYO dispositivo se copia más adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Manuel H. Castillo, cédula 6607, serie 1, 

sello 14547, en representación del Dr. Diómedes de los San-

tos y 
Céspedes, cédula 9492, serie 27, sello 266672, abogado 

de los recurrentes, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el Lic. Ramón Feliú R., cédula 4331, serie 23, sello 

18605, abogado de la parte recurrida, Margarita Zorrilla 

Viuda Sabino, ocupada en los quehaceres de su hogar, do-
minicana, domiciliada y residente en una casa de la Carre-
tera Mella; tramo de Macorís a Hato Mayor, Sección de Gua-
yabo Dulce, Municipio de Hato Mayor, Provincia de El Seibo, 

cédula 292, serie 27, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, en la lectura de sus conclusiones; 

Visto el memorial de casación depositado en 'fecha vein-
titrés de enero del año de mil novecientos cincuenta y nueve, 
suscrito por el Dr. Diómedes de los Santos Céspedes, y en 
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que más adelante se indican; 

Visto el memorial de defensa, de fecha veinte de febre-
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el Lic. Ramón Feliú R., en su calidad ya expresada; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1, 20 y 65 de la Ley Sobre Pro- 
cedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
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en fecha diez de agosto del año de mil novecientos cincu 
y uno, el Tribunal de Tierras, en jurisdicción Original, dicto 

ic su sentencia N9 2, en relación con la parcela N9 
trito Catastral N9 	 del Dis. 4 del Municipio 	

49 d 
 de Hato Mayor, Sitio de  Azuí, Provincia de El Seibo, por medio de la cual se ordenó 

el registro del derecho de propiedad de dicho inmueble en 
favor de Marcelina Mojica Vda. Sabina, por prescripción, un 
cincuenta por ciento, y el otro cincuenta por ciento para su

s  cinco hijos, Juana, Pastor, Félix, Aurelio y Ramón 
 desestimándose la reclamación de Margarita ZorrillSaabino 

Vda, Sabino; b) que sobre apelación de esta última, el Trib
, 	anal 

. 
Superior de Tierras, por su Decisión N9 3 del treinti 
mayo de mil novecientos cincuenta y siete, revocó l uno de 

a sión anterior y ordenó la celebración de un nuevo juicio; e c) 
que en fecha ocho de noviembre del año de mil novecientos cincuenta y siete, sobre dicho nuevo juicio, el Tribunal de 
Tierras, en Jurisdicción Original, dictó su Decisión N9 1, 
mediante la cual ordenó el registro del derecho de propiedad 
de la ya citada parcela N9  49, en favor de Margarita Zorrilla 
Vda. Sabino, y las mejoras en favor de Marcelina Mojica 
Vda. Sabino, en un cincuenta por ciento, y el resto a favor 
de Juana, Félix, Ramón, Pastor y Aurelio Sabino, rechazan.. 
do, por infundada, la reclamación de éstos sobre el derecho de propiedad; 

Considerando que contra dicha decisión recurrieron en 
apelación en fecha diecinueve de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, Marcelina Mollea Vda. Sabino, 
Juana, Félix, Ramón, Pastor y Aurelio Sabino, habiendo 
dictado con motivo de dicho recurso el Tribunal Superior de __- 
Tierras, la decisión ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: 1' Que debe rechazar y rechaza, por 
infundado el recurso de apelación interpuesto por el Dr. J. 
Diómedes de los Santos Céspedes. a nombre y representación 
de Marcelina Moiica Sabino, Juana, Félix, Ramón, 
Pastor y Aurelio Sabino, contra la Decisión N9 1 dictada por 
el Tribunal de Tierras de Jurisdicción original en fecha 8 de 
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noviembre de 1957; 29 Que debe confirmar y confirma la ex- 
presada Decisión, cuyo dispositivo dice así: 'PRIMERO: Que 
debe ordenar y ordena, el registro del derecho de propiedad 
de la Parcela N9  49 del Distrito Catastral N9  4 del Municipio 
de Hato Mayor, Sitio de "Azuí", Provincia de El Seibo con 
un área de 12 Hs., 96 As., 16 Cas., en favor de la señora Mar- 
garita Zorrilla Viuda Sabino, dominicana, mayor de edad, 
de oficios domésticos, portadora de la Cédula Personal de 
Identidad N9  292, Serie 27, domiciliada y residente en la Sec- 
ción de "Jobo Dulce", del Municipio de Hato Mayor; SE- 
GUNDO: Que debe ordenar y ordena, el registro de las me- 
joras existentes en esta parcela,• consistente en árboles fru- 
tales, palmas, potreros, y cercas de alambre en favor de los 
señores Marcelina Mojica Viuda Sabino, y Juana, Félix, Ra- 
món, Pastor y Aurelio Sabino, en la proporción de un 50% 
para la primera, y el otro 50% para los cinco últimos; ha- 
ciéndose constar que la señora Marcelina Mojica Viuda Sa-

• bino es propietaria de la casa de madera, techada de zinc, 
y los señores Juana, Félix, Ramón, Pastor y Aurelio Sabino, 
son dueños de una casa de tablas de palma, techada de ya- 
guas, cada uno; declarándose de buena fé las referidas me- 
joras, regidas por la última parte del artículo 555 del Código 
Civil; TERCERO: Que debe rechazar y rechaza, por infun-
dada la reclamación que de esta parcela hacen los señores 
Marcelina Mojica Viuda Sabino, Juana, Félix, Ramón, Pas-
tor y Aurelio Sabino; CUARTO: Que debe rechazar y recha-
za la reclamación de mejoras que en esta parcela hace la 
señora Margarita Zorrilla Viuda Sabino ,por falta de prue-
ba"; 

Considerando que contra la sentencia impugnada se in-
vocan los siguientes medios de casación: "Primero: Viola-
ción del principio del poder activo que ha de tener el Tribu-
nal de Tierras en materia de saneamiento.— Segundo: Vio-
lación del derecho de defensa.— Tercero: Violación al 
principio de que se ha de preferir la posesión física a la pose-
sión teórica.— Cuarto: Violación a los Artículos 2228 y 2229 
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Considerando que contra dicha decisión recurrieron en 
apelación en fecha diecinueve de noviembre de mil nove-
cientos cincuenta y siete, Marcelina Mollea Vda. Sabino, 
Juana, Félix, Ramón, Pastor y Aurelio Sabino, habiendo 
dictado con motivo de dicho recurso el Tribunal Superior de 
Tierras, la decisión ahora impugnada, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "FALLA: 1° Que debe rechazar y rechaza, por 
irrfundado el recurso de apelación interpuesto por el Dr. J. 
Diómedes de los Santos Céspedes, a nombre y renresentación 
de Marcelina Moiica Sabino, Juana, Félix, Ramón, 
Pastor y Aurelio Sabino, contra la Decisión N9  1 dictada por el Tribunal de Tierras de Jurisdicción original en fecha 8 de 
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noviembre de 1957; 29  Que debe confirmar y confirma la ex- 
presada Decisión, cuyo dispositivo dice así: 'PRIMERO: Que 
debe ordenar y ordena, el registro del derecho de propiedad 
de la Parcela N9  49 del Distrito Catastral N9  4 del Municipio 
de Hato Mayor, Sitio de "Azuí", Provincia de El Seibo con 

un área de 12 Hs., 96 As., 16 Cas., en favor de la señora Mar- 
garita Zorrilla Viuda Sabino, dominicana, mayor de edad, 
de oficios domésticos, portadora de la Cédula Personal de 
Identidad Nq 292, Serie 27, domiciliada y residente en la Sec- 
ción de "Jobo Dulce", del Municipio de Hato Mayor; SE- 
GUNDO: Que debe ordenar y ordena, el registro de las me- 
joras existentes en esta parcela,' consistente en árboles fru- 
tales, palmas, potreros, y cercas de alambre en favor de los 
señores Marcelina Mojica Viuda Sabino, y Juana, Félix, Ra- 
món, Pastor y Aurelio Sabino, en la proporción de un 50% 
para la primera, y el otro 50% para los cinco últimos; ha- 
ciéndose constar que la señora Marcelina Mojica Viuda Sa-

• bino es propietaria de la casa de madera, techada de zinc, 
y los señores Juana, Félix, Ramón, Pastor y Aurelio Sabino, 
son dueños de una casa de tablas de palma, techada de ya-
guas, cada uno; declarándose de buena fé las referidas me-
joras, regidas por la última parte del artículo 555 del Código 
Civil; TERCERO: Que debe rechazar y rechaza, por infun-
dada la reclamación que de esta parcela hacen los señores 
Marcelina Mojica Viuda Sabino, Juana, Félix, Ramón, Pas-
tor y Aurelio Sabino; CUARTO: Que debe rechazar y recha-
za la reclamación de mejoras que en esta parcela hace la 
señora Margarita Zorrilla Viuda Sabino ,por falta de prue-
ba"; 

Considerando que contra la sentencia impugnada se in-
vocan los siguientes medios de casación: "Primero: Viola-
ción del principio del poder activo que ha de tener el Tribu-
nal de Tierras en materia de saneamiento.— Segundo: Vio-
lación del derecho de defensa.— Tercero: Violación al 
principio de que se ha de preferir la posesión física a la pose-
sión teórica.— Cuarto: Violación a los Artículos 2228 y 2229 
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del Código Civil; y Quinto: Violación a los Artículos 1, 4, 7
1  párraTo b, 82 y 84 de la Ley de Registro de Tierras"; 

Considerando en cuanto al primer y segundo medios d
el recurso, los cuales se reúnen para su examen, ya que aunque 

bajo distintos enunciados, en ambos se invoca en realidad 
la violación del derecho de defensa; que en su apoyo se 

ale- ga, esencialmente, que los ahora recurrentes, en la audien. 
cia celebrada por el Tribunal a quo, solicitaron el reenvío 
de la causa a fin de hacer oir testigos y aportar así la pru

e. ba 
 "que habría de robustecer y justificar sus pedimentos" 

que tendían a demostrar el "haber poseído las tierras y in 
joras por más de treinta (30) años; que el Tribunal 

a qu rechazó dicho pedimento, fundándose no en que "las prueb.: 
existentes en el expediente relativo a la Parcela, les er• 
suficientes para formar su convicción y adjudicar a quie 
fuera de derecho", sino en que "los recurrentes han teñid 
más de una oportunidad de hacer oir testigos para probar 
sus pretensiones", lo que caracteriza la violación invocada; 

Considerando que en las notas de audiencia consta que 
el Dr. Diómedes de los Santos Céspedes, en nombre de los 
recurrentes expresó, al resumir sus -medios de defensa, que 
sus "representados reclaman por prescripción la parcela, 
"y que por eso vamos a solicitar que se reenvíe esta causa 
a fin de oir a los señores Tato Zorrilla y Félix María Zorri-
lla"; que al ser invitado por el Tribunal a quo a concluir al fondo, el Dr. de los Santos Céspedes, concluyó así: "Por las 
razones expuestas, nuestros representados van a solicita 
un plazo, a partir de la transcripción de las notas estenográ 
ficas, de 20 días, pero previas conclusiones que son: 1

9  que antes de hacer derecho sobre el fondo sea reenviada la 
pre- sente 

causa a fin de nuestros representados aportar por tes 
timonios la prueba del derecho de propiedad que les asiste 
dentro de la Parcela N° 49 del Distrito Catastral N9  4 del Municipio de Hato Mayor, y sus mejoras. Subsidiariamente, 
que en caso de ser rechazado este pedimento, en cuanto al 
fondo que le adjudiquéis a la señora Marcelina Mojica Vda.  
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Sabino el 50% del derecho de propiedad de la dicha parcela 

y sus mejoras consistentes en dos casas que se encuentran 
ubicadas en la misma, y que el resto de la parcela y sus me- 

j
oras sea adjudicado a los señores Juana, Félix, Ramón, Pas-

tor y 
Aurelio Sabino, por prescripción adquisitiva"; 

Considerando que el Tribunal a quo denegó el pedimen- 
to de reenvío de los recurrentes, dando la siguiente motiva-

ción: "Que los recurrentes, por conducto de su abogado, elDr. 
J. Diómedes de los Santos y Céspedes, han solicitado formal-
mente que se reenvíe el conocimiento del caso para una una . 
próxima audiencia, en razón de que los testigos que pensa-
ban hacer oir no han asistido a la audiencia; que como lo 
demuestra el expediente, esta parcela fué fallada en fecha 
diez de agosto de mil novecientos cincuenta y uno, por el 
Tribunal de Tierras de jurisdicción original, "oportunidad 
ésta en que se oyeron testigos propuestos por los recurren-

tes, y, apelado dicho fallo por la señora Margarita Zorrilla 
Viuda Sabino, el Tribunal Superior de Tierras revocó la sen-
tencia recurrida y ordenó la celebración de un nuevo juicio 
que culminó con la Decisión ahora impugnada, todo lo cual 
revela claramente que los recurrentes han tenido más de 
una oportunidad de hacer oir testigos para probar sus pre-
tensiones, por lo que procede rechazar el -pedimento de trans-
ferimiento de la audiencia para oir testigos"; 

Considerando que al rechazar el pedimento de los ahora 
recurrentes, sin dar otros motivos que los expresados, el Tri-
bunal a quo ha violado el derecho de defensa, de los recurren-
tes, toda vez que la circunstancia de que se hubiesen celebra-
do varias audiencias sin que los recurrentes hubiesen hecho 
uso de un medio de prueba hasta entonces no propuesto al 
Tribunal, y que los interesados consideraron útil y pertinente 
para justificar su alegado derecho, no puede constituir un 
motivo justificado para negarles la prueba ofrecida, ya que 
dada su naturaleza, dicha prueba podría haber conducido 
eventualmente al Tribunal a acoger las pretensiones de la re- 
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del Código Civil;y Quinto: Violación 
Re a los Artículos 1, 4, 7 1  párrdfo b, 82 y 84 de la Ley deRegistro de Tierras"; 

Considerando en cuanto al primer y segundo medio 
recurso, los cuales se reúnen para su examen 	s del , ya e aun que  qu bajo distintos enunciados, en ambos se invoca en realidad 
la violación del derecho de defensa; que en su apoyo se ale- 
ga, esencialmente, que los ahora recurrentes, en la audien. 
cia celebrada por el Tribunal a quo, solicitaron el reenvío 
de la causa a fin de hacer oir testigos y aportar así la prue- 
ba "que habría de robustecer y justificar sus pedimentos", 
que tendían a demostrar el "haber poseído las tierras y m

e. joras por más de treinta (30) años; que el Tribunal a qu 
rechazó dicho pedimento, fundándose no en que "las pruebas 
existentes en el expediente relativo a la Parcela, les eran 
suficientes para formar su convicción y adjudicar a quien 
fuera de derecho", sino en que "los recurrentes han tenido 
más de una oportunidad de hacer oir testigos para probar

' sus pretensiones", lo que caracteriza la violación invocada; 
Considerando que en las notas de audiencia consta que 

el Dr. Diómedes de los Santos Céspedes, en nombre de los 
recurrentes expresó, al resumir sus -medios de defensa, que 
sus "representados reclaman por prescripción la parcela, 
"y que por eso vamos a solicitar que se reenvíe esta causa 
a fin de oir a los señores Tato Zorrilla y Félix María Zorri-
lla"; que al ser invitado por el Tribunal a quo a concluir al 
fondo, el Dr. de los Santos 'Céspedes, concluyó así: "Por las 
razones expuestas, nuestros representados van a solicitar 
un plazo, a partir de la transcripción de las notas estenográ-
ficas, de 20 días, pero previas conclusiones que son: 19 que 
antes de hacer derecho sobre el 'fondo sea reenviada la pre-
sente causa a fin de nuestros representados aportar por tes-
timonios la prueba del derecho de propiedad que les asiste -dentro de la Parcela N° 49 del Distrito Catastral NY 4 del 
Municipio de Hato Mayor, y sus mejoras. Subsidiariamente, 
que en caso de ser rechazado este pedimento, en cuanto al 
fondo que le adjudiquéis a la señora Marcelina Mojica Vda. 
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sabino el 50% del derecho de propiedad de la dicha parcela 

y SUS mejoras consistentes en dos casas que se encuentran 
ubicadas en la misma, y que el resto de la parcela y sus me- 

j
oras sea adjudicado a los señores Juana, Félix, Ramón, Pas-

tor y 
Aurelio Sabino, por prescripción adquisitiva"; 

Considerando que el Tribunal a quo denegó el pedimen- 
to de reenvío de los recurrentes, dando la siguiente motiva-
ción: "Que los recurrentes, por conducto de su abogado, elDr. 
J. Diómedes de los Santos y Céspedes, han solicitado formal-
mente que se reenvíe el conocimiento del caso para una una 
próxima audiencia, en razón de que los testigos que pensa- lo ban hacer oir no han asistido a la audiencia; que como  
demuestra el expediente, esta parcela fué fallada en fecha 
diez de agosto de mil novecientos cincuenta y uno, por el 
Tribunal de Tierras de jurisdicción original, "oportunidad 
ésta en que se oyeron testigos propuestos por los recurren-

tes, y, apelado dicho fallo por la señora Margarita Zorrilla 
Viuda Sabino, el Tribunal Superior de Tierras revocó la sen-
tencia recurrida y ordenó la celebración de un nuevo juicio 
que culminó con la Decisión ahora impugnada, todo lo cual 
revela claramente que los recurrentes han tenido más de 
una oportunidad de hacer oir testigos para probar sus pre-
tensiones, por lo que procede rechazar el pedimento de trans-
ferimiento de la audiencia para oir testigos"; 

Considerando que al rechazar el pedimento de los ahora 
recurrentes, sin dar otros motivos que los expresados, el Tri-
bunal a quo ha violado el derecho de defensa, de los recurren-
tes, toda vez que la circunstancia de que se hubiesen celebra-
do varias audiencias sin que los recurrentes hubiesen hecho 
uso de un medio de prueba hasta entonces no propuesto al 
Tribunal, y que los interesados consideraron útil y pertinente 
para justificar su alegado derecho, no puede constituir un 
motivo justificado para negarles la prueba ofrecida, ya que 
dada su naturaleza, dicha prueba podría haber conducido 
eventualmente al Tribunal a acoger las pretensiones de la re- 

1 1! 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DE 1959 

ntencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

8 de mayo de 1959. 

j a•— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergéss Chupani.— Barón T. Sánchez L. 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-s 

 diencia pública del día, mes y año en él expresados y 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General fué 

que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

currente; que, en consecuencia, procede acoger 
dicho nle»., sin necesidad de ponderar los demás del recurso; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada 
por el Tribunal Superior de Tierras, en fecha nueve de di, 
ciembre del año de mil novecientos cincuenta y ocho, cu

yo  dispositivo se ha copiado en otro lugar del presente fallo, 
envía el asunto por ante 'el mismo Tribunal; Segundo: Con.. 
dena a la intimada Margarita Zorrilla Vda. o 

Diómedes de los Santos, 
de las bostas, cuya distracción se ordena en provecho del 

mar haberlas avanzado en su 	

Sabino al pago 
 abogado de los 

totalidad 	, por afir: . recurrentes 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos' MI. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la 'Fuente.— Manuel A 
Manuel Ramón Ruiz T • 	 A. Amiam  
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Materia: Penal. 

Beetirrentle: Cristina Herrero. Viuda Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Preldente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos 
Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día doce 
del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cristina 
Herrera viuda Martínez, dominicana, mayor de edad, de ofi-
cios domésticos, cédula 376, serie 38, sello 12212115, del do-
micilio y residencia de "Arroyos de Nava", jurisdicción de 
"Luperón", Provincia de Puerto Plata, contra sentencia pro-
nunciada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
-Apelación de Santiago, en fecha ocho de mayo del presente 
año mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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currente; que, en consecuencia, --____________ 
procede acoger dich o  

— 

sin necesidad de ponderar los demás del recurso; 
	Medio 

Por tales motivo*, Primero: Casa la sentencia di
ctad  por el Tribunal Superior de Tierras, en 

te 	is 	

'fecha nueve de dia, ciembre del año de mil novecientos cincuenta 
	o, cuyo  dispositivo se ha copia 	 y och 

do en otro lugar del presente fallo, 
y 

envía el asunto por an .el mmo Tribunal; Segtutdo: Con, dena a la intimada Margarita Zorrilla Vda. Sabino al pag
o  de las Costas, cuya distracción se orderya en  Diómedes de los Santos, abogado de los recurrentprovecho del Dr. 

es, por afir. mar haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras, 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— 

 

che H.—  H. F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel Carlo
A

s' Ml. 
A. Amiaina.— 

— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guari 
ña. Manuel D. Bergés Chupani.onex A. García de Pe- 

- Barón T. Sánchez L. Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes  firmada, 	 y año en él expresados y fué 
certifico, ada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA. DE FECHA 12 DE AGOSTO DE 1959 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

8 de mayo dn 1959. 

Materia: Penal. 

foeuxrenne: Cristina Herrera Viuda Martínez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos 
Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Pela, Manuel D. 

Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día doce 
del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cristina 
Herrera viuda Martínez, dominicana, mayor de edad, de ofi-
cios domésticos, cédula 376, serie 38, sello 12212115, del do-
micilio y residencia de "Arroyos de Nava", jurisdicción de 
"Luperón", Provincia de Puerto Plata, contra sentencia pro-
nunciada en sus atribuciones correccionales por la Corte de 
-Apelación de Santiago, en fecha ocho de mayo del presente 
año mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

1 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador Ce de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la cretaría de la Corte a qua, a requerimiento de la recurren 
el mismo día en que fué pronunciada la sentencia, en la e 
no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de 
berado, y vistos los artículos 1, 4, párrafo IV, de 

la Ley 
Casación; 2402, del año 1950, y 1 de la Ley sobre Procedimiento 

d 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
' documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que

-, en 'fecha doce de febrero de mil novecientos cincuenta y nue-
ve, Cristina Herrera viuda Martínez, presentó querella ante 
el Fiscalizador del Juzgado de Paz del Municipio de Luperón, 
contra Leandro Torres, por el hecho de no atender éste a 
sus obligaciones de padre respecto de la Menor Cándida Mer-
cedes Torres Martínez, de cinco años y cuatro meses de 
edad, procreada con Altagracia Martínez de Torres, falleci-
da, hija de la querellante, solicitando ésta por el mismo acto 
que le fuera fijada a Leandro Torres una pensión de diez pe-
sos oro mensuales, para subvenir a las necesidades de la men-
cionada menor; b) que enviado el expediente al Juzgado de 
Paz' del Municipio de Esperanza, para fines de conciliación 
acerca del mencionado pedimento, las partes no llegaron a 
ningún acuerdo ya que Leandro Torres se limitó a decir que 
"no podía asignarle la pensión que ella (la querellante) exi-
ge, ya que él desea la guarda de dicha menor por haber muer-
to su verdadera madre", de todo lo cual se levantó el acta 
correspondiente, en fecha veinte de mayo de mil novecientos 
cincuenta y nueve; c) que apoderado del hecho el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Valverde, en 
fecha catorce de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, • 
fué pronunciada la sentencia que contiene el dispositivo que 
se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Condena al 
prevenido Leandro Torres a dos años de prisión correccional 
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r 
el delito de violar las disposiciones de la Ley N 9  2402, en 

rjuicio de la menor Cándida Mercedes procreada con la 
ñora que en vida respondía al nombre de Altagracia Mar-

nez 
de Torres; SEGUNDO: Fija en la suma de seis pesos 

o (RD$6.00) mensuales la pensión que deberá suministrar 
padre en falta a la querellante, para subvenir las necesida-

es de dicha menor; TERCERO: Ordena la ejecución provi-
'onal de la presente sentencia, no obstante cualquier recur-

so; y 
CUARTO: Condena al procesado al pago de las costas"; 
Considerando que sobre los recursos de apelación del 

prevenido Leandro Torres y de la abuela querellante, Cris-
tina Herrera viuda Martínez, la Corte de Apelación de San-
tiago pronunció la sentencia ahora impugnada, la cual con-

, tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite 
en la forma los recursos de apelación; SEGUNDO: Modifica 
la sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, 
en fecha -catorce del mes de abril del año en curso (1959) , 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Valverde, mediante la cual condenó al nombrado Leandro 
Torres, a la pena de dos años de prisión correccional y al 
pago de las costas, por el delito de violación a la Ley N9  2402, 
en perjuicio de la menor Cándida Mercedes Torres, procrea-

-- da con la señora Altagracia Martínez; fijó la cantidad de 
seis pesos oro mensuales, la pensión que debía pasar a la que-
rellante, señora Cristina Herrera Viuda Martínez, para ayu-
dar al sostenimiento de la expresada menor; y ordenó, ade-
más, la ejecución provisional de la sentencia; en el sentido 
de reducir la pensión impuesta a la cantidad de cinco pesos 
oro mensuales, confirmando dicha sentencia en sus demás 
aspectos; TERCERO: Condena al procesado al pago de las 
costas"; 

Considerando que, como al prevenido le fué confirmada 
la pena de dos años de prisión correccional que le fuera im-
puesta por el tribunal de primer grado, el presente recurso 
de casación interpuesto por la querellante, abuela de la me-
nor de cuyo interés se trata, queda restringido necesaria-
mente al monto de la pensión fijada por la Corte a qua; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador G el  de la República; 	 eral 
Vista el acta del recurso de casación levantada en l

a se  cretaría de la Corte a qua, a requerimiento de la recurr 
el mismo día en que fué pronunciada la sentencia, e 	Ante' 

 la cual  no se invoca ningún medio determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 1, 4, párrafo IV, de la Ley 
N 

Casación; 2402, del año 1950, y 1 de la Ley sobre Procedimiento d
e  

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en 'fecha doce de febrero de mil novecientos cincuenta y nue-
ve, Cristina Herrera viuda Martínez, presentó querella ante 
el Fiscalizador del Juzgado de Paz del Municipio de Luperón, 
contra Leandro Torres, por el hecho de no atender éste a 
sus obligaciones de padre respecto de la Menor Cándida Mer-
cedes Torres Martínez, de cinco años y cuatro meses de 
edad, procreada con Altagracia Martínez de Torres, falleci- 
da, hija de la querellante, solicitando ésta por el mismo acto 
que le fuera fijada a Leandro Torres una pensión de diez pe-
sos oro mensuales, para subvenir a las necesidades de la men- - 
cionada menor; b) que enviado el expediente al Juzgado de 
Paz' del Municipio de Esperanza, para fines ele conciliación 
acerca del mencionado pedimento, las partes no llegaron a 
ningún acuerdo ya que Leandro Torres se limitó a decir que 
"no podía asignarle la pensión que ella (la querellante) exi-
ge, ya que él desea la guarda de dicha menor por haber muer- 
to su verdadera madre", de todo lo cual se levantó el acta 
correspondiente, en fecha veinte de mayo de mil novecientos 

41' cincuenta y nueve; c) que apoderado del hecho el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Valverde, en 
fecha catorce de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, • 
fué pronunciada la sentencia que contiene el dispositivo que 
se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Condena al 
prevenido Leandro Torres a dos años de prisión correccional 
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-el delito de violar las disposiciones de la Ley N 9  2402, en 
juicio de la menor Cándida Mercedes procreada con la 

ora que en vida respondía al nombre de Altagracia Mar-

z de Torres; SEGUNDO: Fija en la suma de seis pesos 
o  (RD$6.00) mensuales la pensión que deberá suministrar 
padre en falta a la querellante, para subvenir las necesIda-

es de dicha menor; TERCERO: Ordena la ejecución provi-
'onal de la presente sentencia, no obstante cualquier recur-

so; y CUARTO: Condena al procesado al pago de las costas"; 
Considerando que sobre los recursos de apelación del 

prevenido Leandro Torres y de la abuela querellante, Cris- 
tina Herrera viuda Martínez, la Corte de Apelación de San- 

t- hago pronunció la sentencia ahora impugnada, la cual con- 
/- tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Admite 

en la forma los recursos de apelación; SEGUNDO: Modifica 
4., la sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, 

en fecha -catorce del mes de abril del año en curso (1959), 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Valverde, mediante la cual condenó al nombrado Leandro 
Torres, a la pena de dos años de prisión correccional y al 
pago de las costas, por el delito de violación a la Ley N9  2402, 
en perjuicio de la menor Cándida Mercedes Torres, procrea- 
da con la señora Altagracia Martínez; fijó la cantidad de 
seis pesos oro mensuales, la pensión que debía pasar a la que-
rellante, señora Cristina Herrera Viuda Martínez, para ayu-
dar al sostenimiento de la expresada menor; y ordenó, ade-
más, la ejecución provisional de la sentencia; en el sentido 
de reducir la pensión impuesta a la cantidad de cinco pesos 
oro mensuales, confirmando dicha sentencia en sus demás 
aspectos; TERCERO: Condena al procesado al pago de las 
costas"; 

Considerando que, como al prevenido le fué confirmada 
- la pena de dos años de prisión correccional que le fuera im-

puesta por el tribunal de primer grado, el presente recurso 
de casación interpuesto por la querellante, abuela de la me-
nor de cuyo interés se trata, queda restringido necesaria-
mente al monto de la pensión fijada por la Corte a qua; 
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Considerando que, al tenor del artículo 1 de la L
ey ./1,_ 2402, del año 1950, los jueces del fondo al fijar el mont

o d  la pensión que deben suministrar los padres para subvei li:, 
a las necesidades de sus hijos menores de 18 arios, deben 
tener en cuenta las necesidades de los menores y los //lec% 
económicos de que puedan disponer los .padres; 

Considerando que el examen del fallo im pugnado pone de manifiesto que la Corte a qua para reducir a cinco pesos  oro mensuales el monto de la pensión que el prevenido Lean-
dro Torres debe pasar a la menor Cándida Mercedes To-
rres, de cinco años y cuatro meses lile edad, procreada 
Altagracia Martínez de Torres, fallecida, hija de la 

	
con 

 quere- llante Cristina Herrera viuda Martínez, tuvo en cuenta los 
elementos de juicio a que se refiere el, mencionado texto le-
gal, el cual ha sido, en consecuencia, correctamente aplicado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique su casación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Cristina Herrera viuda Martínez, con. 
tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San-tiago, en sus 

atribuciones correccionales, en fecha ocho de 
mayo del presente año, mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente 'fallo; 
y Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— . E. Ravelo de la Fuente.. 	 F 

Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber- 
gés Chupani.— Barón T. Sánchez 

L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué fi 	

y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo•) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

25 de abril de 1959. 

íteeturrente: Deysi Lila Tavárez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
g. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani, licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día doce del 
mes de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia: , 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Deysi Lila 
Tavárez, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios do-
mésticos, cédula 50695, serie 31, cuyo sello de renovación no 
consta en el expediente, domiciliada y residente en Santiago 
de los Caballeros, contra sentencia pronunciada en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de San-
tiago en fecha veinticinco de abril de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Materia: Penal. 
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Considerando que, al tenor del artículo 1 de la Ley N, 

monto d  
2402, del año 1950, los jueces del fondo al fijar el 
la pensión que deben suministrar los padres para sub

v er  a las necesidades de sus hijos menores de 18 años, deben 
tener en cuenta las necesidades de los menores y los medjos 
económicos de que puedan disponer los .padres; 

Considerando que el examen del fallo impugnado po
ne  de manifiesto que la Corte a qua para reducir pa  

oro mensuales el monto de la pensión que el prevenido Lean- cinco pesos  
dro Torres debe pasar a la menor Cándida Mercedes To-
rres, de cinco años y cuatro meses 4e edad, procd

a  Altagracia Martínez de Torres, fallecida, hija de la rea q con 
uere-llante Cristina Herrera viuda Martínez, tuvo en cuenta los 

elementos de juicio a que se refiere el
, mencionado texto le-gal, el cual ha sido, en consecuencia, correctamente aplicado; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Cristina Herrera viuda Martínez, con-
tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de San-tiago, en sus 

atribuciones correccionales, en fecha ocho de 
mayo del presente año, mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente 'fallo; 
y Segundo: Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Luis 

— 	 F Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— . E. Ravelo 
de la Fuente. Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón R 

	

Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Man 	Ruiz 
uel D. gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Ber- 

Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, 

 certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 	
que 
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sENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia Impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 

25 de abril de 1959. 

satería: Penal. 

necurrente: Deysi Lila Tavárez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani, licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día doce del 
mes de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, arios 
116' de la Independencia, 96' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia: , 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Deysi Lila 
Tavárez, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios do-
mésticós, cédula 50695, serie 31, cuyo sello de renovación no 
consta en el expediente, domiciliada y residente en Santiago 
de los Caballeros, contra sentencia pronunciada en sus atri-
buciones correccionales, por la Corte de Apelación de San-
tiago en fecha veinticinco de abril de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
( 1 ( , la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha veinticuatro de abril 
de mil novecientos cincuenta y nueve a requerimiento , 

t recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter ci 
do de casación; 	 rnil„t _ 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 y 4, párrafo IV, de la Le y 2-P):2 , 
del año 1950; y 1 de la Ley sobre Procedimiento 

de Ca-sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en ir 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 

wd,  en fecha nueve de diciembre de mil novecientos cincuenta 
ocho, Deysi Lila- Tavárez presentó querella ante la Polic, 
Nacional (Oficial del Día, Cuartel General de la ciudad cle

,  Santiago de los Caballeros) contra Ramón Antonio Sánchez, 
por el hecho de no cumplir éste sus deberes de padre respec- 
to del menor Gardel Lugo Antonio Tavárez, de un mes de 
nacido, y por el mismo acto la querellante solicitó le fuera 
asignada la suma de ocho pesos oro mensuales para las aten- 
ciones de dicho menor; b) que enviado el expediente al Juz-
gado de Paz de la Segunda Circunscripción del municipio de 
Santiago a fin de que las partes fueran citadas para avenir-
se respecto de esta querella, dicha avenencia no pudo tener 
efecto porque Ramón Antonio Sánchez no compareció el día 
fijado para ese efecto, de todo lo cual se levantó el acta co-
rrespondiente; c) que apoderada del hecho la Primera Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santiago, en fecha once de febrero del año mil no-
vecientos cincuenta y nueve fué pronunciada la sentencia 
que contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Pronuncia defecto contra el nombrado Ramón Antonio Sán-
chez, de generales ignoradas, por no haber comparecido a la 
audiencia de este día, no obstante haber sido legalmente ci-
tado; SEGUNDO: Declara al acusado Ramón Antonio Sán- 

hoz c
ulpable del delito de violación a la Ley 2402 en perjui-

c io  del menor Gardel Lugo Antonio Tavárez, de tres meses 

cde 
 edad, procreado con la querellante, señora Daysi Lila 

Tavárez, y en consecuencia de su reconocida culpabilidad 
condena a Ramónintonio Sánchez a sufrir dos años de pri-

s
ión correccional; TERCERO: Fija en la suma de RD$6.00 

( seis pesos oro) la pensión mensual que dicho padre en falta 
deberá Pasar a la madre querellante, a partir del día 9 del 

/n
es de diciembre .del año 1958, 'fecha de la querella, para 

atender las necesidades del referido menor agraviado; CUAR-
TO: Ordena la ejecución provisional de la presente sentencia; 
QUINTO: Condena al inculpado Ramón Antonio Sánchez al 
pago de las costas del procedimiento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación de Ra-
món Antonio Sánchez, la Corte de Apelación de Santiago 
pronunció la sentencia ahora impugnada, la cual contiene 
el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la 
forma el recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, en 
fecha once de febrero del año en curso (1959), por la Pri-
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago, mediante la cual condenó en 
defecto al nombrado Ramón Antonio Sánchez, a la pena de 
dos años de prisión correccional y al pago de las costas, por 
el delito de violación a la Ley NQ 2402, en perjuicio del me-
nor Gardel Lugo Antonio Tavárez, procreado con la que-

- rellante Daysi Lila Tavárez; fijó en la cantidad de seis pesos 
oro mensuales, la pensión que debía pasar a la madre que-
rellante, para ayudar al sostenimiento del referido menor, a 
partir de la fecha de la querella, y ordenó, además, la eje-
cución provisional de la sentencia; en el sentido de rebajar 
la pensión a la cantidad de dos pesos con cincuenta centa-
vos oro. confirmando dicha sentencia en sus demás partes; 
TERCERO: Condena al procesado al pago de las costas"; 

Considerando que, como al prevenido le fué confirmada 
la pena de dos años de prisión correccional, el presente re- 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General ( 1 (, la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua en fecha veinticuatro de aIrii 
de mil novecientos cincuenta y nueve a requerimiento 

 recurrente, en la cual no se invoca ningún medio deter 
d`3tnin d , do de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber dell. 
berado y vistos los artículos 1 y 4, párrafo IV, de la Ley 

 del año 1950; y 1 de la Ley sobre Procedimiento de C2402, 
sación; a- 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha nueve de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, Deysi Lila Tavárez presentó querella ante la Policía 
Nacional (Oficial del Día, Cuartel General de la 

ciudad de Santiago de los Caballeros) contra Ramón Antonio Sánchez, 
por el hecho de no cumplir éste sus deberes de padre respec-
to del menor Gardel Lugo Antonio Tavárez, de un mes de 
nacido, y por el mismo acto la querellante solicitó le fuera 
asignada la suma de ocho pesos oro mensuales para las aten-
ciones de dicho menor; b) que enviado el expediente al Juz-
gado de Paz de la Segunda Circurilcripción del municipio 

de Santiago a fin de que las partes fueran citadas para avenir-
se respecto de esta querella, dicha avenencia no pudo tener 
efecto porque Ramón Antonio Sánchez no compareció el día 
fijado para ese efecto, de todo lo cual se levantó el acta 

co-rrespondiente; 
e) que apoderada del hecho la Primera Cáma-

ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santiago, en fecha once de febrero del año mil no-
vecientos cincuenta y nueve fué pronunciada la sentencia 
que contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: 
Pronuncia defecto contra el nombrado Ramón Antonio Sán-
chez, de generales ignoradas, por no haber comparecido a la 
audiencia de este día, no obstante haber sido legalmente ci-
tado; SEGUNDO: Declara al acusado Ramón Antonio Sán- 

chez 
culpable del delito de violación a la Ley 2402 en perjui-

- io  del menor Gardel Lugo Antonio Tavárez, de tres meses 

e
de edad, procreado con la querellante, señora Daysi Lila 

Ta
várez, y en consecuencia de su reconocida culpabilidad 

condena a Ramón_Antonio Sánchez a sufrir dos años de pri-
sión correccional; TERCERO: Fija en la suma de RD$6.00 

( seis pesos oro) la pensión mensual que dicho padre en falta 
deberá pasar a la madre querellante, a partir 9 del 

m
es de diciembre .del año 1958, 'fecha de la querella, para 

atender las necesidades del referido menor agraviado; CUAR-
TO: Ordena la ejecución provisional de la presente sentencia; 
QUINTO: Condena al inculpado Ramón Antonio Sánchez al 
pago de las costas del procedimiento"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación de Ra-
món Antonio Sánchez, la Corte de Apelación de Santiago 
pronunció la sentencia ahora impugnada, la cual contiene 
el dispositivo siguiente: "FALLA: PRIMERO: Admite en la 
forma el recurso de apelación; SEGUNDO: Modifica la sen-
tencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, en 
fecha once de febrero del año en curso (1959), por la Pri- 
mera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago, mediante la cual condenó en 
defecto al nombrado Ramón Antonio Sánchez, a la pena de 
dos años de prisión correccional y al pago de las costas, por 
el delito de violación a la Ley N° 2402, en perjuicio del me- 
nor Gardel Lugo Antonio Tavárez, procreado con la que-

- repente Daysi Lila Tavárez; fijó en la cantidad de seis pesos 
oro mensuales, la pensión que debía pasar a la madre que-
rellante, para ayudar al sostenimiento del referido menor, a 
partir de la fecha de la querella, y ordenó, además, la eje-
cución provisional de la sentencia; en el sentido de rebajar 
la pensión a la cantidad de dos pesos con cincuenta centa-
vos oro. confirmando dicha sentencia en sus demás partes; 
TERCERO: Condena al procesado al pago de las costas"; 

Considerando que, como al prevenido le fué confirmada 
la pena de dos años de prisión correccional, el presente re- 

1 
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curso de casación interpuesto por la madre querellante, 
 da necesariamente restringido a lo relativo al monto dqu

la
e_ 

 pensión; e  

Considerando que al tenor del artículo 1 d 	Le 2402 del año 1950, los jueces del 'fondo al fijar e 
el la mont

y 

 o de 
N9 

la pensión que deben suministrar los padres para subvenir 
a las necesidades de sus hijos menores de diez y och 
deben tener en cuenta las necesidades de los menoreso yarios, 

 los medios económicos de que puedan disponer los padres; 

Considerando que el examen del fallo impugnado pon 
de manifiesto que la Corte a qua para modificar el fallo ape- 

e 

lado en cuanto a la pensión establecidapor el Tribunal de 
primer grado, y fijar ésta en la suma de dos pesos, cincuen-
ta centavos mensuales en favor del menor Gardel Lu 
nio Tavárez, procreado por el prevenido 

	
go 

o Ramón Antonio 
An-

Sánchez con la querellante y actual recurrente i Lila 
Tavárez, tuvo en cuenta los elementos de juicio a Daysi 

 s fiere el mencionado texto legal, el cual 	
se re- 

, por tanto, ha sido correctamente aplicado; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Daysi Lila Tavárez, contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones correccionales en fecha vein-
ticuatro de abril del presente año mil novecientos cincuenta 
y nueve por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispo-
sitivo se copia en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. 
Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos MI. 
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. AmiamaLamar-

Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña. 
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Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Er-
esto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

• 
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curso de casación interpuesto por la madre querellante, 
 da necesariamente restringido a lo relativo al monto dque, 

pensión; e la  

Considerando que al tenor del artículo 1 d
e  2402 del año 1950, los jueces del 'fondo al fijar e 

el la monto de 
N9 

la pensión que deben suministrar los padres para subvenir 
a las necesidades de sus hijos menores de diez y ocho y

arios , deben tener en cuenta las necesidades de los menores 
medios económicos de que puedan disponer los padres; los 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que la Corte a qua para modificar el fallo ape-
lado en cuanto a la pensión establecida por el Tribunal de 

'

primer grado, y fijar ésta en la suma de dos pesos, cincuen-
ta centavos mensuales en favor del menor Gardel Lu 
nio Tavárez, procreado por el prevenid 	

go An- 
o Ramón Antonio Sánchez COn la querellante y actual recurrete Daysi Lila 

Tavárez, tuvo en cuenta los elementos de juicio a que se re- 
fiere el mencionado texto legal, el cual, por tanto, ha sido 
correctamente, aplicado; 

Considerando, que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Daysi Lila Tavárez, contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones correccionales en fecha vein-
ticuatro de abril del presente año mil novecientos cincuenta 
y nueve por la Corte de Apelación de Santiago, cuyo dispo-
sitivo se copia en parte anterior del presente fallo; y Segundo: 
Declara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada

.— Guarionex A. García de Peña. 
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anuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Er-
to Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

o 
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SENTENCIA DE FECHA 12 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación 
de Santiago, de fe de septiembre  de 1958. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Jacobo Chain. 

Abogado: Dr. Mario A. de Moya D. 

Recurridos: Julián J. Sued 
 Rafael, 	y la Compañía Nacional de Seguros C. por A. 

Abogados: 
Lic. Francisco Augusto Lora'y Dr. Ramón Tapia. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por l Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisc os 

 o Elpidio Beras
do

, Primer  Sustituto de Presidente; Juan A. Mo 
de Presidente; Luis Logroño 

,Cohén , doctor Carlos Manuel 
rel, Segun Sustituto 

Lamarche Henríquez, licenciado Manuel A. Amiama, docto-
res Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Pe
tidosñadel 

, Manuel D. 
Bergés Chupani, Barón T. Sánchez L. a 

Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo Distrito Nacional, hoy día 

de agosto de mil novecientoss cincuenta, 
años 116' de la Independencia, 96' de Restauración nueve 

 y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Jacobo 
Chahín, ingeniero práctico, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, domiciliado y residente en Villa Altagracia, cédula 
10363, serie 23, sello 18314, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de Santiago, en sus atribuciones civiles, de fecha 
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.sor  los intimados Julián J. Sued, dominicano, mayor de 

4 

edad, casado, abogado y hacendado, domiciliado y residente 
en Santiago de los Caballeros, cédula 2165, serie, 31, sello 
696, y la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por 
A., sociedad comercial organizada de acuerdo con las leyes 

,ja, cédula 23550, serie 47, sello 8753, abogados constituidos 

de la República, con su asiento social en Ciudad Trujillo, 
representada por su Administrador J. Tobías Aguilar, do-

a 
parte recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

minicano, mayor de edad, casado, comisionista, domiciliado 
y residente en esta ciudad, cédula 742, serie 37, sello 495, en 

;
78, serie 37, sello 67051, en representación del Dr. Mario 

la lectura de sus conclusiones; 

1, sello 372, por sí y en representación del Dr. Ramón Ta-

de Moya D., cédula 2541, serie 1, sello 27627, abogado de 

e 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, 

o dispositivo se copia más adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, cédula 10-

Oído el Lic. Francisco Augusto Lora, cédula 4242, serie 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha doce 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito 

por el abogado de la parte recurrente, en el cual se invocan 
los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 
de los recurridos, notificado al abogado del recurrente en 
fecha catorce de enero de mil novecientos cincuenta y nueve; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141, 158 y 159 del Código de 
Procedimiento Civil; 2271 del Código Civil; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

-Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella, se refiere consta: a) que previa e 
infructuosa tentativa de conciliación, Jacobo Chahín, citó 

1 
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Sentencia impugnada: Corte de 

SENTENCIA DE PECHA 12 DE AGOSTO DE 
19:59  

de septiembre  de 1958. Apelación de Santiago, de t(1
1 ,, 12 

 Materia: Civil. 

Recurrente: Jacobo Chale. 

Abogado: Dr. Mario A. de Moya D. 

Recurridos: Julián J.
Sued y la Compañía Nacional de Seguro,. s

an  Rafael, C. por A. 

Abogados: Lic. Francisco Augusto Lora y Dr. Ramón Tapia. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la 	
Jus- ticia, regularmente constituida por lo Jueces Suprema Corte de 

licenciados R. Herrera Billini, Presidente; Franciscos Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo S 
de Presidente; Luis Logroño .ohén, doctor Carlos 
res Manuel 	

C 	
Manuel Lamarche Henríquez, licenciado Manuel Amiama, docto 

Ramón Ruiz Tejada, Guari A. 
Guarionex A. García de Pe

tidos
ña 

 del , Manuel D. Bergés Chupani, Barón T. Sánchez L. asis- 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudadde  

doce del mes de agosto Trujillo, Distrito Nacional, hoy día , 
mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 96' de Restauración y 30 

de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte 
de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto 
	Jacobo Chahín, ingeniero práctico, dominicano, mayor por 
de edad, sol-tero, domiciliado y residente en Villa Altagracia, cédula 

10363, serie 23, sello 18314, contra sentencia de la Corte de 
Apelación de Santiago, en sus atribuciones civiles, de fecha 

oce de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
yo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído al Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, cédula 10- 

178, serie 3'7, sello 67051, en representación del Dr. Mario 
A. de Moya D., cédula 2541, serie 1, sello 27627, abogado de 
la parte recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Lic. Francisco Augusto Lora, cédula 4242, serie 
, 31, sello 372, por sí y en representación del Dr. Ramón Ta-

pia, 
cédula 23550, serie 47, sello 8753, abogados constituidos 

por los intimados Julián J. Sued, dominicano, mayor de 
edad, casado, abogado y hacendado, domiciliado y residente 
en Santiago de los Caballeros, cédula 2165, serie, 31, sello 
696, y la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por 
A., sociedad comercial organizada de acuerdo con las leyes 
de la República, con su asiento social en Ciudad Trujillo, 
representada por su Administrador J. Tobías Aguilar, do- 

, minicano, mayor de edad, casado, comisionista, domiciliado 
y residente en esta ciudad, cédula 742, serie 37, sello 495, en 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha doce 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito 
por el abogado de la parte recurrente, en el cual se invocan 
los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados 
de los recurridos, notificado al abogado del recurrente en 
fecha catorce de enero de mil novecientos cincuenta y nueve; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 141, 158 y 159 del Código de 
Procedimiento Civil; 2271 del Código Civil; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

`Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella, se refiere consta: a) que previa e 
infructuosa tentativa de conciliación, Jacobo Chahín, citó 
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y 
emplazó a Julián J. Sued y a la San Rafael, C. por A., 

Por  ante la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de 
mera Instancia de Santiago, para que el primero se oypri

era-condenar al pago de una indemnización de quince mil pesos 
y la segunda, en su calidad de aseguradora, a la condenaciói; 
conjunta de esta misma suma "como reparación de los gra. 
ves daños y Perjuicios que experimentara en la colisión ocu-
rrida entre el camión entonces placa 14215, abordo del c 
venía y el camión entonces placa 18883 	 cual propied Julián Sued 	 , 	ad del señor , por gravitar sobre este último la responsabili- 
dad civil del caso, como guardián de la cosa inanimada. .."; 
b) que en fecha diesiciete de octubre de mil novecientos 

 cuenta y siete dicha Cámara Civil y Comercial dictó una cin- 
sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIME RO: 
Ratifica el defecto por falta de comparecer, pronunciado en 
la audiencia pública correspondiente, en contra del señor 
Julián Sued y la Compañía Nacional de Seguros "Sah Ra-
fael", C. por A., por no haber constituido abogados, no obs- 
tante haber sido legalmente citado; SEGUNDO: 
solidariamente al señor Julián Sued y a la Com ía Condena 

pañ Na-cional de Seguros r"San Rafael", C. por A., esta última e 
calidad de aseguradora del primero, al pago de una indem-
nización en favor del señor Jacobo Chaín de diez mil pesos 
oro (RD$10,000.00) y al pago de los intereses legales de 
dicha suma, a partir de la fecha de la demanda, a título de 
indemnización suplementaria; TERCERO: Condena solida-
riamente al señor Julián Sued y a la Compañía Nacional de 
Seguros "San Rafael", C. por A., al pago de las costas de 
esta instancia, ordenando su distracción en provecho del 
Lic. Jorge Luis Pérez, abogado, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte; CUARTO: Comsiona la no- 
tificación de esta sentencia al señor Julián Sued,para 

 al ciuda-dano Pablo Enrique Vargas, Alguacil de Estrados de esta 
Cámara Civil y Comercial; QUINTO: Comisiona para la no-
tificación de esta sentencia a la Compañía Nacional de Se-
guros "San Rafael", C. por A., al ciudadano Miguel A. Ro- 
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drigo, Alguacil Ordinario de la Suprema Corte de Justicia"; 

c) que esta sentencia fué notificada por actos de fecha vein-
tiocho de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, a 
Julián J. Sued y a la San Rafael, C. por A.; d) que en fecha 
veintinueve del mismo mes de octubre, a requerimiento de 
Jacobo Chahín, se notificó al Banco de Reservas de la Re-
pública, The Roya]. Bank of Canada y The Bank of Nova 
Scotia, un embargo retentivo, en perjuicio de la. San Rafael, 
c. por A., y Julián J. Sued; é) que por actos del veintinueve 
de octubre y del cuatro de noviembre, se denunció, respec-
tivamente, a la San Rafael, C. por A., y a Julián J. Sued, el 
embargo retentivo antes mencionado, con demanda en va-
lidez del mismo embargo; f) que por acto de fecha dieciocho 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, se con-
tradenunció a los terceros embargados, la denuncia y de-
manda en validez hecha a los embargados; g) que por acto 
del veinte de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete 
Julián J. Sued y la San Rafael, C. por A., interpusieron for-
mal recurso de oposición contra la sentencia mencionada 
anteriormente, dictada por la :Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia de Santiago, en fecha 
diecisiete de octubre de mil novecientos cincuenta y siete; 
h) que en fecha dieciocho de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, la misma Cámara Civil dictó una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las 
conclusiones presentadas en audiehcia por la parte intima-
da por conducto de su abogado constituido, tendientes a que 
se declare nulo y sin ningún efecto el recurso de oposición 
interpuesto por el Licenciado Julián Sued y la Compañía 
Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., contra senten-
cia rendida en defecto por esta Cámara Civil y Comercial, 
en sus atribuciones civiles, en fecha diez y siete (17) de 
octubre de mil novecientos cincuenta y siete (1957), por 
improcedente e infundadas; SEGUNDO: Declara regular en 
la forma y justo en el fondo el presente recurso de oposi-
ción por haber sido hecho mediante el cumplimiento de las 
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y emplazó a Julián J. Sued y a la San Rafael, C. por A., p
or  ante la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de pri, 

mera Instancia de Santiago, para que el primero se oyera 
condenar al pago de una indemnización de quince mil pe 
y la segunda, en su calidad de aseguradora, a la condenac sos

ión' conjunta de esta misma suma "como reparación de los gra. 
ves daños y perjuicios que experimentara en la colisión °en. 
rrida entre el camión entonces placa 14215, abordo del cual 
venía y el camión entonces placa 18883, propiedad del señor 
Julián Sued, por gravitar sobre este último la responsabili- 
dad civil del caso, como guardián de la cosa inanimada. .."; 
b) que en fecha diesiciete de octubre de mil novecientos cin- 
cuenta y siete dicha Cámara Civil y Comercial di 
sentencia cuyo dispositivo dice así: " 	dictó una 

FALLA: PRIMRO: Ratifica el defecto por falta de comparecer, pronunciado en 
la audiencia pública correspondiente, en contra del señor 
Julián Sued y la Compañía Nacional de Seguros "Saín Ra- 
fael", C. por A., por no haber constituido abogados, no obs- 
tante haber sido legalmente citado; SEGUNDO: Condena 
solidariamente al señor Julián Sued y a la Compañía Na- 
cional de Seguros /".San Rafael", C. por A., esta última en 
calidad de aseguradora del primero, al pago de una indem- 
nización en favor del señor Jacobo Chaín de diez mil pesos 
oro (RD$10,000.00) y al pago de los intereses legales de 
dicha suma, a partir de la fecha de la demanda, a título de 
indemnización suplementaria; TERCERO: Condena solida-
riamente al señor Julián Sued y a la Compañía Nacional de 
Seguros "San Rafael", C. por A., al pago de las costas de 
esta instancia, ordenando su distracción en provecho del 
Lic. Jorge Luis Pérez, abogado, quien afirma haberlas avan-
zado en su mayor parte; CUARTO: Comsiona la no- 
tificación de esta sentencia al señor Julián Sued,para 

 al ciuda-dano Pablo Enrique Vargas, Alguacil de Estrados de esta 
Cámara Civil y Comercial; QUINTO: Comisiona para la no-
tificación de esta sentencia a la Compañía Nacional de Se-
guros "San Rafael", C. por A., al ciudadano Miguel A. Ro- 
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drigo, Alguacil Ordinario de la Suprema Corte de Justicia"; 

c) que esta sentencia fué notificada por actos de fecha vein-
tiocho de octubre de mil novecientos cincuenta y siete, a 
Julián J. Sued y a la San Rafael, C. por A.; d) que en fecha 
veintinueve del mismo mes de octubre, a requerimiento de 
Jacobo Chahín, se notificó al Banco de Reservas de la Re-
pública, The Royal Bank of Canada y The Bank of Nova 
Scotia, un embargo retentivo, en perjuicio de la San Rafael, 

C. por A., y Julián J. Sued; é) que por actos del veintinueve 
de octubre y del cuatro de noviembre, se denunció, respec-
tivamente, a la San Rafael, C. por A., y a Julián J. Sued, el 
embargo retentivo antes mencionado, con demanda en va-
lidez del mismo embargo; f) que por acto de fecha dieciocho 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, se con-
tradenunció a los terceros embargados, la denuncia y de-
manda en validez hecha a los embargados; g) que por acto 
del veinte de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete 
Julián J. Sued y la San Rafael, C. por A., interpusieron for-
mal recurso de oposición contra la sentencia mencionada 
anteriormente, dictada por la Cámara de lo Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia de Santiago, en fecha 
diecisiete de octubre de mil novecientos cincuenta y siete; 
h) que en fecha dieciocho de marzo de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, la misma Cámara Civil dictó una sentencia 
cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza las 
conclusiones presentadas en audiehcia por la parte intima-
da por conducto de su abogado constituido, tendientes a que 
se declare nulo y sin ningún efecto el recurso de oposición 
interpuesto por el Licenciado Julián Sued y la Compañía 
Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., contra senten-
cia rendida en defecto por esta Cámara Civil y Comercial, 
en sus atribuciones civiles, en fecha diez y siete (17) de 
octubre de mil novecientos cincuenta y siete (1957), por 
improcedente e infundadas; SEGUNDO: Declara regular en 
la forma y justo en el fondo el presente recurso de oposi-
ción por haber sido hecho mediante el cumplimiento de las 
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formalidades exigidas Por la ley, y en consecuencia, ac
oge  las conclusiones subsidiarias presentadas por los intirnantes 

Licenciado Julian Sued y Compañía Nacional de Segur
os  San Rafael, C. por A., por conducto de sus abogados cons-

tituidos, y revoca en todas sus partes la sentencia recurricl, 
cuyo dispositivo se encuentra copiado íntegramente en otro 
lugar de la presente sentencia, declarando que la acción en 
daños y perjuicios intentada por el señor Jacobo Chahín 
contra el Licenciado Julián Sued y la Compañía Nacional 
de Seguros San Rafael, C. por A., se encuentra prescrita, 
por haber transcurrido un lapso de más de seis meses entre 
la colisión de los vehículos mencionado, ocurrida en fecha 
diez y seis (16) de agosto de mil novecientos cincuenta 

y seis (1956), que dió origen a la referida acción y los acto
,, de citación en conciliación de fechas veintinueve (29) 

treintiuno (31) de mayo del año mil novecientos cincuenta 
y siete, los cuales fueron seguidos de los actos de emplaza-
miento introductivo de instancia, de fechas catorce (14) de 
junio y diez (10) de julio del mencionado año mil novecien-
tos cincuenta y siete (1957); TERCERO: Condena al señor 
Jacobo Chaín, parte que sucumbe, al pago de las costas de 
la presente instancia, con distracción de las mismas, en 
provecho del Licenciado Francisco Augusto Lora y Doctor 
Ramón Tapia, abogados, quienes afirman estarlas avanzan-
do en su mayor parte"; i) que contra esta sentencia inter-
puso formal recurso de apelación Jacobo Chahín, por actos 
notificados a Julián J. Sued y a la San Rafael,' C. por A., 
el quince y treinta de abril del año mil novecientos cin- 
cuenta y ocho, respectivamente; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casa- 
ción contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido en cuanto a la forma el presente 
recurso de apelación; SEGUNDO: Confirma la sentencia 

• recurrida, dictada en atribuciones civiles, en fecha dieci- 
ocho del mes de marzo del año mil novecientos cincuenta y 
ocho, por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri- 

Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de la cual 
mera 
es  el dispositivo siguiente: "PRIMERO: Rechaza las con- 
clusiones presentadas en audiencia por la parte intimada por 
conducto de su abogado constituido, tendientes a que se 
declare nulo y sin ningún efecto el recurso de oposición 
interpuesto por el. Licenciado Julián Sued y la Compañía 
Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., contra senten-
cia rendida en defecto por esta Cámara Civil y Comercial, 
en  sus atribuciones civiles, en fecha diez y siete (17) de 
octubre de mil novecientos cincuenta y siete (1957), por 
improcedente e infundadas; SEGUNDO: Declara regular 
en la forma y justo en el fondo el presente - recurso de opo-
sición por haber sido hecho mediante el cumplimiento de 
las formalidades exigidas por la ley, y en consecuencia, 
acoge las conclusiones subsidiarias presentadas por los inti-
mantes, Licenciado Julián Sued y Compañía Nacional de 
Seguros San Rafael, C. por A., por conducto de sus aboga-
dos constituidos, y revoca en todas sus partes la sentencia 
recurrida, cuyo dispositivo se encuentra copiado íntegra-
mente en otro lugar de la presente sentencia, declarando que 
la acción en daños y perjuicios intentada por el señor Jaco-
bo chahín contra el Licenciado Julián Sued y la Compañía 
Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., se encuentra 
prescrita, por haber transcurrido un lapso de más de seis 
meses ente la colisión de los vehículos mencionado, ocurrida 
en fecha diez y seis (16) de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y seis (1956), que dió origen a la referida acción y 
los actos de citación en conciliación de fechas veintinueve 
(29) y treintiuno (31) de mayo del año mil novecientos 
cincuenta y siete, los cuales fueron seguidos de los actos de 
emplazamiento introductivo de instancia, de fechas catorce 
(14) de junio y diez (10) de julio del mencionado año mil 
novecientos cincuenta y siete (1957); TERCERO: Condena 
mas, en provecho del Licenciado Francisco Augusto Lora 
al señor Jacobo Chahín, parte que sucumbe, al pago de las 
costas de la presente instancia, con distracción de las mis- 
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formalidades exigidas por la ley, y en consecuencia, acogé 
las conclusiones subsidiarias presentadas por los intimantes 
Licenciado Julián Sued y Compañía Nacional de Segur

o; San Rafael, C. por A., por conducto de sus abogados con
s. tituídos, y revoca en todas sus partes la sentencia recurrida, 

cuyo dispositivo se encuentra copiado íntegramente en otro 
lugar de la presente sentencia, declarando que la acción en 
daños y perjuicios intentada por el señor Jacobo Chahín 
contra el Licenciado Julián Sued y la Compañía Nacional 
de Seguros San Rafael, C. por A., se encuentra prescrita, 
por haber transcurrido un lapso de más de seis meses entre 
la colisión de los vehículos mencionado, ocurrida en fecha 
diez y seis (16) de agosto de mil novecientos cincuenta y 
seis (1956), que dió origen a la referida acción y los actos 
de citación en conciliación de fechas veintinueve (29) y 
treintiuno (31) de mayo del año mil novecientos cincuenta 
y siete, los cuales fueron seguidos de los actos de emplaza-
miento introductivo de instancia, de fechas catorce (14) de 
junio y diez (10) de julio del mencionado año mil novecien-
tos cincuenta y siete (1957); TERCERO: Condena al señor 
Jacobo Chaín, parte que sucumbe, al pago de las costas de 
la presente instancia, con distracción de las mismas, en 
provecho del Licenciado Francisco Augusto Lora y Doctor 
Ramón Tapia, abogados, quienes afirman estarlas avanzan.. 
do en su mayor parte"; i) que contra 'esta sentencia inter-
puso formal recurso de apelación Jacobo Chahín, por actos 
notificados a Julián J. Sued y a la San Rafael,' C. por A., 
el quince y treinta de abril del año mil novecientos cin- 
cuenta y ocho, respectivamente; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casa-
ción contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Declara regular y válido en cuanto a la forma el presente 
recurso de apelación; SEGUNDO: Confirma la sentencia 
recurrida, dictada en atribuciones civiles, en fecha dieci-
ocho del mes de marzo del año mil novecientos cincuenta y 
ocho, por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Pri- 

mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de la cual 

es el 
dispositivo siguiente: "PRIMERO: Rechaza las con-

clusiones presentadas en audiencia por la parte intimada por 
conducto de su abogado constituido, tendientes a que se 
declare nulo y sin ningún efecto el recurso de oposición 
interpuesto por el. Licenciado Julián Sued y la Compañía 
Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., contra senten-
cia rendida en defecto por esta Cámara Civil y Comercial, 
en  sus atribuciones civiles, en fecha diez y siete (17) de 
octubre de mil novecientos cincuenta y siete (1957), por 
improcedente e infundadas; SEGUNDO: Declara regular 
en la forma y justo en el fondo el presente - recurso de opo-

sición por haber sido hecho mediante el cumplimiento de 
las formalidades exigidas por la ley, y en consecuencha, 
acoge las conclusiones subsidiarias presentadas por los inti-
mantes, Licenciado Julián Sued y Compañía Nacional de 
Seguros San Rafael, C. por A., por conducto de sus aboga-
dos constituidos, y revoca en todas sus partes la sentencia 
recurrida, cuyo dispositivo se encuentra copiado íntegra-
mente en otro lugar de la presente sentencia, declarando que 
la acción en daños y perjuicios intentada por el señor Jaco-
bo Chahín contra el Licenciado Julián Sued y la Compañía 
Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., se encuentra 
prescrita, por haber transcurrido un lapso de más de seis 
meses ente la colisión de los vehículos mencionado, ocurrida 
en fecha diez y seis (16) de agosto de mil novecientos cin-
cuenta y seis (1956), que dió origen a la referida acción y 
los actos de citación en conciliación de fechas veintinueve 
(29) y treintiuno (31) de mayo del año mil novecientos 
cincuenta y siete, los cuales fueron seguidos de los actos de 
emplazamiento introductivo de instancia, de fechas catorce 
(14) de junio y diez (10) de julio del mencionado año mil 
novecientos cincuenta y siete (1957); TERCERO: Condena 
mas, en provecho del Licenciado Francisco Augusto Lora 
al señor Jacobo Chahín, parte que sucumbe, al pago de las 
costas de la presente instancia, con distracción de las mis- 
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y 
Doctor Ramón Tapia, abogados, quienes afirman estarla 

avanzando en su mayor parte'; TERCERO: Condena al 
se.  ñor Jacobo Chahín, parte intimante que sucumbe, al p

ago  de las costas, las cuales se declaran distraídas en provecho 
del Licenciado Francisco Augusto Lora y del Doctor Ramón 
Tapia, abogados, quienes afirman haberlas avanzado en s

u  mayor parte"; 

Considerando que el recurrente alega en su memorial 
de casación los siguientes medios: "PRIMER MEDIO: 

 lación de los principios del doble grado de 	Vio- 
jurisdicción.— Falta de motivos y base legal desde este primer aspecto. SE- 

GUNDO MEDIO: Flagrante violación del derecho de defen-
sa y falta de base legal. TERCER MEDIO: Violación del ar-
tículo 159 del Código de Procedimiento Civil en varios as-
pectos y falsa aplicación de las reglas relativas a la inte-
rrupción de instancia. Nueva falta de base legal y contra-
dicción de motivos en cuanto a este aspecto se refiere. Des-
naturalización de documentos de la causa y exso poder. 
CUARTO MEDIO: Falsa interpretación del párrafocede 

 final del artículo 2271 del Código Civil"; 

Considerando que por el primer medio de casación se 
invoca que los actuales recurridos alegaron, en apelación, 
la nulidad del embargo retentivo; que el actual recurrente 
respondió a esta excepción expresando en sus conclusiones 
que esa nulidad no podía ser presentada por primera vez en 
grado de apelación, siendo rechazada esta conclusión for- 
mal sin haberse dado en el fallo impugnado ningún motivo al respecto; pero 

Considerando que el estudio de lo expresado por los 
abogados de Julián J. Sued y la San Rafael C. por A., ante 
la Corte a qua pone de manifiesto que dichos abgados no 
propusieron, en apelación, la nulidad del embargooretentivo 
en cuestión, sino que Se limitaron en su escrito de réplica 
a exponer cual es la naturaleza del embargo, en sus diversas 
fases, y se inclinaron a compartir la doctrina de que "el 

 bargo retentivo puede ser practicado dentro del plazo de laem-  

octava a que se refiere el artículo 155 del Código de Proce-
dirniento Civil y aun antes de ser notificada la sentencia en 
defecto y después de impugnada ésta por la vía de la oposi-

ción o de la apelación . .."; que, en tales condiciones, la Cor-
te a qua no ha podido incurrir con su silencio en los vicios 
que se denuncian en este medio; 

Considerando que por el segundo medio el recurrente 
expresa lo que sigue: "obra constancia en la página 27 de la 
decisión atacada en el sentido de que se depositó una con-
tra-réplica, que se dice notificada; pero en cambio no cons-
ta si se concedió plazo al efecto, ya que en audiencia Julián 
Sued y la San Rafael, C. por A., se concretaron a leer las 
conclusiones de su escrito de defensa originario, y la Corte 
se limitó a ordenar el depósito de piezas, aplazando el fallo 
para una próxima audiencia, por consiguiente ignoramos la 
forma y modo en que tal escrito se introdujo post-audiencia 
al expediente, ya que, dicho sea de paso, no fué notificado a 
la parte intimante, quien bajo ningún concepto ni ángulo ha 
estado en condiciones de producirse sobre el mismo, que-
brantándose el derecho de defensa"; pero 

Considerando que el escrito de contrarréplica aludido, 
en el cual concluyen los abogados de los intimados en ape-
lación ratificando las "conclusiones contenidas en su escrito 
del 10 de mayo del año en curso (1958) notificado a la par-
te adversa" fué notificado, a su vez, contrariamente a lo que 
se alega, el día 9 de junio de 1958, a las nueve de la mañana, 
al abogado del intimante Jacobo Chahín, en la secretaría de 
la Corte de Apelación de Santiago, en la persona del Secre-
tario Maximiliano Hernández, por haber hecho allí elección 
de domicilio dicho intimante, según consta en el acto instru-
mentado por el alguacil ordinario de la Corte de Apelación 
de Santiago Francisco Lora González; que, además, el recu-
rrente estuvo en condiciones de denunciar a la Corte a qua 

la pretendida irregularidad en relación con el escrito de con-
trarréplica que le fué notificado, y no lo hizo; que, por con- 

o 



• 

1592 	 BOLETÍN JUDICIAL 

y 
Doctor Ramón Tapia, abogados, quienes afirma n estar.] 

..as  avanzando en su mayor parte'; TERCERO: Conde ai 
o.  ñor Jacobo Chahín, parte intimante que sucumbe,n aa l pa

go  de las costas, las cuales se declaran distraídas en provecho 
del Licenciado Francisco Augusto Lora y del Doctor Ramó

n  Tapia, abogados, quienes afirman haberlas avanzado en s
u  mayor parte"; 

Considerando que el recurrente alega en 
su memorial de casación los siguientes medios: "PRIMER MEDIO: V-

ladón de los principios del doble grado de jurisdicción.— 
Falta de motivos y base legal desde este primer aspecto. SE-
GUNDO MEDIO: Flagrante violación del derecho de defen-
sa y falta de base legal. TERCER MEDIO: Violación del ar-
tículo 159 del Código de Procedimiento Civil en varios as-
pectos y falsa aplicación de las reglas relativas a la inte-
rrupción de instancia. Nueva falta de base legal y contra-
dicción de motivos en cuanto a este aspecto se refiere. Des-
naturalización de documentos de la causa y exso poder. 
CUARTO MEDIO: Falsa interpretación del párrafocede 

 final del artículo 2271 del Código Civil"; 

Considerando que por el primer medio de casación se 
invoca que los actuales recurridos alegaron, en apelación, 
la nulidad del embargo retentivo; que el actual recurrente 
respondió a esta excepción expresando en sus conclusiones 
que esa nulidad no podía ser presentada por primera vez en 
grado de apelación, siendo rechazada esta conclusión for-
mal sin haberse dado en el Tallo impugnado ningún motivo al respecto; pero 

Considerando que el estudio de lo expresado por los 
abogados de Julián J. Sued y la San Rafael C. por A., ante la Corte a qua 

pone de manifiesto que dichos abogados no 
propusieron, en apelación, la nulidad del embargo retentivo 
en cuestión, sino que se limitaron en su escrito de réplica 
a exponer cual es la naturaleza del embargo, en sus diversas 
fases, y se inclinaron a compartir la doctrina de que "el em-
bargo retentivo puede ser practicado dentro del plazo de la 
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octava a que se refiere el artículo 155 del Código de Proce-
dimiento Civil y aun antes de ser notificada la sentencia en 
defecto y después de impugnada ésta por la vía de la oposi-

ción o de la apelación. . ."; que, en tales condiciones, la Cor-

te a qua no ha podido incurrir con .su silencio en los vicios 
que se denuncian en este medio; 

Considerando que por el segundo medio el recurrente 

•expresa lo que sigue: "obra constancia en la página 27 de la 
decisión atacada en el sentido de que se depositó una con-
tra-réplica, que se dice notificada; pero en cambio no cons-
ta si se concedió plazo al efecto, ya que en audiencia Julián 
Sued y la San Rafael, C. por A., se concretaron a leer las 
conclusiones de su escrito de defensa originario, y la Corte 
se limitó a ordenar el depósito de piezas, aplazando el fallo 
para una próxima audiencia, por consiguiente ignoramos la 
forma y modo en que tal escrito se introdujo post-audiencia 
al expediente, ya que, dicho sea de paso, no fué notificado a 
la parte intimante, quien bajo ningún concepto ni ángulo ha 
estado en condiciones de producirse sobre el mismo, que-
brantándose el derecho de defensa"; pero 

Considerando que el escrito de contrarréplica aludido, 
en el cual concluyen los abogados de los intimados en ape-
lación ratificando las "conclusiones contenidas en su escrito 
del 10 de mayo del año en curso (1958) notificado a la par-
te adversa" fué notificado, a su vez, contrariamente a lo que 
se alega, el día 9 de junio de 1958, a las nueve de la mañana, 
al abogado del intimante Jacobo Chahín, en la secretaría de 
la Corte de Apelación de Santiago, en la persona del Secre-
tario Maximiliano Hernández, por haber hecho allí elección 
de domicilio dicho intimante, según consta en el acto instru-
mentado por el alguacil ordinario de la Corte de Apelación 
de Santiago Francisco Lora González; que, además, el recu-
rrente estuvo en condiciones de denunciar a la Corte a qua 

la pretendida irregularidad en relación con el escrito de con-
trarréplica que le fué notificado, y no lo hizo; que, por con- 
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siguiente, la alegada violación del derecho de defensa, care.. 

 ce de fundamento, por lo cual este medio debe ser desesti-mado; 

 que por el tercer medio el recurrente ale- 
ga que la Corte a qua ha violado el artículo 159 del Código 
de Procedento Civil; que este texto "no trata e 
lo que es un acto de ejecución o un acto conservatorio pre- 
vio, sino que está orientado en el sentido de pautar en qué 
momento debe reputarse ejecutada una sentencia en defec- 
to para fines de recurrirle en oposición. .."; que "lo per 
seguido por el legislador, contrariamente a lo que proclama 
la Corte a qua, ha sido determinar, cuando ha sido que a 
parte en defecto, ha tenido conocimiento de la sentenci

una intervenida en su contra y de que el beneficiario de la mis-
ma ha iniciado su ejecución"; que "tal como lo admite la 
sentencia recurrida, Jacobo Chahín practicó un embargo 
retentivo contra Julián Sued y la San Rafael, C. por A., el 
29 de octubre que fué denunciado con citación en validez 
a ambos embargados el mismo 29 de octubre, (ver pág- 3 
sentencia atacada) aunque en otra parte del fallo se dice 
que a la San Rafael, C. por A., se le denunció dicho embargo 
en validez el 29 de octubre; pero que a Julián Sued lo fué 

II 	
el 4 de noviembre"; que "en uno y otro 	 de prevaler los embargados de la vía de la ocaso, sición, quererse 

debieron y pudieron la una y el otro declarar el recurso al alguacil 
al notificársele los actos prealudidos o hacerlo conocer in-
mediatamente por acto extrajudicial a reiterar en la octava 
(at. 162 Cód. Pr. Civil), que ese acto extrajudicial. .. es la 
única vía regular y correcta de oponerse a la ejecución de 
la sentencia"; que "la oposición realizada el veinte de no-
viembre intervino "cuando no era dable ejercer dicho recur-
so por haber comenzado a correr los plazos de la apelación"; 
que la Corte a qua ha cometido un exceso de poder al en-
tender que la cuestión de saber, si un hecho determinado 
constituye la ejecución de una sentencia, es una cuestión 
que queda a su soberana apreciación; que "el hecho de que 
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,arios días después de notificarse la denuncia de embargo 

‘co

n citación en validez, el abogado actuante 'fuera desig-

nado para desempeñar una función judicial, no puede jamás 

tener por efecto en el caso ocurrente, alegar caprichosamen-

te  y unilateralmente, el plazo de ley para ejercer un recurso 
de oposición"; 

Considerando que la Corte a qua, expresa lo siguiente 

en los motivos de su fallo; "que, en la especie, examinando 

los 
actos y circunstancias en que se produjo el recurso de 

oposición cuya caducidad se invoca, se llega a la decisión de 
que no existe motivo para considerar que el condenado te-
nía conocimiento necesario de la sentencia en defecto que 
debía cerrarle la vía de la oposición"; que, "de acuerdo con 
el procedimiento seguido en el caso, la sentencia en defecto 
fué dictada en fecha 17 de octubre de 1957, contra la Com-
pañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., y Julián 
Sued, que dicha sentencia fué notificada respectivamente a 
los demandados mediante actos de fecha 28 del mismo cita-
do mes de octubre, que al día siguiente 29 de octubre, Jaco-
bo Chahín inició un embargo retentivo u oposición en per-
juicio de los condenados en defecto en manos del Banco de 
Reservas de la República Dominicana, The Royal Bank of 
Nova Scotia de los valores que tuvieran depositados en esas 
instituciones, y el mismo día 29 de octubre fué denunciado el 
referido embargo u oposición, con citación en validez de em-
bargo a la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. 
por A., y el día 4 de noviembre siguiente al Licenciado Ju-
lián Sued"; que "habiendo cesado en sus funciones el aboga-
do constituido del señor Jacobo Chahín, licenciado Jorge 
Luis Pérez, por haber aceptado un cargo judicial, el día 20 
de noviembre la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, 

• C. por A., y el licenciado Julián Sued notificaron por acto 
de alguacil su recurso de oposición, con intimación formal 
de que constituyera abogado, y el día siguiente 21 de no-
viembre, la referida Compañía y el Lic. Sued, constituyeron 
abogados para postular respecto de la demanda en validez 

1595 
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siguiente, la alegada violación del derecho de defensa, care, 
ce de fundamento, por lo cual este medio debe ser desesti-mado; 

'Considerando que por el tercer medio el recurrente ale-ga que la Corte a qua 
ha violado el artículo 159 del Código 

de Procedimiento Civil; que este texto "no trata de definir 

conservatorio pre-
lo que es un acto de ejecución o un acto 

vio, sino que está orientado en el sentido de pautar en qué 
momento debe reputarse ejecutada una sentencia en defec-
to para fines de recurrirle en oposición. ..'° que "lo per-
seguido por el legislador, contrariamente a lo que proclama la Corte a qua, 

ha sido determinar, cuando ha sido que una 
parte en defecto, ha tenido conocimiento de la sentencia 
intervenida en su contra y de que el beneficiario 

	 la ma ha iniciado su ejecución"; que "tal como lo a dedmi mis- 
te la sentencia recurrida, Jacobo Chahin practicó un 

retentivo contra Julián Sued y la San Rafael, C. embargo 
29 de octubre 	 por A., el 

, que fué denunciado con citación en validez 
a ambos embargados el mismo 29 de octubre, 

 sentencia atacada) aunque en otra parte d 
	

(
el fall

ver
o se dice 

3
e dice que a la San Rafael, C. por A., se le denunció dicho embargo 

en validez el 29 de octubre; pero que a Julián Sued lo fué 
el 4 de noviembre"; que "en uno y otro caso, d quererse 
prevaler los embargados de la vía de la oposición,

e  debieron y pudieron la una y el otro declarar el recurso al alguacil 
al notificársele los actos prealudidos o hacerlo conocer in- 
mediatamente por acto extrajudicial a reiterar en la octava 
(at. 162 Cód. Pr. Civil), que ese acto extrajudicial. .. es la 
única vía regular y correcta de oponerse a la ejecución de 
la sentencia"; que "la oposición realizada el veinte de no-
viembre intervino "cuando no era dable ejercer dicho recur-
so por haber comenzado a correr los plazos de la apelación"; que la Corte a qua 

ha cometido un exceso de poder al en-
tender que la cuestión de saber, si un hecho determinado 
constituye la ejecución de una sentencia, es una cuestión que 

queda a su soberana apreciación; que "el hecho de que 
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varios días después de notificarse la denuncia de embargo 
vean citación en validez, el abogado actuante 'fuera desig-
nado para desempeñar una función judicial, no puede jamás 

tener por efecto en el casó ocurrente, alegar caprichosamen-

te  y unilateralmente, el plazo de ley para ejercer un recurso 

de 
opCoosnicsiiódne:a;  ndo que la Corte a qua, expresa lo siguiente 

en los motivos de su fallo; "que, en la especie, examinando 
los actos y circunstancias en que se produjo el recurso de 
oposición cuya caducidad se invoca, se llega a la decisión de 
que no existe motivo para considerar que el condenado te-
nía conocimiento necesario de la sentencia en defecto que 
debía cerrarle la vía de la oposición"; que, "de acuerdo con 
el procedimiento seguido en el caso, la sentencia en defecto 
fué dictada en fecha 17 de octubre de 1957, contra la Com-
pañía Nacional de Seguros San Rafael, C. por A., y Julián 
Sued, que dicha sentencia fué notificada respectivamente a 
los demandados mediante actos de fecha 28 del mismo cita-
do mes de octubre, que al día siguiente 29 de octubre, Jaco-
bo Chahín inició un embargo retentivo u oposición en per-

= juicio de los condenados en defecto en manos del Banco de 
Reservas de la República Dominicana, The Royal Bank of 
Nova Scotia de los valores que tuvieran depositados en esas 
instituciones, y el mismo día 29 de octubre fué denunciado el 
referido embargo u oposición, con citación en validez de em-
bargo a la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, C. 
por A., y el día 4 de noviembre siguiente al Licenciado Ju-
lián Sued"; que "habiendo cesado en sus funciones el aboga-

. do constituido del señor Jacobo . 
Chahín, licenciado Jorge 

Luis Pérez, por haber aceptado un cargo judicial, el día 20 
de noviembre la Compañía Nacional de Seguros San Rafael, 
C. por A., y el licenciado Julián Sued notificaron por acto 
de alguacil su recurso de oposición, con intimación formal 
de que constituyera abogado, y el día siguiente 21 de no-
viembre, la referida Compañía y el Lic. Sued, constituyeron 
abogados para postular respecto de la demanda en validez 
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del mencionado embargo retentivo"; y que "frente a l
as  referidas diligencias, en fecha 27 del indicado mesde no. 

viembre en cuanto constituye el señor Jacobo Chah 
nuevo abogado al Licenciado Héctor Sánchez Morceloín su 

, re. novándose la instancia"; 
,
Considerando que del estudio de las disposiciones con-

miento de Procedi-
tenidas en los artículos 158 y 159 del Códio 
miento Civil, se desprende que el legislador no ha q 
cerrar la vía de la oposición al condenado en defecto sobre 
la sola presunción del conocimiento de la sentencia, lo que 
podría conducir a graves e injustas consecuencias, sino sub-
ordinar ésa vía de recurso al conocimiento de la ejecución 
misma de la sentencia en un grado que haga qu 
el condenado en defecto la ha abandonado definitivamentee 

Considerando que cuando se trata de un embargo reten-
tivo practicado en virtud de una sentencia en defecto, debe 

. considerarse, en este orden de ideas, que la constitución de 
abogado del demandado para responder a la demanda en va-
lidez es el acto que cierra el ejercicio de_ dicha vía de recur-
so, Porque es a partir de ese acto cuando se pone de mani-
fiesto de una manera inequívoca la voluntad del demandado 
de abandonar la vía de la oposición; 

Considerando que, en la especie, la oposición contra el 
fallo que sirvió de base al embargo retentivo se hizo válida-
mente el día veinte de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, de acuerdo con el criterio antes expresado; 
que, si bien es cierto que los demandados constituyeron abo-
gado con respecto de la demanda en validez, no es menos 
cierto que tal constitución de abogado se hizo, como se ha 
visto, al día siguiente de la oposición, veintiuno de noviem-
bre, esto es, cuando ya los condenados en defecto se habían 
acogido a dicha vía de recurso, a la cual nunca renunciaron; que, por tanto, la Corte a qua procedió correctamente al re-
chazar la excepción de nulidad propuesta por el recurrente; 

Considerando que al estar justificado por ese motivo 
el fallo impugnado, ya que la decisión reposa sobre este  

punto sobre hechos no controvertidos de la causa, los demás 

cios y violaciones que se invocan al respecto carecen de vi  fundamento; debiendo por todo ello ser desestimado este 

otro medio de casación; 
Considerando que por el cuarto y último medio el re-

currente sostiene que la Corte a qua ha violado el artículo 
2271 del Código Civil, al declarar prescrita la acción en res-
ponsabilidad de que se trata; que el artículo 2257 del mismo 
Código, enuncia varias causas de suspensión de la prescrip-
ción, resultantes de la imposibilidad de actuar extrañas al 
estado y a la calidad de la persona, pero no tiene nada de 
limitativo, por lo cual todas las imposibilidades de actuar 
deben ser admitidas aunque ellas no se indiquen expresa-
mente por la ley; que en el caso ocurrente, la acción en da-
ños y perjuicios a intentar por Jacobo Chahin contra el 
guardián de la cosa inanimada, no podía ser ejercitada en 
tanto no se solucionara el proceso penal seguido a los con-
ductores de uno y otro de los vehículos en colisión, estando 
suspendidos, por tanto, el plazo de la prescripción; pero 

Considerando que de conformidad con el artículo 2271 
del Código Civil, reformado por la Ley I\19  585, del año 1941, 
la acción en responsabilidad civil cuasidelictuosa, prescribe 
por el transcurso del período de seis meses, contando desde 
el momento en que ella nace, cuando dicha prescripción no 
hubiere sido fijada por la ley en un período más largo; y el 
mismo texto dispone, en su parte in fine, que en los casos en 
que alguna circunstancia imposibilite legal o judicialmente 
el ejercicio de la acción, no se computará en el plazo el tiem-
po que dicha imposibilidad dure; 

Considerando que según resulta del fallo impugnado, la 
demanda en daños y perjuicios intentada contra Julián J. 
Sued y la San Rafael, C. por A., como aseguradora, tiene co-
mo fundamento la responsabilidad del guardián de la cosa 
inanimada que ha producido el daño, consagrada por el ar-
tículo 1384, primera parte, del Código Civil, la cual, como 
es una acción en responsabilidad cuasidelictuosa que no tie- 



1597 BOLETIN JUDICIAL 1596 
BOLETÍN JUDICIAL 

del mencionado embargo retentivo"; y que "frente a l
as  • referidas diligencias, en fecha 27 del indicado mes 

viembre en cuanto constituye el señor Jacobo Cha de n o. 
hí su nuevo abogado al Licenciado Héctor Sánchez Morcelo n

, re, novándose la instancia"; 

'Considerando que del estudio de las disposiciones con 
tenidas en los artículos 158 y 159 del Código 	i- miento Civil, se desprende que el legislador no ha querido 
cerrar la vía de la oposición al condenado en defecto sobre 
la sola presunción del conocimiento de la sentencia, lo TI 
podría conducir a graves e injustas consecuencias, sino sub 
ordinar osa vía de recurso al conocimiento de la ejecución 
misma de la sentencia en un grado que haga 

	que el condenado en defecto la ha abandonado definitivapresumir 
mente; Considerando que cuando se trata de un embargo reten-

tivo practicado en virtud de una sentencia en defecto, debe 
considerarse, en este orden de ideas, que la constitución de 
abogado del demandado para responder a la demanda en va-
lidez es el acto que cierra el ejercicio de- dicha vía de recur-
so, porque es a partir de ese acto cuando se pone de mani-
fiesto de una manera inequívoca la voluntad del demandado 
de abandonar la vía de la oposición; 

Considerando que, en la especie, la o sición 	el fallo que sirvió de base al embargo retentivopo 
 se hizo

contra 
 válida-mente el día veinte de noviembre de mil novecientos cin-

cuenta y siete, de acuerdo con el criterio antes expresado; 
que, si bien es cierto que los demandados constituyeron_ abo-
gado con respecto de la demanda en validez, no es menos 
cierto que tal constitución de abogado 

se hizo, como se ha visto, al día siguiente de la oposición, veintiuno de noviem-
bre, esto es, cuando ya los condenados en defecto se habían 
acogido a dicha vía de recurso, a la cual nunca renunciaron; 
que, por tanto, la Corte a qua procedió correctamente al re-
chazar la excepción de nulidad propuesta por el recurrente; 

Considerando que al estar justificado por ese motivo 
el fallo impugnado, ya que la decisión reposa sobre este  

punto sobre hechos no controvertidos de la causa, los demás 
violaciones que se invocan al respecto carecen de 

vi:ni:mento; debiendo por todo ello ser desestimado este 
otro medio de casación; 

Considerando que por el cuarto y último medio el re-
currente sostiene que la Corte a qua ha violado el artículo 
2271 del Código Civil, al declarar prescrita la acción en res-
ponsabilidad de que se trata; que el artículo 2257 del mismo 
Código, enuncia varias causas de suspensión de la prescrip-
ción, resultantes de la imposibilidad de actuar extrañas al 
estado y a la calidad de la persona, pero no tiene nada de 
limitativo, por lo cual todas las imposibilidades de actuar 
deben ser admitidas aunque ellas no se indiquen expresa-
mente por la ley; que en el caso ocurrente, la acción en da-
ños y perjuicios a intentar por Jacobo ,Chahin contra el 
guardián de la cosa inanimada, no podía ser ejercitada en 
tanto no se solucionara el proceso penal seguido a los con-
ductores de uno y otro de los vehículos en colisión, estando 
suspendidos, por tanto, el plazo de la prescripción; pero 

Considerando que de conformidad con el artículo 2271 
del Código Civil, reformado por la Ley No 585, del año 1941, 
la acción en responsabilidad civil cuasidelictuosa, prescribe 
por el transcurso del período de seis meses, contando desde 
el momento en que ella nace, cuando dicha prescripción no 
hubiere sido fijada por la ley en un período más largo; y el 
mismo texto dispone, en su parte in fine, que en los casos en 
que alguna circunstancia imposibilite legal o judicialmente 
el ejercicio' de la acción, no se computará en el plazo el tiem-
po que dicha imposibilidad dure; 

Considerando que según resulta del fallo impugnado, la 
demanda en daños y perjuicios intentada contra Julián J. 
Sued y la San Rafael, C. por A., como aseguradora, tiene co-
mo fundamento la responsabilidad del guardián de la cosa 
inanimada que ha producido el daño, consagrada por el ar-
tículo 1384, primera parte, del Código Civil, la cual, como 
es una acción en responsabilidad cuasidelictuosa que no tie- 
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ne su fuente en una infracción penal, su ejercicio no qu
e  ba suspendido por el hecho de que se hubiera apoderado 

la infracción al tribunal represivo; que, aún en la hipót
• en que el fallo de la jurisdicción penal estuviera llamado 

ejercer en la especie una influencia sobre el fallo de 
jurisdicción civil, no se estaría tampoco frente a una ca 
de suspensión de la prescripción, porque en tal caso lo 

q se suspende o sobresee es el fallo de la cuestión civil, hast 
tanto el juez de lo penal falle definitivamente sobre la i

n  fracción, por aplicación del artículo 3 del Código de P 
dimiento•Criminal ; 	 roc  

Considerando que la Corte a qua, al admitir que en 
especie no había ninguna imposibilidad legal ni judicial la 

que suspendiera el plazo de la prescripción de que se trata, hizo 
una correcta aplicación del artículo 2271, reformado, del 
Código Civil; - 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Jacobo Chahín, contra sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santiago de fecha doce 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, en atri-
buciones civiles, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas con distracción de las mismas en favor del Lic. 
Francisco Augusto Lora y Dr. Ramón Tapia, abogados de 
los recurridos, quienes afirman las están avanzando en su 
mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.—
. 

Juan A. Morel.— Luis Logra° Cohén.— Carlos MI. La-
marche H.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chtroani.— Barón T. Sánchez L.-- Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída v publicada por mí, Secretario General que 
certifico. —(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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BENTENCIA DE FECHA 14 DE AGOSTO DE 1959 

!telas 
impugnadas: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

fecha 14 de noviembre de 1958 y 24 de febrero de 1959. 

feria: Penal. 

urrente: Julia María Segura. 

gado: Dr. Víctor Manuel Mangual. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la 'República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
g. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, 

er Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruis Tejada, Guarionex A. García de Peña y Manuel D. Ber-
gés Chupani, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Na-
cional, hoy día catorce del mes de agosto de mil novecientos 
cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 96' de la 
Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Julia 
María Segura, dominicana, mayor de edad, soltera, de que-
haceres domésticos, domiciliada y residehte en la casa N9  1, 

de la calle Ramfís, de la ciudad de Barahona, cédula 7740, 
serie 1, sello 1906773, contra sentencias de la Corte de Ape-
lación de Chtdad Trujillo de fecha catorce de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y ocho y veinticuatro de febrero 
de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyos dispositivos se 

copian más adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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ne su fuente en una infracción penal, su ejercicio no qu
eda,  ba suspendido por el hecho de que se hubiera apoderad
o  de  la infracción al tribunal represivo; que, aún en la hipótesis 

en que el fallo de la jurisdicción penal estuviera llamado 
a  ejercer en la especie una influencia sobre el fallo de 

 jurisdicción civil, no se estaría tampoco frente a una ca la  
us de suspensión de la prescripción, porque en tal caso lo qu

e
a 

 se suspende o sobresee es el fallo de la cuestión civil, ha
sta  tanto el juez de lo penal falle definitivamente sobre la 

fracción, por aplicación del artículo 3 del Código de Proce- in- 
dimiento'Criminal; 

Considerando que la Corte a qua, al admitir 	 en especie no había ninguna imposibilidad legal ni jud que 
icial la que suspendiera el plazo de la prescripción de que se trata, hizo 

una correcta aplicación del artículo 2271, reformada, del 
Código Civil; - 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Jacobo Chahín, contra sentencia dic-
tada por la Corte de Apelación de Santiago de fecha doce 
de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, en atri-
buciones civiles, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas con distracción de las mismas en favor del Lic.:- 
Francisco Augusto Lora y Dr. Ramón Tapia, abogados de '‘ 
los recurridos, quienes afirman las están avanzando en su 
mayor parte. 

(Firmados) H. Herrera 	Feo. Elpidio Beras.- 
Juan A. Morel.— Luis Logrófio Cohén.— Carlos Ml. La-
marche H.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chunani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au- • 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 

fué 
firmada, leída v nublicada por mí, Secretario General que certifico. —(Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 14 DE AGOSTO DE 1959 

impugnadas: Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, de 

sent"icias hnfechap14 de noviembre de 1958 y 24 de febrero de 1959. 

Materia: Penal. 

giocurrente: Julia María Segura. 

Abogado: Dr. Victor Manuel Mangual. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus- 

- tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruis Tejada, Guarionex A. García de Peña y Manuel D. Ber-
gés Chupani, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Na-
cional, hoy día catorce del mes de agosto de mil novecientos 
cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 96' de la 
Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre los recursos de casación interpuestos por Julia 
7 María Segura, dominicana, mayor de edad, soltera, de que 
. haceres domésticos, domiciliada y residehte en la casa N 9  1, 

de la calle Ramfís, de la ciudad de Barahona, cédula 7740, 
serie 1, sello 1906773, contra sentencias de la Corte de Ape- 
lación de Citidad Trujillo de fecha catorce de noviembre de 
mil novecientos cincuenta y ocho y veinticuatro de febrero 
de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyos dispositivos se 
copian más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

• 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
d la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación de fechas, 
veinticuatro de noviembre de mil novecientos cincuenta 

y ocho y dos de marzo de mil novecientos cincuenta y 
 levantadas en la secretaría de la Corte a qua, a requer im nueve, 

del Dr. Víctor Manuel Mangual, cédula 18900, serie 1, selliento
o 29407, a nombre y representación de la recurrente Julia 11

,1; Segura, en las cuales no se invocan ningún medio determina-
do de casación; 

Visto el' memorial de casación de fecha tres de julio d
e  mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por los Dres. 

Víctor Manuel Mangual y Radhamél B. Maldonado, cédula 
50563, serie 1, sello 68656, y Altagracia Grecia Maldonado, 
cédula 38221, serie 1, sello 2130290, en el cual se invocan los 
medios que más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 4 de la Ley N° 2402, de 
1950; 1315 del 'Código Civil; 168 del Código de Procedimien-
to Civil; 180 del Código de Procedimiento Criminal; y 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los - 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
veintitrés de junio de mil novecientos cincuenta y ocho, Ar-
naldo Espinosa dirigió una instancia al Magistrado Procura-
dor Fiscal del Distrito Nacional, solicitando la rebaja de la 
pensión que le había sido fijada en RD$60.00 para atender 
a las necesidades de los menores Brasmilde, Eddy, Víctor 
Hugo, Forthon Rjmón y Soselín, procreados con Julia Ma-
ría Segura, según sentencia de la Segunda Cámara de lo 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, de 'fecha veintidós de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, confirmada en apelación el once de abril de 
mil novecientos cincuenta y ocho; b) que fijada la audiencia 
y conocido el caso, la citada Cámara de lo Penal dictó sen-
tencia en defecto en fecha diez de noviembre de mil nove- 

entos cincuenta y ocho, desestimando la petición de rebaja; 

e) que dicha sentencia fué recurrida en apelación por el pre-
venido Arnaldo Espinosa; d) que a la audiencia celebrada 
al efecto por la Corte de Apelación, compareció Julia María 
segura, madre de los menores, representada por el Dr. Víc-

>tor Manuel Mangual, quien presentó las siguientes conclu-
'siones; "PRIMERO: Que se le dé acta a la señora Julia-María 
segura de que en fecha 7 de octubre del año 1958 fuécitada 
por el ministerial Alcibíades Félix, Alguacil de Estrados del 
uzgadq de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-

rahona, para comparecer el día 10 del mes de noviembre de 
1958 por ante la Segunda Cámara Penal de Ciudad Trujillo, 

. en atribuciones correccionales para ser oída en la causa de 
Arnaldo Espinosa acusado de violación a la Ley N" 2402 en 
su perjuicio; SEGUNDO: Declarar que a la señora Julia Ma-
ría Segura no se le dió el plazo legal de la comparecencia 
que establece el art. 182 del Código de' Procedimiento Cri-
minal.— TERCERO: Declarar que esa irregularidad en la 
citación no permitió a la señora Julia María Segura compa-
recer por ante el Tribunal a quo, a proponer los derechos 
que le asisten en el presente asunto.— CUARTO: Darle acta 
a la señora Julia María Segura, que de conformidad con las 
citaciones del 7 de octubre de 1958 por el ministerial Alci-
bíades Félix a requerimiento del Magistrado Procurador' Fis-
cal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Barahona, y la de fecha 27 de octubre de 1958 del ministerial 
Rafael Matos, a requerimiento del Magistrado Procurador 

• General de la Corte de Apelación del Departamento de Ba-
rahona, la parte demandada tiene su domicilio'en la ciudad 
de Barahona, en la casa N 9  11 de la calle Ramfis.— QUIN-
TO: Declarar que tanto el Tribunal que conoció en primer 
grado la demanda intentada por el señor Arnaldo Espinosa, 
en rebaja de pensión alimenticia, Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, como 
esta Corte de Apelación son incompetentes racional prsone 
vel loci, para conocer de la demanda referida.— SEXTO: 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General d
e  la República; 

Vistas las actas de los recursos de casación de fechas 
veinticuatro de noviembre de mil novecientos cincuenta 

y ocho y dos de marzo de mil novecientos cincuenta 
Y nue levantadas en la secretaría de la Corte a qua, a requerimientove, 

del Dr. Víctor Manuel Mangual, cédula 18900, serie 1, sello 
29407, a nombre y representación de la recurrente Julia M. 
Segura, en las cuales no se invocan ningún medio determina-
do de casación; 

Visto el memorial de casación de fecha tres de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por los Dres. 
Víctor Manuel Mangual y Radhamél B. Maldonado, cédula 
50563, serie 1, sello 68656, y Altagracia Grecia Maldonado, 
cédula 38221, serie 1, sello 2130290, en el cual se invocan los 
medios que más adelante se indican; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 y 4 de la Ley N° 2402, 

de 1950; 1315 del Código Civil; 168 del Código de Procedimien-
to Civil; 180 del Código de Procedimiento Criminal; y 1 y 
65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
veintitrés de junio de mil novecientos cincuenta y ocho, Ar-
naldo Espinosa dirigió una instancia al Magistrado Procura-
dor Fiscal del Distrito Nacional, solicitando la rebaja de la 
pensión que le había sido fijada en RD$60.00 para atender 
a las necesidades de los menores Brasmilde, Eddy, Víctor 
Hugo, Forthon Ramón y Soselín, procreados con Julia Ma-
ría Segura, según sentencia de la Segunda Cámara de lo 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, de 'fecha veintidós de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y siete, confirmada en apelación el once de abril de 
mil novecientos cincuenta y ocho; b) que fijada la audiencia 
y conocido el caso, la citada Cámara de lo Penal dictó sen-
tencia en defecto en fecha diez de noviembre de mil nove- 

cientos cincuenta y ocho, desestimando la petición de rebaja; 

e) que dicha sentencia fué recurrida en apelación por el pre-
venido Arnaldo Espinosa; d) que a la audiencia celebrada 
al efecto por la Corte de Apelación, compareció Julia IVraría 
Segura, madre de los menores, representada por el Dr. Víc-. 
tor Manuel Mangual, quien presentó las siguientes conclu-
siones; "PRIMERO: Que se le dé acta a la señora Julia-María 
segura de que en fecha 7 de octubre del año 1958 fué citada 
por el ministerial Alcibíades Félix, Alguacil de Estrados del 
.Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-
rahona, para comparecer el día 10 del mes de noviembre de 
1958 por ante la Segunda Cámara Penal de Ciudad Trujillo, 
en atribuciones correccionales para ser oída en la causa de 
Arnaldo Espinosa acusado de violación a la Ley N° 2402 en 
su perjuicio; SEGUNDO: Declarar que a la señora Julia Ma-
ría Segura no se le dió el plazo legal de la comparecencia 
que establece el art. 182 del Código de' Procedimiento Cri-
minal.— TERCERO: Declarar que esa irregularidad en la 
citación no permitió a la señora Julia María Segura compa-
recer por ante el Tribunal a quo, a proponer los derechos 
que le asisten en el presente asunto.— CUARTO: Darle acta 
a la señora Julia María Segura, que de conformidad con las 
citaciones del 7 de octubre de 1958 por el ministerial Alci-
bíades Félix a requerimiento del Magistrado Procurador' Fis-
cal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Barahona, y la de fecha 27 de octubre de 1958 del ministerial 
Rafael Matos, a requerimiento del Magistrado Procurador 
General de la Corte de Apelación del Departamento de Ba-
rahona, la parte demandada tiene su domicilio'en la ciudad 
de Barahona, en la casa N 9  11 de la calle Ramfis.— QUIN-
TO: Declarar que tanto el Tribunal que conoció en primer 
grado la demanda intentada por el señor Arnaldo Espinosa, 
en rebaja de pensión alimenticia, Segunda Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, como 
esta Corte de Apelación son incompetentes racional prsone 
vel loci, para conocer de la demanda referida.— SEXTO: 
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Condenar al señor Arnaldo Espinosa al pago de las costas'.- 
e) que a su vez el prevenido, representado por su abogad o' 
concluyó así: "Que desestiméis el pedimento formulado po r 

 la señora Julia María Segura en cuanto a que sea'declinado 
el conocimiento del fondo del asunto por ante la Honorable 
Corte de Barahona por no poder dicha jurisdicción conocer 
en segundo grado de un caso conocido en primera Instancia 
por un tribunal del Distrito Nacional y que en consecuencia 
se conozca ante esta Corte"; f) que en fecha catorce de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho, la Corte de' 
Apelación de Ciudad Trujillo dictó una sentencia, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza por falta de 
interés los ordinales primero, segundo, tercero y cuarto de 
las conclusiones presentadas en limini litis por el abogado 
de Julia María Segura; SEGUNDO: Rechaza, asimismo, los 

. ordinales quinto y sexto de dichas conclusiones; y, en con-
secuencia, declara regular la competencia de la Segunda Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis- , 
trito Nacional y de esta Corte de Apelación para conocer 
del pedimento de Anarldo Espinosa, tendiente a que se re-
duzca la pensión que le fué fijada por sentencia de fecha 
anterior; TERCERO: Fija la audiencia del día miércoles die-
cisiete del mes de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, a las nueve horas de la mañana, para el conocimiento 
de la apelación interpuesta por Arnaldo Espinosa contra sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales por la Segunda 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional en fecha diez de octubre de mil novecientos 
cincuenta y ocho; CUARTO: Reserva las costas"; g) que 
conocido de nuevo el caso, y previo reenvío para citar a la 
madre demandada Julia María Segura, la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, rindió sentencia en cuanto al fondo en 
fecha veinticuatro de febrero de mil novecientos cincuenta y 
nueve, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en la forma, el presente recurso de 
apelación; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones formuladas 
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or el Lic. Víctor Manuel Mangual, a nombre y representa-
ión de la querellante, por improcedentes y mal fundadas;— 

TERCERO: Modifica la sentencia apelada, dictada en atribu-

ciones correccionales por la Segunda Cámara de lo Penal del 

Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional enfecha 
i() del mes de octubre del año 1958, y obrando por propia 
autoridad Tija en veinticinco pesos oro (RD$25.00) la pensión 
mensual que el prevenido Arnaldo Espinosa debe pasar a la 
madre querellante señora Julia María Segura para las aten-
ciones y necesidades de los menores BrasMilde de 17 años, 

Eddy de 15 años, Iris de 13 años, Forthon de 11 años y Jo-
seph de 9 años de edad; y CUARTO: Declara las costas de 

oficio"; 
Considerando que en el memorial de casación la parte 

recurrente invoca los siguientes medios: "1": Violación del 
artículo 168 del Código de Procedimiento Civil. Violación de 
la regla de la competencia; 2": Violación del artículo 180 del 
Código de Procedimiento Criminal. Cambio de prevención. 
Violación del derecho de defensa; 3": Violación al artículo 
1315 del Código Civil y a la teoría de la prueba. Falta de ba-
se legal. Inexistencia en el expediente de la sentencia que se 
reforma. Desnaturalización de los documentos del expe- 
diente"; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio in-
voca en síntesis la recurrente que el artículo 182 del Código 
de Procedimiento Criminal establece un plazo "de tres días 
francos entre la citación y la sentencia", los cuales deben 
aumentarse en razón de la distancia; que ese plazo no se 
observó pues ella reside en Barahona y fué citada el siete 
de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho para compa-
recer el día diez de ese mes; que como ella no pudo compa-
recer ante el Juez de primer grado la excepción la propuso 
ante la Corte de Apelación con motivo del recurso de apela-
ción de la otra parte; que la Corte rechazó su pedimento y 
"se declaró competente para conocer de un asunto del cual no 
estaba apoderada"; que además "hay una notable contradic- 
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Condenar al señor Arnaldo Espinosa al pago de las costas„. 
e) que a su vez el prevenido, representado por su abogado' 
concluyó así: "Que desestiméis el pedimento formulado p or  la señora Julia María Segura en cuanto a que se&declinado 
el conocimiento del fondo del asunto por ante la Honorable 
Corte de Barahona por no poder dicha jurisdicción conocer 
en segundo grado de un caso conocido en primera Instancia 
por un tribunal del Distrito Nacional y que en consecuencia 
se conozca ante esta Corte”; f) que en fecha catorce de 
noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho, la Corte de" 
Apelación de Ciudad Trujillo dictó una sentencia, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Rechaza por 'falta de 
interés los ordinales primero, segundo, tercero y cuarto de 
las conclusiones presentadas en limini litis por el abogado 
de Julia María Segura; SEGUNDO: Rechaza, asimismo, los 

. ordinales quinto y sexto de dichas conclusiones; y, en con-
secuencia, declara regular la competencia de la Segunda Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis- , 
trito Nacional y de esta Corte de Apelación para conocer 
del pedimento de Anarldo Espinosa, tendiente a que se re. 
duzca la pensión que le fué fijada por sentencia de fecha 
anterior; TERCERO: Fija la audiencia del día miércoles die-
cisiete del mes de diciembre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, a las nueve horas de la mañana, para el conocimiento 
de la apelación interpuesta por Arnaldo Espinosa contra sen-
tencia dictada en atribuciones correccionales por la Segunda 
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional en fecha diez de octubre de mil novecientos 
cincuenta y ocho; CUARTO: Reserva las costas"; g) que 
conocido de nuevo el caso, y previo reenvío para citar a la 
madre demandada Julia María Segura, la Corte de Apelación 
de Ciudad Trujillo, rindió sentencia en cuanto al fondo en 
fecha veinticuatro de febrero de mil novecientos cincuenta y 
nueve, con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De-
clara regular y válido en la forma, el presente recurso de 
apelación; SEGUNDO: Rechaza las conclusiones formuladas  

or 
 el Lic. Víctor Manuel Mangual, a nombre y representa-

. (5n 
de la querellante, por improcedentes y mal fundadas;—

TERCERO: Modifica la sentencia apelada, dictada en atribu-
ciones correccionales por la Segunda Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha 
10 del mes de octubre del año 1958, y obrando por propia 
autoridad Tija en veinticinco pesos oro (RD$25.00) la pensión 
mensual que el prevenido Arnaldo Espinosa debe pasar a la 
madre querellante señora Julia María Segura para las aten-
ciones y necesidades de los menores Brasmilde de 17 años, 

Eddy de 15 años, Iris de 13 años, Forthon de 11 años y Jo-
seph de 9 años de edad; y CUARTO: Declara las costas de 
oficio"; 

Considerando que en el memorial de casación la parte 
recurrente invoca los siguientes medios: "1": Violación del 
artículo 168 del Código de Procedimiento Civil. Violación de 
la regla de la competencia; 2": Violación del artículo 180 del 
Código de Procedimiento Criminal. Cambio de prevención. 
Violación del derecho de defensa; 3^: Violación al artículo 
1315 del Código Civil y a la teoría de la prueba. Falta de ba-
se legal. Inexistencia en el expediente de la sentencia que se 
reforma. Desnaturalización de los documentos del expe- 
diente"; 

Considerando que en el desarrollo del primer medio in- 
voca en síntesis la recurrente que el artículo 182 del Código 
de Procedimiento Criminal establece un plazo "de tres días 
francos entre la citación y la sentencia", los cuales deben 
aumentarse en razón de la distancia; que ese plazo no se 
observó pues ella reside en Barahona y fué citada el siete 
de octubre de mil novecientos cincuenta .y ocho para compa- 
recer el día diez de ese mes; que como ella no pudo compa- 
recer ante el Juez de primer grado la excepción la propuso 
ante la Corte de Apelación con motivo del recurso de apela-
ción de la otra parte; que la Corte rechazó su pedimento y 
"se declaró competente para conocer de un asunto del cual no 
estaba apoderada"; que además "hay una notable contradic- 
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ción entre la prevención puesta a cargo de Arnaldo z spi..  nasa.... y la sentencia . .. que tiene por fundamento una re.. 
baja de pensión"; que ella, la recurrente, propuso la excep. 
ción de incompetencia y alegó el mal apoderamiento del tri 8 

- bunal. ."; que, por tanto, no sólo se violó el artículo 16 
del Código de Procedimiento Civil sino el artículo 169  
dicho Código y las reglas de la competencia; pero de 

Considerando que la sentencia dictada en primera ins-
tancia no le hizo agravio a la hoy recurrente en casación, 
pues aunque ella no compareció ante aquella jurisdicción, 
el caso fué decidido en defecto en su favor puesto que se 
rechazó la solicitud de rebaja de pensión de Arnaldo Espina 
sa, lo cual era el objeto de la demanda por él intentada; que, 
por tanto, ella carecía de interés en invocar la irregulari-
dad de la citación; 

Considerando que, en cuanto a la competencia, la Corte 
a qua en el quinto considerando del fallo impugnado dice así: 
"que, contrariamente a lo que afirma la defensa de la que-
rellante, la petición de rebaja de pensión, no es un asunto 
civil que debe seguir las reglas del procedimiento civil, es 
decir, que debe ser interpuesta la demanda ante el tribunal 
de domicilio del demandado, sino que es una acción que de-
be ser llevada por ante el tribunal correccional que conoció 
de la querella"; 

Considerando, en efecto, que la Ley N9 2402 de 1950, 
establece un régimen especial para conocer de las causas 
seguidas contra los padres en falta por haber dejado de 
contribuir al sostenimiento de sus hijos menores, dando ca-
pacidad al tribunal que conoce de la acción penal, para fijar 
"en los casos que procedan" el monto de las obligaciones ci-
viles; que ello resulta de lo prescrito en el párrafo 4° del ar-
tículo 4 de la citada Ley -N° 2402; que, en la especie, si el 
tribunal que había condenado a Arnaldo Espinosa por viola-
ción a la Ley N° 2402, y había fijado en sesenta pesos la 
pensión que él debía pagar para el sustento de sus hijos me-
nores procreados con la recurrente Julia.María Segura, lo  

había sido la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Nacional, según sentencia de 
fecha veintidós de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y siete, confirmada por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo el once de abril de mil novecientos cincuenta y ocho, 
es claro que dicho tribunal y dicha Corte eran competentes 
para conocer y decidir el caso relativo a la rebaja de la 
pensión citada, planteado por la instancia sometida por el 
prevenido Arnaldo Espinosa en fecha veintitrés de junio de 
mil novecientos cincuenta y ocho; que, además, la Corte no 
incurrió en vicio alguno al decir en el dispositivo del fallo 
impugnado que reducía la pensión que había sido fijada por 
"sentencia anterior", pues la 'fecha de esa decisión 'estaba 
precisada en la instancia introductiva del pedimento y en la 
relación de los hechos de la causa, según lo muestra el exa-
men del fallo impugnado y los documentos a que él se refiere; 
que, por otra parte, no hay contradicción alguna, como lo 
pretende la recurrente, entre la prevención y el 'fundamen-
to de la sentencia, pues la instancia del prevenido estaba en-
caminada a obtener una reducción de la pensión que le ha-
bía sido fijada, y esa demanda y no otra, fué la decidida por 
la Corte a qua, según resulta también del examen del fallo 
impugnado; que, por tanto, el primer medio del recurso care-
ce de fundamento y debe ser desestimado; • 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio ale-
ga la recurrente que ella pidió a la Corte a qua que se le die-
ra acta de que fué citada ante el Juez de Primera Instancia 
"para ser oída en la causa de Bernardo Espinosa, acusado de 
violación a la Ley N9 2402 en su perjuicio"; que su propósi-
to fué hacerle saber a la Corte que ella fué citada para eso 
y no para "rebaja de pensión alimenticia"; de manera que 
era la primera y no otra "la prevención o el apoderamiento 
de ambos tribunales"; que ella así lo invocó "in limini litis" 
ante la Corte, pues en primera instancia no pudo hacerlo; 
que, si ella fué citada para una violación a la Ley W 2402 
es evidente que "no podía preparar sus medios de defensa... 
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ción entre la prevención puesta a cargo de Arnaldo t spi, nosa. .. y la sentencia . . . que tiene por fundamento una re, 
baja de pensión"; que ella, la recurrente, propuso la excep, 
ción de incompetencia y alegó el mal apoderamiento del tri-
bunal. .."; que, por tanto, no sólo se violó el artículo 168 
del Código de Procedimiento Civil sino el artículo 169 de 
dicho Código y las reglas de la competencia; pero 

Considerando que la sentencia dictada en primera ins. 
tancia no le hizo agravio a la hoy recurrente en casación, 
pues aunque ella no compareció ante aquella jurisdicción, 
el caso fué decidido en defecto en su favor puesto que se 
rechazó la solicitud de rebaja de pensión de Arnaldo Espino-
sa, lo cual era el objeto de la demanda por él intentada; que, 
por tanto, ella carecía de interés en invocar la irregulari- 
dad de la citación; 

Considerando que, en cuanto a la competencia, la Corte 
a qua en el quinto considerando del fallo impugnado dice así: 
"que, contrariamente a lo que afirma la defensa de la que-
rellante, la petición de rebaja de pensión, no es un asunto 
civil que debe seguir las reglas del procedimiento civil, es 
decir, que debe-  ser interpuesta la demanda ante el tribunal 
de domicilio del demandado, sino que es una acción que de-
be ser llevada por ante el tribunal correccional que conoció 
de la querella"; 

Considerando, en efecto, que la Ley NQ 2402 de 1950, 
establece un régimen especial para conocer de las causas 
seguidas contra los padres en falta por haber dejado de 
contribuir al sostenimiento de sus hijos menores, dando ca-
pacidad al tribunal que conoce de la acción penal, para fijar 
"en los casos que procedan" el monto de las obligaciones ci-
viles; que ello resulta de lo prescrito en el párrafo 49 del ar-
tículo 4 de la citada Ley N° 2402; que, en la especie, si el 
tribunal que había condenado a Arnaldo Espinosa por viola-
ción a la Ley N9  2402, y había fijado en sesenta pesos la 
pensión que él debía pagar para el sustento de sus hiios me-
nores procreados con la recurrente Julia . María Segura, lo  

habla sido la Segunda Cámara de lo Penal del Juzgado de 
primera Instancia del Distrito Nacional, según sentencia de 
fecha veintidós de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y siete, confirmada por la Corte de Apelación de Ciudad 
Trujillo el once de abril de mil novecientos cincuenta y ocho, 
es claro que dicho tribunal y dicha Corte eran competentes 
para conocer y decidir el caso relativo a la rebaja de la 
pensión citada, planteado por la instancia sometida por el 
prevenido Arnaldo Espinosa en fecha veintitrés de junio de 
mil novecientos cincuenta y ocho; que, además, la Corte no 
incurrió en vicio alguno al decir en el dispositivo del fallo 
impugnado que reducía la pensión que había sido fijada por 
"sentencia anterior", pues la 'fecha de esa decisión •estaba 
precisada en la instancia introductiva del pedimento y en la 
relación de los hechos de la causa, según lo muestra el exa-
men del fallo impugnado y los documentos a que él se refiere; 
que, por otra parte, no hay contradicción alguna, como lo 
pretende la recurrente, entre la prevención y el 'fundamen-
to de la sentencia, pues la instancia del prevenido estaba en-
caminada a obtener una reducción de la pensión que le ha-
bía sido fijada, y esa demanda y no otra, fué la decidida por 
la Corte a qua, según resulta también del examen del fallo 
impugnado; que, por tanto, el primer medio del recurso care-
ce de fundamento y debe ser desestimado; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio ale-
ga la recurrente que ella pidió a la Corte a qua que se le die-
ra acta de que fué citada ante el Juez de Primera Instancia 
"para ser oída en la causa de Bernardo Espinosa, acusado de 
violación a la Ley N9  2402 en su perjuicio"; que su propósi-
to fué hacerle saber a la Corte que ella fué citada para eso 
y no para "rebaja de pensión alimenticia"; de manera que 
era la primera y no otra "la prevención o el apoderamiento 
de ambos tribunales"; que ella así lo invocó "in limini litis" 
ante la Corte, pues en primera instancia no pudo hacerlo; 
que, si ella fué citada para una violación a la Ley N 9  2402 
es evidente que "no podía preparar sus medios de defensa... 
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para una rebaja de pensión"; que hubo pues, un cambio 
prevención y se violó el artículo 180 del Código de Pro

e  dimiento Criminal que establece la forma como el tribu 
correccional debe ser apoderado; que ello es así puesto q

u  las citaciones que se le notificaron decían "violación a la 1..,e  N" 2402", y fué en la de Techa cinco de febrero de ini.1 nov 
 cientos cincuenta y nueve, por medio de la cual se le ci 

para la audiencia de la Corte a qua de fecha veintitrés de f 
brero de mil novecientos cincuenta y nueve, en la que s 
agregó esta frase: "solicitud de rebaja de pensión alimenti-
cia"; pero, 

Considerando que en la especie la recurrente fué citada 
como madre querellante y no como prevenida, por lo cual 
no puede alegar un cambio de prevención; que el examen del 
fallo impugnado y el de los documentos a que él se refiere, 
muestra que tanto la instancia introductiva del caso como 
la sentencia rendida en primera instancia precisaban que se 
trataba de una causa seguida para conocer de una demanda • 
a fines de "rebaja de pensión alimenticia"; que el alcance y 
el contenido de la demanda le eran perfectamente conocidos 
a la recurrente, pues en el poder escrito que otorgó a su 
abogado Dr. Víctor Manuel Mangual en fecha veintidós de 
agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, el cual figura en-
tre 'los documentos del expediente, poder que es anterior a 
la sentencia impugnada y a la de primera instancia, se lee 
que dicho mandato se le otorga para representarla "en to-
dos los procedimientos correspondientes a la demanda en 
reducción de pensión alimenticia intentada contra la suscri-
ta por el señor Arnaldo Espinosa"; que, además, el objeto de 
la instancia era de su conocimiento, sin que tenga influencia 
alguna para el caso que se omitiera en las primeras citacio-
nes la 'frase que luego figuró en la última; que, por tanto, el 
segundo medio carece de fundamento y debe ser desesti-
mado; 

Considerando que en el desarrollo del tercer medio la 
recurrente sostiene que la Corte a qua "tomó como pruebas 

Única y exclusivamente la relación verbal del señor Arnaldo 

Espinosa"; que ella, la recurrente, nada tenía que probar 
pues ella de nada se había querellado; que la prueba incum-
bía  exclusivamente al demandante Espinosa, y "no la ha 
aportado en ningún momento", por lo cual se ha violado el 
artículo 1315 del Código Civil; que, además, se incurrió en el 
vicio de falta de base legal y de aesnaturalización de los 
documentos de la causa por "inexistencia en el expediente 
de la sentencia que se reforma"; pero • 

Considerando que contrariamente a como afirma la re-
currente la 'Corte a qua no se basó exclusivamente en la de-
claración del prevenido demandante, sino también "en los 
documentos y demás hechos y circunstancias de la causa", 
elementos de prueba que figuran enumerados y ponderados 
en los considerandos 3 9, 49  y 59 del fallo impugnado de fecha 
veinticuatro de febrero de mil novecientos cincuenta y nue-
ve; que, en cuanto a este aspecto, al tenor de lo que dispone 
el artículo 1° de la Ley N° 2402, del año 1950, la pensión que 
los jueces del fondo deben fijar para subvenir a las necesi-
dades de los hijos menores de 18 años, debe estar en relación 
con las necesidades de los menores y las posibilidades eco- 
nómicas de los padres; 

Considerando que en el fallo impugnado consta que para 
reducir a veinticinco pesos el monto de la pensión de sesen-
ta pesos que el prevenido Arnaldo Espinosa debía pagar a 
Julia María Ségura para subvenir a las necesidades de los 
menores Brasmilde, Eddy, Iris, Forthon y Joseph, la Corte 
a qua tuvo en cuenta los elementos de juicio señalados por 
el artículo 19  de la Ley N° 2402, antes mencionado; que, en 
consecuencia, dicha Corte hizo una correcta aplicación del 
citado texto legal y no incurrió en la alegada violación de 
las reglas de la prueba; 

Considerando que en cuanto a la alegada falta de base 
legal y desnaturalización por "inexistencia en el expediente 
de la sentencia que se reforma", este alegato es en el fondo, 
aunque presentado en otra forma, una reiteración del ya 
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para una rebaja de pensión"; que hubo pues, un cambi o d  prevención y se violó el artículo 180 del Código de Proe  dimiento Criminal que establece la forma como el tribu 
correccional debe ser apoderado; que ello es así puesto q

u  las citaciones que se le notificaron decían "violación a la Le  N9 2402", y fué en la de fecha cinco de febrero de mil nov  cientos cincuenta y nueve, por medio de la cual se le citó
, para la audiencia de la Corte a qua de fecha veintitrés de fe. 

brero de mil novecientos cincuenta y nueve, en la que se 
agregó esta frase: "solicitud de rebaja de pensión alimenti-
cia"; pero, 

Considerando que en la especie la recurrente fué citada 
como madre querellante y no como prevenida, por lo cual 
no puede alegar un cambio de prevención; que el examen del 
fallo impugnado y el de los documentos a que él se refiere, 
muestra que tanto la instancia introductiva del caso como 
la sentencia rendida en primera instancia precisaban que se 
trataba de una causa seguida para conocer de una demanda 
a fines de "rebaja de pensión alimenticia"; que el alcance y 
el contenido de la demanda le eran perfectamente conocidos 
a la recurrente, pues en el poder escrito que otorgó a su 
abogado Dr. Víctor Manuel Mangual en fecha veintidós de 
agosto de mil novecientos cincuenta y ocho, el cual figura en-
tre los docUmentos del expediente, poder que es anterior a 
la sentencia impugnada y a la de primera instancia, se lee 
que dicho mandato se le otorga para representarla "en to-
dos los procedimientos correspondientes a la demanda en 
reducción de pensión alimenticia intentada contra la suscri-
ta por el señor Arnaldo Espinosa"; que, además, el objeto de 
la instancia era de su conocimiento, sin que tenga influencia 
alguna para el caso que se omitiera en las primeras citacio-
nes la frase que luego figuró en la última; que, por tanto, el 
segundo medio carece de fundamento y debe ser desesti-
mado; 

Considerando que en el desarrollo del tercer medio la 
recurrente sostiene que la Corte a qua "tomó como pruebas 

ica y exclusivamente la relación verbal del señor Arnaldo 
spinosa"; que ella, la recurrente, nada tenía que probar 

. ues ella de nada se había querellado; que la prueba incum-

bía exclusivamente al demandante Espinosa, y "no la ha 
aportado en ningún momento", por lo cual se ha violado el 
artículo 1315 del Código Civil; que, además, se incurrió en el 
vicio de falta de base legal y de desnaturalización de los 
documentos de la causa por "inexistencia en el expediente 

- de la sentencia que se reforma"; pero • 
Considerando que contrariamente a como afirma la re-

. currente la 'Corte a qua no se basó exclusivamente en la de-
claración del prevenido demandante, sino también "en los 
documentos y demás hechos y circunstancias de la causa", 
elementos de prueba que f urigan enumerados y ponderados 

en los considerandos 3 9 , 49  y 59  del fallo impugnado de fecha 
veinticuatro de febrero de mil novecientos cincuenta y nue-
ve; que, en cuanto a este aspecto, al tenor de lo que dispone 
el artículo 1' de la Ley N° 2402, del año 1950, la pensión que 
los jueces del fondo deben fijar para subvenir a las necesi-
dades de los hijos menores de 18 años, debe estar en relación 
con las necesidades de los menores y las posibilidades eco- 
nómicas de los padres; 

Considerando que en el fallo impugnado consta que para 
reducir a veinticinco pesos el monto de la pensión de sesen-
ta pesos que el prevenido Arnaldo Espinosa debía pagar a 
Julia María Ségura para subvenir a las necesidades de los 
menores Brasmilde, Eddy, Iris, Forthon y Joseph, la Corte 
a qua tuvo en cuenta los elementos de juicio señalados por 
el artículo 1 9  de la Ley N° 2402, antes mencionado; que, en 
consecuencia, dicha Corte hizo una correcta aplicación del 
citado texto legal y no incurrió en la alegada violación de 
las reglas de la prueba; 

Considerando que en cuanto a la alegada falta de base 
legal y desnaturalización por "inexistencia en el expediente 
de la sentencia que se reforma", este alegato es en el fondo, 
aunque presentado en otra forma, una reiteración del ya 
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analizado a propósito del primer medio cuando la recurrente 
------______ 

censuró el dispositivo del fallo impugnado por haber
or 	 emplea.  do la frase "sentencia anterior" que 	 dicho 

ineu. 
fallo pone de ' 	 , el 

manifiesto que los jueces del fondo 
examen de 

no rrieron en desnaturalización alguna, pues hicieron producir 
a los hechos y circunstancias de la causa las consecuencias 
legales pertinentes; que, además, él contiene una r 
completa de dichos hechos y circunstancias, lo que elación 

ha per- mitido verificar que la ley ha sido bien aplicada; 

Considerando que examinadas las sentencias impug.. 
nadas en sus demás aspectos, no contienen vicio al 
justifiquen su casación; 	 guno que  

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de ca- 
sación interpuestos por Julia María Segura contra sentencias 
pronunciadas por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
en fechas catorce de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y ocho y veinticuatro de febrero de mil novecientos cincúen-- 
ta y nueve, en atribuciones -correccionales, cuyos dispositi- 
vos han sido transcritos en parte anterior del presente fallo; 
y Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— che H.— 	 Carlos 

F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 

ña.— Manuel D. Bergés 	

Ml. La
. Amiama.—Ramón Ruiz Tejada.— Guar ionex A. García de Pe- 

cretario General. Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Se- 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes  firmada, leída 	 y año en él expresados, y fué y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugmula: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 21 

de abril de 1959. 

'asteria: penal. 

0ecurrente: Magistrado Procurador General de la Corte de Ape-

lación de Santiago. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
a Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
Mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustitu-
to de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra,sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día catorce del mes 
de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia, 96' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillb, dicta en audiencia pública como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magis-
trado Procurador General de la Corte dé Apelación de San-
tiago, contra sentencia pronunciada por dicha Corte, en fe-
cha veintiuno de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil dé turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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analizado a propósito del primer medio cuando la recurret' 
censuró el dispositivo del fallo impugnado por haber coplea

; do la frase "sentencia anterior"; que, el examen de diciin : 
fallo pone de 'manifiesto que los jueces del fondo no in

e  rrieron en desnaturalización alguna, pues hicieron producir' u. 
a los hechos y circunstancias de la causa las 

consecuencias  , legales pertinentes; que, además, él contiene una relación 
completa de dichos hechos y circunstancias, lo que ha 

	. mitido verificar que la ley ha sido bien aplicada; 
	

per 
 

Considerando que examinadas las sentencias impug 

justifiquen su casación; nadas en sus demás aspectos, no contienen vicio alguno que 

Por tales motivos, Primero: Rechaza los recursos de ca-
sación interpuestos por Julia María Segura contra sentencias 
pronunciadas por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, 
en fechas catorce de noviembre de mil novecientos cincuenta 
y ocho y veinticuatro de febrero de mil novecientos cinctien- 
ta y nueve, en atribuciones -correccionales, cuyos dispositi- ' 
vos han sido transcritos en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che FI.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pee_- 

Manuel D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Se- 

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mesy ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mi, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 14 DE AGOSTO DE 1959 

entencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, de fecha 21 

de abril de 1959. 

Weria: Penal. 

Recurrente: Magistrado Procurador General de la Corte de Ape-

lación de Santiago. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio, Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustitu-
to de Presidente; -Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la 
Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz 
Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés 
Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra,sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día catorce del mes 
de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia, 96' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillb, dicta en audiencia pública como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magis-
trado Procurador General de la Corte dé Apelación de San-
tiago, contra sentencia pronunciada por dicha Corte, en fe-
cha veintiuno de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil dé turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada 
	la secretaría de la Corte a qua, en fecha veintidós de en 

abr il (1 -e.  mil 
 novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del 

Li Pedro M. Cruz, Procurador General de la Corte de Apelac e
ión. 

nado de casación; 
de Santiago, en la cual no se invoca ningún medio deternd 

Visto el memorial de casación de fecha treinta 
y uno de  mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito po

r el Magistrado recurrente, en el cual se invocan los medios 
e  se indican más adelante; que  

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y 'vistos los artículos 200y siguientes y 215 del Códi , 

- go de Procedimiento Criminal, y 4, 8 y 9 de la Ley N' 2402 
de 1950, y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-ción; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: "a) 

que en fecha dos del mes de febrero del año mil novecientos 
cincuenta y nueve, compareció ante el Cuartel General de la 
Policía Nacional de esta ciudad de Santiago, al Despacho del 
Segundo Teniente Félix María Frías Lendof, quien en esa 
fecha ejercía las funciones de Oficial del Día, deq 

 la referida institución, la señora Aura Mercedes Cruz, y le expuso lo 
siguiente: El motivo de mi comparecencia ante este Despa- 
cho, P. N., es presentar formal querella contra el nombrado 
Juan 'Chicón, de generales ignoradas, residente en la 

misma sección de Hoya del Caimito, para que se avenga a cumplir 
con sus obligaciones de padre del menor Héctor Ramón Cruz, 
de 5 años de edad, a quien tenemos procreado, deseando me 
aumente la pensión alimenticia a RD$8.00, mensuales, en vez 
de RD$4.00 que es lo que en la actualidad me pasa mensual, 
para la manutención del referido menor; b) que en fecha 
dos del referido mes de febrero del año en curso (1959), el 
Oficial Comandante de la lira. Cía., de la Policía Nacional, 
por medio del oficio N° 112, remitió el acta contentiva de 
reclamación de la madre querellante, señora Aura Mercedes 
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Cruz  contra el padre en falta, señor Juán Chicón, por ante 

e
l Magistrado Juez de Paz de la Primera Circunscripción del 

gunicipio de Santiago, para los fines de conciliación; c) que 
'al resultar infructuoso el preliminar de conciliación llevado 
a efecto entre las partes, ante el mencionado Juez de Paz, 

éste hizo levantar el acta de no conciliación relativa al caso, 
y envió el expediente de que se trata por ante el Magistra-

do  Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Santiago, para 
los 'fines de ley; d) que dicho Magistrado Procurador Fiscal 
apoderó del expresado expediente, a la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia de este Distrito Ju-
dicial de Santiago, la cual lo decidió por su sentencia dictada 
en fecha doce del mes de marzo del cursante año (1959), de-
clarándose incompetente y declinando el caso por ante la ju-
risdicción correspondiente; e) que el expediente en cuestión 
fué enviado-a la Corte de Apelación de Santiago y fijada la 
audiencia pública del día diecisiete del mes de abril del año 
en curso (1959), para conocer del mismo, tuvo lugar con 
todos los requisitos de ley, no compareciendo a dicha au-
diencia el prevenido ni la querellante"; f) que la Corte de 
Apelación de Santiago, dictó sobre el caso, en fecha veinti-
uno de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, la sen-
tencia ahora impugnada, con el siguiente dispositivo: "FA-

LLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra el procesado 
Juan Chicón (a) Juancito y contra la querellante Aura Mer-
cedes Cruz, quienes no han comparecido a la audiencia, no 
obstante haber sido legalmente citados; SEGUNDO: Revoca 
la sentencia dictada, en atribuciones correccionales, pór la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago, en fecha doce del mes de mar-
zo del año en curso (1959), mediante la cual se declaró in-
competente para conocer de la causa en aumento de pensión 
alimenticia fijada al prevenido Juan Chicón, por esta Corte 
de Apelación, en fecha veintiséis del mes de junio del año 
mil novecientos cincuenta y ocho, en favor del menor Héctor 
Ramón, de cinco años de edad, que tiene procreado con la 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en 
la  

-----....... 

secretaría de la Corte a qua, en fecha veintidós de abril d
e 

 Cruz, 
mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento Pedro M. 	

Procurador General de la Corte de A 	
Lic. 

pe 
del 

de Santiago, en la cual no se invoca ningún medio delación 
nado de casación; 	 terrni_ 

Visto el memorial de casación de fecha treinta 
y uno de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el 

Magistrado recurrente, en el cual se invocan los 
se indican más adelante; 	 medios que  

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- berado y -
vistos los artículos 200y siguientes y 215 del Códi- 

go de Procedimiento Criminal, y 4, 8 y 9 de la Ley N° 2402, 
. de 1950, y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de Casa- ción; 

. Considerando que en la sentencia impugnada y 
en los documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: "a) que 

en fecha dos del mes de febrero del año mil novecientos 
cincuenta y nueve, compareció ante el Cuartel General de la 
Policía Nacional de esta ciudad de Santiago, al Despacho del 
Segundo Teniente Félix María Frías Lendof, quien en esa fecha ejercía las funciones de Oficial del Día, de la referida 
institución, la señora Aura Mercedes Cruz, y le expuso lo 
siguiente: El motivo de mi comparecencia ante este Despa-
cho, P. N., es presentar formal querella contra el nombrado 
Juan .Chicón, de generales ignoradas, residente en la misma 
sección de Hoya del Caimito, para que se avenga a cumplir 
con sus obligaciones de padre del menor Héctor Ramón Cruz, 
de 5 años de edad, a quien tenemos procreado, deseando me 
aumente la pensión alimenticia a RD$8.00, mensuales, en vez 
de RD$4.00 que es lo que en la actualidad me pasa mensual, 
para la manutención del referido menor; b) que en fecha 
dos del referido mes de febrero del año en curso (1959), el 
Oficial Comandante de la lira. Cia., de la Policía , 
por medio del oficio N° 112, remitió el acta contentivaNacional 

 de reclamación de la madre querellante, señora Aura Mercedes ,, 

1-11z contra el padre en falta, señor Juán Chicón, por ante 
el Magistrado Juez de Paz de la Primera Circunscripción del 
Municipio de Santiago, para los fines de conciliación; e) que 
al resultar infructuoso el preliminar de conciliación llevado 

a efecto entre las partes, ante el mencionado Juez de Paz, 
éste hizo levantar el acta de no conciliación relativa al caso, 
y envió el expediente de que se trata por ante el Magistra-
do procurador Fiscal del Distrito Judicial de Santiago, para 
los fines de ley; d) que dicho Magistrado Procurador Fiscal 
apoderó del expresado expediente, a la Primera Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia de este Distrito Ju-
dicial de Santiago, la cual lo decidió por su sentencia dictada 
en fecha doce del mes de marzo del cursante año (1959), de-
clarándose incompetente y declinando el caso por ante la ju-
risdicción correspondiente; e) que el expediente en cuestión 
fué enviado-a la Corte de Apelación de Santiago y fijada la 
audiencia pública del día diecisiete del mes de abril del año 
en curso (1959), para conocer del mismo, tuvo lugar con 
todos los requisitos de ley, no compareciendo a dicha au-
diencia el prevenido ni la querellante"; f) que la Corte de 
Apelación de Santiago, dictó sobre el caso, en fecha veinti-
uno de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, la sen-
tencia ahora impugnada, con el siguiente dispositivo: "FA-
LLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto contra el procesado 
Juan Chicón (a) Juancito y contra la querellante Aura Mer-
cedes Cruz, quienes no han comparecido a la audiencia, no 
obstante haber sido legalmente citados; SEGUNDO: Revoca 
la sentencia dictada, en atribuciofies correccionales, por la 
Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santiago, en fecha doce del mes de mar-
zo del año en curso (1959), mediante la cual se declaró in-
competente para conocer de la causa en aumento de pensión 
alimenticia fijada al prevenido Juan Chicón, por esta Corte 
de Apelación, en fecha veintiséis del mes de junio del año 
mil novecientos cincuenta y ocho, en favor del menor Héctor 
Ramón, de cinco años de edad, que tiene procreado con la 
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señora Aura Mercedes Cruz, y declinó el expediente por ant e  la jurisdicción correspondiente; y, actuando por propia auto-
ridad declara que ésta Corte de Apelación no es la jurisdic. 
ción competente para conocer de la presente causa, como 
lo decidió la sentencia apelada, sino el Tribunal de primer 

 grado (Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santiago), que conoció del so. 
metimiento original, contra el. prevenido Juan Chicón (a) 
Juancito, por violación a la referida Ley N° 2402, en perjuicio 
del mencionado menor, por haber quedado dicho tribunal 
permanentemente apoderado para estatuir sobre todo lo re-
lativo a las variantes de dicha pensión; TERCERO: Declina 
el presente expediente por ante la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santiago; CUARTO: Declara de oficio las costas"; 

Considerando que el Magistrado Procurador General de 
la Corte de Apelación de Santiago, recurrente, en el memo-
rial de casación, invoca los siguientes medios: "Primer Me-
dio: Violación a la regla de la competencia en materia de la 
Ley 2402, para conocer de cualquier pedimento acerca de la 
modificación de la pensión"; Segundo Medio: Violación al 
artículo 195 del Código de Procedimiento Criminal. Falsos 
motivos. Falta de base legal";— Tercer Medio: Violación 
al artículo 215 del Código de Procedimiento Criminal"; 

Considerando que las Cortes de Apelación conocen de 
las apelaciones de las sentencias dictadas en materia co-
rreccional por los Juzgados de primera Instancia; que en 
la especie ninguna de las partes ha apelado contra la senten-
cia de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago de fecha doce de 
marzo de mil novecientos cincuenta y nueve, que declinó el 
expediente a cargo de Juan Chicón "por ante la jurisdicción 
correspondiente" para conocer de la solicitud de aumento 
de pensión que hace Aura Mercedes Cruz; que, por otra 
parte, la declinatoria ordenada por dicho tribunal no podía  

apoderar a la Corte a qua, como erróneamente ha sido ad- 

mitido; 
• Considerando que, en consecuencia, la referida Coi 
al conocer y fallar la causa seguida al prevenido Juan Chi-
cón cometió un exceso de poder y desconoció las reglas re- 
lativas al ejercicio del recurso de apelación, por lo cual el 
fallo impugnado debe ser casado, sin que haya que ponderar 
los medios invocados por el Magistrado recurrente; 

Considerando que cuando la sentencia es anulada y la 
casación no deja cosa algUna por juzgar y no hubiere parte 
civil, no sé dispondrá el envío del asunto a ningún tribunal; 

Por tales motivos, Primero: Casa, sin envío, la senten-
cia pronunciada por la Corte de Apelación de Santiago, en 
sus atribuciones correccionales, en fecha veintiuno de abril 
del año mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo 
ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y De- 
clara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar- 
che E— F. E. Ravelo de Ja Fuente.— Manuel A. Amiama.— 

- Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña. 
, —Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Er- 

nesto Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí o  Secretario General, que . 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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señora Aura Mercedes Cruz, y declinó el expediente por ant e 
 la jurisdicción correspondiente; y, actuando por propia auto-

ridad declara que ésta Corte de Apelación no es la jurisdic. 
ción competente para conocer de la presente causa, como 
lo decidió la sentencia apelada, sino el Tribunal de  primer grado (Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins. 
tancia del Distrito Judicial de Santiago), que conoció del so. 
metimiento original, contra el prevenido Juan Chicón (a) 
Juancito, por violación a la referida Ley N" 2402, en perjuicio 
del mencionado menor, por haber quedado dicho tribunal 

• permanentemente apoderado para estatuir sobre todo lo re-
lativo a las variantes de dicha pensión; TERCERO: Declina 
el presente expediente por ante la Primera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
Santiago; CUARTO: Declara de oficio las costas"; 

Considerando que el Magistrado Procurador General de 
la Corte de Apelación de Santiago, recurrente, en el memo-
rial de casación, invoca los siguientes medios: "Primer Me-
dio: Violación a la regla de la competencia en materia de la 
Ley 2402, para conocer de cualquier pedimento acerca de la 
modificación de la pensión"; Segundo Medio: Violación al 
artículo 195 del Código de Procedimiento Criminal. Falsos 
motivos. Falta de base legal";— Tercer Medio: Violación 
al artículo 215 del Código de Procedimiento Criminal"; 

Considerando que las Cortes de Apelación conocen de 
las apelaciones de las sentencias dictadas en materia co-
rreccional por los Juzgados de primera Instancia; que en 
la especie ninguna de las partes ha apelado contra la senten-
cia de la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Santiago de fecha doce de 
marzo de mil novecientos cincuenta y nueve, que declinó el 
expediente a cargo de Juan Chicón "por ante la jurisdicción 
correspondiente" para conocer de la solicitud de aumento 
de pensión que hace Aura Mercedes Cruz; que, por otra 
parte, la declinatoria ordenada por dicho tribunal no podía 
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apoderar a la Corte a qua, como erróneamente ha sido ad-

mitido; 

al conocer y fallar la causa seguida al prevenido Juan Chi-
eón cometió un exceso de poder y desconoció - las reglas re-
lativas al ejercicio del recurso de apelación, por lo cual el 
fallo impugnado debe ser casado, sin que haya que ponderar 
los medios invocados por el Magistrado recurrente; 

Considerando que, en consecuencia, la referida Co 

Considerando que cuando la sentencia es anulada y la 
casación no deja cosa alguna por juzgar y no hubiere parte 
civil, no sé dispondrá el envío del asunto a ningún tribunal; 

Por tales motivos, Primero: Casa, sin envío, la senten-
cia pronunciada por la Corte de Apelación de Santiago, en 
sus atribuciones correccionales, en fecha veintiuno de abril 
del año mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo 
ha sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y De- 
clara de oficio las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña. 
—Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Er-
nesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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DE FECHA 19 DE AGOSTO DE 1959 
a: Juzgado de Primera Instancia del Dis•i•to 
El Seibo, de fecha 22 de abril de 1959. 

SENTENCIA 

Sentencia impugnad 
Judicial de 

Materia: Penal: 
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Recurrente: Otimio Mercedes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos 
Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E.-Rave-
lo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día diecinueve del 
mes de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, corno corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Otimio 
Mercedes, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 
domiciliado y residente en Hato Mayor, cédula 11727, serie 
27, sello 84246, contra sentencia pronunciada en grado de 
apelación, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de El Seibo, en fecha veintidós de abril del corriente 
año, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar como al efecto declara regu-
lares y válidos los recursos de apelación hechos por los seño-
res Otimio Mercedes y María Magdalena Javier o Mayena 
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Javier; por haberlos hecho en tiempo hábil y mediante re-
quisitos legales; SEGUNDO: Que debe declarar como al 
efecto declara bueno y válido la constitución en parte civil 
hecha por la señora Maria Magdalena Javier o Mayena Ja-
vier, por medio de su abogado, Dr. J. Diómedes de los Santos 

y réspedes; TERCERO: Que debe declarar como al efecto ' 
declara al nombrado Qtimio Mercedes, persona civilmente 
responsable del hecho delictuoso cometido por su empleado 
Juan de Jesús Eusebio Pacheco, en su calidad de patrono en 
el momento de la ocurrencia de los hechos; CUARTO: Que 
debe modificar como al efecto modifica la sentencia del Juz-
gado de Paz de Hato Mayor de fecha trece de 'febrero de 
mil novecientos cincuenta y nueve, en cuanto a las indem-
nizaciones por daños y perjuicios; QUINTO: Que debe con-
denar como al efecto condena al nombrado Otimio Mercedes, 
parte "civilmenteresponsable, al pago de una indemnización 
en favor de la parte civilmente constituida, señora María 
Magdalena Javier o Mayena Javier, de cien pesos oro (RD 
$100.00), como justa reparación de los daños morales y ma-
teriales sufridos por el delito puesto a cargo y sancionado, 
del menor Juan de Jesús Eusebio Pacheco; SEXTO: Que 
debe rechazar como al efecto rechaza las conclusiones del 
señor Otimio Mercedes, por improcedentes e infundadas; 
SEPTIMO: Que debe condenar como al efecto condena a 
Otimio Mercedes al pago de las costas civiles,' con distrac- 
ción a favor del Dr. J. Diómedes de los Santos y Céspedes, 
quien afirma haberlas avanzado en ,su totalidad"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del Tribunal a, quo, en fecha catorce de mayo del 
corriente año, a requerimiento del recurrente, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DE 1959 
Sentencia 

impugnada: Juzgado de Primera Instancia del 
Dk. rito  

Judicial de El Seibo, de fecha 22 de abril de 1959. 

Materia: Penal: 
• 

Recurrente: Otimio Mercedes. 

Dios, Patria y Libertad. 
República, Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. More], Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos' 
Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E.-Rave-
lo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber 
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día diecinueve del 
mes de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Otimio 
Mercedes, dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, 
domiciliado y residente en Hato Mayor, cédula 11727, serie 
27, sello 84246, contra sentencia pronunciada en grado de 
apelación, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de El Seibo, en fecha veintidós de abril del corriente 
año, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe declarar como al efecto declara regu-
lares y válidos los recursos de apelación hechos por los seño-
res Otimio Mercedes y María Magdalena Javier o Mayena 

Javier; por haberlos hecho en tiempo hábil y mediante re-
quisitos legales; SEGUNDO: Que debe declarar como al 
efecto declara bueno y válido la constitución en parte civil 
hecha por la señora María Magdalena Javier o Mayena Ja-

vier, por medio de su abogado, Dr. J. Diómedes de los Santos 

y Céspedes; TERCERO: Que debe declarar como al efecto ' 
declara al nombrado Otimio Mercedes, persona civilmente 
responsable del hecho delictuoso cometido por su empleado 
Juan de Jesús Eusebio Pacheco, en su calidad de patrono en 

el momento de la ocurrencia de los hechos; CUARTO: Que 
debe modificar como al efecto modifica la sentencia del Juz-
gado de Paz de Hato Mayor de fecha trece de febrero de 
mil novecientos cincuenta y nueve, en cuanto a las indem-
nizaciones por daños y perjülcios; QUINTO: Que debe con-
denar como al efecto condena al nombrado Otimio Mercedes, 
parte civilmente responsable, al pago de una indemnización 
en favor de la parte civilmente constituida, señora María 
Magdalena Javier o Mayena Javier, de cien pesos oro (RD 
$100.00), como justa reparación de los daños morales y ma-
teriales sufridos por el delito puesto a cargo y sancionado, 
del menor Juan de Jesús Eusebio Pacheco; SEXTO: Que 
debe rechazar como al efecto rechaza las conclusiones del 
señor Otimio Mercedes, por improcedentes e infundadas; 
SEPTIMO: Que debe condenar como al efecto condena a 
Otimio Mercedes al pago de las costas civiles; con distrac-
ción a favor del Dr. J. Diómedes de los Santos y Céspedes, 
quien afirma haberlas avanzado en „su totalidad"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría del Tribunal a, quo, en fecha catorce de mayo del 
corriente año, a requerimiento del recurrente, en la cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de habe
r  deli 

 cedimiento de Casación; 
berado, y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley.sobre pro 

- 

Considerando que al tenor del artículo 37 
 

sobre Procedimient6 de Casación, cuando el recurso de de le  
ape. m civil o por la 

ladón sea interpuesto por el inisterio público, por la 
parte  persona civilmente responsable, el depósito d

e  un memorial, con la exposición de los- medios que le sir de fundamento, será obligatorio, a pena de nulidad, si no 
se 

Ven 

ha' motivado el recurso en la declaración correspondiente; 

mio 
Conside rando 

 onsiderando que en el presente caso el recurrente Oti- 
persona civilmente responsable, no 

invocó, cuando declaró su recurso, ningún medio determinado 
casación; que dicho recurrente tampoco ha presentado 

con posterioridad aja declaración del recurso, el memorial 
con la exposición de los medios que le sirvan de fundamehto; 

Por tales motivos, Primero: Declara nulo el recurso de casación interpuesto por (itimio  dictada en grado de a 	Mercedes, contra sentencia 
Instancia del Distrito pelación por el Juzgado de Primera Judicial deS

inti_ dós de abril del corriente año (1959 eibo, en 'fecha ve 
), cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; y 

S dena al recurrente al pago de las costas. eg-undo: Con-- 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.-Luis Logroño .Cohén.--: Carlos Ml. Lamar-
che H.-- F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. ,Amiama.-- 

ña. Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García 
de Pe-- 

Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— 
Ernesto Curiel hijo,, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ailo en él 
firmada, leída y publicada por mí 	

expresados, y fué 
certifico.— 	 , 'Secretario General, que (Fdo.) Ernesto Curte] hijo.  

SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DE 1959 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fe-

cha 31 de octubre de 1958. 

Materia: Comercial. 

'ocurrente: La Nieto Hermanos, S. A. - 
Abogados: Lic. Juan Arce Medina y Dr. Bernardo A. Fernandez P. 

Recurrido: Antonio Langa. 
Abogado: Lic. Julio A. Cuello. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciado Manúel A. Amiama, docto-
res Manuel Ramón Ruiz Tejada y Guarionex A. García de 
Peña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce: 
lebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
hoy día diecinueve del mes de agosto de mil novecientos 
cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la 
Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Nieto 
Hermanos, S. A., sociedad organizada de acuerdo con las 
leyes de los Estados Unidos de México, con su domicilio so-
cial y oficina principal en las calles Morelos y Mercado, Ciu-
dad de Celaya, Guanajuato, México, por la cual actúa su 
Gerente, señor Arturo Nieto, de nacionalidad mexicana, in-
geniero de profesión, sin cédula personal 'de identidad por 
no residir en el país, contra sentencia pronunciada por la 
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La Suprema Corte de Justicia, 

ón; 	

después de haber d eii.  
cedimiento de Casación; 
berado, y vistos los artículos 1, 37 y 65 de la Ley.sobre pro_ 

Considerando que al tenor del artículo 37 
  sobre Procedimiento de Casación 	 de la Ley  

, cuando el recurso 	ape, 

depósito de  

ladón sea interpuesto por el ministerio público, por de 
la 	e civil o por la persona civilmente responsable, el s part 

un memorial, con la exposición de los medios que le sirven 
de fundamento, será obligatorio, a pena nulida d, si 0

0 se  ha' motivado el recurso en la declaracióde 

 n correspondiente; 
Considerando que en el presente caso el recurrente Oti-mio Mercedes, 

persona civilmente responsable, no invocó, ' 
cuando declaró su recurso, ningún medio determinad

o  de casación; que dicho recurrente tampoco ha presentado con , 
posterioridad a la declaración del recurso , el memorial con 
la exposición de los medios que le sirvan de fundamento; 

Por tales motivos, Primero:  casación interpuesto 	 Declara nulo el recurso de 
por Citimio Mercedes, contra sentencia 

dictada en grado de apelación por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de pl 
dós de abril del corriente año 	

Seibo, en 'fecha veinti- 
(1959), cuyo dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; y 

Segundo: Con--  dena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— 	.Elpidio  Juan A. Morel.— Luis Logroño ,Cohén. Feo 
-- Carlos Ml. La 

Beras, 
mar- 

,— Manuel A. Amiama.— 
ña.— Manuel D. 

che H. F. E. Ravelo de la Fuente 

Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
Bergés 

Chupani.— Barón T. Sánchez L.—Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada 
 señores Jueces que fi 	 y firmada por los 

diencia 	 guran en su encabezamiento, en la au- 
pública del día, mes y ají() en él expresados, y fué 

firmada, leída y publicada por mi, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DE 1959 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Cristóbal de fe-
cha 31 de octubre de 1958. 

Materia: Comercial. 

Recurrente: La Nieto Hermanos, S. A. - 
Abogados: Lic. Juan Arce Medina y Dr. Bernardo A. Fernández P. 

'S• Recurrido: Antonio Langa. 

Ahogado: Lic. Julio A. Cuello. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciado Manuel A. Amiama, docto-
res Manuel Ramón Ruiz Tejada y Guarionex A. García de 
Peña, asistidos del Secretario General, en la Sala donde ce-
lebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
hoy día diecinueve del mes de agosto de mil novecientos 
cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la 
Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Nieto 
Hermanos, S. A., sociedad organizada de acuerdo con las 
leyes de los Estados Unidos de México, con su domicilio so-
cial y oficina principal en las calles Morelos y Mercado, Ciu-
dad de Celaya, Guanajuato, México, por la cual actúa su 
Gerente, señor Arturo Nieto, de nacionalidad mexicana, in-
geniero de profesión, sin cédula personal de identidad por 
no residir en el país, contra sentencia pronunciada por la 
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Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha treinta y uno  
de octubre del año mil novecientos cincuenta y ocho, e 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Bernardo A. Fernández P., cédula 56973, 

serie 1, sello 15671, por sí y en representación del Lic. Ju. 
Arce Medina, cédula 12854, serie 1, sello 1027, abogado d e  la recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, cédula 10-
178, serie 37, sello 67051, en representación del Lic. Julio 
A. Cuello, cédula •1425, serie 1 1, sello 7124, abogados del 
recurrido Antonio Langa, español, comerciante, de este do-
micilio y residente en esta ciudad, portador de la cédula nú- 
mero 3531,'serie 11, sello número-361, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha nue-
ve de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscri-
to por el Lic. J. Arce Medina y el Dr. Bernardo A. Fernán- 
dez Pichardo, abogados de la recurrente, en el cual se invo-
can los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Julio 
A. Cuello, abogado del recurrido, notificado a los abogados 
de la recurrente el diez de enero de mil novecientos cincuen-
ta y nueve; 

Visto el memorial de ampliación de la recurrente, sus-
crito por sus abogados constituidos, notificado al abogado 
del recurrido el veintinueve de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y nueve; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1351 del Código Civil; 130, 131, 
141 y 452 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) que "en fecha dos (2) del mes de agosto de 

rail novecientos -cincuenticinco (1955), la Nieto Hermanos, 
S  A., emplazó al señor Antonio Langa, para comparecer 
por ante la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de 
primera Instancia de este Distrito Nacional, en atribuciones 
comerciales, a los siguientes fines: 'PRIMERO: Condenar al 
señor Antonio Langa, propietario de la Agencia Comercial 
Langa, a pagar a mi requeriente inmediatamente la suma 
de diez mil ciento ochenta y cuatro pesos oro con quince 
centavos (RD$10,184.15) ; SEGUNDO: Condenar al señor 
Antonio Langa, a pagar a mi requeriente los intereses lega-
les de la suma indicada en el ordinal anterior, a partir de la 
fecha de este acto introductivo de la demanda; TERCERO: 
Condenar al señor Antonio Langa, al pago de las costas, con 
distracción en provecho de los abogados apoderados espe-
ciales de mi requeriente, arriba señalados quienes las han 
avanzado en su mayor parte. Bajo las más expresas y am-
plias reservas de derecho"; 2) que en "fecha veintitrés (23) 
del mes de enero de mil novecientos cincuentiséis (1956), 
previa comunicación recíproca de los documentos entre las 
partes en causa, la precitada Cámara de lo Civil y Comer-
cial dictó una sentencia contradictoria cuyo dispositivo dice: 
`FALLA: Primero: Acoge, por ser justas y reposar sobre 
prueba legal, la demanda comercial en reparación de daños 
y perjuicios interpuesta por Nieto Hermanos, S. A., contra 
Antonio Langa, desestimando las conclusiones de esa parte, 
por infundadas, por los motivos precedentemente expuestos, 
Y, en consecuencia, condena al demandado a pagarle al de-
mandante la suma de nueve mil novecientos ochenta y nue-
ve pesos con ochenta centavos oro dominicanos (RD$9,989.- 
80) más los intereses legales de dicha suma; Segundo: Con-
dena, asimismo, a la parte demandada, al pago de las cos-
tas distrayéndolas en favor de los abogados Doctor Bernar-
do A. Fernández Pichardo y Licenciado J. Arce Medina, 
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte'; 3) 
que sobre "el recurso de apelación que interpuso el actual 
recurrente, según acto que contenía emplazamiento, instru- 
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Corte de Apelación de San Cristóbal, en fecha treinta y 
de octubre del año mil novecientos cincuenta y ocho, e 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Bernardo A. Fernández P., cédula 56973, 

serie 1, sello 15671, por sí y en representación del Lic. Juan 
Arce Medina, cédula 12854, serie 1, sello 1027, abogado d e  la recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Francisco A. Mendoza Castillo, cédula 10-
178, serie 37, sello 67051, en representación del Lic. Julio 
A. Cuello, cédula '1425, serie 13, sello 7124, abogados del 
recurrido Antonio Langa, español, comerciante, de este do-
micilio y residente en esta ciudad, portador de la cédula nú- 
mero 3531,"serie 1 3, sello número-361, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha nue-
ve de diciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscri-
to por el Lic. J. Arce Medina y el Dr. Bernardo A. Fernán- 
dez Pichardo, abogados de la recurrente, en el cual se invo-
can los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa suscrito por el Lic. Julio 
A. Cuello, abogado del recurrido, notificado a los abogados 
de la recurrente el diez de enero de mil novecientos cincuen-
ta y nueve; 

Visto el memorial de ampliación de la recurrente, sus-
crito por sus abogados constituidos, notificado al abogado 
del recurrido el veintinueve de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y nueve; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1351 del Código Civil; 130, 131, 
141 y 452 del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta lo 
siguiente: 1) que "en fecha dos (2) del mes de agosto de 

novecientos -eincuenticinco (1955), la Nieto Hermanos, 
s A., emplazó al señor Antonio Langa, para comparecer 
por ante la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de 
primera Instancia de este Distrito Nacional, en atribuciones 
comerciales, a los siguientes fines: 'PRIMERO: Condenar al 
señor Antonio Langa, propietario de la Agencia Comercial 
Langa, a pagar a mi requeriente inmediatamente la suma 
de diez mil ciento ochenta y cuatro pesos oro con quince 
centavos (RD$10,184.15) ; SEGUNDO: Condenar al señor 
Antonio Langa, a pagar a mi requeriente los intereses lega-
les de la suma indicada en el ordinal anterior, a partir de la 
fecha de este acto introductivo de la demanda; TERCERO: 
Condenar al señor Antonio Langa, al pago de las costas, con 
distracción en provecho de los abogados apoderados espe-
ciales de mi requeriente, arriba señalados quienes las han 
avanzado en su mayor parte. Bajo las más expresas y am-
plias reservas de derecho"; 2) que en "fecha veintitrés (23) 
del mes de enero de mil novecientos cincuentiséis (1956), 
previa comunicación recíproca de los documentos entre las 
partes en causa, la precitada Cámara de lo Civil y Comer-
cial dictó una sentencia contradictoria cuyo dispositivo dice: 
`FALLA: Primero: Acoge, por ser justas y reposar sobre 
prueba legal, la demanda comercial en reparación de daños 
y perjuicios interpuesta por Nieto Hermanos, S. A., contra 
Antonio Langa, desestimando las conclusiones de esa parte, 
por infundadas, por los motivos precedentemente expuestos, 
y, en consecuencia, condena al demandado a pagarle al de- 
mandante la suma de nueve mil novecientos ochenta y nue- 
ve pesos con ochenta centavos oro dominicanos (RD$9,989.- 
80) más los intereses legales de dicha suma; Segundo: Con- 
dena, asimismo, a la parte demandada, al pago de las cos- 
tas distrayéndolas en 'favor de los abogados Doctor Bernar- 
do A. Fernández Pichardo y Licenciado J. Arce Medina, 
quienes afirman haberlas avanzado en su mayor parte'; 3) 
que sobre "el recurso de apelación que interpuso el actual 
recurrente, según acto que contenía emplazamiento, instru- 

. 
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mentado y notificado en fecha diez (10) de febrero del añ
o  en curso, por diligencia del ministerial Miguel A. Rodrigo 

la Honorable Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, dictó' 
en sus atribuciones comerciales, en fecha cuatro (4) del 
mes de julio del año de 1956, una sentencia, en defecto de 
las conclusiones del intimante, al fondo del derecho, por la 
cual dispuso: 'FALLA: PRIMERO: Declara regular y váli_ 
do en la forma el recurso de apelación interpuesto por An. 
tonio Langa, en fecha diez de febrero del año en curso, con- 
tra sentencia dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
sus atribuciones comerciales, en fecha veintitrés de enero 
del corriente año; SEGUNDO: Rechaza, por improcedente 
y mal fundada, la solicitud de informativo hecha por el in- 
timante; TERCERO: Pronuncia el defecto contra Antonio 
Langa, por falta de concluir, en cuanto al fondo; CUARTO: 
Acoge, por ser justas y reposar en prueba legal las conclu- 
siones presentadas por la intimada Nieto Hermanos, S. A. 
y, en consecuencia, rechaza, por infundado, el recurso de 
apelación interpuesto por Antonio Langa, del cual se trata, 
y confirma, en todas sus partes, la indicada sentencia de la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgada de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, de fecha veintitrés de enero 
de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "Falla: Primero: Acoge, por ser justas y reposar 
sobre prueba legal, la demanda comercial en reparación de 
daños y perjuicios interpuesta por Nieto Hermanos, S. A. 
contra Antonio Langa, desestimando las conclusiones de es-
ta parte, por infundadas, por los motivos precedentemente 
expuestos, y, en consecuencia, condena al demandado a pa-
garle al demandante la suma de nueve mil novecientos 
ochenta y nueve pesos con ochenta centavos oro dominica-
nos (RD$9.989 80) más los intereses legales de dicha suma; 
Segundo: Condena, asimismo, a la parte demandada, al pa-
go de las costas distrayéndolas en favor de los abogados doc-
tor Bernardo A. Fernández Pichardo y licenciado J. Arce 

BOLETÍN JUDICIAL 
	 1621 

Medina, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor 
parte"; QUINTO: Condena al intimante al pago de las cos-
tas de la presente alzada, con distracción de las mismas, 
en provecho del licenciado Juan Arce Medina y del doctor 
Bernardo Aurelio Fernández Pichardo, abogados de la in-
timada, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor 
parte'; 4) qué sobre el recurso de oposición interpuesto por 
el actual recurrente en fecha primero de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y seis, la Corte a qua dictó la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a .continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara inadmisible el recurso de opo-
sición interpuesto por el intimante Antonio Langa, en fecha 
primero de agosto de mil novecientos cincuenta y seis, con-
tra sentencia de esta Corte de Apelación, de fecha cuatro 
de julio de mil novecientos cincuenta y seis, notificada en 
fecha veintitrés (23) de julio del mismo año, por haberse 
interpuesto tardíamente; SEGUNDO: Ordena que la senten-
cia antes citada sea ejecutada según su forma y tenor; TER-
CERO: Condena al señor Antonio Langa, al pago de las 
costas, con distracción en favor del licenciado Juan Arce 
Medina y Dr. Bernardo Aurelio Fernández Pichardo, aboga-
dos constituídos por la intimada, quienes afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte"; 5) que sobre' el recurso de 
casación interpuesto contra la anterior sentencia por el ac-
tual recurrido Antonio Langa, la Suprema Corte de Justicia, 
dictó en fecha veinte de marzo de mil novecientos cincuen-
ta y ocho, una sentencia con el dispositivo siguiente: "Por 
tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronunciada por 
la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha doce de 

_febrero de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo, y envía el asunto 
ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; y Segundo: 
Condena a la parte recurrida, la Nieto Hermanos, S. A., al 
pago de las costas, cuya distracción se ordena en provecho 
del Lic. Julio A. Cuello, abogado del recurrente, quien afir-
ma haberlas avanzado"; y 6) que la Corte de envío dictó la 
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mentado y notificado en fecha diez (10) de febrero del 
año  en curso, por diligencia del ministerial Miguel A. Rodrigo 

ct 
la Honorable Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, dio' 
en sus atribuciones comerciales, en fecha cuatro (4) del 
mes de julio del año de 1956, una sentencia, en defecto de 
las conclusiones del intimante, al fondo del derecho, po r  la  cual dispuso: 'FALLA: PRIMERO: Declara regular y 

 váli- do en la forma el recurso de apelación interpuesto por An- 
tonio Langa, en fecha diez de febrero del año en curso, con- 
tra sentencia dictada por la Cámara de lo Civil y Comercial 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
sus atribuciones comerciales, en fecha veintitrés de enero 
del corriente año; SEGUNDO: Rechaza, por improcedente 
y mal fundada, la solicitud de informativo hecha por el 

in- timante; TERCERO: Pronuncia el defecto contra Antonio 
Langa, por falta de concluir, en cuanto al fondo; CUARTO: 
Acoge, por ser justas y reposar en prueba legal las conclu- 
siones presentadas por la intimada Nieto Hermanos, S. A. 
y, en consecuencia, rechaza, por infundado, el recurso de 
apelación interpuesto por Antonio Langa, del cual se trata, 
y confirma, en todas sus partes, la indicada sentencia de la 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado- de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, de 'fecha veintitrés de enero 
de mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo es el 
siguiente: "Falla: Primero: Acoge, por ser justas y reposar 
sobre prueba legal, la demanda comercial en reparación de 
daños y perjuicios interpuesta por Nieto Hermanos, S. A. 
contra Antonio Langa, desestimando las conclusiones de es-
ta parte, por infundadas, por los motivos precedentemente 
expuestos, y, en consecuencia, condena al demandado a pa-
garle al demandante la suma de nueve mil novecientos 
ochenta y nueve pesos con ochenta centavos oro dominica-
nos (RD$9.989 80) más los intereses legales de dicha suma; 
Segundo: Condena, asimismo, a la parte demandada, al pa-
go de las costas distrayéndolas en favor de los abogados doc-
tor Bernardo A. Fernández Pichardo y licenciado J. Arce 
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Medina, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor 
parte"; QUINTO: Condena al intimante al pago de las cos-
tas de la presente alzada, con distracción de las mismas, 
en provecho del licenciado Juan Arce Medina y del doctor 
Bernardo Aurelio Fernández Pichardo, abogados de la in-
timada, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor 
parte'; 4) qué sobre el recurso de oposición interpuesto por 
el actual recurrente en fecha primero de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y seis, la Corte a qua dictó la sentencia 
ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a .continuación: 
"FALLA: PRIMERO: Declara inadmisible el recurso de opo-
sición interpuesto por el intimante Antonio Langa, en fecha 
primero de agosto de mil novecientos cincuenta y seis, con-
tra sentencia de esta Corte de Apelación, de fecha cuatro 
de julio de mil novecientos cincuenta y seis, notificada en 
fecha veintitrés (23) de julio del mismo año, por haberse 
interpuesto tardíamente; SEGUNDO: Ordena que la senten-
cia antes citada sea ejecutada según su forma y tenor,; TER-
CERO: Condena al señor Antonio Langa, al pago de las 
costas, con distracción en favor del licenciado Juan Arce 
Medina y Dr. Bernardo Aurelio Fernández Pichardo, aboga-
dos constituídos por la intimada, quienes afirman haberlas 
avanzado en su mayor parte"; 5) que sobre' el recurso de 
casación interpuesto contra la anterior sentencia por el ac-
tual recurrido Antonio Langa, la Suprema Corte de Justicia, 
dictó en fecha veinte de marzo de mil novecientos cincuen-
ta y ocho, una sentencia con el dispositivo siguiente: "Por 
tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronunciada por 
la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, en fecha doce de 

_febrero de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo, y envía el asunto 
ante la Corte de Apelación de San Cristóbal; y Segundo: 
Condena a la parte recurrida, la Nieto Hermanos, S. A., al 
pago de las costas, cuya distracción se ordena en provecho 
del Lic. Julio A. Cuello, abogado del recurrente, quien afir-
ma haberlas avanzado"; y 6) que la Corte de envío dictó la 
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sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia a con-
tinuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 

y válido  
el presente recurso de oposición interpuesto por Antonio 
Langa contra la sentencia comercial dictada por la Corte 
de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha cuatro de julio del 
año mil novecientos cincuentiséis; SEGUNDO: Desestima 
por improcedente, el pedimento del intimante Antonio Lan-
ga relativo a comunicación de documentos; TERCERO: Or-
dena, antes de decidir el 'fondo del presente recurso, un in-
formativo testimonial de carácter sumario, a fin de que el 
intimante pruebe los siguientes hechos: a) Estado real de 
los ajos a la fecha de su llegada a este puerto; b) Tiemp

o 
 normal de duración de los ajos de buena calidad en nuestro 

medio; c) Precio corriente de los ajos de buena calidad en 
la época de los hechos y d) Estado de los ajos en el momen-
to de venderlos los comerciantes encargados; CUARTO: Re-

-

serva a la intimada el derecho de contrainformativo; QUIN-
TO: Fija la audiencia de las 9 a.m. del día quince (15) del 
mes de diciembre del año 1958, para la celebración del in-
formativo y del contrainformativo ordenados por esta sen-
tencia; SEXTO: Reserva las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: "Primer Medio. Violación de los Arts. 1350 y 1352 
del Código Civil; Segundo Medio: Falta de Base Legal.—
Tercer Medio: Violación del Art. 141 del Código de Proce-
dimiento Civil. Falta de Motivos"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que la recu-
rrente sostiene esencialmente que la Corte a qua no podía 
ordenar la información testimonial solicitada por el oponen-
te Antonio Langa, porque dicha medida había sido denegada 
contradictoriamente  por 'la sentencia dictada el cuatro de 
julio de mil novecientos cincuenta y seis, por la Corte 

de 
Apelación de Ciudad Trujillo, y que del mismo modo que 
esta última Corte no podía ordenar la información testimo-
nial que ya había rechazado, porque a ello se opone la auto-
ridad de la cosa juzgada que en este aspecto tiene el fallo  

mencionado, la Corte de envío no podía tampoco ordenar 
dicha medida, puesto que ella no tenía más poderes que los 
que les correspondían a la Corte cuya decisión fué anulada; 

pero, 
Considerando que la jurisdicción de envío está inves-

tida con los mismos poderes que pertenecían a los jueces cu-
ya decisión ha sido anulada, y puede, por tanto, ordenar 
cualquier medida de instrucción que juzgue necesaria para 
el mejor esclarecimiento de los hechos; que del mismo modo 
que la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo tenía plenas 
facultades para ordenar o denegar la información testimo-
nial que le fué solicitada, fundándose en el criterio de la 
utilidad o la oportunidad de la medida, la Corte de envío 
tenía los mismos poderes, y sobre ese mismo fundamento 
podía ordenar la medida de instrucción denegada por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, si la estimaba, como 
en efecto la estimó, necesaria para esclarecer mejor su reli-
gión y asegurar la justicia de su decisión, sin que ello im-
plique un atentado a la autoridad del fallo que rechazó 
originalmente la prueba ofrecida, por juzgarla inútil y 'frus-
tratoria; que, en efecto, si bien es cierto que el Tribunal que 
rechaza una medida de instrucción que ha sido objeto de 
debate, está ligado a esa decisión y no puede luego ordenar 
la misma medida que fué denegada, no es menos cierto 
que el Tribunal de envío, apoderado del conocimiento del 
fondo del litigio, no está ligado a ese criterio, y puede 
ordenar la misma medida cuando estime que la prueba ofre-
cida es útil y necesaria para una mejor administración de 
justicia; que por consiguiente, la Corte a qua no ha cometi-
do las violaciones de la ley denunciadas por el recurrente, 
por lo cual el primer medio del recurso carece dé fundamen-
to y debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto a los medios segundo y terce-
ro, reunidos, que la recurrente alega que "aún cuando, por 
hipótesis, no hubiera existido la autoridad irrevocable de 
la cosa juzgada de la sentencia de la Corte de Ciudad Truji- 
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sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo se copia 
a con tinuación: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 'Y válido

.  el presente recurso de oposición interpuesto por Antonio 
Langa contra la sentencia comercial dictada por la 

 
de Apelación de Ciudad Trujillo, de fecha cuatro de julio del Corte 

año mil novecientos cincuentiséis; SEGUNDO: Desestima 
por improcedente, el pedimento del intimante Antonio Lan-
ga relativo a comunicación de documentos; TERCERO: Or-
dena, antes de decidir el 'fondo del presente recurso, un in-
formativo testimonial de carácter sumario, a fin de que el 
intimante pruebe los siguientes hechos: a) Estado real de 
los ajos a la fecha de su llegada a este puerto; b) Tiempo 
normal de duración de los ajos de buena calidad en nuestro 
medio; c) Precio corriente de los ajos de buena calidad en 
la época de los hechos y d) Estado de los ajos en el momen-
to de venderlos los comerciantes encargados; CUARTO: Re-
serva a la intimada el derecho de contrainformativo; QUIN-
TO: Fija la audiencia de las 9 a.m. del día quince (15) del 
mes de diciembre del año 1958, para la celebración del in-
formativo y del contrainformativo ordenados por esta sen-
tencia; SEXTO: Reserva las costas"; 

Considerando que la recurrente invoca los siguientes 
medios: "Primer Medio. Violación de los Arts. 1350 y 1352 
del Código Civil; Segundo Medio: Falta de Base Legal.—
Tercer Medio: Violación del Art. 141 del Código de Proce-
dimiento Civil. Falta de Motivos"; 

Considerando, en cuanto al primer medio, que la recu-
rrente sostiene esencialmente que la Corte a qua no podía 
ordenar la información testimonial solicitada por el oponen-
te Antonio Langa, porque dicha medida había sido denegada 
contradictoriamente  por - la sentencia dictada el cuatro de 
julio de mil novecientos cincuenta y seis, por la Corte de 
Apelación de Ciudad Trujillo, y que del mismo modo que 
esta última Corte no podía ordenar la información testimo-
nial que ya había rechazado, porque a ello se opone la auto-
ridad de la cosa juzgada que en este aspecto tiene el falló  

mencionado, la Corte de envío no podía tampoco ordenar 
dicha medida, puesto que ella no tenía más poderes que los 
que les correspondían a la Corte cuya decisión fué anulada; 

pero, 
Considerando que la jurisdicción de envío está inves-

tida con los mismos poderes que pertenecían a los jueces cu-
ya decisión ha sido anulada, y puede, por tanto, ordenar 
cualquier medida de instrucción que juzgue necesaria para 

el mejor esclarecimiento de los hechos; que del mismo modo 
que la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo tenía plenas 
facultades para ordenar o denegar la información testimo-
nial que le fué solicitada, fundándose en el criterio de la 
utilidad o la oportunidad de la medida, la Corte de envío 
tenía los mismos poderes, y sobre ese mismo fundamento 
podía ordenar la medida de instrucción denegada por la 
Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, si la estimaba, como 
en efecto la estimó, necesaria para esclarecer mejor su reli-
gión y asegurar la justicia de su decisión, sin que ello im-
plique un atentado a la autoridad del fallo que rechazó 
originalmente la prueba ofrecida, por juzgarla inútil y 'frus-
tratoria; que, en efecto, si bien es cierto que el Tribunal que 
rechaza una medida de instrucción que ha sido objeto de 
debate, está ligado a esa decisión y no puede luego ordenar 
la misma medida que fué denegada, no es menos cierto 
que el Tribunal de envío, apoderado del conocimiento del 
fondo del litigio, no está ligado a ese criterio, y puede 
ordenar la misma medida cuando estime que la prueba ofre-
cida es útil y necesaria para una mejor administración de 
justicia; que por consiguiente, la Corte a qua no ha cometi-
do las violaciones de la ley denunciadas por el recurrente, 
por lo cual el primer medio del recurso carece a fundamen-
to y debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto a los medios segundo y terce-
ro, reunidos, que la recurrente alega que "aún cuando, por 
hipótesis, no hubiera existido la autoridad irrevocable de 
'la cosa juzgada de la sentencia de la Corte de Ciudad Truji- 
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llo del cuatro de julio de mil novecientos cincuenta y seis, l
a  Corte de San Cristóbal no ha debido ordenar la celebración 

del informativo porque los hechos que la parte adversa se 
propone probar son ajenos a la causa de la demanda 

y a los 
 hechos en que se apoya"; que, además, -"lo que pretende 

con el informativo la parte adversa es impertinente, porque 
en el mejor de los casos, quedará siempre en pie el .hecho de 
que su abandono de la mercancía no fué porque dejase de 
ser satisfactoria, sino por la razón distinta de que los ven-
dedores no le contestaron inmediatamente otorgándole la 
prórroga que Langa pedía para el pago de los giros"; 

y, por 
último, que los motivos del fallo impugnado "son insuficien-
tes, porque entre otras cosas, ha debido expresar cómo llega 
a la conclusión de que procede el informativo no obstante 
el hecho de que se opone a él la autoridad de la cosa juzgada 
de la sentencia del 4 de julio de 1956 y cómo ha decidido 
respecto de la cuestión de procedencia y pertinencia de los 
hechos que Langa ofrece probar"; pero 

Considerando que en el fallo impugnado la Corte a qua 
ha admitido correctamente, según se ha expresado ya en 
examen del primer medio, que "la Corte de envío apoderada 
del fondo del recurso, tiene plena 'facultad para ordenar 
cuantas medidas de instrucción sean pertinentes para una 
buena administración de justicia", y que "el criterio de los 
jueces anteriores, relativo a la procedencia o improcedencia 
de las medidas de instrucción solicitadas, no puede impo-
nerse jurídicamente a los jueces del envío, porqué son estos 
jueces los que, en virtud de ese apoderamiento, están lla-
mados a saber si existen o no los elementos de juicio indis-
pensables para dictar una sentencia justa"; que, además, 
para justificar la pertinencia de los hechos cuya prueba es 
ofrecida, basta que los jueces del fondo hayan estimado, 
como en el presente caso, que el establecimiento de esos he-
chos era "necesario para la mejor sustanciación de la litis" 
y para "una mayor edificación en relación con los distintos 
aspectos del litigio"; que, por otra parte, la apreciación re- 
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iativa a la utilidad, oportunidad y pertinencia de los hechos 

cuya prueba es ofrecida, es privativa de los jueces del fondo, 

y esta apreciación, como cuestión de puro hecho, escapa al 
control de la casación; que, finalmente, el fallo impugnado 
contiene una exposición completa 'de los hechos y circuns-

tancias de la causa que han permitido verificar que la Corte 

a qua ha justificado legalmente su decisión; que, por con-
siguiente, la sentencia impugnada, que está suficientemente 
motivada, tiene base legal, por lo cual los medios segundo 

y tercero del recurso carecen, como el anterior, de funda-
mento, y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso dé ca-
sación interpuesto por la Nieto Hermanos, S. A., contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Cristó-
bal en fecha treinta y uno de octubre de mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en otra parte del 
presente fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago 
de las costas, cuya distracción se ordena en provecho del 
Lic. Julio A. Cuello, quien afirma haberlas avanzado. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-
marche H.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada. —G'uarionex A. García de Peña.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. • 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto .Curiel hijo. 
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llo del cuatro de julio de mil novecientos cincuenta y seis, la 
Corte de San Cristóbal no ha debido ordenar la celebración 
del informativo porque los hechos que la parte adversa s

e  propone probar son ajenos a la causa de la demanda y a 10s 
hechos en que se apoya"; que, además, »lo que pretende 
con el informativo la parte adversa es impertinente, porque 
en el mejor de los casos, quedará siempre en pie el.hecho de 
que su abandono de la mercancía no fué porque dejase de 
ser satisfactoria, sino por la razón distinta de que los ven-
dedores no le contestaron inmediatamente otorgándole la 
prórroga que Langa pedía para el pago de los giros"; y, por 
último, que los motivos del fallo impugnado "son insuficien-
tes, porque entre otras cosas, ha debido expresar cómo llega 
a la conclusión de que procede el informativo no obstante 
el hecho de que se opone a él la autoridad de la cosa juzgada 
de la sentencia del 4 de julio de 1956 y cómo ha decidido 
respecto de la cuestión de procedencia y pertinencia de 

los hechos que Langa ofrece probar"; pero 

Considerando que en el fallo impugnado la Corte a qua 
ha admitido correctamente, según se ha expresado ya en 
examen del primer medio, que "la Corte de envío apoderada 
del fondo del recurso, tiene plena facultad para ordenar 
cuantas medidas de instrucción sean pertinentes para una 
buena administración de justicia", y que "el criterio de los 
jueces anteriores, relativo a la procedencia o improcedencia 
de las medidas de instrucción solicitadas, no puede impo-
nerse jurídicamente a los jueces del envío, porqué son estos 
jueces los que, en virtud de ese apoderamiento, están lla-
mados a saber si existen o no los elementos de juicio indis-
pensables para dictar una sentencia justa"; que, además, 
para justificar la pertinencia de los hechos cuya prueba es 
ofrecida, basta que los jueces del fondo hayan estimado, 
como en el presente caso, que el establecimiento de esos he-
chos era "necesario para la mejor sustanciación de la litis" 
y para "una mayor edificación en relación con los distintos 
aspectos del litigio"; que, por otra parte, la apreciación re- 

iv 
a la utilidad, oportunidad y pertinencia de los hechos 

cuya prueba es ofrecida, es privativa de los jueces del fondo, 

y esta apreciación, como cuestión de puro hecho, escapa al 
control de la casación; que, finalmente, el fallo impugnado 

contiene una exposición completa de los hechos y circuns-
tancias de la causa que han permitido verificar que la Corte 

a qua ha justificado legalmente su decisión; que, por con-
siguiente, la sentencia impugnada, que está suficientemente 

motivada, tiene base legal, por lo cual los medios segundo 

y tercero del recurso carecen, como el anterior, de funda-

mento, y deben ser desestimados; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por la Nieto Hermanos, S. A., contra la 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Cristó-
bal en fecha treinta y uno de octubre de mil novecientos 
cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en otra parte del 

presente fallo; y Segundo: Condena a la recurrente al pago 
de las costas, cuya distracción se ordena en provecho del 
Lic. Julio A. Cuello, quien afirma haberlas avanzado. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-

marche H.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada. —Guarionex A. García de Peña.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. • 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



BOLETÍN JUDICIAL 

SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencias impugnadas: Corte de Apelación de La Vega, 
r 16 de junio y 3 de octubre, del año 1958. 

Materia: Civil. 

Recurrente: Charles Thomas. 

Abogado: Lic. Pedro Julio Báez K. 

Ilecurrida: Luisa Finke Vda. Sánchez. 
Abogado: Lic. Milcíades Duluc. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. FIerrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor rlos Ma- 
nuel Lamarche Henríquez, licenciado Fernando E Ca 

 . Ravelo de la Fuente, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel 
D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asisti-
dos del Sécretario General, en la Sala donde celebra sus au- 
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día die-cinueve   del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y 
nueve, años 116' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como -
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Charles 
Thomas, inglés, agricultor, domiciliado y residente en el Pa-
raje de 'Curete, del Municipio de Samaná, cédula 406, serie 
65, sello 18294, contra las sentencias de 'fechas dieciséis de 
junio y tres de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
dictadas en atribuciones civiles por la Corte de Apelación de 
La Vega, y cuyos dispositivos se copian a continuación: 

"FA- 
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• 
PRIMERO: Rechaza la demanda de incompetencia de 

esta Corte, propuesta por el agobado de Charles Thomas;— 
SEGUNDO: Decl4ra perimida la instancia de apelación ini-

ciada 
 Thomas, en fecha dos de diciembre de mil erdpor  no 

tos - cincuenta y tres, mediante acta del ministerial 
Gimbernard, Alguacil de Estrados de la Primera 

mara Penal del entonces Distrito de Santo Domingo, y 
nsecuentemente, la instancia en oposición de fecha veinti-
atro de marzo del año mil novecientos cincuenta y cuatro, 
tentada mediante acta N9 8, del ex ministerial Gerardo de 
eña y Glas, entonces Alguacil de Estrados de la Corte de 
pelación de San Francisco de Macorís;— TERCERO: Con-
na a Charles Thomas, al pago de las costas de la instancia 
rimida y las de la demanda en perención distrayéndolas en 

aya,. del Lic. Milcíades Duluc, abogado que afirma haberlas 
vanzado"; "FALLA: PRIMERO: Pronuncia defecto contra 
harles Thomas, por falta de concluir;— SEGUNDO: Rec-
ica la sentencia dictada en fecha 16 de junio de 1958, por 

sta Corte de Apelación, en el sentido de que se consideren 
incluidas en la misma las conclusiones principales leídas en 
la audiencia pública del día 8 de mayo de 1958, por el Lic. Pe-
dro Julio Báez K., abogado constituído de Charles Thomas, 
en la demanda en perención de instancia incoada por Luisa 
Finke Vda. Sánchez, que dicen: "Primero: Que os declaréis 
incompetente para conocer de la presente demanda inciden-
tal en perención de instancia, como Corte de reenvío, por 
no estar notificada la sentencia de la Suprema Corte de Jus-
ticia que ha ordenado el reenvío; Segundo: Subsidiariamente, 

\que rechacéis dicha demanda incidental, en razón de que el 
plazo de tres años indicados por la ley, en el caso de la espe-
cie, para justificar la perención de instancia, comienza a 
partir de la notificación de la sentencia de la Suprema Corte 
de Justicia que ha ordenado el reenvío y la casación de la 
sentencia recurrida; Tercero: Que en uno u otro caso, conde-
néis a Luisa Finke Vda. Sánchez al pago de Tas costas"; TER-
CERO: Compensa las costas de esta instancia"; 
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Recurrente: Charles Thomas. 
Abogado: Lic. Pedro Julio Báez K. 

necurrida: Luisa Finke Vda. Sánchez. 
Abogado: Lic. Milclades Dulue. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Flerrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti.. 
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciado Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Manuel 
D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asisti-
dos del Sécretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día die-
cinueve del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y 
nueve, arios 116' de la Independencia, 96' de la Restauración 
y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Charles 
Thomas, inglés, agricultor, domiciliado y residente en el Pa-
raje de Curete, del Municipio de Samaná, cédula 406, serie 
65, sello 18294, contra las sentencias de 'fechas dieciséis de 
junio y tres de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
dictadas en atribuciones civiles psor la Corte de Apelación de 
La Vega, y cuyos dispositivos se copian a continuación: "FA- 

LIA: PRIMERO: Rechaza la demanda de incompetencia de 
ta Corte, propuesta por el agobado de Charles Thomas;— 

essEGUNDO: Decl4ra perimida la instancia de apelación ini- 
por Charles Thomas, en fecha dos de diciembre de mil 

cnioavdeacientos-cincuenta y tres, mediante acta del ministerial 
Eduardo Gimbernard, Alguacil de Estrados de la Primera 
Cámara Petral del entonces Distrito de Santo Domingo, y 
consecuentemente, la instancia en oposición de fecha veinti-
cuatro de marzo del ario mil novecientos cincuenta y cuatro, 
intentada mediante acta No 8, del ex ministerial Gerardo de 
Peña y Glas, entonces Alguacil de Estrados de la Corte de 
Apelación de San Francisco de Macorís;— TERCERO: Con-
dena a Charles Thomas, al pago de las costas de la instancia 
perimida y las de la demanda en perención distrayéndolas en 
favor del Lic. Milcíades Duluc, abogado que afirma haberlas 
avanzado"; "FALLA: PRIMERO: Pronuncia defecto contra 
Charles Thomas, por falta de concluir;— SEGUNDO: Rec-
tifica la sentencia dictada en fecha 16 de junio de 1958, por 
esta Corte de Apelación, en el sentido de que se consideren 
incluidas en la misma las conclusiones principales leídas en 
la audiencia pública del día 8 de mayo de 1958, por el Lic. Pe-
dro Julio Báez K., abogado constituido de Charles Thomas, 
en la demanda en perención de instancia incoada por Luisa 
Finke Vda. Sánchez, que dicen: "Primero: Que os declaréis 
incompetente para conocer de la presente demanda inciden-
tal en perención de instancia, como Corte de reenvío, por 
no estar notificada la sentencia de la Suprema Corte de Jus-
ticia que ha ordenado el reenvío; Segundo: Subsidiariamente, 
que rechacéis dicha demanda incidental, en razón de que el 
plazo de tres arios indicados por la ley, en el caso de la espe-
cie, para justificar la perención de instancia, comienza a 
partir de la notificación de la sentencia de la Suprema Corte 
de Justicia que ha ordenado el reenvío y la casación de la 
sentencia recurrida; Tercero: Que en uno u otro caso, conde-
néis a Luisa Finke Vda. Sánchez al pago de Tas costas"; TER-
CERO: Compensa las costas de esta instancia"; 

• 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Pedro Julio Báez K., cédula 5746, serie 

conclusiones; 
sello 30035, abogado del recurrente, en la lectura de sus' 

Oído el Lic. Milcíades Duluc, cédula 3805, serie 1, sello 
29912, abogado de la recurrida, en la lectura de sus con. 
clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado ProcuradOr General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado por el abogado 
del recurrente, en fecha veinte de marzo de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, en el cual se invocan los siguientes 
medios: "Primer medio: En cuanto a la sentencia del 16 ele al 
junio de 1958 de la Corte de Apelación de La Vega.— Viola-W 
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil"; 
"Segundo Medio: Violación del artículo 397 del Código de 
Procedimiento Civil"; "Tercer medio: En cuanto a la sen-
tencia del 3 de octubre de 1958 de la Corte de Apelación de 
La Vega.— Violación del artículo 141 y 400 del Código de 
Procedimiento Civil"; 

Visto el memorial de defensa depositado en Secretaría 
en Techa trece de mayo de mil novecientos cincuenta y nue-
ve, y suscrito por el abogado de la recurrida, en el cual pide, 
la inadmisibilidad del presente recurso de casación, por ha-
ber sido intentado tardíamente; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1033 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1, 5, 65, 66 y 67 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando en cuanto a la inadmisibilidad del pre-
sente recurso de casación, que de conformidad con el ar-
tículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, en los 
asuntos civiles y comerciales el recurso de casación se inter-
pondrá con un memorial suscrito por abogado, que conten-
drá todos los medios en que se funda, y que deberá ser de- 

BOLETÍN JUDICIAL 

lado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia 
los dos meses de la notificación de la sentencia; 

Considerando que tal como lo alega la recurrida, las sen- 
impugnadas fueron notificadas al ahora recurrente, 

tencias en su domicilio de Curete, Paraje del Municipio de Samaná, 
en fecha cuatro de noviembre de mil novecientos cincuenta 

y 
ocho, según se comprueba por el acto N° 18 de esa fecha 

del alguacil Andrés Acosta Jiménez, del Juzgado de Primera 
instancia del Distrito Judicial de Samaná; que como el re-
currente depositó su memorial en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia, en fecha veinte de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, es obvio, que el plazo de dos me-
ses, aún teniendo en cuenta que es franco y que en la especie 
se aumentaba en razón de la distancia, hablá. vencido venta-
josamente el día en que se interpuso el presente recurso de 

casación; 
Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible por tar-

dío, el recuiso de casación interpuesto por Charles Thomas, 
contra sentencias pronunciadas por la Corte de Apelación de 
La Vega, en fechas dieciséis de junio y tres de octubre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, cuyos dispositivos han sido 
copiados en otro lugar del presente fallo; Segundo: Condena 
a Charles Thomas, al pago de las costas con distracción en 
provecho del Lic. Milcíades Duluc, quien afirma haberlas 

avanzado. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General 

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. Pedro Julio Báez K., cédula 5746, sere I., 

conclusiones; 
sello 30035, abogado del recurrente, en la lectura de

is  us  

Oído el Lic. Milcíades Duluc, cédula 3805, serie 1, sen
o  29912, abogado de la recurrida, en la lectura de sus con-

clusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado por el abogado 
del recurrente, en fecha veinte de marzo de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, en el cual se invocan los siguientes 
medios: "Primer medio: En cuanto a la sentencia del 16 de 
junio de 1958 de la Corte de Apelación de La Vega.-- Viola-
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil"; 
"Segundo Medio: Violación del artículo 397 del Código de 
Procedimiento Civil"; "Tercer medio: En cuanto a la sen-
tencia del 3 de octubre de 1958 de la Corte de Apelación de 
La Vega.— Violación del artículo 141 y 400 del Código de 
Procedimiento Civil"; 

• Visto el memorial de defensa depositado en Secretaría 
en 'fecha trece de mayo de mil novecientos cincuenta y nue-
ve, y suscrito por el abogado de la recurrida, en el cual pide, 
la inadmisibilidad del presente recurso de casación, por ha-
ber sido intentado tardíamente; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1033 del Código de Procedi-
miento Civil; y 1, 5, 65, 66 y 67 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación; 

Considerando en cuanto a la inadmisibilidad del pre-
sente recurso de casación, que de conformidad con el ar-
tículo 5 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, en los 
asuntos civiles y comerciales el recurso de casación se inter-
pondrá con un memorial suscrito por abogado, que conten-
drá todos los medios en que se funda, y que deberá ser de- 

lado en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia 
los dos meses de la notificación de la sentencia; 

Considerando que tal como lo alega la recurrida, las sen-
tencias impugnadas fueron notificadas al ahora recurrente, 

en s
u domicilio de Curete, Paraje del Municipio de Samaná, 

en fecha cuatro de noviembre de mil novecientos cincuenta 

y ocho, cho según se comprueba por el acto N°  18 de esa fecha 

del alguacil Andrés Acosta Jiménez, del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Samaná; que como el re-
currente depositó su memorial en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia, en fecha veinte de marzo de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, es obvio, que el plazo de dos me-
ses, aún teniendo en cuenta que es franco y que en la especie 
se aumentaba en razón de la distancia, había vencido venta-

josamente el día en que se , 
interpuso el presente recurso de 

casación; 
Por tales motivos, Primero: Declara inadrñísible por tar-

dío, el recurso de casación interpuesto por Charles Thomas, 
contra sentencias pronunciadas por la Corte de Apelación de 
La Vega, en fechas dieciséis de junio y tres de octubre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, cuyos dispositivos han sido 
copiados en otro lugar del presente fallo; Segundo: Condena 
a Charles Thomas, al pago de las costas con distracción en 
provecho del Lic. Milcíades Duluc, quien afirma haberlas 

avanzado. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos MI. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General 

La presente sentencia ha sido dada y !firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día diecinueve 
del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Romana 
Contreras Viuda Abreu, dominicana, mayor de edad, viuda, 
de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en Monte 
Cristy, cédula 135, serie 41, sello 1227624; Rafael Abreu 
Contreras, dominicano, 'mayor de edad, casado, domiciliado 

Recurrentes: Romana 
Contreras Viuda 4breu, Rafael Abreu 

treras y Rodrigo Abreu Contreras. 
Abogado: Dr. Víctor E. Almonte Jiménez. 

Recurridos: Rosa Rivero die Sánchez y 
Elena Wigberta Abreu yero. 

Abogado: Dr. A. Flavio Sosa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En 
nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-

ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciado 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Moret Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber- 
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SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DE 1959 
Sent/enela impugnada: 

Corte de Apelación de Santiago, de fecha 
20 de junio de 1958. 

Materia: Civil.  

y 
residente en Manzanillo, provincia de Monte Cristy, cédu-

la 14872, serie 31, sello 4391, y Rodrigo Abreu Contreras, 
dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, domicilia-
do residente en la ciudad de Monte Cristy, cédula 288, serie 
41, sello 39461, contra sentencia dictada por la Corte de 
Apelación de Santiago, en sus atribuciones civiles, en fecha 
veinte del mes de junio del año mil novecientos cincuenta y 
ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Mario C. Suárez, cédula 3150, serie 65, sello 

66595, en representación del Dr. Víctor E. Almonte Jiménez, 
cédula 39782, serie 1, sello 36756, abbgado de los recurrentes, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. Rafael Acosta, cédula 12452, serie 12, sello 
67163, en representación del Dr. A. Flavio Sosa, cédula 61-
541, serie P, sello 62888, abogado de las recurridas Rosa 
Rivero de Sánchez, dominicana, mayor de edad, casada, pro-
fesora, domiciliada y residente en la ciudad de Puerto Plata, 
cédula 1025, serie 37, sello 1933385, y Elena Wigberta Abreu 
Rivero, dominicana, soltera, estudiante, domiciliada y resi-
dente en la ciudad de Puerto Plata, cédula 3809, serie 41, 
sello 16555810, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Visto el memorial de casación depositado en secretaría 

el día veintinueve del mes de septiembre del año mil nove- 
cientos cincuenta y ocho, suscrito por el abogado del recu- 
rrente, en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el abogado 

de la parte recurrida; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 312 del Código Civil; 3, párrafo 
3, de la Ley 985, del año 1945, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre 

Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

.documentos a que ella se refiere consta; a) que en fecha trein- 



Recurridos: Rosa 

yero. 

Abogado: Dr. A. Flavio Sosa. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

Rivero de Sánchez y Elena Wigberta Abreu Ri  
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Sentlencia impugnada: Corte de Apelación 

SENTENCIA DE FECHA 19 DE AGOSTO DE 1959  

20 de junio de 1958. 
	 de Santiago, de fecha 

Materia: Civil. 

Recurrentes: Romana Contreras Viuda 4breu, Rafael Abreu Con, 
treras y Rodrigo Abreu Contreras. 

Abogado: Dr. Víctor E. Almonte Jiménez. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día diecinueve 
del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' 

de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Romana 
Contreras Viuda Abreu, dominicana, mayor de edad, viuda, 
de quehaceres domésticos, domiciliada y residente en Monte 
Cristy, cédula 135, serie 41, sello 1227624; Rafael Abreu 
Contreras, dominicano, 'mayor de edad, casado, domiciliado 
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y 
residente en Manzanillo, provincia de Monte Cristy, cédu-

la 14872, serie 31, sello 4391, y Rodrigo Abreu Contreras, 
dominicano, mayor de edad, casado, comerciante, domicilia-
do residente en la ciudad de Monte Cristy, cédula 288, serie 
41, sello 39461, contra sentencia dictada por la Corte de 
Apelación de Santiago, en sus atribuciones civiles, en fecha 
veinte del mes de junio del año mil novecientos cincuenta y 
ocho, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Mario C. Suárez, cédula 3150, serie 65, sello 

66595, en representación del Dr. Víctor E. Almonte Jiménez, 
cédula 39782, serie 1, sello 36756, abbgado de los recurrentes, 

en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el Dr. Rafael Acosta, cédula 12452, serie 12, sello 

67163, en representación del Dr. A. Flavio Sosa, cédula 61-

541, serie la, sello 62888, abogado de las recurridas Rosa 
Rivero de Sánchez, dominicana, mayor de edad, casada, pro-
fesora, domiciliada y residente en la ciudad de Puerto Plata, 
cédula 1025, serie 37., sello 1933385, y Elena Wigberta Abreu 
Rivero, dominicana, soltera, estudiante, domiciliada y resi-
dente en la ciudad de Puerto Plata, cédula 3809, serie 41, 
sello 16555810, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Visto el memorial de casación depositado en secretaria 

el día veintinueve del mes de septiembre del año mil nove- 
cientos cincuenta y ocho, suscrito por el abogado del recu- 
rrente, en el cual se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa presentado por el abogado 

de la parte recurrida; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 312 del Código Civil; 3, párrafo 
3, de la Ley 985, del año 1945, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre 

Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta; a) que en fecha trein- 
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ta del mes de julio del año mil novecientos veinticinco, 
con '  trajeron matrimonio por ante el Oficial del Estado Civil dei 

Municipio de Puerto Plata, Pablo Rafael Naar y Rosa Riv ere. 

neve b) que en fecha veintiuno del mes de enero del año mil  
cientos treinta y seis, falleció Pablo Rafael Naar; e) qu

e e 

y

i 
día trece del mes de agosto del año mil novecientos treinta  
seis, nació en el municipio de Puerto Plata, Elena Wigberta. 
d) que el día doce del mes de agosto del año mil novecientos' 
cuarenta y tres, Rosa Vda. Naar, declaró al Oficial del Esta- 
do Civil del Municipio de Puerto Plata el nacimiento de Ele- 
na Wigberta y reconoció dicha menor como su hija natural 
procreada con José Julián Abreu; e) que en fecha veinte y 
uno de octubre del año mil novecientos cuarenta y nueve, 
José Julián Abreu Contreras, compareció ante el Oficial del 
Estado Civil de Puerto Plata y reconoció a Elena Wigberta 
como su hija natural procreada con Rosa Rivero; f) que el 
día dos del mes de mayo del año mil novecientos cincuenta 
y seis, falleció José Julián Abreu Contreras; g) que en fecha 
cuatro del mes de septiembre del año mil novecientos cin- 
cuenta y seis, mediante acta instrumentada por el ministe- 
rial Ramón Suero, Alguacil Ordinario del Juzgado de Paz 
del municipio de Puerto Plata, Romana Contreras Viuda 

• Abreu, Rafael Abreu Contreras y Rodrigo Abreu Contreras, 
emplazaron a Rosa Rivero y Manuel Ramón Abreu Contre-
ras, en sus respectivas calidades de Tutora y Pro-tutor de la 
menor Elena Wigberta, para que comparecieran en los pla-
zos de ley por ante el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Puerto Plata, funcionando en sus atribu-
ciones civiles, para que oyeran pedir y ser dispuesto por sen-
tencia Primero: Que sea declarado nulo y sin ningún valor 
ni efecto, el reconocimiento hecho por el finado, señor José 
Julián Abreu Contreras en favor de la menor Elena Wig-
berta, por ser ésta hija legítima del señor Rafael Naar, hoy 
finado; Segundo: Que sea ordenado por sentencia, en envío 
en posesión de los bienes relictos por el finado José Julián 
Abreu Contreras, los cuales figuran en la declaración jura-
da, redactada ante el Notario Público de lo del número de 

este municipio, Lic. Carlos Tomás Nouel, en fecha 25 de 
mayo del año en curso, en favor de sus legítimos herederos; 
Tercero: Que sea condenada la parte deinandada al pago de 

.. las costas. Bajo toda reserva"; h) que en fecha cuatro del 

mes de junio del año mil novecientos cincuenta y siete, el Juz-
gádo de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto 

plata, dictó sentencia con el dispositivo siguiente: "PRIME-
RO: que debe acoger y acoge las conclusiones de la parte de-
mandante, señores Romana Contreras Viuda Abreu, Rafael 
Abreu Contreras y Rodrigo Abreu Contreras, por ser justas 
y reposar sobre pruebas legales, y en consecuencia, declara 
nulo y sin ningún valor ni efecto el reconocimiento hecho por 
el hoy finado José Julián Abreu Contreras de la menor Elena 
Wigberta, por ser ésta hija legítima del también finado Ra-
fael Naar; SEGUNDO: que debe enviar y envía a los señores 
Romana Contreras Viuda Abreu, Rafael Abreu Contreras y 
Rodrigo Contreras, en posesión de los bienes relictos por el 
finado José Julián Abreu Contreras; y TERCERO: Que debe 

condenar Y condena a la parte demandada al pago de las 
costas del procedimiento"; i) que en fecha primero del mes 
de julio del año mil novecientos cincuenta y siete, Rosa Rive-
ro, en su calidad de tutora de su hija menor Elena Wigberta, 

- - interpuso recurso de apelación contra la sentencia anterior; 
j) que en fecha cuatro del mes de noviembre del año mil no- 

.. vecientos cincuenta y siete, la Corte de Apelación de San- 

1 - - ' tiago, dictó sentencia en defecto, cuyo dispositivo se copia 100  a continuación: "PRIMERO: Admite en la forma el presen-
te recurso de apelación, interpuesto por la señora Rosa Ri-
vero, en su calidad de tutora de su hija Elena Wigberta, con-
tra la sentencia rendida en su contra por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, el día 
cuatro del mes de junio del año mil novecientos cincuenta 

y siete; SEGUNDO: Ratifica el defecto que fue debidamente 
pronunciado en audiencia contra los recurridos Romana Con-
treras Viuda Abreu, Rafael Abreu Contreras y Rodrigo 

, ""1-  Abreu Contreras, por no haber éstos constituido abogado 
para que los representen ante esta Corte; TERCERO: Re- 
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Municipio de Puerto Plata, Pablo Rafael Naar y Rosa 	del 

mil novel 

trajeron matrimonio por ante el Oficial del Estado Civil 
ta del mes de julio del año mil novecientos veinticinco, Con 

Rivero. b) que en fecha veintiuno del mes de enero del año  
cientos treinta y seis, falleció Pablo Rafael Naar; c) u

e ei día trece del mes de agosto del año mil novecientos treinta 
y seis, nació en el municipio de Puerto Plata, Elena Wigberta. 

d) que el día doce del mes de agosto del año mil novecientos' 
cuarenta y tres, Rosa Vda. Naar, declaró al Oficial del Esta-
do Civil del Municipio de Puerto Plata el nacimiento de Ele-
na Wigberta y reconoció dicha menor como su hija natural 
procreada con José Julián Abreu; e) que en fecha veinte 

y uno de octubre del año mil novecientos cuarenta y nueve, 
José Julián Abreu Contreras, compareció ante el Oficial del 
Estado Civil de Puerto Plata y reconoció a Elena Wigberta 
como su hija natural procreada con Rosa Rivero; f) que el 
día dos del mes de mayo del año mil novecientos cincuenta 
y seis, falleció José Julián Abreu Contreras; g) que en fecha 
cuatro del mes de septiembre del año mil novecientos cin-
cuenta y seis, mediante acta instrumentada por el ministe-
rial Ramón Suero, Alguacil Ordinario del Juzgado de Paz 
del municipio de Puerto Plata, Romana Contreras Viuda 

• Abreu, Rafael Abreu Contreras y Rodrigo Abreu Contreras, 
emplazaron a Rosa Rivero y Manuel Ramón Abreu Contre-
ras, en sus respectivas calidades de Tutora y Pro-tutor de la 
menor Elena Wigberta, para que comparecieran en los pla-
zos de ley por ante el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Puerto Plata, funcionando en sus atribu-
ciones civiles, para que oyeran pedir y ser dispuesto por sen-tencia 

Primero: Que sea declarado nulo y sin ningún valor 
ni efecto, el reconocimiento hecho por el finado, señor José 
Julián Abreu Contreras en favor de la menor Elena Wig-
berta, por ser ésta hija legítima del señor Rafael Naar, hoy 
finado; Segundo: Que sea ordenado por sentencia, en envío 
en posesión de los bienes relictos por el finado José Julián 
Abreu Contreras, los cuales figuran en la declaración jura-
da, redactada ante el Notario Público de lc del número de  

--- 
este municipio, Lic. Carlos Tomás Nouel, en fecha 25 de 
mayo del año en curso, en favor de sus legítimos herederos; 
Tercero: Que sea condenada la parte deinandada al pago de 
las costas. Bajo toda reserva"; h) que en fecha cuatro del 
mes de junio del año mil novecientos cincuenta y siete, el Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto 
Plata, dictó sentencia con el dispositivo siguiente: "PRIME-
RO: que debe acoger y acoge las conclusiones de la parte de-
mandante, señores Romana Contreras Viuda Abreu, Rafael 
Abreu Contreras y Rodrigo Abreu Contreras, por ser justas 

y reposar sobre pruebas legales, y en consecuencia, declara 
nulo y sin ningún valor ni efecto el reconocimiento hecho por 
el hoy finado José Julián Abreu Contreras de la menor Elena 
Wigberta, por ser ésta hija legítima del también finado Ra-
fael Naar; SEGUNDO: que debe enviar y envía a los señores 
Romana Contreras Viuda Abreu, Rafael Abreu Contreras y 
Rodrigo Contreras, en posesión de los bienes relictos por él 
finado José Julián Abreu Contreras; y TERCERO: Que debe 

condenar y condena a la parte demandada al pago de las 
costas del procedimiento"; i) que en fecha primero del mes 
de julio del año mil novecientos cincuenta y siete, Rosa Rive- 
ro, en su calidad de tutora de su hija menor Elena Wigberta, 
interpuso recurso de apelación contra la sentencia anterior; 
j) que en fecha cuatro del mes de noviembre del año mil no-

- vecientos cincuenta y siete, la Corte de Apelación de San-
tiago, dictó sentencia en defecto, cuyo dispositivo se copia 
a continuación: "PRIMERO: Admite en la forma el presen-
te recurso de apelación, interpuesto por la señora Rosa Ri-
vero, en su calidad de tutora de su hija Elena Wigberta, con-
tra la sentencia rendida en su contra por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata, el día 
cuatro del mes de junio del año mil novecientos cincuenta 
y siete; SEGUNDO: Ratifica el defecto que fue debidamente 
pronunciado en audiencia contra los recurridos Romana Con-
treras Viuda Abreu, Rafael Abreu Contreras y Rodrigo 
Abreu Contreras, por no haber éstos constituido abogado 
para que los representen ante esta Corte; TERCERO: Re- 
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voca en todas sus partes la sentencia apelada, y rechaza, p
or  infundada, la demanda de los señores Romana Contreras 

Viuda Abreu, Rafael Abreu Contreras y Rodrigo A 
Contreras, tendiente a obtener que sea declarado nulo breu

y sin ningún valor ni efecto el reconocimiento hecho por el finado 
José Julián Abreu Contreras dé la menor Elena Wigberta 
y a que sea ordenado el envío en posesión de los bienes re: 
lictos por dicho señor fallecido en favor de los citados de- 
mandantes; CUARTO: .Comisiona al Ministerial Porfirio de 
la Cruz Batista, Alguacil de Estrados del Juzgado de Prim

e- ra Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristy, para la 
notificación de la presente sentencia; QUINTO: Condena a 
los demandados originarios y demandantes en apelación se- 
ñores Romana Contreras Viuda Abreu, ',Rafael Abreu Con- 
treras y Rodrigo Abreu Contreras, al pago solidario de las 
costas de ambas instancias, y se distraen las mismas en pro- 
vecho del licenciado M. Justiniano Martínez, por haber afir- 
mado dicho abogado estarlas avanzando en su totalidad"; k) 
que en fecha veinte y tres del mes de noviembre del año mil 
novecientos cincuenta y siete a requerimiento dé Rosa Rive-
ro, fué notificada la anterior sentencia a Romana Contreras 
Viuda Abreu, Rodrigo Abreu y Rafael Abreu 'Contreras, por 
el alguacil comisionado; 1) que en fecha veintinueve del mes 
de noviembre del año mil novecientos cincuenta y siete, Ro-
mana Contreras Viuda Abreu, Rafael Abreu Contreras y 
Rodrigo Abreu Contreras, interpusieron recurso de oposi-
ción contra la sentencia de la Corte de Apelación de Santia-
go; 11) que en 'fecha veinte del mes de junio del año mil nove-
cientos cincuenta y ocho, la Corte de Apelación de Santiago 
dictó la sentencia impugnada en casación con el dispositivo 
que se transcribe a continuación: "PRIMERO: Admite, en la 
forma, el presente recurso de oposición, interpuesto por los 
señores Romana Contreras Viuda Abreu, Rafael Abreu Con-
treras y Rodrigo Abreu Contreras, contra la sentencia ren-
dida en su contra por esta Corte el día cuatro del mes de no-
viembre del año mil novecientos cincuenta y siete; SEGUN-
DO: Confirma en todas sus partes la sentencia en defecto 

mediante la cual esta Corte rechazó, por infundada, la de- 
manda de los señores Romana Contreras Vda. Abreu, Rafael 

Contreras y Rodrigo Abreu Contreras, tendiente a Abreu 
 obtener que fuese declarado lulo y sin ningún valor ni efec- 

to  el reconocimiento hecho por el finado José Julián Abreu 
Contreras de la menor Elena Wigberta Abreu Rivero, y a 

que fuese ordenado el envío en posesión de los bienes relictos 
por dicho señor fallecido en favor de los citados demandados; 
TERCERO: Condena a los recurrentes, señores Romana Con-
treras Viuda Abreu, RaTael Abreu Contreras y Rodrigo 
Abreu Contreras, partes que sucumben, al pago solidario de 
las costas, con distracción de las mismas en provecho del li-
cenciado M. Justiniano Martínez, por haber afirmado dicho 
abogado estarlas avanzando en su totalidad"; m) que en 
fecha cuatro del mes de agosto del año mil novecientos cin-
cuenta y ocho, a requerimiento de Rosa Rivero y Elena Wig-
berta Abreu, esta última habiendo llegado a su mayoridad, 
fué notificada la sentencia anterior a Romana Contreras Vda. 
Abreu, Rafael Abreu Contreras y Rodrigo Abreu Contre-
ras; n) que contra la aludida sentencia recurrieron en casa-
ción en tiempo útil Romana Contreras Vda. Abreu, Rafall 
Abreu Contreras y Rodrigo Abreu Contreras; 

Considerando que los recurrentes invocan los siguientes 
medios de casación: "Primero: Violación del artículo 1315 
del Código Civil. Contradicción de motivos y consecuente 
violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 
Segundo: Violación y falsa aplicación del artículo 312 del 
Código Civil y del artículo 3, párrafo 3, de la Ley 985 y de 
la jurisprudencia dominicana que establece que la presunción 
de paternidad solamente puede ser destruida en materia de 
Ley 2402; Tercero: Violación y falsa aplicación del artículo 

. 315 del Código Civil. Motivos inoperantes y consecuente vio-
- lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, y 
•- Quinto: Violación del artículo 312 del Código Civil"; 

Considerando en cuanto al segundo medio del recurso, 
en el cual los recurrentes sostienen, en resumen, que la sen- 
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p. vota en todas sus partes la sentencia apelada, y rechaza 
infundada, la demanda de los señores Romana, por 

 e ras  Viuda Abreu, Rafael Abreu Contreras y Rodrigo Co n
A
tr

b u  Contreras, tendiente a obtener que sea declarado nulo re 
y sj ningún valor ni efecto el reconocimiento hecho por el finad

o  José Julián Abreu Contreras dé la menor Elena Wigberta 
y a que sea ordenado el envío en posesión de los bienes re- 
lictos por dicho señor fallecido en favor de los citados de. 
mandantes; CUARTO: Comisiona al Ministerial Porfirio de 
la Cruz Batista, Alguacil de Estrados del Juzgado de Prime. 
ra Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristy, para la 
notificación de la presente sentencia; QUINTO: Condena a 
los demandados originarios y demandantes en apelación se. 
ñores Romana Contreras Viuda Abreu,; Rafael Abreu Con- 
treras y Rodrigo Abreu Contreras, al pago solidario de las 
costas de ambas instancias, y se distraen las mismas en pro- 
vecho del licenciado M. Justiniano Martínez, por haber afir- 
mado dicho abogado estarlas avanzando en su totalidad"; k) 
que en fecha veinte y tres del mes de noviembre del año mil 
novecientos cincuenta y siete a requerimiento dé Rosa Rive- 
ro, fué notificada la anterior sentencia a Romana Contreras 
Viuda Abreu, Rodrigo Abreu y Rafael Abreu Contreras, por 
el alguacil comisionado; 1) que en fecha veintinueve del mes 
de noviembre del año mil novecientos cincuenta y siete, Ro-
mana Contreras Viuda Abreu, Rafael Abreu Contreras y 
Rodrigo Abreu Contreras, interpusieron recurso de oposi-
ción contra la sentencia de la Corte de Apelación de Santia-go; 11) que en' 

 echa veinte del mes de junio del año mil nove-
cientos cincuenta y ocho, la Corte de Apelación de Santiago 
dictó la sentencia impugnada en casación con el dispositivo • 
que se transcribe a contim.  ación: "PRIMERO: Admite, en la 
forma, el presente recurso de oposición, interpuesto 	los señores Romana Contreras Viuda Abreu, Rafael Abreupor 

 Con-treras y Rodrigo Abreu Contreras, contra la sentencia ren-
dida en su contra por esta Corte el día cuatro del mes de no-
viembre del año mil novecientos cincuenta y siete; SEGUN-
DO: Confirma en todas sus partes la sentencia en defecto 
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mediante la cual esta Corte rechazó, por infundada, la de-
manda de los señores Romana Contreras Vda. Abreu, Rafael 
Abreu Contreras y Rodrigo .  Abreu Contreras, tendiente a 
obtener que fuese declarado .Abreu  y sin ningún valor ni efec-
to el reconocimiento hecho por el finado José Julián Abreu 
Contreras de la menor Elena Wigberta Abreu Rivero, y a 
que fuese ordenado el envío en posesión de los bienes relictos 
por dicho señor fallecido en favor de los citados demandados; 
TERCERO: Condena a los recurrentes, señores Romana Con-
treras Viuda Abreu, Rafael Abreu Contreras y Rodrigo 
Abreu Contreras, partes que sucumben, al pago solidario de 
las costas, con distracción de las mismas en provecho del li-
cenciado M. Justiniano Martínez, por haber afirmado dicho 
abogado estarlas avanzando en su totalidad"; m) que en 
fecha cuatro del mes de agosto del año mil novecientos cin-
cuenta y ocho, a requerimiento de Rosa Rivero y Elena Wig-
berta Abreu, esta última habiendo llegado a su mayoridad, 
fué notificada la sentencia anterior a Romana Contreras Vda. 
Abreu, Rafael Abreu Contreras y Rodrigo Abreu Contre-
ras; n) que contra la aludida sentencia recurrieron en casa-
ción en tiempo útil Romana Contreras Vda. Abreu, Rafael 
Abreu Contreras y Rodrigo Abreu Contreras; 

Considerando que los recurrentes invocan los siguientes 
medios de casación: "Primero: Violación del artículo 1315 
del Código Civil. Contradicción de motivos y consecuente 
violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil; 
Segundo: Violación y falsa aplicación del artículo 312 del 
Código Civil y del artículo 3, párrafo 3, de la Ley 985 y de 
la jurisprudencia dominicana que establece que la presunción 
de paternidad solamente puede ser destruida en materia de 
Ley 2402; Tercero: Violación y falsa aplicación del artículo 
315 del .Código Civil. Motivos inoperantes y consecuente vio-
lación del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil, y 
Quinto: Violación del artículo 312 del Código Civil"; 

Considerando en cuanto al segundo medio del recurso, 
en el cual los recurrentes sostienen, en resumen, que la sen- 
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tencia impugnada ha admitido que el plazo de la concepción 
de Elena Wigberta cae parte durante la existencia del inatri. 
monio de Rosa Rivero y Pablo Rafael Naar, que al ser eso 
así, ella está favorecida por la presunción de paternidad del 
artículo 312 del Código Civil, confirmada por el párraTo 3 
del artículo 3, de la Ley 985, del año 1945; 

Considerando que tal como lo sostienen 19s recurrentes, 
la sentencia atacada en la primera parte de su quinto con-
siderando, expresa: "que habiendo nacido la menor Elena 
Wigberta el día trece del mes de agosto del año mil nove-
cientos treinta y seis, o sea doscientos cinco días después del 
fallecimiento de Pablo Rafael Naar, resulta evidente que 
el período de ciento veinte días dentro del cual debió ser con-
cebida, de acuerdo con una presunción legal, dicha menor, 
está situado parte dentro del tiempo durante el cual estu-
vieron casados Pablo Rafael Naar y Rosa Rivero y parte 
después de la disolución del matrimonio de ambos", para 
concluir luego que Elena Wigberta fué procreada por José 
Julián Abreu Contreras con Rosa Rivero, en un concubina-
to mantenido por ellos después de la muerte de Pablo Rafael 
Naar; pero 

Considerando que basta que uno solo de los días en 
que se sitúa la concepción esté comprendido en el período del 
matrimonio, para que el hijo sea considerado como legítimo; 
que esto es así, aún en el caso que la esposa viuda haya co-
menzado un concubinato público con otro hombre inmedia-
te después de la muerte de su esposo y que el concubino de 
ésta haya reconocido como hijo natural suyo el hijo cobee-
bido durante el matrimonio, que es presumido hijo legítimo 
de su esposo fenecido; 

Considerando que en la especie, la Corte a qua, después 
de comprobar que parte del período en que fué concebida 
Elena Wigberta, estaba comprendido dentro de la época del 
matrimonio de su madre Rosa Rivero con Pablo Naar, ad-
mitió que aquella era el fruto de las relaciones maritales ini-
ciadas por José Julián Abreu COntreras con Rosa Rivero,  

después de la disolución del matrimonio de la última, y, de- 
claró válido el reconocimiento hecho por Abreu en favor de 

, en fecha veintiuno de octubre del año mil 
'novecientos 

 Wigberta, 
scrtuaarenta y nueve, ante el Oficial del Estado Ci-

vil de Puerto Plata; que al estatuir de ése modo, la Corte 
a  qua, violó el artículo 312 del Código Civil e hizo una 'falsa 
aplicación del artículo 3, párrafo 3, de la Ley 985, por todo 
lo cual el segundo medio del recurso debe ser acogido sin 
necesidad de ponderar los demás medios del mismo; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Santiago, en sus atribu-
ciones civiles, en fecha veinte del mes de junio del año mil 
novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo y envía el asunto por ante la 
Corte de Apelación de La Vega; y Segundo: Condena a la 
parte recurrida Rosa Rivero de Sánchez;a1 pago de las cos-
tas, cuya distracción se ordena en provecho del Dr. Víctor 
E. Almonte Jiménez, abogado de los recurrentes, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— FC0. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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tencia impugnada ha admitido que el plazo de la concepción 
de Elena Wigberta cae parte durante la existencia del 

matri. monio de Rosa Rivero y Pablo Rafael Naar, que al ser e
so  así, ella está favorecida por la presunción de paternidad 

del artículo 312 del Código Civil, confirmada por el párrafo 
3 del artículo 3, de la Ley 985, del año 1945; 

Considerando que tal como lo sostienen lgs recurrentes, 
la sentencia atacada en la primera parte de su quinto con-
siderando, expnesa: "que habiendo nacido la menor Elena 
Wigberta el día trece del mes de agosto del año mil nove-
cientos treinta y seis, o sea doscientos cinco días después del 
fallecimiento de Pablo Rafael Naar, resulta evidente que 
el período de ciento veinte días dentro del cual debió ser con-
cebida, de acuerdo con una presunción legal, dicha menor, 
está situado parte dentro del tiempo durante el cual estu-
vieron casados Pablo Rafael Naar y Rosa Rivero y parte 
después de la disolución del matrimonio de ambos", para 
concluir luego que Elena Wigberta fué procreada por José 
Julián Abreu Contreras con Rosa Rivero, en un concubina- 
to mantenido por ellos después de la muerte de Pablo Rafael 
Naar; pero 

Considerando que basta que uno solo de los días en 
que se sitúa la concepción esté comprendido en el período del 
matrimonio, para que el hijo sea considerado como legítimo; 
que esto es así, aún en el caso que la esposa viuda haya co-
menzado un concubinato público con otro hombre inmedia-
te después de la muerte de su esposo y que el concubino de 
ésta haya reconocido como hijo natural suyo el hijo cohce- 
bido durante el matrimonio, que es presumido hijo legítimo 
de su esposo fenecido; 

Considerando que en la especie, la Corte a qua, después 
de comprobar que parte del período en que fué concebida 
Elena Wigberta, estaba comprendido dentro de la época del 
matrimonio de su madre Rosa Rivero can Pablo Naar, ad-
mitió que aquella era el fruto de las relaciones maritales ini-
ciadas por José Julián Abreu COntreras con Rosa Rivero, 
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después de la disolución del matrimonio de la última, y, de-
claró válido el reconocimiento hecho por Abreu en favor de 
Elena Wigberta, en fecha veintiuno de octubre del año mil 
"novecientos cuarenta y nueve, ante el Oficial del Estado Ci-
vil de Puerto Plata; que al estatuir de ése modo, la Corte 
a  qua, violó el artículo 312 del Código Civil e hizo una falsa 
aplicación del artículo 3, párrafo 3, de la Ley 985, por todo 
lo cual el segundo medio del recurso debe ser acogido sin 
necesidad de ponderar los demás medios del mismo; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de Santiago, en sus atribu-
ciones civiles, en fecha veinte del mes de junio del año mil 
novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en 
otro lugar del presente fallo y envía el asunto por ante la 
Corte de Apelación de La Vega; y Segundo: Condena a la 
parte recurrida Rosa Rivero de Sánchez;al pago de las cos-
tas, cuya distracción se ordena en provecho del Dr. Víctor 
E. Almonte Jiménez, abogado de los recurrentes, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

. diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE AGOSTO DE 1959  
Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancmarzo

iadel dDeisltx:95ii60. Judicial de San Cristóbal, de fecha 28 de  

Materia: Laboral. 

Recurrente: La Antillana Comercial e Industrial, C. por A 

Abogados: Licdos. Juan M. Contín, Marino E. Cáceres, Wenc( 

lao Troncoso, Fernando A. Chalas V., Pablo A. Pérez 
ti  Dr. Julio C. Brache C. 

Recurridos: Mercedes Peláez Vda. Salado, Pura Muñoz, Ros 
llo y Víctor Bienvenido Salado. 

Abogados: Lic. Eurípides Roques Román y Osvaldo B. Soto. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justil 
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciado Manuel A. Amiama, doc-
tores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex A. García de 
Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sán-
chez L., asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, eri Ciudad Trujillo, Distrito Nacio-
nal, hoy día veintiuno del mes de agosto•de mil novecientos 
cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la 
Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Antilla-
na Comercial e Industrial, C. por A., constituida en la Re-
pública, con su domicilio sócial en la Avenida Tiradentes 
l\P> 3, de Ciudad Trujillo, quien tiene como apoderado a 
Francisco Izquierdo L., dominicano, empleado de comercio, 
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domiciliado en Ciudad Trujillo, cédula 27442, serie 11, sello 

3858, contra sentencia de fecha veintiocho' de mayo de mil 
novecientos cincuenta y seis, dictada como Tribunal de Tra-
bajo de segundo grado por la Cámara Civil y Comercial del 
juzgado de Primera Instancia de San Cristóbal, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Julio C. Brache C., cédula 21229, serie 47, 

sello 59609, por sí y por los licenciados Marino E. Cáceres, 

cuya 
cédula no consta en el expediente, Wenceslao Tronco-

so, cuya cédula tampoco consta en el expediente, Fernando 

A. Chalas V., cédula 7395, serie 1, sello 51961, A. Juan M. 

Contín, cédula 29,92, serie 54, sello 2917, y Pablo 	
Pérez, 

cédula 3662, serie 31, sello 13107, todos abogados de la re-
currente en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el licenciado Eurípides Roques Román, cédula 
19651, serie 1, sello 1635, por sí y por el licenciado Osvaldo 

B.
Soto, cédula 1080, serie 1, sello 29519, ambos abogados 

de los recurridos, Mercedes Peláez Vda. Salado, cédula 6590, 

serie 1,, sello 1685267, Pura Muñoz, cédula 22662, serie Rosa cuyo sello de renovación no consta en el expediente, 
Puello, cédula 37648, serie 1 1-, y Víctor Bienvenido Salado, 
cédula 7087, serie 1/, cuyos sellos de renovación tampoco 
constan en el expediente, todos dominicanos y domiciliados 
en Ciudad Trujillo, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de cp.sación de fecha cuatro de octu- 

bre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por los li-
cenciados Marino E. Cáceres, Juan M. Contín, Fernando A. 
Chalas V., Pablo A. Pérez y Dr. Julio C. Brache C., en el 
cual se alegan contra la sentencia impugnada los medios 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha once de febrero 
de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por los licen-

ciados Osvaldo B. Soto y Eurípides E. Roques Román; 
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SENTENCIA DE FECHA 21 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de San Cristóbal, de fecha 28 de marzo de 1956. 

Materia: Laboral. 

Recurrente: La Antillana Comercial e Industrial, C. por A. 

Abogados: Licdos. Juan M. Contín, Marino E. Cáceres, \Venc
e ,. 

lao Troncoso, Fernando A. Chalas V., Pablo A. Pérez 
y Dr. Julio C. Brache C. 

Recurridos: Mercedes Peláez Vda. Salado, Pura Muñoz, Ro. 
llo y Víctor Bienvenido Salado. 

Abogados: Lic. Eurípides Roques Román y Osvaldo B. Soto. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justil 
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciado Manuel A. Amiama, doc-
tores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex A. García de 
Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sán-
chez L., asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, eri Ciudad Trujillo, Distrito Nacio-
nal, hoy día veintiuno del mes de agosto•le mil novecientos 
cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la 
Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Antilla-
na Comercial e Industrial, C. por A., constituida en la Re-
pública, con su domicilio sócial en la Avenida Tiradentes 
N° 3, de Ciudad Trujillo, quien tiene como apoderado a 
Francisco Izquierdo L., dominicano, empleado de comercio, 
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donliciliado en Ciudad Trujillo, cédula 27442, serie 1/, sello 
3858, contra sentencia de fecha veintiocho' de mayo de mil 
novecientos cincuenta y seis, dictada como Tribunal de Tra-
bajo de segundo grado por la Cámara Civil y Comercial del 
juzgado de Primera Instancia de San Cristóbal, cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Julio C. Brache C., cédula 21229, serie 47, 

sello 59609, por sí y por los licenciados Marino E. Cáceres, 
cuya cédula no consta en el expediente, Wenceslao Tronco-
so, cuya cédula tampoco consta en el expediente, Fernando 

A.
Chalas V., cédula 7395, serie 1, sello 51961, Juan M. 

Contín, cédula 29,92, serie 54, sello 2917, y Pablo A. Pérez, 
cédula 3662, serie 31, sello 13107, todos abogados de la re-
currente en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el licenciado Eurípides Roques Román, cédula 
19651, serie 1, sello 1635, por sí y por el licenciado Osvaldo 

B. Soto, , 

cédula 1080, serie 1, sello 29519, ambos abogados 
de los recurridos, Mercedes Peláez Vda. Salado, cédula 6590, 

serie la , 
sello 1685267, Pura Muñoz, cédula 22662, serie II, 

cuyo sello de renovación no consta en el expediente, Rosa 
Puello, cédula 37648, serie 1 1, y Víctor Bienvenido Salado, 

cédula 7087, serie la , cuyos sellos de renovación tmpoco 
constan en el expediente, todos dominicanos y domi 

tampoco 

 en Ciudad Trujillo, en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación de fecha cuatro de octu- 

bre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por los li-
cenciados Marino E. Cáceres, Juan M. Contín, Fernando A. 
Chalas V., Pablo A. Pérez y Dr. Julio C. Brache C., en el 
cual se alegan contra la sentencia impugnada los medios 
que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa de fecha once de febrero 
de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por los licen-
ciados Osvaldo B. Soto y Eurípides E. Roques Román; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 de la Ley N° 1075, de 

 4, párrafo H, de la misma ley; 3, párrafo d) del Reglamento 1946; 
N° 8015, del 30 de enero de 1952; y 1 

y 65 de ta Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnadaí,,y en l
o s  documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que, 

considerándose despedido injustificadamente por la comp
a_ ñía ahora recurrente, Bienvenido Salado le reclamó por 

ante la Sección de Querellas y Conciliaciones del De parta 
mento de Trabajo las prestaciones puestas en la Ley N" 637, 
de 1944 y en la Ley N9 1075, de 1946, sobre Jornada de Tra-
bajo; b) que el 9 de marzo de 1949 dicha sección levantó ac-
ta de no acuerdo; c) que, sobre demanda del trabajador, el 
Juzgado de Paz _de la Tercera Circunscripción de Ciudad 
Trujillo dictó sentencia en fecha doce de mayo de mil nove-
cientos cincuenta, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe condenar y condena a la Compañía Anti-
llana ,de Importación & Exportación, C. por A., a pagarle al 
señor Bienvenido Salado, la suma de quinientos veinticinco 
pesos oro (RD$525.00), por concepto de tres meses de sala-
rio, a razón de RD$175.00 mensuales, a título de daños y per-
juicios, de acuerdo con el artículo 37, reformado, de la Ley N 
637 sobre Contratos de Trabajo, por causa de despido injusti-
ficado; SEGUNDO: Que debe condenar y condena a la Com-
pañía demandada a pagarle al demandante, señor Bienvenido 
Salado, la suma de ciento setenta y cinco pesos oro RD$175.-
00), por concepto de un mes da vacaciones de conformidad 
con lo establecido en el artículo 7 de la Ley N° 427, de fecha 
17 de marzo de 1941; TERCERO: Que debe rechazar 
za el pedimento del demandante en cuanto a lo que y recha- 

se refiere al pago de horas extraordinarias trabajadas por éste en pro-
vecho de la compañía demandada mientras era empleado 
de la misma, en razón de que el señor Bienvenido Salado 
ocupaba un puesto de dirección de inspección en dicha com-
pañía, por lo cual no tiene derecho al pago de horas extras 
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de  conformidad con lo dispuesto por el artículo 1 de la Ley 
N. 1075, de fecha 4 de enero de 1946; CUARTO: Que debe 
condenar y condena, a la Compañía Antillana de Importa-
ción & Exportación C. por A., al pago de las costas"; d) que 
sobre apelación 'de la Compañía ahora recurrente y de los 
sucesores de Bienvenido Salado, la Cámara Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia de Ciudad Trujillo 
dictó en fecha trece de octubre de mil novecientos cincuenta, 
como Tribunal de Trabajo de segundo grado, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: declara 
bueno y válido la apelación principal e incidental de que se 
trata; SEGUNDO: Confirma, por ser justas y reposar en 
prueba legal los ordinales 19 y 2 9  de la sentencia recurrida 
dictada el doce de marzo del año 1950, por el Juzgado de 
Paz de' la Tercera Circunscripción de este Distrito Judicial 
ratificando por tanto, las condenaciones por ellos pronun-
ciadas contra la Compañía Antillana de Importación & Ex-
portación, C. por A., en favor de Bienvenido Salado y hoy 
de sus sucesores Mercedes Peláez Viuda Salado, cónyuge co-
mún en bienes; Pura Muñoz en su calidad de tutora legal de 
sus hijos menores de edad Juan Esteban y Wilson Bienve-
nido Salado; y Rosa Puello, en su calidad de tutora legal de 
sus hijos menores Víctor, José Joaquín y Mireya Fuello Sa-
lado; TERCERO: Revoca, por improcedente, el ordinal 3 9 

 del ya mencionado fallo recurrido, y en consecuencia, con-
dena a la compañía demandada, en favor de los ya deman-
dantes, a pagarle la cantidad de tres mil seiscientos noven-
ticinco pesos oro con cincuenta centavos (RD$3,695.50), 
por concepto de (3890) horas extraordinarias trabajadas 
por el de "cujus"; CUARTO: Condena igualmente, a dicha 
compañía al pago de los intereses legales a partir del día de 
la demanda sobre las anteriores sumas; y QUINTO: la con-
dena además al pago de las costas del procedimiento"; e) 
que, sobre recurso de casación de la Compañía, la Suprema 
Corte de Justicia dictó en fecha veintiocho de febrero de 
mil novecientos cincuenta y dos una sentencia con el si- 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1 de la Le N° 1075, de 
4, párrafo II, de la misma ley; 3, párraf y o d) del Regla 1946; 

mento N" 8015, del 30 de enero de 1952 
Procedimiento de Casación; 	

; y 1 y 65 de la Ley sobre 

Considerando, que en la sentencia impugnada-Ny e n los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) 

 considerándose despedido injustificadamente  por la coque, mpa- ñía ahora recurrente, Bienvenido Salado le reclamó por 
ante la Sección de Querellas y Conciliaciones del Departa-
mento de Trabajo las prestaciones puestas en la Ley N<> 637, 
de 1944 y en la Ley N9 1075, de 1946, sobre Jornada de Tra-
bajo; b) que el 9 de marzo de 1949 dicha sección levantó ac-
ta de no acuerdo; e) que, sobre demanda del trabajador, el 
Juzgado de Paz ...de la Tercera Circunscripción de Ciudad 
Trujillo dictó sentencia en fecha doce de mayo de mil nove-
cientos cincuenta, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe condenar y condena a la Compañía Anti-
llana ,de Importación & Exportación, C. por A., a pagarle al 
señor Bienvenido Salado, la suma de quinientos veinticinco 
pesos oro (RD$525.00), por concepto de tres meses de sala-
rio, a razón de RD$175.00 mensuales, a título de daños y per-
juicios, de acuerdo con el artículo 37, reformado, de la Ley N" 
637 sobre Contratos de Trabajo, por causa de despido injusti-
ficado; SEGUNDO: Que debe condenar y condena a la Com-
pañía demandada a pagarle al demandante, señor Bienvenido 
Salado, la suma de ciento setenta y cinco pesos oro RD$175.- 
00), por concepto de un mes da vacaciones de conformidad 
con lo establecido en el artículo 7 de la Ley N° 427, de fecha 
17 de marzo de 1941; TERCERO: Que debe rechazar recha-
za el pedimento del demandante en cuanto a lo que y 

se refiere al pago de horas extraordinarias trabajadas por éste en pro-
vecho de la compañía demandada mientras era empleado 
de la misma, en razón de que el señor Bienvenido Salado 
ocupaba un puesto de dirección de inspección en dicha com-
pañía, por lo cual no tiene derecho al pago de horas extras  

de conformidad con lo dispuesto por el artículo 1 de la Ley 

i.11,  1075, de fecha 4 de enero de 1946; CUARTO: Que debe 
condenar y condena, a la Compañía Antillana de Importa-
ción  & Exportación C. por A., al pago de las costas"; d) que 
sobre apelación de la Compañía ahora recurrente y de los 
Sucesores de Bienvenido Salado, la Cámara Civil y Comer-
cial del Juzgado de Primera Instancia de Ciudad Trujillo 
dictó en fecha trece de octubre de mil novecientos cincuenta, 
como Tribunal de Trabajo de segundo grado, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: declara 
bueno y válido la apelación principal e incidental de que se 
trata; SEGUNDO: Confirma, por ser justas y reposar en 
prueba legal los ordinales 1° y 2° de la sentencia recurrida 
dictada el doce de marzo del año 1950, por el Juzgado de 
Paz de la Tercera Circunscripción de este Distrito Judicial 
ratificando por tanto, las condenaciones por ellos pronun-
ciadas contra la Compañía Antillana de Importación & Ex-
portación, C. por A., en favor de Bienvenido Salado y hoy 
de sus sucesores Mercedes Peláez Viuda Salado, cónyuge co-
mún en bienes; Pura Muñoz en su calidad de tutora legal de 
sus hijos menores de edad Juan Esteban y Wilson Bienve-
nido Salado; y Rosa Puello, en su calidad de tutora legal de 
sus hijos menores Víctor, José Joaquín y Mireya Puello Sa-
lado; TERCERO: Revoca, por improcedente, el ordinal 3 9 

 del ya mencionado fallo recurrido, y en consecuencia, con-
dena a la compañía demandada, en favor de los ya deman-
dantes, a pagarle la cantidad de tres mil seiscientos noven-
ticinco pesos oro con cincuenta centavos (RD$3,695.50), 
por concepto de (3890) horas extraordinarias trabajadas 
Por el de "cujus"; CUARTO: Condena igualmente, a dicha 
compañía al pago de los intereses legales a partir del día de 
la demanda sobre las anteriores sumas; y QUINTO: la con-
dena además al pago de las costas del procedimiento"; e) 
que, sobre recurso de casación de la Compañía, la Suprema 
Corte de Justicia dictó en fecha veintiocho de febrero de 
mil novecientos cincuenta y dos una sentencia con el si- 
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guíente dispositivo: "PRIMERO: declara improcedente 
frustratorio y emplazamiento, hecho por la recurrent

e  a Ra.  fael Salado y Juan Concepción, respecto del presente recurso. 
y condena a dicriu recurrente al pago de las costas orig: 
nadas por tal emplazamiento, con distracción eti -  favor del Lic. Félix Tomás del Monte y Andújar, abogado de dichas 
personas indebidamente emplazadas, que ha afirmado h a. berlas avanzado en su totalidad; SEGUNDO: casa, en cuan- 
to a los puntos impugnados, la sentencia de la Cámara de 
lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha trece de octu- 
bre de mil novecientos cincuenta, cuyo dispositivo se en- 
cuentra copiado en otro lugar del presente fallo, y envía el 
asunto al Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Trujillo; TERCERO: Condena a los demás intimados al 
pago de las costas, con distracción en favor de los licenciados 
Marino E. Cáceres, Wenceslao Troncoso S. y Fernando A. 
Chalas V., abogados de la parte demandante que han afir- 
mado haberlas avanzado en su mayor parte"; f) que, en 
fecha veintiocho de mayo de mil novecientos cincuenta y 
seis, la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia de San Cristóbal, dictó como tribunal de envío 
una sentencia, que es la ahora impugnada, con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido 
el recurso de apelación de que se trata; SEGUNDO: Revoca 
el ordinal segundo del dispositivo de la sentencia apelada y 
en consecuencia declara que la Compañía "La Antillana Co-
mercial e Industrial, C. por A., no está obligada a pagarle 
a los Sucesores del señor Bienvenido Salado la suma de 
ciento setenta y cinco pesos oro (RD$175.00) por concepto 
de un mes de vacaciones; TERCERO: Revoca el ordinal ter-
cero del dispositivo de la sentencia de 'fecha 12 del mes de 
marzo de 1950, objeto del presente recurso de apelación, 
dictada por el Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, en sus atribuciones 
de Tribunal de Trabajo de primer grado y en consecuencia, ,  

condena a la mencionada compañía "La Antillana Comer-
cial e Industrial, C. por A., a pagarle a los intimantes en sus 
dichas calidades, la suma de cuatro mil setecientos noventa 

y cuatro pesos oro con catorce centavos (RD$4,794.14), por 
concepto de 3,890 (tres mil ochocientos noventa) horas ex-
traordinarias trabajadas por el finado, causante señor Bien-
venido Salado, en favor de la citada compañía; CUARTO: 
Condena a la Antillana Comercial e Industrial al pago de 
las costas"; 

Considerando, que, contra la sentencia impugnada, la 
Antillana Comercial e Industrial, C. por A., alega los me-
dios siguientes: "I.—Violación del artículo de la Ley 1075, 
del 4 de enero de 1946, sobre Jornada de Trabajo; H.—Vio-
lación al párrafo 2° del artículo 4 de la Ley 1075, del 4 de 
enero del año 1946, sobre Jornada de Trabajo y del Regla-
mento N' 8015, del 30 de enero de 1952, para la liquidación 
y pago de Auxilio de Cesantía, Deshaucio y Horas Extras; 
la—Violación del artículo 63 de la Ley N 9  637, del 16 de 
junio del año 1944, sobre Contratos de Trabajo; IV.—Vio-
lación del artículo 1315 del Código Civil y 141 del Código de 
Procedimiento Civil; y V.—Violación: Falta de Base Legal"; 

Considerando, que en el desarrollo del quinto medio del 
recurso, que se examina primero por convenir así, la com-
pañía recurrente alega que en ninguna paí-te de la sentencia 
recurrida se encuentran expuestos los hechos relativos a la 
duración del tiempo que trabajó Bienvenido Salado con la 
compañía recurrente; 

Considerando, que, en efecto, en la sentencia impug-
nada, aunque se da por establecido, sobre la ponderación de 
la información testimonial, que Bienvenido Salado trabajaba 
trece horas diarias, no se establece en forma alguna ni el 
número de semanas que con ese horario laboró el mencio-
nado trabajador ni el número de días laborables de que 
contaba cada una de las semanas laboradas; que tal de-
ficiencia de la sentencia impugnada impide a esta Suprema 
Corte verificar si el número de 3890 horas extras reconocí- 
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li; 

ii 

guíente dispositivo: "PRIMERO: declara improcedente 
y frustratorio y emplazamiento, hecho por la recurrent

e  a Ri fael Salado y Juan Concepción, respecto del presente recurso" 
y condena a dicho recurrente al pago de las costas ori g: nadas por tal emplazamiento, con distracción •*.+ 

favor del Lic. Félix Tomás del Monte y Andújar, abogado de dich
as  personas indebidamente emplazadas, que ha afirmado ha, 

berlas avanzado en su totalidad; SEGUNDO: casa, en cuan- 
to a los puntos impugnados, la sentencia de la Cámara de 
lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Judicial de Santo Domingo, de fecha trece de octu- 
bre de mil novecientos cincuenta, cuyo dispositivo se en.. 
cuentra copiado en otro lugar del presente fallo, y envía el 
asunto al Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Trujillo; TERCERO: Condena a los demás intimados al 
pago de las costas, con distracción en favor de los licenciados 
Marino E. Cáceres, Wenceslao Troncoso S. y Fernando A. 
Chalas V., abogados de la parte demandante que han afir- 
mado haberlas avanzado en su mayor parte"; f) que, en 
fecha veintiocho de mayo de mil novecientos cincuenta y 
seis, la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Primera 
Instancia de San Cristóbal, dictó como tribunal de envío 
una sentencia, que es la ahora impugnada, con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido 
el recurso de apelación de que se trata; SEGUNDO: Revoca 
el ordinal segundo del dispositivo de la sentencia apelada y 
en consecuencia declara que la Compañía "La Antillana Co-
mercial e Industrial, C. por A., no está obligada a pagarle 
a los Sucesores del señor Bienvenido Salado la suma de 
ciento setenta y cinco pesos oro (RD$175.00) por concepto 
de un mes de vacaciones; TERCERO: Revoca el ordinal ter-
cero del dispositivo de la sentencia de fecha 12 del mes de 
marzo de 1950, objeto del presente recurso de apelación, 
dictada por el Juzgado de Paz de la Tercera Circunscripción 
del Distrito Judicial de Santo Domingo, en sus atribuciones 
de Tribunal de Trabajo de primer grado y en consecuencia,  

condena a la mencionada compañía "La Antillana Comer-
cial e Industrial, C. por A., a pagarle a los intimantes en sus 
dichas calidades, la suma de cuatro mil setecientos noventa 

y cuatro pesos oro con catorce centavos (RD$4,794.14), por 

concepto de 3,890 (tres mil ochocientos noventa) horas ex-
traordinarias trabajadas por el finado, causante señor Bien-
venido Salado, en favor de la citada compañía; CUARTO: 
Condena a la Antillana Comercial e Industrial al pago de 
las costas"; 

Considerando, que, contra la sentencia impugnada, la 
Antillana Comercial e Industrial, C. por A., alega los me-
dios siguientes: "I.—Violación del artículo de la Ley 1075, 
del 4 de enero de 1946, sobre Jornada de Trabajo; H.—Vio-
lación al párrafo 2° del artículo 4 de la Ley 1075, del 4 de 
enero. del año 1946, sobre Jornada de Trabajo y del Regla-
mento N Y  8015, del 30 de enero de 1952, para la liquidación 
y pago de Auxilio de Cesantía, Deshaucio y Horas Extras; 
III.—Violación del artículo 63 de la Ley N 9  637, del 16 de 
junio del año 1944, sobre Contratos de Trabajo; IV.—Vio-
lación del artículo 1315 del Código Civil y 141 del Código de 
Procedimiento Civil; y V.—Violación: Falta de Base Legal"; 

Considerando, que en el desarrollo del quinto medio del 
recurso, que se examina primero por convenir así, la com-
pañía recurrente alega que en ninguna parte de la sentencia 
recurrida se encuentran expuestos los hechos relativos a la 
duración del tiempo que trabajó Bienvenido Salado con la 
compañía recurrente; 

Considerando, que, en efecto, en la sentencia impug-
nada, aunque se da por establecido, sobre la ponderación de 
la información testimonial, que Bienvenido Salado trabajaba 
trece horas diarias, no se establece en forma alguna ni el 
número de semanas que con ese horario laboró el mencio-
nado trabajador ni el número de días laborables de que 
contaba cada una de las semanas laboradas; que tal de-

: ficiencia de la sentencia impugnada impide a esta Suprema 
Corte verificar si el número de 3890 horas extras reconocí- 
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das al trabajador corresponde exactamente al trabajo extra. 
ordinario por él realizado; -que por tanto la sentencia carece 
de base legal precisamente acerca del punto capital de la 

Considerando, que cuando una sentencia es cásada po r  falta de base legal las costas pueden ser compensadas, con. 
forme al artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sación; 

Por tales motivos, y sin necesidad de ponderar los cua-
tro primeros medios del recurso, Primero: Casa la sentencia 
de fecha veintiocho de mayo de mil novecientos cincuenta 
y seis en el ordinal que se refiere a las horas y el que se 
refiere a las costas, dictada como Tribunal de segundo gra-
do por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado dé Prime-
ra Instancia de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia en 
parte anterior del presente fallo, únicos ordinales que con-
tiene contra el interés de la recurrente; y envía el asunto 
por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju- 
dicial de San Pedro de Macorís; Segundo: Compensa las 
costas entre las parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-
marche H.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber- gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE AGOSTO DE 1959 

tencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

primera Instancia 'del Distrito Nacional de fecha 22 de no. 

viembre de 1957. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Rafael Martínez Barreto. 
abogado: Dr. Jovino Herrera Arnó. 

Rt.currido: Teodoro Vegueriza Pérez. 
Abogado: Dr. Miguel Ramón Taveras Rodríguez. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y ario en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Luis Logroño .Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinticuatro 
del mes de agosto de mil novecientos-cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era dé Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael Mar-
tínez Barreto, cubano, mayor de edad, casado, domiciliado ' 
y residente en esta ciudad, cédula 84389, serie 1, sello 456786, 
contra sentencia de la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distritck Nacional, dictada como 

litis; 



1644 	 BOLETÍN JUDICIAL 

das al trabajador corresponde exactamente al trabajo extra. 
ordinario por él realizado; -que por tanto la sentencian 
litis; de base legal precisamente acerca del punto capital d

e  la  

Considerando, que cuando una sentencia,es casada por 
falta de base legal las costas pueden ser compensadas, C

m  forme al artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca. sación; 

Por tales motivos, y sin necesidad de ponderar los ella_ 
tro primeros medios del recurso, Primero: Casa la sentencia 
de fecha veintiocho de mayo de mil novecientos cincuenta 
y seis en el ordinal que se refiere a las horas y el que se 
refiere a las costas, dictada como Tribunal de segundo gra-
do por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado dé Prime-
ra Instancia de San Cristóbal, cuyo dispositivo se copia en 
parte anterior del presente fallo, únicos ordinales que con-
tiene contra el interés de la recurrente; y envía el asunto 
por ante el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de San Pedro de Macorís; Segundo: Compensa las 
costas entre las parte. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-
marche H.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certtfico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE AGOSTO DE 1959 

sentencia impugnada: Cámara Civil y Comercial del Juzgado de 

primera Instancia del Distrito Nacional de fecha 22 de no-

viembre de 1957. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Rafael Martínez Barreto. 

Abogado: Dr. Jovino Herrera Arnó. 

Recurrido: Teodoro Vegueriza Pérez. 
Abogado: Dr. Miguel Ramón Taveras Rodríguez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus- 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri- 
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti- 
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veinticuatro 
del mes de agosto de mil novecientos-cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en 'audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael Mar-
tínez Barreto, cubano, mayor de edad, casado, domiciliado 
y residente en esta ciudad, cédula 84389, serie 1, sello 456786, 
contra sentencia de'la Cámara Civil y Comercial del Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito, Nacional, dictada como 

Secretario General. 
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Tribunal tle Trabajo de segundo grado y en fecha veintidós 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dis. 
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Jovino Herrera Arnó, cédula 8376, serie 12, 

sus conclusiones; 
sello 26938, abogado de la parte recurrente, en la lectura de 

Oído el Dr. Miguel Ramón Taveras Rodríguez, cédula 
49, serie 34, sello 15136, abogado de la parte recurrida, Teo-
doro Vegueriza Pérez, cubano, mayor de edad, periodista, 
domiciliado y residente en esta ciudad, cédula 84767, serie 
1, cuyo sello de renovación no consta en el expediente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha diez 
• 

y ocho de marzo del corriente ario, suscrito por el abogado del 
recurrente; 

Visto el memorial de défensa de fecha veintitrés de abril 
del corriente ario, suscrito por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 141 del Código de Procedimiento 
Civily 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en virtud de 
querella presentada por Teodoro Vegueriza Pérez contra Ra-
fael Martínez Barreto, comparecieron ambos, en fecha cinco 
de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, por ante el 
encargado del Departainento del Trabajo de esta ciudad, le-
vantándose en esa misma fecha el acta de desacuerdo de 
lugar, por no haberse podido poner de acuerdo dichos compa-
recientes; b) que con motivo de la demanda interpuesta por 
Vegueriza Pérez contra Martínez Barreto, el Juzgado de 
Paz de la Primera Circunscripción del DItrito Nacional or-
denó un informativo, el cual se celebró el dieciocho de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y siete; c) que en fecha vein- 
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tidós de noviembre del mismo ario mil novecientos cincuenta 
*pte dicho Juzgado de Paz dictó una sentencia cuyo dis- 

y 51.- 7 

V 
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Condena, al señor 

jafael 1Vlartínez Barreto, a pagarle al trabajador Teodoro 
vegueriza Pérez, la suma correspondiente a seis días de pre-
avisó y diez días de auxilio de cesantía, a razón de RD$155.- 
00 mensuales.— SEGUNDO: Condena, al señor Rafael Mar-
tínez Barreto, a pagarle al trabajador mencionado, una su-
ma igual a los salarios que habría recibido dicho trabajador, 
de,sde el día de su demanda, hasta la fecha de la sentencia 
definitiva dictada en última instancia, sin exceder de los 
salarios correspondientes a tres meses.— TERCERO: bon-

dena, a dicho señor Rafael Martínez Barreto, al pago de las 
costas"; d) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
por Martínez Barreto contra este fallo, la Cámara de lo Ci-
vil y Comercial del Distrito Nacional apoderada del caso, 
dictó una sentencia previa al 'fondo, que ordenó la compa-
recencia personal de las partes en causa, para la audiencia 
del día veintiuno de agosto de mil novecientos cincuenta y 
ocho, medida de instrucción que se realizó en dicha audien-
cia, donde las partes, además, concluyeron al fondo de la 
demanda; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casación 
contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Re-
chaza, por los motivos precedentemente expuestos, el recur-
so de apelación interpuesto por Rafael Martínez Barreto, 
intimante, contra la sentencia de Trabajo del Juzgado de 
Paz de la Primera Circunscripción de este Distrito Nacional, 
de fecha 22 de noviembre de 1957, dictada en favor de Teo-
doro Vegueriza Pérez, intimado, cuyas conclusiones acoge 
por ser justas y reposar sobre pruelDa legal, y, en conse-
cuencia, confirma la sentencia recurrida; SEGUNDO: Con-
dena a dicha parte intimante que sucumbe, al pago de tan 
sólo los costos"; 

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: "PRIMER MEDIO: Vio- 
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Tribunal de Trabajo de segundo grado y en fecha veintidós 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, cuyo dis_ 
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Jovino Herrera Arnó, cédula 8376, serie 12, 

sus conclusiones; 
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1, cuyo sello de renovación no consta en el expediente, en la 
lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha diez 
• 

y ocho de marzo del corriente ario, suscrito por el abogado del recurrente; 

Visto el memorial de defensa de fecha veintitrés de abril 
del corriente ario, suscrito por el abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 141 del Código de Procedimiento 
Civily 1, 20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta: a) que en virtud de 
querella presentada por Teodoro Vegueriza Pérez contra Ra-
fael Martínez Barreto, comparecieron ambos, en fecha cinco 
de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, por ante el 
encargado del Departamento del Trabajo de esta ciudad, le-
vantándose en esa misma fecha el acta de desacuerdo de 
lugar, por no haberse podido poner de acuerdo dichos compa-
recientes; b) que con motivo de la demanda interpuesta por 
Vegueriza Pérez contra Martínez Barreto, el Juzgado de 
Paz de la Primera Circunscripción del Digtrito Nacional or-
denó un informativo, el cual se celebró el dieciocho de octu-
bre de mil novecientos cincuenta y siete; c) que en fecha vein- 
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tidós de noviembre del mismo ario mil novecientos cincuenta 
'pte dicho Juzgado de Paz dictó una sentencia cuyo dis-y sh. 
itivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Condena, al señor 

jafs ael Martínez Barreto, a pagarle al trabajador Teodoro 
vegueriza Pérez, la suma correspondiente a seis días de pre-
aviso y diez días de auxilio de cesantía, a razón de RD$155.- 
oo mensuales.— SEGUNDO: Condena, al señor Rafael Mar-
tínez Barreto, a pagarle al trabajador mencionado, una su-
ma igual a los salarios que habría recibido dicho trabajador, 
desde el día de su demanda, hasta la fecha de la sentencia 
definitiva dictada en última instancia, sin exceder de los 
salarios correspondientes a tres meses.— TERCERO: Con-
dena, a dicho señor Rafael Martínez Barreto, al pago de las 
costas"; d) que sobre el recurso de apelación interpuesto 
por Martínez Barreto contra este fallo, la Cámara de lo Ci-
vil y Comercial del Distrito Nacional apoderada del caso, 
dictó una sentencia previa al 'fondo, que ordenó la compa-
recencia personal de las partes en causa, para la audiencia 
del día veintiuno de agosto de mil novecientos cincuenta y 
ocho, medida de instrucción que se realizó en dicha audien-
cia, donde las partes, además, concluyeron al fondo de la 
demanda; 

Considerando que el fallo ahora impugnado en casación 
contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Re-
chaza, por los motivos precedentemente expuestos, el recur-
so de apelación interpuesto por Rafael Martínez Barreto, 
intimante, contra la sentencia de Trabajo del Juzgado de 
Paz de la Primera Circunscripción de este Distrito Nacional, 
de fecha 22 de noviembre de 1957, dictada en favor de Teo-
doro Vegueriza Pérez, intimado, cuyas conclusiones acoge 
por ser justas y reposar sobre prueba legal, y, en conse-
cuencia, confirma la sentencia recurrida; SEGUNDO: Con-
dena a dicha parte intimante que sucumbe, al pago de tan 
sólo los costos"; 

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios: "PRIMER MEDIO: Vio- 
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lación a los artículos 1 y 6 del Código de Trabajo.— SEGUN. 
 DO MEDIO: Violación a los artículos 69, 72 y 84 del Códi 

de Trabajo.— TERCER MEDIO: Violación al artículo 
14gi° del Código de Procedimiento Civil.— Desnaturalización  de  los hechos y circunstancias de la causa.— Falta de base le-

gal y de motivos.— CUARTO MEDIO: Violación ala 
 rticulo 63 de la Ley N° 637, del 16 de junio de 1944, sobre Contra. 

tos de Trabajo"; 

Considerando que por el tercer medio el recurrente ale-
ga que el fallo impugnado carece de base legal y de motivos 
porque en él "no se determina la clase de contrato de tra-
bajo que existió entre Rafael Martínez Barreto y Teodoro 
Vegueriza Pérez, sino que pura y simplemente se limita a 
decir en la página siete de la sentencia, entre otras cosas: 
que "en realidad existió un contrato de trabajo entre las 
partes"; que, el Juez a quo "para dar una solución satisfac-toria al punto en disrución„ estaba en la necesaria obliga-
ción de determinar, qué clase de trabajo realizaba Teodoro 
Vegueriza Pérez en la confeción del Album de Oro de la 
República Dominicana, forma y circunstancias como se rea-
lizaban esos trabajos"; que, por otra parte, los motivos dados 
en el fallo son vagos e imprecisos, porque unas veces pare-
ce que el juez se refiere a un contrato de trabajo por tiempo 
indefinido y otras veces a un contrato de trabajo para obra 
o servicio determinado, no pudiendo saberse en consecuencia 
a qué tipo de contrato se ha querido referir; 

Considerando que el Juez a quo para acoger la demanda 
lanzada por el trabajador Teodoro Vegueriza Pérez contra 
Rafael Martínez Barreto se funda en que "del estudio y pon-
deración de dichas declaraciones (las de la comparecencia 
personal) se desprende, que, en realidad, existió un contrato 
de trabajo entre las partes, puesto que aunque el patrono 
afirma que nunca tuvo contrato de trabaio, sin embargo con-
fiesa que era su trabajador v Que ganaba nor el trabaio que 
rendía; en que el patrono traio desde La Habana al trabaja-
dor que trabajó en el Album de Oro de la República por es- 

pací() de un año, aproximadamente; en que se fué a La Haba-

na a buscar a su esposa y familia y que retornó y siguió 
trabajando "en las mismas condiciones"; en que percibía un 
sueldo mensual de RD$155.00 y que el trabajo terminó (se-

gún el trabajador) porque tuvieron "un disgusto y me dijo 

''que me fuera", y según la versión (del patrono) porque "fi-
nalmente le dije que ya no tenía más trabajo para él, que no 
lo necesitaba"; que, además, el Tribunal a quo estimó que 

"en el caso hubo un verdadero despido dado,por el patrono 
a su trabajador respecto de los trabajos que él venía hacién-
dole en la obra ya dicha; que es al patrono a quien corres-
ponde probar que, en verdad, los trabajos habían terminado, 
lo cual él no ha probado"; y que "es, inexplicable que un tra-
bajador venga desde otro país a trabajar, de modo inseguro 
y perentorio, como pretende expresar el patrono cuando dice 
que "cuando yo lo necesitaba para algún trabajo lo llamaba, 
hacía el trabajo que le encomendaba y se iba"; especialmen-
te cuando -el mencionado trabajador estuvo un año, aproxi-
madamente, a su servicio, y cuando, para continuar ese tra-
bajo "en las mismas condiciones", &retornó trayendo a su 
esposa y a su hija, con todo lo cual se confirma el carácter 
de seguridad y de permanencia, durante la realización de la 
obra ya dicha, que caracterizaba la labor del mencionado 
trabajador demandante"; 

Considerando que cuando surge contención acerca de si 
el contrato de trabajo celebrado entre las partes es un con-
trato por tiempo indefinido o para una obra determinada los 
jueces del 'fondo están obligados a exponer en su fallo, de 
una manera clara y precisa, los elementos de hecho que per-
mitan a la Suprema Corte de Justicia controlar la califica-
ción que le ha sido dada a dicho contrato; 

Considerando que, en la especie, el juez a quo, al confir-

mar en el dispositivo de su fallo la sentencia apelada, con 
todas sus consecuencias,, admitió que entre el patrono y el 
trabajador existía un contrato de trabajo por tiempo inde-
finido, ya que ésta fué la calificación que le dió el juez de 
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tb. 

lación a los artículos 1 y 6 del Código de Trabajo.— sEGuN 
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del Código de Procedimiento Civil.— Desnaturalización de 
los hechos y circunstancias de la causa.— Falta de base le 
gal y de motivos.— CUARTO MEDIO: Violación al artículo. 
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tos de Trabajo"; 
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primer grado al contrato litigioso; que, sin embargo, en 
motivos del fallo impugnado se da a entender, por un l los 

lado  que en el presente caso hubo un contrato de trabajo para 
obra determinada cuando expresa que los servicios q"A

e pr en-de el trabajador se relacionan con la confección del 	 b 
de Oro de la República Dominicana", mientras por otro um 

lado en los mismos motivos se sugiere que se trata de un contrato 
de trabajo por tiempo indefinido, cuando dice que el hecho 
de que el trabajador trajera a su esposa y a su hija a la Re-
pública, cuando él retornó de la ciudad de La Habana, "con. firma el carácter de seguridad y permanencia, durante la 
realización de la obra ya dicha, que caracteriza la labor del 
mencionado trabajador. demandante"; 

Considerando que la circunstancia de que un contrato de 
trabajo para una obra determinada dure por un tiempo más 
o menos largo, no altera por sí sola el carácter legal de ese 
contrato; 

Considerando que en presencia de los motivos vagos e 
imprecisos que se exponen en el fallo impugnado, y a falta de 
la indicación de otros elementos de hecho que permitan con-
trolar la calificación que se le dió al mencionado contrato, es 
incuestionable que dicho fallo carece de. base legal, y debe 
por ello ser casado, sin que sea necesario ponderar los demás 
medios del recurso; 

Considerando que cuando la sentencia fuere casada por 
falta de base legal, las costas pueden ser compensadas, de 
conformidad con el artículo 65, inciso 3, de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; 

Por tales motivos. Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Cámara Civil y Comercial del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Nacional, en sus atribuciones de 
Tribunal de Trabaio de segundo grado, en fecha veintidós 
de noviembre de mil novecientos cincuenta y siete, y envía 
el asunto nor ante el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macorís; Segundo: Compensa 
las costas entre las partes. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-

che  H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-

ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señoreé Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de 
corls de fecha 11 de mayo de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Cristian Santana. 
Abogado: Dr. Barón del Guidice y Marchena. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Luis Logrpño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex A. García 
de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. 
Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Na-
cional, hoy día veinticuatro del mes de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 
97' de la Restauración y 30' de la Era de TrujillO, dicta en 
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Cristian 
Santana, dominicano, casado, mayor de edad, chófer, domi-
ciliado y residente en la ciudad de San Pedro de Maconl. 
cédula 24016, serie 23, sello 54093, contra sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en 
atribuciones correccionales, en fecha once de mayo del año 
de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua, en fecha dieciocho de mayo 
del año mil novecientos cincuentinueve, a requerimiento de 
la parte recurrente, y en la cual no se indica ningún medio 
determinado de casación; 

Visto el memorial de casación depositado el diecisiete 
de julio del año en curso, suscrito por el Dr. Barón del Guí- 
dice y Marchena, cédula 2700, serie 23, sello 62468, aboga- 
do del recurrente, en el cual se invocan los medios que más 
adelante se indicarán; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
berado, y vistos los artículos 165, acápite d) y 169 de la 
Ley NQ 4809 del 28 de noviembre de 1957; 192 del Código 
de Procedimiento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Proce- 
dimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que por actua-
ciones de la Policía Nacional, Destacamento de San Pedro 
de Macorís, en fecha cuatro de febrero del año mil nove-
cientos cincuenta y nueve, Eugenio Milán González fué pues-
to a disposición de la Justicia, bajo la prevención de haberse 
apoderado, sin la autorización de su dueño, Cristian Santa-
na, de un automóvil al que le ocasionó varios daños; b) que 
apoderado del caso el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de San Pedro de Macorís, dictó en fecha tres 
de marzo del mismo año, una sentencia cuyo dispositivo dice 
así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara bue-
na y válida en cuanto a la forma la constitución en parte 
civil del señor Cristian Santana por haber sido hecha con-
forme a los preceptos legales; SEGUNDO: Que debe decla-
rar y declara al nombrado Eugenio Milán González, culpa-
ble del delito de 'uso indebido de vehículo de motor', y en 
consecuencia lo condena a pagar una multa de RD$50.00 y al 

pago de las costas penales; TERCERO: Que debe rechazar 
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SENTENCIA DE FECHA 24 DE AGOSTO DE 1959 

Materia: Penal. 
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las conclusiones de la parte civil constituida por impr oce..  dentes y mal fundadas; CUARTO: Que debe condenar y CON _ dena a Cristian Santana, parte civil que sucumbe, al pa go  de las costas civiles"; 
Considerando que sobre el recurso de apelación de la 

Parte Civil constituída, Cristiah Santana, la Corte de Ape-
lación de San Pedro de Macorís, dictó en fecha once de tila. 
yo del año en curso, la sentencia ahora impugnada, cuyo dis_ 
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: D:Tlara inad-
misible el recurso de apelación interpuesto por el Doctor 
Rafael E. Saldaña J., en su calidad de abogado del señor 
Cristian Santana, parte civil constituida, en fecha cuatro 
(4) de marzo del año en curso, 1959, contra sentencia del 
Juzgado de Primera Instancia de este Distrito Judicial de 
San Pedro de Macorís, de fecha tres (3) de marzo del año 
que discurre, 1959, por haber sido ésta dictada en último 
recurso, sentencia que condenó al  inculpado Eugenio Milán 
González, por el delito de uso indebido de vehículo de motor, 
a una multa de cincuenta pesos oro (RD$50.00) y al pago 
de las costas penales; rechazó las conclusiones de la parte 
civil por improcedentes y mal fundadas y condenó a ésta 
al pago de las costas civiles.— SEGUNDO: Condena al refe- 
rido señor Cristian Santana, parte civil que sucumbe, al pago 
de las costas civiles"; 

Considerando que el recurrente alega los siguientes me-
dios de casación: "Primer Medio: Violación, por desconoci-
miento, de la vigente Ley N^ 1422... y del principio del 
doble grado de jurisdicción "; "Segundo Medio: Error en 
la calificación de la prevención puesta a cargo del señor 
Eugenio Milán González. .."; 

Considerando que, en síntesis, el recurrente invoca en 
apoyo de su recurso, cuyos medios se examinan conjunta-
mente, dada la estrecha vinculación existente entre los mis-
mos, que no obstante las disposiciones del acápite d) del 
artículo 165 de la Ley NQ 4809 sobre Tránsito de Vehículos, 
de fecha 28 de noviembre de 1957, el delito preisto por el 

artículo 2 de la Ley NY 1242 de fecha anterior, o sea del 22 
de agosto de 1946, y que es relativo al caso de que las per-
sonas a  quienes les hayan sido entregados ciertos vehículos 
o medios de transporte, hayan hecho de los mismos un uso 
distinto a aquel para el que les fueron confiados, aunque 
sin la intención de apropiárselos, no ha dejado de pertenecer 

4  al cuadro de previsiones de dicha Ley 1242, cuya violación 

es de la competencia de los Juzgados de Primera Instancia 
conocer y decidir; que, en consecuencia, habiendo el preve-
nido Milán González recibido de Cristian Santana, su due-
ño, el carro placa 5823, "exclusivamente para que lo lavara", 
y que aquel dedicó a "un servicio diferente al autorizado 
por su dueño", la calificación que corresponde a la infrac-
ción cometida por el prevenido no es la de violación al apar-
tado d) del artículo 165 de la Ley N9 4809, como errónea-
mente lo ha apreciado la Corte a qua; que siendo el conoci-
miento de dicha infracción de la competencia del Juzgado 
de Primera Instancia, los jueces del fondo han incurrido, al 
dictar la sentencia impugnada, en las violaciones invocadas 
en su recurso; 

Considerando que la Ley N° 1242, de fecha 22 de agos-
to de 1946, castiga con prisión de quince días a tres meses 
y multa de diez a cincuenta pesos, a aquellas personas que 
sin el consentimiento del propietario y sin la intención de 
atribuirse su propiedad, se apoderen de embarcaciones 
menores, vehículos de motor o de tracción muscular o ani-
mal, o a los que hicieren de los mismos un uso distinto o 

los aplicaren a un servicio diferente de aquellos indicados o 
autorizados por los propietarios; que, por su parte, el acá-
pite d) del artículo 165 de la Ley N° 4809 de fecha 28 de 
noviembre de 1957, posterior a la 1242, prohibe "Apoderar-
se momentáneamente de un vehículo sin la autorización de 
su dueño o encargado. O de cualquier otro modo hacer uso 
indebido del mismo, aunque sin ánimo de apropiárselo"; 
que esta última disposición sustrae ostensiblemente del cua-
dro de la Ley N9  1242 las infracciones previstas por su ar- 
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yo del año en curso, la sentencia ahora impugnada, cuyo dia_ 
positivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: D ,..clara inad- 
misible el recurso de apelación interpuesto por el Doctor 
Rafael E. Saldaña J., en su calidad de abogado del señor 
Cristian Santana, parte civil constituida, en fecha cuatro 
(4) de marzo del año en curso, 1959, contra sentercia del 
Juzgado de Primera Instancia de este Distrito Judicial de 
San Pedro de Macorís, de fecha tres (3) de marzo del año 
que discurre, 1959, por haber sido ésta dictada en último 
recurso, sentencia que condenó al inculpado Eugenio Milán 
González, por el delito de uso indebido de vehículo de motor, 
a una multa de cincuenta pesos oro (RD$50.00) y al pago 
de las costas penales; rechazó las conclusiones de la parte 
civil por improcedentes y mal fundadas y condenó a ésta 
al pago de las costas civiles.— SEGUNDO: Condena al refe-
rido señor Cristian Santana, parte civil que sucumbe, al pago 
de las costas civiles"; 

Considerando que el recurrente alega los siguientes me-
dios de casación: "Primer Medio: Violación, por desconoci-
miento, de la vigente Ley N^ 1422. . . y del principio del 
doble grado de jurisdicción... "; "Segundo Medio: Error en 
la calificación de la prevención puesta a cargo del señor 
Eugenio Milán González. .."; 

Considerando que, en síntesis, el recurrente invoca en 
apoyo de su recurso, cuyos medios se examinan conjunta-
mente, dada la estrecha vinculación existente entre los mis-
mos, que no obstante las disposiciones del acápite d) del 
artículo 165 de la Ley N° 4809 sobre Tránsito de Vehículos, 
de fecha 28 de noviembre de 1957, el delito preVisto por el  

a
rtículo 2 de la Ley N' 1242 de fecha anterior, o sea del 22 

de agosto de 1946, y que es relativo al caso de que las per-
sonas a  quienes les hayan sido entregados ciertos vehículos 
o medios de transporte, hayan hecho de los mismos un uso 
distinto a aquel para el que les fueron confiados, aunque 
sin la intención de apropiárselos, no ha dejado de pertenecer 
al cuadro de previsiones de dicha Ley 1242, cuya violación 
es de la competencia de los Juzgados de Primera Instancia 
conocer y decidir; que, en consecuencia, habiendo el preve-
nido Milán González recibido de Cristian Santana, su due-
ño, el carro placa 5823, "exclusivamente para que lo lavara", 
y que aquel dedicó a "un servicio diferente al autorizado 
por su dueño", la calificación que corresponde a la infrac-
ción cometida por el prevenido no es la de violación al apar-
tado d) del artículo.165 de la Ley N9 4809, como errónea-
mente lo ha apreciado la Corte a qua; que siendo el conoci-
miento de dicha infracción de la competencia del Juzgado 
de Primera Instancia, los jueces del fondo han incurrido, al 
dictar la sentencia impugnada, en las violaciones invocadas 
en su recurso; 

Considerando que la Ley NQ 1242, de fecha 22 de agos-
to de 1946, castiga con prisión de quince días a tres meses 
y multa de diez a cincuenta pesos, a aquellas personas que 
sin el consentimiento del propietario y sin la intención de 
atribuirse su propiedad, se apoderen • de embarcaciones 
menores, vehículos de motor o de tracción muscular o ani-
mal, o a los que hicieren de los mismos un uso distinto o 
los aplicaren a un servicio diferente de aquellos indicados o 
autorizados por los propietarios; que, por su parte, el acá-
pite d) del artículo 165 de la Ley N^ 4809 de fecha 28 de 
noviembre de 1957, posterior a la 1242, prohibe "Apoderar-
se momentáneamente de un vehículo sin la autorización de 
su dueño o encargado. O de cualquier otro modo hacer uso 
indebido del mismo, aunque sin ánimo de apropiárselo"; 
que esta última disposición sustrae ostensiblemente del cua-
dro de la Ley NQ 1242 las infracciones previstas por su ar- 
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ticulado referentes a vehículos de motor, las que dicha L
e  4809 incorpora en términos más abreviados, al cuadro d 

sus propias previsiones y con las que forman ahora cuerpo 
Considerando que el examen de la sentencia impugnad 

revela que la Corte a qua dió por establecido mediante la 
ponderación de los elementós de prueba que fueron regu_ 
larmente administrados en la instrucción de la causa: qu

e  "el cuatro de febrero del año en curso (1959), a las siete 
de la mañana, el nombrado Eugenio Milán González, condu-
cía el automóvil público placa 1\r‘. 5823, sin el consentimiento 
de su dueño, que lo es el señor .Cristian Santana, vehículo que 
había sido dejado por éste en la Estación de Gasolina pro-
piedad del señor Federico O' Neill, radicada en la Avenida 
Presidente Trujillo, esquina Gregorio Luperón, de esta Ciu-
dad, a fin de que dicho vehículo fuera lavado, habiendo 
dejado el propietario del mismo, la llave, la que fué guarda-
da en la referida Estación de Gasolina; que el nombrado 
Eugenio Milán González hizo uso de dicho vehículo sin la 
autorización de su propietario, que, además, no tenía licen-
cia para manejar vehículos de motor; que al salir de la esta-
ción el automóvil viró hacia atrás y chocó con una mata de 
álamo blanco que se encontraba en la referida Avenida 
Presidente Trujillo, resultando como consecuencia del im- 

. pacto, destrozada la carrocería de dicho automóvil, así como 
parte de los asientos, rotos"; 

Considerando que en los hechos así establecidos sobera-
namente por los jueces del fondo se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos de la primera de las infracciones pre-
vistas por el apartado d) del artículo 165 de la Ley N9 4809; 
que siendo esta información, al tenor de lo que dispone el 
artículo 169 de la misma, de la competencia de los juzgados 
de paz, la sentencia dictada en atribuciones correccionales 
por el Juzgado de Primera Instancia de San Pedro de Maco-
rís, en fecha diecisiete de febrero del año de mil novecientos 
cincuenta y nueve, recurrida ante la Corte a qua, lo fué en 
instancia única, por aplicación del artículo 192 del Código de 
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procedimiento Criminal, ya que -ninguna de las partes en 
causa pidió la declinatoria, y de consiguiente no sujeta al 
recurso de apelación, como fué correctamente decidido por 
la  Corte a qua, por lo que ambos medios del recurso deben 
ser desestimados por carecer de fundamento; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Cristian Santana, parte civil cons-
tituida, contra la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, en atribuciones correcciona-
les, de fecha once de mayo de mil novecientos cincuentinue-
ve, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.—Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 

• de la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex 
A. García de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón 
T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia há sido dada y firmada por los 
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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ticulado referentes a vehículos de motor, las que dicha L
e  4809 incorpora en términos más abreviados, al cuadro d 

sus propias previsiones y con las que forman ahora cuerpo, 
Considerando que el examen de la sentencia impugnad 

revela que la Corte a qua dió por establecido mediante la 
ponderación de los elementos de prueba que fueron regu_ 
larmente administrados en la instrucción de la causa: qu

e  "el cuatro de febrero del año en curso (1959), a las siete 
de la mañana, el nombrado Eugenio Milán González, condu-
cía el automóvil público placa N" 5823, sin el consentimiento 
de su dueño, que lo es el señor .Cristian Santana, vehículo que 
había sido dejado por éste en la Estación de Gasolina pro- 
piedad del señor Federico O' Neill, radicada en la Avenida 
Presidente Trujillo, esquina Gregorio Luperón, de esta Ciu-
dad, a fin de que dicho vehículo fuera lavado, habiendo 
dejado el propietario del mismo, la llave, la que fué guarda- - 
da en la referida Estación de Gasolina; que el nombrado 
Eugenio Milán González hizo uso de dicho vehículo sin la 
autorización de su propietario, que, además, no tenía licen-
cia para manejar vehículos de motor; que al salir de la esta-
ción el automóvil viró hacia atrás y chocó con una mata de 
álamo blanco que se encontraba en la referida Avenida 
Presidente Trujillo, resultando como consecuencia del im- 

. pacto, destrozada la carrocería de dicho automóvil, así como 
parte de los asientos, rotos"; 

Considerando que en los hechos así establecidos sobera-
namente por los jueces del fondo se encuentran reunidos los- 
elementos constitutivos de la primera de las infracciones pre-vistas   por el apartado d) del artículo 165 de la Ley Ni? 4809; 
que siendo esta información, al tenor de lo que dispone el 
artículo 169 de la misma, de la competencia de los juzgados 
de paz, la sentencia dictada en atribuciones correccionales 
por el Juzgado de Primera Instancia de San Pedro de Maco-
rís, en fecha diecisiete de febrero del año de mil novecientos 
cincuenta y nueve, recurrida ante la Corte a qua, lo fué en 
instancia única, por aplicación del artículo 192 del Código de 
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procedimiento Criminal, ya que -ninguna de las partes en 
causa pidió la declinatoria, y de consiguiente no sujeta al 
recurso de apelación, como fué correctamente decidido por 
la  Corte a qua, por lo que ambos medios del recurso deben 

ser desestimados por carecer de fundamento; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-

sación interpuesto por Cristian Santana, parte civil cons-
tituida, contra la sentencia dictada por la Corte de Apela-
ción de San Pedro de Macorís, en atribuciones correcciona-
les, de fecha once de mayo de mil novecientos cincuentinue-

ve, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; 
y Segundo: Condena a la recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.—Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex 
A. García de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón 
T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Materia: Tierras. 

Recurrente: Alicia de Castro. 
Abogado: Lic. Milcíades Duluc. 

Recurrido: Octavio Aníbal Pimentel. 

Abogado: Lic. Enrique Plá Miranda. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciadoS H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciado Manuel A. Amiama, docto-
res Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupa-
ni y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiséis del mes de 
agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alicia de 
Castro, dominicana, propietaria, de oficios domésticos, con 
residencia accidental en "Sincelejos", Departamento Bolí-
var, República de Colombia, debidamente representada en 
esta Ciudad Trujillo por su apoderado general señor Julio 
Beltrán de Guevara, español, casado, de profesión construc-
tor, domiciliado y residente en esta Ciudad Trujillo, casa 
NQ (—), de la calle Juan Isidro Pérez, portador de la cédu- 
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la  personal de identidad N 9  6068, serie 13, sello 54, según 
poder de fecha 16 de noviembre de 1937, instrumentado por 

el notario Quinto del Circuito de Bogotá, Colombia, Sr. José 
María Guzmán, contra sentencia dictada por el Tribunal 

superior de Tierras en fecha ocho de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y ocho en relación con el solar N" 12 

de la manzana 871 del D.C. N9  1 del Distrito Nacional, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. Milcíades Duluc, cédula 3805, serie 1, sello 
912, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con- 

usiones; 
 Oído el Lic. Rafael Alburquerque Z.B. cédula 4084, se-

rie 1, sello 65888, en representación del Lic. Enrique Plá 
Miranda, cédula 593, serie sello 5570, abogado del recu-
rrido Octavio Aníbal Pimentel, dominicano, mayor de edad, 
casado, empleado público, domiciliado y residente en la 
calle "Azua" esquina a "Francisco Henríquez y Carvajal" 
de esta ciudad, cédula 508, serie 1a, sello 28641, en la lectura 
de sus .conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Visto el memorial de casación de fecha tres de noviem-
bre de mil novecientos cincuenta y ocho, y el de ampliación 
de fecha veinte de julio de mil novecientos cincuenta y nue-
ve, suscrito por el Lic. Milcíades Duluc, abogado de la re- 
currente; 

Visto el memorial de defensa de fecha quince de di-
ciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el 
Lic. Enrique Plá Miranda, abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1341, 1353, 2228, 2225 y 2262 
del Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; 84 
de la Ley de Registro de Tierras y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 195k) 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 8 
septiembre de 1958. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 195j 

Sentencia impugnada: Tribunal Superior de Tierras de fecha 8 
septiembre de 1958. 

Materia: Tierras. 

Recurrente: Alicia de Castro. 

Abogado: Lic. Milcíades Duluc. 

Recurrido: Octavio Aníbal Pimentel. 
Abogado: Lic. Enrique Plá Miranda. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciadoá H. 
Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Primer 
Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto 
de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel 
Lamarche Henríquez, licenciado Manuel A. Amiama, docto-
res Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupa-
ni y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiséis del mes de 
agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Alicia de 
Castro, dominicana, propietaria, de oficios domésticos, con 
residencia accidentál en "Sincelejos", Departamento Bolí-
var, República de Colombia, debidamente representada en 
esta Ciudad Trujillo por su apoderado general señor Julio 
Beltrán de Guevara, español, casado, de profesión construc-
tor, domiciliado y residente en esta Ciudad Trujillo, casa 
No (—), de la calle Juan Isidro Pérez, portador de la cédu- 
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r 
la  personal de identidad N' 6068, serie 1 1, sello 54, según 
poder de fecha 16 de noviembre de 1937, instrumentado por 

el notario Quinto del Circuito de Bogotá, Colombia, Sr. José 
María Guzmán, contra sentencia dictada por el Tribunal 
Superior de Tierras en fecha ocho de septiembre de mil 
novecientos cincuenta y ocho en relación con el solar N.. 12 
de la manzana 871 del D.C. NQ 1 del Distrito Nacional, cuyo 
dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el Lic. Milcíades Duluc, cédula 3805, serie 1, sello 
912, abogado de la recurrente, en la lectura de sus con- 

lusiones; 
Oído el Lic. Rafael Alburquerque Z.B. cédula 4084, se-

rie 1, sello 65888, en representación del Lic. Enrique Plá 
Miranda, cédula 593, serie 14, sello 5570, abogado del recu-
rrido Octavio Aníbal Pimentel, dominicano, mayor de edad, 
casado, empleado público, domiciliado y residente en la 
calle "Azua" esquina a "Francisco Henríquez y Carvajal" 

de esta ciudad, cédula 508, serie la , sello 28641, en la lectura 

de sus .conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Visto el memorial de casación de fecha tres de noviem-

bre de mil novecientos cincuenta y ocho, y el de ampliación 
de fecha veinte de julio de mil novecientos cincuenta y nue-
ve, suscrito por el Lic. Milcíades Duluc, abogado de la re- 

currente; 
Visto el memorial de defensa de fecha quince de di-

ciembre de mil novecientos cincuenta y ocho, suscrito por el 
Lic. Enrique Plá Miranda, abogado del recurrido; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1341, 1353, 2228, 2225 y 2262 
del Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; 84 
de la Ley de Registro de Tierras y 1 y 65 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

1658 



1661 1660 	 BOLETÍN JUDICIAL 

Considerando que en la sentencia impugnada y los d o_ 

Distrito Nacional fué reclamada originalmente por 
en 	 1\19 871 del D.C. N9  1 del 

cumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
n el solar N° 12 de la manzana 	

Rafael 
Pimentel y el Estado Dominicano; b) que el juez de j'iri s_ 
dicción original dictó sentencia en fecha treinta de juni o  
de mil novecientos cincuenta y cuatro, ordenando un regis- 
tro en favor del Estado Dominicano, por aplicación del ar- 
tículo 270 de la Ley de Registro de Tierras; c) que contra 
esa decisión recurrieron en apelación Octavio Aníbal Pi- 
mentel y José Antonio Senior; d) que el Tribunal Superior 
de Tierras por su Decisión de fecha quince de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y cinco ordenó la celebración 
de un nuevo juicio; e) que ante el juez del nuevo juicio 
presentaron reclamaciones contradictorias José Antonio Se- 
nior, Alicia de Castro, Octavio Aníbal Pimentel y el Estado 
Dominicano; f) que el nuevo juicio ordenado fué fallado por 
decisión dictada en fecha siete de febrero de mil novecientos 
'cincuenta y siete, cuyo dispositivo figura inserto en el del 
fallo impugnado; g) que dicha sentencia fué apelada ante el 
Tribunal Superior de Tierras por Alicia de Castro; h) que el 
Tribunal Superior de Tierras, después de celebrar la audien- - 
cia correspondiente, dictó en fecha ocho de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y ocho, la sentencia ahora impug-
nada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 1° Se recha-
za la apelación interpuesta en fecha 10 del mes de febrero 
del año 1958, por el Lic. Miguel R. Taveras Rodríguez, a 
nombre de la señora Alicia de Castro; 2° Se confirma la De-
cisión N° 1 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, 
de fecha 7 del mes de febrero del año 1958, en relación con 
el Solar N9 12 de la Manzana N^ 871 del Distrito Catastral 
N° 1 del Distrito Nacional, Ciudad Trujillo, cuyo dispositivo 
es el siguiente: Solar N° 12. Manzana N° 871. Area: 230 M2. 
a) Rechazar, como al efecto rechaza, por improcedentes y 
mal fundadas, las reclamaciones formuladas por José An-
tonio Senior, venezolano, mayor de edad, soltero, propieta- 
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rin, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo; Alicia de 
Castro, dominicana, mayor de edad, propietaria, domiciliada 
y residente en "Sincalejos", Dpto. Bolívar, República de 
Colombia; y el Estado Dominicano; b) Ordenar, como al 

efecto ordena, el registro del derecho de propiedad del Solar 
N° 12 de la Manzana 1\1 9  871, del Distrito Castral N° 1 del 
Distrito Nacional, con sus mejoras de una cerca de bloques, 
en favor de Octavio Aníbal Pimentel, dominicano, mayor 
de edad, casado, empleado público, cédula N° 508, serie la, 
domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, calle "Azua" N° 
44; haciéndose constar que este inmueble entra en lacomu-
nidad matrimonial. Se ordena al Secretario del Tribunal de 
Tierras, que, después de recibidos por él los planos definitivos 
preparados por el Agrimensor-Contratista y aprobados por 
la Dirección General de Mens-uras Castrales, de acuerdo 
con los términos de esta decisión, expida el Decreto de Re-
gistro dé Título correspondiente"; 

Considerando que contra la sentencia impugnada la re-
currente alega los siguientes medios de casación: 1° Viola-
ción de los artículos 2228 y 2229 del Código Civil; 2 9  Falta 
de motivos.Violación del artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil; artículo 84 de la Ley de Registro de Tierras 
y desnaturalización de los hechos de la causa; 3° Falsa apli-
cación del artículo 2262 del Código Civil. Falta de base legal; 
4° Violación del artículo 1341 del Código Civil; y 5° Viola-
ción del artículo 1353 del Código Civil; 

Considerando que en el desarrollo del primero y ter-
cer medios del recurso, los cuales se reúnen para su examen, 
alega la recurrente que ni en el fallo impugnado, ni en el de 
jurisdicción original, cuyos motivos fueron adoptados, cons-
ta que el Tribunal de Tierras comprobara en modo alguno 
la existencia, en la ocupación de Pimentel, de los elementos 
constitutivos. .. indispensables para que la posesión con-

- duzca a la prescripción"; que en el fallo impugnado se ad-
vierte "el empeño de negarle virtualmente los derechos a 
Alicia de Castro, la que probablemente hizo olvidar a los 
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Considerando que en la sentencia impugnada y los do.. cumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)  
en el solar N° 12 de la manzana NQ 871 del D.C. N° 1 del 

que 

Distrito Nacional fué reclamada originalmente por Rafael 
Pimentel y el Estado Dominicano; b) que el juez de juris-
dicción original dictó sentencia en fecha treinta de juni o 

 de mil novecientos cincuenta y cuatro, ordenando un regis-
tro en favor del Estado Dominicano, por aplicación del ar-
tículo 270 de la Ley de Registro de Tierras; e) que contra 
esa decisión recurrieron en apelación Octavio Aníbal Pi.. 
mentel y José Antonio Senior; d) que el Tribunal Superior 
de Tierras por su Decisión de fecha quince de septiembre 
de mil novecientos cincuenta y cinco ordenó la celebración 
de un nuevo juicio; e) que ante el juez del nuevo juicio 
presentaron reclamaciones contradictorias José Antonio Se. 
nior, Alicia de Castro, Octavio Aníbal Pimentel y el Estado 
Dominicano; f) que el nuevo juicio ordenado fué fallado por 
decisión dictada en fecha siete de febrero de mil novecientos 
cincuenta y siete, cuyo dispositivo figura inserto en el del 
fallo impugnado; g) que dicha sentencia fué apelada ante el 
Tribunal Superior de Tierras por Alicia de Castro; h) que el 
Tribunal Superior de Tierras, después de celebrar la audien-
cia correspondiente, dictó en fecha ocho de septiembre de 
mil novecientos cincuenta y ocho, la sentencia ahora impug-
nada cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: 1° Se recha-
za la apelación interpuesta en fecha 10 del mes de febrero 
del año 1958, por el Lic. Miguel R. Taveras Rodríguez, a 
nombre de la señora Alicia de Castro; 2° Se confirma la De-
cisión N° 1 del Tribunal de Tierras de Jurisdicción Original, 
de fecha 7 del mes de febrero del año 1958, en relación con 
el Solar NQ 12 de la Manzana N" 871 del Distrito Catastral 
N° 1 del Distrito Nacional, Ciudad Trujillo, cuyo dispositivo 
es el siguiente: Solar N° 12. Manzana N° 871. Area: 230 M2. 
a) Rechazar, como al efecto rechaza, por improcedentes y 
mal fundadas, las reclamaciones formuladas por José An- 
tonio Senior, venezolano, mayor de edad, soltero, propieta- 

ridomiciliado y residente en Ciudad Trujillo; Alicia de 
Castro, dominicana, mayor de edad, propietaria, domiciliada 

y residente en "Sincalejos", Dpto. Bolívar, República de 
Colombia; y el Estado Dominicano; b) Ordenar, como al 

efecto ordena, el registro del derecho de propiedad del Solar 
N° 12 de la Manzana N9 871, del Distrito Castral N° 1 del 
Distrito Nacional, con sus mejoras de una cerca de bloques, 
en favor de Octavio Aníbal Pimentel, dominicano, mayor 
de edad, casado, empleado público, cédula N°  508, serie P, 
domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, calle "Azua" N° 
44; haciéndose constar que este inmueble entra en lacomu-
nidad matrimonial. Se ordena al Secretario del Tribunal de 
Tierras, que, después de recibidos por él los planos definitivos 
preparados por el Agrimensor-Contratista y aprobados por 
la Dirección General de MensUras Castrales, de acuerdo 
con los términos de esta decisión, expida el Decreto de Re-
gistro dé Título correspondiente"; 

Considerando que contra la sentencia impugnada la re-
currente alega los siguientes medios de casación: 1° Viola-
ción de los artículos 2228 y 2229 del Código Civil; 2Q Falta 
de motivos.Violación del artículo 141 del Código de Proce-
dimiento Civil; artículo 84 de la Ley de Registro de Tierras 
y desnaturalización de los hechos de la causa; 3° Falsa apli-
cación del artículo 2262 del Código Civil. Falta de base legal; 
4° Violación del artículo 1341 del Código Civil; y 5° Viola-
ción del artículo 1353 del Código Civil; 

Considerando que en el desarrollo del primero y ter-
cer medios del recurso, los cuales se reúnen para su examen, 
alega la recurrente que ni en el fallo impugnado, ni en el de 
jurisdicción original, cuyos motivos fueron adoptados, cons-
ta que el Tribunal de Tierras comprobara en modo alguno 

• la existencia, en la ocupación de Pimentel, de los elementos 
constitutivos. . . indispensables para que la posesión con- 

- duzca a la prescripción"; que en el fallo impugnado se ad-
vierte "el empeño de negarle virtualmente los derechos a 
Alicia de Castro, la que probablemente hizo olvidar a los 

r. 
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jueces su obligación irremisible de comprobar todos l os ele 
mentos constitutivos de la posesión de Pimentel"; y 

que  
Tribunal se limitó "a afirmar que Pimentel ha prescrito. 
sin ponderar los hechos y circunstancias que lo han llevall.) 
a atribuir el carácter legal a los hechos de ocupación; pe

ro  
Considerando que el examen del fallo impugnado pone 

de manifiesto que el Tribunal a quo dió por establecidos  l siguientes hechos: a 	 os ) que Alicia de Castro fué la dueña ori- 
ginaria del Ensanche Villa Alicia", en donde está ubicado el 
solar objeto del saneamiento; b) que sin embargo, Octavio 
A. Pimentel, posee dicho solar desde antes de mil novecien-
tos treinta; c) que él alegó haberlo comprado a Rafael Pi-
mentel y que el documento se le había perdido cuando el ci-
clón de mil novecientos treinta; d) ue Alicia de Castro no 
reclamó derecho alguno hasta el v 

q 

veintiséis de agosto de 
mil novecientos cincuenta y siete, en ocasión de las apela-
ciones entonces pendientes de José Antonio Senior y Octa-
vio Pimentel, y para esa fecha ya la prescripción de Pimen-
tel estaba cumplida, pues del año mil novecientos treinta, 
punto de partida de la posesión de Pimentel hasta el veinti-
séis de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, en que 
Alicia de Castro formuló una reclamación, ya había trans-
currido el tiempo de la prescripción; f) que en ese lapso Ali-
cia de Castro no interrumpió la prescripción de Pimentel; 

Considerando que después de comprobados esos hechos 
el Tribunal a quo llegó 'a la conclusión de que "Octavio Aní- 
bal Pimentel ha probado que ha poseído el solar en litis en 
condiciones útiles para prescribirlo, tal como lo apreció el 
juez de jurisdicción original en la decisión apelada y cuyos 
motivos a este respecto adopta este Tribunal sin necesidad 
de reproducirlos"; que a su vez el juez de jurisdicción origi- 
nal después de ponderar el testimonio de José Francisco 
Abad Cruz y la declaración del vendedor Rafael O. Pimen- 
tel, dijo lo siguiente: "este Tribunal aprecia que Octavio 
Anibal Pimentel ha poseído el solar de que se trata: por su 
causante, desde antes del ciclón del 3 de septiembre del año 
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1930, y por sí mismo, desde fines del mismo año 1930, y que 

esa posesión ha sido mantenida por Octavio Aníbal Pimentel 
durante el tiempo y en las condiciones exigidas por la Ley 
para adquirir el derecho de propiedad por la más larga pres-

cripción, es decir, de manera contínua, no interrumpida, pú-
blica, inequívoca, y a título de propietario; que, en efecto, 
del 3 de septiembre del año 1930, fecha en que ya había to-
rnado posesión Octavio Aníbal Pimentel, según se comprue-
ba por el testigo citado, al día 26 de agosto del año 1957, 
fecha en que Alicia de Castro reclama, por primera vez han 
transcurrido veintisiete años menos ocho días, tiempo más 
que suficiente para consolidarse el derecho de propiedad por 
prescripción, ya que por efecto de la modificación introdu-
cida al artículo 2262 del Código Civil por la Ley N' 585 del 
24 de octubre de 1941, que redujo el tiempo para la pres-
cripción o usucapión de treinta a veinte años, solamente 
necesitaba una posesión, con los caracteres exigidos por la 
Ley, de veintitrés años, más aproximadamente ocho meses, 
que se cumplieron en el año 1954"; 

Considerando que, por lo que acaba de exponerse, se 
advierte que contrariamente a como lo afirma la recurrente, 
tanto el Tribunal a quo en el fallo impugnado, como el juez 
de jurisdicción original, cuya sentencia fué confirmada en 
apelación con adopción de motivos, comprobaron los ele-
mentos constitutivos de la posesión invocada por Octavio 
Aníbal Pimentel e hicieron una relación completa de los he-
chos y circunstancias de la causa, que han permitido a esta 
Suprema Corte de Justicia verificar que la ley ha sido bien 
aplicada; que, por consiguiente, en el fallo impugnado, no 
se ha incurrido en las violaciones de los artículos 2228 y 
2229 del Código Civil; ni en la falsa aplicación del artículo 
2262 del mismo ,.Código; ni tampoco en el vicio de falta de 
base legal; que, por tanto los medios primero y tercero ca-
recen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
alega la recurrente que el fallo impugnado se basó en la 
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y .  

jueces su obligación irremisible de comprobar todos los ele 

l 
mentos constitutivos de la posesión de Pimentel"; 
Tribunal se limitó "a afirmar que Pimentel ha prescrito e

.  sin ponderar los hechos y circunstancias que lo han llevado. 
a atribuir el carácter legal a los hechos de ocupación; pero 

Considerando que el examen del fallo impugnado pone 
de manifiesto que el Tribunal a quo dió por establecidos lois 
siguientes hechos: a) que Alicia de Castro fué la dueña ori. 
ginaria del Ensanche Villa Alicia", en donde está ubicado el 
solar objeto del saneamiento; b) que sin embargo, Octavio 
A. Pimentel, posee dicho solar desde antes de mil novecien-
tos treinta; c) que él alegó haberlo comprado a Rafael Pi-
mentel y que el documento se le había perdido cuando el ci-
clón de mil novecientos treinta; d) que Alicia de Castro no 
reclamó derecho alguno hasta el veintiséis de agosto de 
mil novecientos cincuenta y siete, en ocasión de las apela-
ciones entonces pendientes de José Antonio Senior y Octa-
vio Pimentel, y para esa fecha ya la prescripción de Pimen-
tel estaba cumplida, pues del año mil novecientos treinta, 
punto de partida de la posesión de Pimentel hasta el veinti-
séis de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, en que 
Alicia de Castro formuló una reclamación, ya había trans-
currido el tiempo de la prescripción; f) que en ese lapso Ali-
cia de Castro no interrumpió la prescripción de Pimentel; 

Considerando que después de comprobados esos hechos 
el Tribunal a quo llegó -a la conclusión de que "Octavio Aní- 
bal Pimentel ha probado que ha poseído el solar en litis en 
condiciones útiles para prescribirlo, tal como lo apreció el 
juez de jurisdicción original en la decisión apelada y cuyos 
motivos a este respecto adopta este Tribunal sin necesidad 
de reproducirlos"; que a su vez el juez de jurisdicción origi- 
nal después de ponderar el testimonio de José Francisco 
Abad Cruz y la declaración del vendedor Rafael O. Pimen- ;  
tel, dijo lo siguiente: "este Tribunal aprecia que Octavio 
Anibal Pimentel ha poseído el solar de que se trata: por su 
causante, desde antes del ciclón del 3 de septiembre del año 

1930, y por sí mismo, desde fines del mismo año 1930, y que 

esa posesión ha sido mantenida por Octavio Aníbal Pimentel 
durante el tiempo y en las condiciones exigidas por la Ley 
para adquirir el derecho de propiedad por la más larga pres-
cripción, es decir, de manera contínua, no interrumpida, pú-
blica, inequívoca, y a título de propietario; que, en efecto, 
del 3 de septiembre del año 1930, fecha en que ya había to-
mado posesión Octavio Aníbal Pimentel, según se comprue-
ba por el testigo citado, al día 26 de agosto del año 1957, 
fecha en que Alicia de Castro reclama, por primera vez han 
transcurrido veintisiete años menos ocho días, tiempo más 
que suficiente para consolidarse el derecho de propiedad por 
prescripción, ya que por efecto de la modificación introdu-
cida al artículo 2262 del Código Civil por la Ley N° 585 del 
24 de octubre de 1941, que redujo el tiempo para la pres-
cripción o usucapión de treinta a veinte años, solamente 
necesitaba una posesión, con los caracteres exigidos por la 
Ley, de veintitrés años, más aproximadamente ocho meses, 
que se cumplieron en el año 1954"; 

- 	Considerando que, por lo que acaba de exponerse, se 
advierte que contrariamente a como lo afirma la recurrente, 
tanto el Tribunal a quo en el fallo impugnado, como el juez 
de jurisdicción original, cuya sentencia fué confirmada en 
apelación con adopción de motivos, comprobaron los ele-
mentos constitutivos de la posesión invocada por Octavio 
Aníbal Pimentel e hicieron una relación completa de los he-
chos y circunstancias de la causa, que han permitido a esta 
Suprema Corte de Justicia verificar que la ley ha sido bien 
aplicada; que, por consiguiente, en el fallo impugnado, no 
se ha incurrido en las violaciones de los artículos 2228 y 
2229 del Código Civil; ni en la falsa aplicación del artículo 
2262 del mismo < Código; ni tampoco en el vicio de falta de 
base legal; que, por tanto los medios primero y tercero ca-
recen de fundamento y deben ser desestimados; 

Considerando que en el desarrollo del segundo medio 
alega la recurrente que el fallo impugnado se basó en la 
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declaración del testigo Francisco Abad y en la del ven
, 

dor Rafael O. Pimentel; que la primera fué desnaturaliz a 
 por que se le dió un alcance que no tiene, pues si •es ver 

que dicho testigo declaró que "Pimentel vivía ahí"; ló gi 
mente "eso se relaciona con su casa vivienda (en el solar 
11) y nunca con el solar N" 12"; que es "absurda y antij 
dita" la interpretación que los jueces del fondo dieron a 
declaración y a la del vendedor, por todo lo cual esti 
la recurrente que se ha incurrido en los vicios de desea 
ralización y falta de motivos, y en las violaciones, por tan 
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil y 84 
la Ley de Registro-de Tierras; pero 

Considerando que examinada las declaraciones dadas 
por el testigo Abad no se advierte en ellas, que él se refirie?:, 
ra al solar N° 11, colindante, sino al N° 12 objeto del sanea-
miento; que en efecto, en el acta de la audiencia del dieci-
nueve de octubre de mil novecientos cincuenta y cinco, cele-
brada en jurisdicción original, con motivo del nuevo juicio,. 
consta que se le preguntó expresamente: "Ud. conoce el s 
lar N° 12 de la manzana 571?" a lo cual contestó: "sí señor" 
¿a quién ha considerad9 Ud. siempre como dueño de ese 
solar?", contestando: "al señor Aníbal Pimentel"; que igual- . 

 mente ocurre con el testimonio del vendedor Rafael Octa"-: 
 vio Pimentel, cuyas declaraciones vertidas en el acto de la -

audiencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha prime-
ro de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, fueron pre-
cisas, pues no sólo se refirió concretamente al solar N9 12 
objeto del saneamiento que se realizaba, sino que afirmó 
que él había comprado a Alicia de Castro en mil novecientos , 
veinte y nueve y "en eso vino el ciclón y desapareció la cons-
tancia. .. y como yo estaba en malas condiciones le vendí 
el solar a Octavio Aníbal Pimentel"; agfegando: "inmedia-
tamente lo cercó de alambre y después, en el mil novecien-
tos cuarenta y cuatro, vi que ya lo tenía cercado de blocks"; 
que de esas declaraciones y de las presunciones que se ex-
ponen en el fallo impugnado, como la resultante del hecho de 

que  Alicia de Castro reclamó los otros solares de ese sector, 

menos ese, cuando se inició el saneamiento del Ensanche 
"Villa Alicia", han podido los jueces del fondo, inferir, sin 
incurrir con ello en desnaturalización alguna, haciendo uso 

de su  poder de apreciación, que era el solar N° 12 el poseído 
por Pimentel en condiciones útiles para prescribir; que, por 
otra parte, el examen del 'fallo impugnado pone de mani-
fiesto, que él contiene motivos suficientes que justifiquen 
lo decidido por el Tribunal a quo; que, por tanto, no se ha 
incurrido en los vicios y violaciones que se señalan, por lo 
cual el segundo medio del recurso carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Considerando que en el cuarto y quinto medios del re-
curso invoca la recurrente la violación de los artículos 1341 
y 1353 del Código Civil porque para inducir la existencia del 
derecho de propiedad pretendido por Pimentel sobre el so-
lar de que se trata, admite la propia confesión de interesa-
do" y porque el Tribunal a quo "admitió como puntal de su 
decisión, presunciones deducidas de circunstancias comple-
tamente desprovistas de la gravedad, precisión y concordan-
cia exigidas por el texto legal citado"; pero 

Considerando que el examen del fallo impugnado miies-
tra que el Tribunal a quo no formó su convicción tomando 
por base únicamente la propia declaración del vendedor, si-
no la del testigo Abad y los demás hechos y circunstancias 
del proceso; que, al inducir la prueba de la posesión de esas 
declaraciones y de esos hechos, el Tribunal a quo no ha po-

dido incurrir en la violación del artículo 1341 del Código Ci-
vil que se refiere a la prueba de las convenciones o a la de 
aquellos hechos jurídicos que son susceptibles de ser com-
probados por escrito, y no a hechos materiales como son los 
caracteres y el tiempo de una posesión, para la cual es ad-
misible la prueba testimonial y por presunciones, cual que 
sea el valor del inmueble sobre. el cual se alega la prescrip-
ción adquisitiva consagrada en el artículo 2262 del Código 
Civil; que, además, al apreciar el valor probatorio de las 
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declaración del testigo Francisco Abad y en la del ven
, 

dor Rafael O. Pimentel; que la primera fué desnaturaliza 
por que se le dió un alcance que no tiene, pues si •es verá

, 

que dicho testigo declaró que "Pimentel vivía ahí"; ió gic 
 mente "eso se relaciona con su casa vivienda (en el solar N9 

11) y nunca con el solar N" 12"; que es "absurda y antijuri. 
dita" la interpretación que los jueces del fondo dieron a esa 

 declaración y a la del vendedor, por todo lo cual estima 
 la recurrente que se ha incurrido en los vicios de desnatu-

ralización y falta de motivos, y en las violaciones, por tanto 
del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil y 84 de 
la Ley de Registro- de Tierras; pero 

Considerando que examinada las declaraciones dadas 
por el testigo Abad no se advierte en ellas, que él se refirie-
ra al solar N° 11, colindante, sino al N° 12 objeto del sanea-
miento; que en efecto, en el acta de la audiencia del dieci-
nueve de octubre de mil novecientos cincuenta y cinco, cele-
brada en jurisdicción original, con motivo del nuevo juicio, 
consta que se le preguntó expresamente: "Ud. conoce el so-
lar N° 12 de la manzana 571?" a lo cual contestó: "sí señor" 
¿a quién ha considerado Ud. siempre como dueño de ese 
solar?", contestando: "al señor Aníbal Pimentel"; que igual-
mente ocurre con el testimonio del vendedor Rafael Octa-
vio Pimentel, cuyas declaraciones vertidas en el acto de la 
audiencia del Tribunal Superior de Tierras de fecha prime-
ro de agosto de mil novecientos cincuenta y siete, fueron pre-
cisas, pues no sólo se refirió concretamente al solar N9 12 
objeto del saneamiento que se realizaba, sino que afirmó 
que él había comprado a Alicia de Castro en mil novecientos 
veinte y nueve y "en eso vino el ciclón y desapareció la cons-
tancia. . . y como yo estaba en malas condiciones le vendí 
el solar a Octavio Aníbal Pimentel"; agFegando: "inmedia-
tamente lo cercó de alambre y después, en el mil novecien-
tos cuarenta y cuatro, ví que ya lo tenía cercado de blocks"; 
que de esas declaraciones y de las presunciones que se ex-
ponen en el fallo impugnado, como la resultante del hecho de  

que  Alicia de Castro reclamó los otros solares de ese sector, 
menos ese, cuando se inició el saneamiento del Ensanche 
“Villa Alicia", han podido los jueces del fondo, inferir, sin 
incurrir con ello en desnaturalización alguna, haciendo uso 
de su Poder de apreciación, que era el solar N" 12 el poseído 
por Pimentel en condiciones útiles para prescribir; que, por 
otra parte, el examen del fallo impugnado pone de mani-
fiesto, que él contiene motivos suficientes que justifiquen 
lo decidido por el Tribunal a quo; que, por tanto, no se ha 
incurrido en los vicios y violaciones que se señalan, por lo 
cual el segundo medio del recurso carece de fundamento y 
debe ser desestimado; 

Considerando que en el cuarto y quinto medios del re- 
curso invoca la recurrente la violación de los artículos 1341 
y 1353 del Código Civil porque para inducir la existencia del 
derecho de propiedad pretendido por Pimentel sobre el so-
lar de que se trata, admite la propia confesión de interesa-
do" y porque el Tribunal a quo "admitió como puntal de su 
decisión, presunciones deducidas de circunstancias comple-
tamente desprovistas de la gravedad, precisión y concordan-
cia exigidas por el texto legal citado"; pero 
) Considerando que el examen del fallo impugnado mies-

: tra que el Tribunal a quo no formó su convicción tomando 
por base únicamente la propia declaración del vendedor, si-
no la del testigo Abad y los demás hechos y circunstancias 
del proceso; que, al inducir la prueba de la posesión de esas 
declaraciones y de esos hechos, el Tribunal a quo no ha po-

dido incurrir en la violación del artículo 1341 del Código Ci-
vil que se refiere a la prueba de las convenciones o a la de 
aquellos hechos jurídicos que son susceptibles de ser com-
probados por escrito, y no a hechos materiales como son los 
caracteres y el tiempo de una posesión, para la cual es ad-
misible la prueba testimonial y por presunciones, cual que 
sea el valor del inmueble sobre el cual se alega la prescrip-
ción adquisitiva consagrada en el artículo 2262 del Código 
Civil; que, además, al apreciar el valor probatorio de las 
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presunciones los jueces del fondo hacen uso del poder sob 
rano de que están investidos; y basta como ocurre en la 
especie, que el fallo impugnado exponga los hechos y eir., 
cunstancias en los cuales basaron dichos jueces su convic-
ción; que, además, el admitir si las presunciones son graves, 
precisas y concordantes, es una cuestión de hecho que esca-
pa a la censura de la casación; que, por tanto, los medios que 
se examinan carecen de fundamento y deben ser desesti-
mados; 

Por tales motivos, Primero] Rechaza el recurso de ca-
sación interpueáto por Alicia de Castro, contra sentencia 
pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha 
ocho de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, en 
relación con el solar N9  12 de la manzana N9 871 del Distri-
to Catastral N9  1, del Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha 
sido transcrito en parte anterior del presente fallo; y Se-
gundo: Condena a la recurrente al pago de las costas con 
distracción de las mismas en provecho del Lic. Enrique Plá 
Miranda quien declara haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-
marche H.— Manuel A. Amiama.— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto .Curiel hijo. 
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ENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 1959 

Seno/ida impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 2 de mayo, 1959. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Rafael Antonio Santos. 
Abolzados: Lic. Eullp1des R. Roques Román, Lic. Juan M. Confin. 

Lic. Pablo A. Pérez y Dr. Julio C. Brache Cáceres. 

Recurrido: Leopoldo C. Espaillat Contreras. 
Abogado: Dr. José M. Acosta Torres. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos 
Manuel Lamarche Henríquez, licenciado Fernando E. Rave-
lo de la Fuente, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Gua-
rionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licen-
,eiado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiséis del mes de agosto de 
mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Indepen-
dencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dic-
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael An-
tonio Santos, dominicano, mayor de edad, comerciante, do-
miciliado y residente en esta ciudad, cédula 348, serie 47, se-
llo 2200, contra sentencia pronunciada en grado de apelación 
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
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presunciones los jueces del fondo hacen uso del poder sobe, 
rano de que están investidos; y basta como ocurre en l a 

 especie, que el fallo impugnado exponga los hechos y oir, 
cunstancias en los cuales basaron dichos jueces su convic-
ción; que, además, el admitir si las presunciones son graves, 
precisas y concordantes, es una cuestión de hecho que esca-
pa a la censura de la casación; que, por tanto, los medios que 
se examinan carecen de fundamento y deben ser desesti-
mados; 

Por tales motivos, Primero¿ Rechaza el recurso de ca-
sación interpueSto por Alicia de Castro, contra sentencia 
pronunciada por el Tribunal Superior de Tierras en fecha 
ocho de septiembre de mil novecientos cincuenta y ocho, en 
relación con el solar N 0  12 de la manzana NQ 871 del Distri-
to Catastral N9  1, del Distrito Nacional, cuyo dispositivo ha 
sido transcrito en parte anterior del presente 'fallo; y Se-
gundo: Condena a la recurrente al pago de las costas con 
distracción de las mismas en provecho del Lic. Enrique Plá 
Miranda quien declara haberlas avanzado en su totalidad. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-
marche H.— Manuel A. Amiama.— Guarionex A. García 
de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez 
L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

;ENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 1959 

,; ,,,,4pucia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 2 de mayo, 1959. 

Materia: Trabajo. 

Recurrente: Rafael Antonio Santos. 
Abogados: Lic. EurlpIdes R. Roques Román, Lic. Juan M. Contín, 

Lic. Pablo A. Pérez y Dr. Julio C. Brache Cáceres. 

Recurrido: Leopoldo C. Espaillat Contreras. 

Abogado: Dr. José M. Acosta Torres. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
II. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos 
Manuel Lamarche Henríquez, licenciado Fernando E. Rave-
lo de la Fuente, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Gua-
rionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licen-
ciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiséis del mes de agosto de 
mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Indepen-
dencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dic-
ta en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente 
sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael An-
tonio Santos, dominicano, mayor de edad, comerciante, do-
miciliado y residente en esta ciudad, cédula 348, serie 47, se-
llo 2200, contra sentencia pronunciada en grado de apelación 
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia 
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del Distkito Nacional, en fecha dos de mayo del corriente 
año, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Eurípides R. Roques Román, cédula 19651, 

serie 1, sello 1635, por sí .y en representación de los Licencia-
dos Juan M. Contín, cédula 2992, serie 54, sello 2917," Pablo 
A. Pérez, cédula 3662, serie 31, sello 13107 y el Dr. Julio 
C. Brache Cáceres, cédula 21229, serie 47, sello 59609, aboga. 
dos del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. José M. Acosta Torres, cédula 32511, serie 
31, sello 14702, abogado del recurrido Leopoldo C. Espaillat 
'Contreras, dominicano, mayor de edad, domiciliado y resi-
dente en la calle Dr. Betances N 275, de Ciudad Trujillo, 
cédula 365, serie 72, sello 1162834, en la lectura de sus con-
clusiones; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha seis 
de marzo de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 1 
los abogados del recurrente, en el cual se invocan los medios 
que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito por 
su abogado, el cual fué notificado a los abogados del recu-
rrente el catorce de abril del corriente añd; 

Visto el memorial de ampliación del recurrente; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 691 del Código de Trabajo; y 1, 
20 y 65, inciso 3, de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta que 
con motivo de la demanda intentada por Leopoldo C. Espai-
llat Contreras contra Rafael Antonio Santos, en pago de las 
prestaciones que el Código de Trabajo acuerda a los traba-
jadores despedidos sin causa justificada, el Juzgado de Paz 
de la Segunda Ciroknscripción del Distrito Nacional, como 
Tribunal de Trabajo de primer grado, dictó en fecha treinta 
de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Rechazar, como al efecto rechaza por imp .rocedente y mal 

dada la demanda intentada por el señor Leopoldo César 
paillat Contreras contra el señor Rafael A. Santos; SE-

uNDO: Condenar, como al efecto condena a la parte de- 
dante, al pago de las costas de procedimiento':; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Leopoldo César Espaillat Contreras, el Tribunal 

a quo dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el 
defecto pronunciado en audiencia contra Rafael Antonio 
Santos, por falta de comparecer; SEGUNDO: Declara regu-
lar y válido el recurso de apelación interpuesto por el señor 
Leopoldo César Espaillat Contreras contra la sentencia de 
trabajo del Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción 
de este Distrito Nacional, de fecha 30 de octubre de 1958, 
que dió ganancia de causa al patrono Rafael Antonio Santos; 
TERCERO: Revoca en todas sus partes la sentencia recu-
rrida, y, en consecuencia, declara resuelto el contrato de 
trabajo existente entre el patrono Rafael Antonio Santos-y 
su trabajador Leopoldo César Espaillat Contreras, por culpa 
del citado patrono; CUARTO: Condena a la parte intimada 
a pagarle al trabajador Leopoldo César Espaillat Contreras 
los valores siguientes: a) ciento noventinueve pesos oro con 
ochenta centavos (RD$199.80) por concepto de Auxilio de 
Cesantía; b) setenta y nueve pesos oro con noventidós cen-
tavos (RD$79.92) por concepto de Aviso Previo; e) cua-
renta y seis pesos oro con sesenta y dos centavos (RD$46.62) 
por concepto de Vacaciones; d) cuarenta y un peso con se-
senta y dos centavos (RD$41.62) por concepto de sueldo 
adicional de navidad y una suma igual a los salarios que ha-
bría recibido el trabajador desde el día de su demanda hasta 
la fecha de la sentencia definitiva dictada en última instancia, 
no pudiendo exceder dicha suma de los salarios correspon-
dientes a tres meses; QUINTO: Condena también a dicha 
parte intimada al pago de las costas con distracción en pro-

- vecho del abogado de la parte intimante, quien afirma haver-
las avanzado en su totalidad"; 

1 	• 
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del Distkito Nacional, en fecha dos de mayo del corriente 
año, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Eurípides R. Roques Román, cédula 19654 

serie 1, sello 1635, por sí .y en representación de los Licencia.. 
dos Juan M. Contín, cédula 2992, serie 54, sello 2917," Pablo 
A. Pérez, cédula 3662, serie 31, sello 13107 y el Dr. Julio 
C. Brache Cáceres, cédula 21229, serie 47, sello 59609, aboga.. 
dos del recurrente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Dr. José M. Acosta Torres, cédula 32511, serie 
31, sello 14702, abogado del recurrido Leopoldo C. Espaillat 
Contreras, dominicano, mayor de edad, domiciliado y resi-
dente en la calle Dr. Betances N" 275, de Ciudad Trujillo, 
cédula 365, serie 72, sello 1162834, en la lectura de sus con-
clusibnes; 

Visto el memorial de casación depositado en fecha seis 
de marzo de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por 
los abogados del recurrente, en el cual se invocan los medios 
que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito por 
su abogado, el cual fué notificado a los abogados del recu-
rrente el catorce de abril del corriente añO; 

Visto el memorial de ampliación del recurrente; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 691 del Código de Trabajo; y 1, 
20 y 65, inciso 3, de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada consta que 
con motivo de la demanda intentada por Leopoldo C. Espai-
llat Contreras contra Rafael Antonio Santos, en pago de las 
prestaciones que el Código de Trabajo acuerda a los traba-
jadores despedidos sin causa justificada, el Juzgado de Paz 
de la Segunda Circtknscripción del Distrito Nacional, como 
Tribunal de Trabajo de primer grado, dictó en fecha treinta 
de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: 
Rechazar, como al efecto rechaza por improcedente y ma! 

dada la demanda intentada por el señor Leopoldo César 
paillat Contreras contra el señor Rafael A. Santos; SE-

UNDO: Condenar, como al efecto condena a la parte de- 
dante, al pago de las costas de procedimiento':; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por Leopoldo César Espaillat Contreras, el Tribunal 

a quo dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el 
defecto pronunciado en audiencia contra Rafael Antonio 
Santos, por falta de comparecer; SEGUNDO: Declara regu-
lar y válido el recurso de apelación interpuesto por el señor 
Leopoldo César Espaillat Contreras contra la sentencia de 
trabajo del Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción 
de este Distrito Nacional, de fecha 30 de octubre de 1958, 
que dió ganancia de causa al patrono Rafael Antonio Santos; 
TERCERO: Revoca en todas sus partes la sentencia recu-
rrida, y, en consecuencia, declara resuelto el contrato de 
trabajo existente entre el patrono Rafael Antonio Santos-y 
su trabajador Leopoldo César Espaillat Contreras, por culpa 
del citado patrono; CUARTO: Condena a la parte intimada 
a pagarle al trabajador Leopoldo César Espaillat Contreras 
los valores siguientes: a) ciento noventinueve pesos oro con 
ochenta centavos (RD$199.80) por concepto de Auxilio de 
Cesantía; b) setenta y nueve pesos oro con noventidós cen-
tavos (RD$79.92) por concepto de Aviso Previo; c) cua-
renta y seis pesos oro con sesenta y dos centavos (RD$46.62) 
por concepto de Vacaciones; d) cuarenta y un peso con se-
senta y dos centavos (RD$41.62) por concepto de sueldo 
adicional de navidad y una suma igual a los salarios que ha-
bría recibido el trabajador desde el día de su demanda hasta 
la fecha de la sentencia definitiva dictada en última instancia, 
no pudiendo exceder dicha suma de los salarios correspon-
dientes a tres meses; QUINTO: Condena también a dicha 
parte intimada al pago de las costas con distracción en pro-

- vecho del abogado de la parte intimante, quien afirma haver-
las avanzado en su totalidad"; 
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Considerando que el recurrente invoca los siguient 
medios: 1°— Falta de Base Legal;— 2°— Violación del a 
72 del Código de Trabajo y del Reglamento N 9  8015, 
1952; 

Considerando, en cuanto al primer medio, en el cual se 
alega falta de base legal, que el Tribunal a quo se ha limi- 
tado en el fallo impugnado a afirmar que el recurrido Leo-
poldo C. Espaillat Contreras era empleado del recurrent e 

 Rafael Antonio Santos; que trabajó al servicio de éste más 
o menos tres años, y que el patrono no probó la justa causa 
del despido; y, en consecuencia, lo condenó al pago de las 
prestaciones relativas a los contratos por tiempo indefi-
nido; 

Considerando que para fijar el monto de las prestacio-
nes que debe pagar el patrono, por causa de despido injus-
tificado del trabajador, los jueces del fondo están en el deber  
dé cónsignar en la sentencia los hechos en que se han fun-
dado para incluir el contrato en una categoría determinada, 
y a fijar el promedio diario del salario, para la liquidación 
de las indemnizaciones a que tiene derecho el trabajador, 
pues estas prestaciones varían de acuerdo con la naturaleza 
del contrato, al tenor del artículo 84 del Código de Trabajo; 

Considerando que en el fallo impugnado no se estable-
cen, con la debida precisión, los hechos que permitan verifi-
car si al contrato de trabajo de que se trata se le ha atri-
buído la calificación legal que le corresponde, ni tampoco 
se establece el promedio diario del salario, el cual debe ser 
calculado de acuerdo con las reglas del artículo 1 del Re-
glamento N" 8015, del 30 de enero de 1952; 

Considerando que, en tales condiciones, la Suprema Cor-
te de Justicia no puede verificar si el fallo impugnado está 
legalmente justificado, el cual, por consiguiente, debe ser 
anulado, sin otro examen; 

Considerando que al tenor del artículo 65, inciso 3, de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, las costas podrán 
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ser compensadas cuando la sentencia fuere casada por falta 

de base legal; 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-

ciada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Nacional, en fecha dos de marzo del co-
rriente año, cuyo dispositivo se copia en otra parte del prer 
sente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís; y 

segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-
'marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel Ramón 
Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmadá por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 'fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

d 
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Considerando que el recurrente invoca los siguiente:: 
medios: 19— Falta de Base Legal;— 29— Violación del art

. 

72 del Código de Trabajo y del Reglamento N 9  8015, de 
1952; 

Considerando, en cuanto al primer medio, en el cual se 
alega falta de base legal, que el Tribunal a quo se ha limi-
tado en el fallo impugnado a afirmar que el recurrido Leo-
poldo C. Espaillat Contreras era empleado del recurrent e 

 Rafael Antonio Santos; que trabajó al servicio de éste má,- 
o menos tres años, y que el patrono no probó la justa causa 
del despido; y, en consecuencia, lo condenó al pago de las 
prestaciones relativas a los contratos por tiempo indefi-
nido; 

Considerando que para fijar el monto de las prestacio-
nes que debe pagar el patrono, por causa de despido injus-
tificado del trabajador, los jueces del fondo están en el debe' 
dé Cemsignar en la sentencia los hechos en que se han fun-
dado para incluir el contrato en una categoría determinada, 
y a fijar el promedio diario del salario, para la liquidación 
de las indemnizaciones a que tiene derecho el trabajador, 
pues estas prestaciones varían de acuerdo con la naturaleza 
del contrato, al tenor del artículo 84 del Código de Trabajo; 

Considerando que en el fallo impugnado no se estable-
cen, con la debida precisión, los hechos que permitan verifi-
t-•,ar si al contrato de trabajo de que se trata se le ha atri-
buído la calificación legal que le corresponde, ni tampoco 
se establece el promedio diario del salario, el cual debe ser 
calculado de acuerdo con las reglas del artículo 1 del Re-
glamento N" 8015, del 30 de enero de 1952; 

Considerando que, en tales condiciones, la Suprema Cor-
te de Justicia no puede verificar si el fallo impugnado está 
legalmente justificado, el cual, por consiguiente, debe ser 
anulado, sin otro exam¿n; 

Considerando que al tenor del artículo 65, inciso 3, de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, l,as costas podrán; 

,ompensadas cuando la sentencia fuere casada por falta 

)ase legal; 
Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-

ciada por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Ins-
tanda del Distrito Nacional, en fecha dos de marzo del co-
rriente ario, cuyo dispositivo se copia en otra parte del pre, 
sente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís; y 
Segundo: Compensa las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. La-
'marche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel Ramón 
Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 

hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmadá por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y 'fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: Juzgado de Paz del Municipio de San Peda
, de Macorís, de fecha 17 de marzo de 1959. 

Materia: Penal. 

' Recurrente: Reyes Uladislao. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciado s 

 H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos 
Manuel Lamarche He>nríquez, licenciados Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani y licenciado 
Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distri-
to Nacional, hoy día veintiséis del mes de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 97' 
de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Reyes tila-
dislao, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domi-
ciliado y residente en el Ingenio Consuelo, municipio de San 
Pedro de Macorís, cédula 10551, serie 27, cuyo sello de reno-
vación no consta en el expediente, contra sentencia pronun-
ciada por el Juzgado de Paz del Municipio de San Pedro de 
Macorís en fecha diez y siete de marzo del corriente año, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 1°: Que 
debe condenar, como en efecto condena a los prevenidos 
Reyes Uladislao y Félix Lima, al pago de RD$25.00 de mul-
ta cada uno y al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del Dr. Ge-
neroso Ramírez Morales, cédula 11460, serie 25, cuyo sello 
de renovación no consta en el expediente, en nombre del 
recurrente, en fecha tres de abril del corriente año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 50 y 55 de la Ley N° 392, de 
1913, sobre Porte de Armas; 200 del Código de Procedimien-
to Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 

c  saión;  Considerando que de conformidad con el artículo 1 de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, la Suprema Corte 
de Justicia decide, como Corte de Casación, si la Ley ha 

1111 
 sido bien o mal aplicada en los fallos pronunciados en última 
instancia o en instancia única, por los tribunales del orden 

r\  judicial; - 
Considerando que al tenor del artículo 200 del Código 

de Procedimiento Criminal, las sentencias pronunciadas en 
materia correccional son susceptibles de apelación; que la 
apelación es una vía de recurso generalizada en beneficio 
de todas las partes y contra todas las sentencias', con excep-
ción de lo establecido en el artículo 192 del Código de Pro- 
cedimiento Criminal; 

Considerando que, por consiguiente, la sentencia dicta-
da por el Juzgado de Paz del Municipio de San Pedro de 
Macorís, en fecha diez y siete de marzo del corriente año 
que condenó al prevenido Reyes Uladislao a la pena de vein-
ticinco pesos de multa, por el porte ilegal de un cuchillo, he-
cho previsto por el artículo 50 de la Ley N 9  392, de 1943, 
y sancionado por el artículo 55 de la misma ley con penas 
correccionales, era apelable y no podía, por tanto, ser obje-

\ to de un recurso de casación; 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: Juzgado de Paz del Municipio de San Pecil.c, 
de Macorís, de fecha 17 de marzo de 1959. 

Materia:, Penal. 

Recurrente: Reyes Uladislao. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciado s 

 H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustituto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Susti-
tuto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos 
Manuel Lamarche He>nríquez, licenciados Fernando E. 
Ravelo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel 
Ramón Ruiz Tejada, Manuel D. Bergés Chupani y licenciado 
Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, en la 
Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distri-
to Nacional, hoy día veintiséis del mes de agosto de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 97' 
de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen- 
tencia; 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Reyes lila-
dislao, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, domi-
ciliado y residente en el Ingenio Consuelo, municipio de San 
Pedro de Macorís, cédula 10551, serie 27, cuyo sello de reno-
vación no consta en el expediente, contra sentencia pronun-
ciada por el' Juzgado de Paz del Municipio de San Pedro de 
Macorís en fecha diez y siete de marzo del corriente año, 
cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 1°: Que 
debe condenar, como en efecto condena a los prevenidos 
Reyes Uladislao y Félix Lima, al pago de RD$25.00 de mul-
ta cada uno y al pago de las costas"; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

al la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del Dr. Ge-
neroso Ramírez Morales, cédula 11460, serie 25, cuyo sello 
de renovación no consta en el expediente, en nombre del 
recurrente, en fecha tres de abril del corriente año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 50 y 55 de la Ley N° 392, de 
1943, sobre Porte de Armas; 200 del Código de Procedimien-
to Criminal y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-
sació 

Considerando que de conformidad con el artículo 1 de 
cno; 

la Ley sobre Procedimiento de Casación, la Suprema Corte 
de Justicia decide, como Corte de Casación, si la Ley ha 
sido bien o mal aplicada en los fallos pronunciados en última 
instancia o en instancia única, por los tribunales del orden 
judicial; 

Considerando que al tenor del artículo 200 del Código 
de Procedimiento Criminal, las sentencias pronunciadas en 
*materia correccional son susceptibles de apelación; que la 
apelación es una vía de recurso generalizada en beneficio 
de todas las partes y contra todas las sentencias', con excep-
ción de lo establecido en el artículo 192 del Código de Pro-
cedimiento Criminal; 

Considerando que, por consiguiente, la sentencia dicta-
da por el Juzgado de Paz del Municipio de San Pedro de 
Macorís, en fecha diez y siete de marzo del corriente año 
que condenó al prevenido Reyes Uladislao a la pena de vein-
ticinco pesos de multa, por el porte ilegal de un cuchillo, he-
cho previsto por el artículo 50 de la Ley N9 392, de 1943, 
y sancionado por el artículo 55 de la misma ley con penas 
correccionales, era apelable y no podía, por tanto, ser obje-
to de un recurso de casación; 



Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re_ curso de casación interpuesto por Reyes Uladislao Co ntra 
 sentencia pronunciada en primera instancia por el Juzgado 

de Paz del Municipio de San Pedro de Macorís, en fecha diez 
y siete de marzo del corriente año (1959), cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.-
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Larnar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha 

25 de febrero de 1959. 

Materia: Penal. 

• 	Recurrente: Corporino de los Santos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustiftíto de Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus- 

- tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos 
Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día vein-
tiséis del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y nue-
ve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 
30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por. Corporino 
de los Santos, dominicano, mayor de edad, soltero, domici-
liado y residente en el municipio de Duvergé, cédula 4152, 
serie 20, cuyo sello de renovación no consta en el expediente, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Barahona de 
fecha veinticinco de febrero de mil novecientos cincuenta y 
nueve, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos inter- 

, Puestos por. el prevenido Corporino de los Santos Féliz y la 
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Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el r e, curso de casación interpuesto por Reyes Uladislao contra 
sentencia pronunciada en primera instancia por el Juzgado 
de Paz del Municipio de San Pedro de Macorís, en fecha diez 
y siete de marzo del corriente año (1959), cuyo dispositivo 
se copia en otra parte del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Larnar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama._ 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— 
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de f(Tha 

25 de febrero de 1959. 

Iriateria: Penal. 

Recurrente: Corporino de los Santos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Francisco Elpidio Beras, Pri-
mer Sustitlíto de Presidente; Juan A. Moret, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos 
Manuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ra-
velo de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. 
Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos 
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día vein-
tiséis del mes de agosto de mil novecientos cincuenta y nue-
ve, arios 116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 
30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como 
corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Corporino 
de los Santos, dominicano, mayor de edad, soltero, domici-
liado y residente en el municipio de Duvergé, cédula 4152, 
serie 20, cuyo sello de renovación no consta en el expediente, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de Barahona de 
fecha veinticinco de febrero de mil novecientos cincuenta y 
nueve, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regulares y válidos los recursos inter-
DUestos por el prevenido Corporino de los Santos Féliz y la 
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querellante Petronila Peña Mercedes, contra sentencia pro_ 
nunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Independencia, en fecha 17 de diciembre de 1958, 
por haberlos intentado en tiempo hábil, cuyo dispositivo di. 
ce así: 'FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara, al 
nombrado Corporino de los Santos Féliz, de generales ano-
tadas, culpable del delito de violación a la Ley N° 2402, en 
perjuicio de la menor Carmen Delicia Peña, de dos meses 
de edad, procreada con la señora Petronila Peña Mercedes, 
y en consecuencia, lo condena a sufrir la pena de dos años 
de prisión correccional; SEGUNDO: Asignar y asigna, la 
suma de cinco pesos oro (RD$5.00) la pensión que el preve-
nido Corporino de los Santos Féliz, deberá suministrarle 
todos los meses a partir de la fecha de la querella a la madre 
querellante señora Petronila Peña Mercedes, para las aten-
ciones de la menor procreada por ellos; TERCERO: Ordenar 
y ordena, la ejecución provisional de la sentencia; y CUAR-
TO: Condenar y condena, además, al expresado prevenido 
al pago de las costas'; SEGUNDO: Pronuncia el defecto con-
tra Corporino de los Santos Féliz, por no haber comparecido 
a la audiencia, a pesar de haber sido legalmente citado; TER-
CERO: Confirma en cuanto al aspecto penal la sentencia, y 
la modifica en el sentido de aumentar la pensión de RD$5.00 
a RD$6.00 mensuales; CUARTO: Condena a Corporino de 
los Santos Feliz al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta levantada por el Secretario de la Corte 
a qua, en fecha nueve de junio del corriente año, en la cual 
se transcribe la carta dirigida por el prevenido Corporino de 
los Santos al Magistrado Procurador General de la Corte 
de Apelación de Barahona, el cinco de junio de este año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-. 
berado, y vistos los artículos 1, 33 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación; • 

BOLETÍN JUDICIAL 	 1677 

Considerando que al tenor del artículo 33 de la Ley so-

bre Procedimiento de Casación, la formalidad necesaria para 
intentar el recurso de casación en materia penal, consiste en 
la declaración verbal del recurso, que debe hacer el interesa-
do o su representante, en la secretaría del tribunal que pro-
nunció la sentencia; que dicha formalidad es sustancial y no 
puede ser reemplaza.da por ninguna otra equivalente; que, 
por tanto, el recurso interpuesto por carta dirigida al repre-
sentante del ministerio público ante el tribun

n
al que dictó la 

sentencia impugnada, es irregular e inoperate, y no puede 
producir efecto, salvo la hipótesis en que un caso de fuerza 
mayor impida el cumplimiento del antes mencionado texto 

legal; Considerando que en el presente caso el recurso de ca- 
sación ha sido interpuesto por medio de una carta dirigida 
por el prevenido al Procurador General de la Corte de Ape-
lación de Barahona, fechada en Duvergé el cinco de junio 
del corriente año, sin que el recurrente haya establecido el 
hecho que le impidiera proceder regularmente; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re- 

curso de casación interpuesto por Corporino de los Santos, 
contra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de 
Barahona, en fecha veinticinco de febrero de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido transcrito en 
parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al 

recurrente al pago de las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

.-diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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querellante Petronila Peña Mercedes, contra sentencia pr
o 

 nunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Independencia, en fecha 17 de diciembre de 1958 
por haberlos intentado en tiempo hábil, cuyo dispositivo di: 
ce así: 'FALLA: PRIMERO: Que debe declarar y declara, al 
nombrado Corporino de los Santos Féliz, de generales a no_ 
tadas, culpable del delito de violación a la Ley NQ 2402, en 

 perjuicio de la menor Carmen Delicia Peña, de dos meses 
de edad, procreada con la señora Petronila Peña Mercedes, 
y en consecuencia, lo condena a sufrir la pena de dos años 
de prisión correccional; SEGUNDO: Asignar y asigna, la 
suma de cinco pesos oro (RD$5.00) la pensión que el preve-
nido Corporino de los Santos Féliz, deberá suministrarle 
todos los meses a partir de la fecha de la querella a la madre 
querellante señora Petronila Peña Mercedes, para las aten-
ciones de la menor procreada por ellos; TERCERO: Ordenar 
y ordena, la ejecución provisional de la sentencia; y CUAR-
TO: Condenar y condena, además, al expresado prevenido 
al pago de las costas'; SEGUNDO: Pronuncia el defecto con-
tra Corporino de los Santos Féliz, por no haber comparecido 
a la audiencia, a pesar de haber sido legalmente citado; TER-
CERO: Confirma en cuanto al aspecto penal la sentencia, y 
la modifica en el sentido de aumentar la pensión de RD$5.00 
a RD$6.00 mensuales; CUARTO: Condena a Corporino de 
los Santos Féliz al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta levantada por el Secretario de la Corte 
a qua, en fecha nueve de junio del corriente año, en la cual 
se transcribe la carta dirigida por el prevenido Corporino de 
los Santos al Magistrado Procurador General de la Corte 
de Apelación de Barahona, el cinco de junio de este año; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 33 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;  

• 
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Considerando que al tenor del artículo 33 de la Ley so-

bre  Procedimiento de Casación, la formalidad necesaria para 
intentar el recurso de casación en materia penal, consiste en 
la declaración verbal del recurso, que debe hacer el interesa-
do o su representante, en la secretaría del tribunal que pro-
nunció la sentencia; que dicha formalidad es sustancial y no 
puede ser reemplazada por ninguna otra equivalente; que, 
por tanto, el recurso interpuesto por carta dirigida al repre-
sentante del ministerio público ante el tribunal que dictó la 
sentencia impugnada, es irregular e inoperante, y no puede 
producir efecto, salvo la hipótesis en que un caso de fuerza 
mayor impida el cumplimiento del antes mencionado texto 

legal; 
Considerando que en el presente caso el recurso de ca- 

sación ha sido interpuesto por medio de una carta dirigida 
por el prevenido al Procurador General de la Corte de Ape-
lación de Barahona, fechada en Duvergé el cinco de junio 
del corriente año, sin que el recurrente haya establecido el 
hecho que le impidiera proceder regularmente; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-

curso de casación interpuesto por Corporino de los Santos, 
contra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de 
Barahona, en fecha veinticinco de febrero de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo ha sido transcrito en 
parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena al 

recurrente al pago de las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Feo. Elpidio Beras.— 

Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamar-
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama..— 
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

'.•diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Bahorueo, de fecha 12 de mayo de 1959. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: Alejandro Lebrón y Alberto Matos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana,. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
H. Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani, licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiséis del 
mes de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los nom-
brados Alejandro Lebrón, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, agricultor, cédula 49, serie 76, sello 191929, y Alberto 
Matos, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, cé-
dula 827, serie 22, sello 3567098, ambos del domicilio y resi-
dencia de Guanarate, sección de Cabeza de Toro, del Munici-
pio de Tamayo, Provincia Bahoruco, contra sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Bahoruco, en fecha doce de 
mayo del año de mil novecientos cincuentinueve, y cuyo dis-positivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaría del Tribunal a quo en la misma fecha del pronun-
ciamiento de la sentencia, a requerimiento de los prevenidos 

y 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca- 

sación; La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe- 
rado y vistos los artículos 9-bis y 14 de la Ley N 9  1688 del 
año de 1948, modificada por la Ley NI> 1746 del mismo año; 

y, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

41111
. Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha once del mes de marzo del año de mil novecientos 
cincuentinueve, por actuaciones de la Policía Nacional, fue-
ron puestos a disposición de la justicia en el Municipio de Ta-
mayo, los nombrados Alberto Matos, Alcalde Pedáneo de la 
sección de Cabeza de Toro, de dicha jurisdicción, y Alejandro 
Lebrón, prevenidos de haber, el último, cortado una cierta 
cantidad de palmeras reales sin tener permiso de la Secre-
taría de Agricultura, y el segundo de haberlo autorizado; 
hecho ocurrido en enero del presente año; b) que apoderado 
del caso el Juzgado de Paz del municipio de Tamayo, dictó 
en fecha doce de marzo del año de mil novecientos cincuen-
tinueve. una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe condenar y al efecto condena, a los 
nombrados Alberto Matos y Alejandro Lebrón, de las ge-
nerales expresadas, a sufrir un mes de prisión correccional 
y al pago de una multa de veinticinco pesos oro (RD$25 00) 
cada uno, aplicando al caso la regla jurídica del no cúmulo 
de nenas, por los delitos que se les imputan de autorizar el 
primero en su calidad de Alcalde Pedáneo, el corte de árbo-
les maderables (24 palmas reales) en el manantial denomi-
nado "La Bija", situado en el paraje Guanarate, sección 
Cabeza de Toro, de esta jurisdicción, y el último como autor 

1 
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SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Bahoruco, de fecha 12 de mayo de 1959. 

Materia: Correccional. 

Recurrentes: 
Alejandro Lebrón y Alberto Matos. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Herrera Billini, Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sus-
tituto de Presidente; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo 
de la Fuente, Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón 
Ruiz Tejada, Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Ber-
gés Chupani, licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del 
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, 
en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiséis del 
mes de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 
Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por los nom-
brados Alejandro Lebrón, dominicano, mayor de edad, sol-
tero, agricultor, cédula 49, serie 76, sello 191929, y Alberto 
Matos, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, cé-
dula 827, serie 22, sello 3567098, ambos del domicilio y resi-
dencia de Guanarate, sección de Cabeza de Toro, del Munici-
pio de Tamayo, Provincia Bahoruco, contra sentencia dicta-
da en atribuciones correccionales por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Bahoruco, en fecha doce de 
mayo del año de mil novecientos cincuentinueve, y cuyo dis-
positivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaría del Tribunal a quo en la misma fecha del pronun-
ciamiento de la sentencia, a requerimiento de los prevenidos 

Y 
en la cual no se invoca ningún medio determinado de ca-

sación; La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 9-bis y 14 de la Ley NQ 1688 del 
año de 1948, modificada por la Ley N° 1746 del mismo año; 
y y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha once del mes de marzo del año de mil novecientos 
cincuentinueve, por actuaciones de la Policía Nacional, fue-
ron puestos a disposición de la justicia en el Municipio de Ta-
mayo, los nombrados Alberto Matos, Alcalde Pedáneo de la 
sección de Cabeza de Toro, de dicha jurisdicción, y Alejandro 
Lebrón, prevenidos de haber, el último, cortado una cierta 
cantidad de palmeras reales sin tener permiso de la Secre-
taría de Agricultura, y el segundo de haberlo autorizado; 
hecho ocurrido en enero del presente año; b) que apoderado 
del caso el Juzgado de Paz del municipio de Tamayo, dictó 
en fecha doce de marzo del año de mil novecientos cincuen-
tinueve. una sentencia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: 
PRIMERO: Que debe condenar y al efecto condena, a los 
nombrados Alberto Matos y Alejandro Lebrón, de las ge-
nerales expresadas, a sufrir un mes de prisión correccional 
y al pago de una multa de veinticinco pesos oro (RD$25 00) 
cada uno, aplicando al caso la regla jurídica del no cúmulo 
de penas, por los delitos que se les imputan de autorizar el 
primero en su calidad de Alcalde Pedáneo, el corte de árbo-
les maderables (24 palmas reales) en el manantial denomi-
nado "La Bija", situado en el Paraje Guanarate, sección 
Cabeza de Toro, de esta jurisdicción, y el último como autor 
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material del hecho sin estar provisto del permiso legal requ 
rido por la Ley de la materia;— SEGUNDO: Ordenar y or 

 dena, que la multa sea compensable con prisión en caso 
insolvencia, a razón de un día por cada peso dejado de p a 

 gar; TERCERO: Que debe condenar y condena, a Alberto 
 Matos y Alejandro Lebrón, al pago de las costas"; 

Considerando que sobre apelación de los prevenidos, 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ballo-
ruco, dictó en fecha doce de mayo del año en curso, la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente : 

 "FALLA: Que debe PRIMERO: Declarar y declara, bueno 
y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 12 del mes de marzo del año en curso 1959, 
por los nombrados Alberto Matos y Alejandro Lebrón, de 
generales anotadas, por haberlo hecho en tiempo hábil y 
mediante el cumplimiento de los demás requisitos legales, • 
contra sentencia de fecha 12 del indicado mes de marzo, del 
año en curso, dictada por el Juzgado de Paz del Municipio 
de Tamayo, que los condenó a sufrir la pena de un mes de 
prisión correccional, al pago de una multa de RD$25.00, ca-
da uno, compensable en caso de insolvencia a razón de un 
día de prisión por cada peso dejado de pagar por el delito 
de violación a la Ley N° 1688, al autorizar el primero el corte 
de 24 palmas reales en el manantial "La Bija" situado en el ' 
paraje Guanarate, en su calidad de Alcalde Pedáneo, y el 
último como autor material de este hecho, sin haberse pro-
visto del permiso correspondiente; SEGUNDO: Confirmar y 
confirma, en todas sus partes la sentencia recurrida; y TER- ' 
CERO: Condenar y condena, a los recurrentes Alberto Ma-
tos y Alejandro Lebrón, además, al pago de las costas del 
recurso"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmerfte administrados en la instrucción de la cau-
sa, que Alberto Matos autorizó a Alejandro Lebrón, "en su 
condición de Alcalde Pedáneo de la Sección de Cabeza de 

Toro, 
 

fiel Municipio de Tamayo . . . a cortar 24 troncos de 
palmras . . . en el paraje de Guanarate de aquella Sección, 

en terrenos propiedad del Estado.., sin encaminar la debida 

solicitud y obtener de la Secretaría de Estado de Agricultura' 

el permisoque autoriza a realizar la corta de dichos árboles"; 
Considerando que en los hechos así comprobados y ad-

mitidos por el Tribunal a quo, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de cortar árboles madera-
bles sin estar provisto del permiso correspondiente, puesto 
a cargo del prevenido Alejandro Lebrón, y el delito de haber 
concedido autorización para cortar árboles maderables sin 
calidad para ello, puesto a cargo de Alberto Matos, previstos 
por los artículos 9-bis y 14 de la Ley sobre Conservación Fo-

restal y Arboles Frutales, N° 1688, y sancionado por el últi-
mo artículo con la pena de veinticinco a doscientos pesos oro 
de multa, y prisión de uno a seis meses; que en consecuencia 
al declarar a dichos prevenidos culpables de haber cometido, 
respectivamente, dichos delitos, el Juzgado a quo atribuyó 
a los hechos de la prevención la calificación legal que le co-
rresponde según su naturaleza, y al condenar a cada uno a 
las penas de un mes de prisión correccional y a veinticinco 
pesos oro de multa, les impuso una sanción que está ajustada 
a la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Alberto Matos y Alejandro Lebrón, 
contra sentencia dictada en atribuciones t orreccionales y en 
grado de apelación, en fecha doce de mayo del año de mil 
novecientos cincuenta y nueve, por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Bahoruco, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente .fallo; y Segando: Condena 
a dichos recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño «Cohen.— Carlos Manuel Lamarche H.— F. E. Ra- 
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material del hecho sin estar provisto del permiso legal r ecate. 
 rido por la Ley de la materia;— SEGUNDO: Ordenar y or.. 

dena, que la multa sea compensable con prisión en caso d e 
 insolvencia, a razón de un día por cada peso dejado de pa-

gar; TERCERO: Que debe condenar y condena, a Albert o 
 Matos y Alejandro Lebrón, al pago de las costas"; ° 

Considerando que sobre apelación de los prevenidos, el-
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Baho-
ruco, dictó en fecha doce de mayo del año en curso, la sen-
tencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: 
"FALLA: Que debe PRIMERO: Declarar y declara, bueno 
y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación inter-
puesto en fecha 12 del mes de marzo del año en curso 1959, 
por los nombrados Alberto Matos y Alejandro Lebrón, de 
generales anotadas, por haberlo hecho en tiempo hábil y 
mediante el cumplimiento de los demás requisitos legales, 
contra sentencia de fecha 12 del indicado mes de marzo, del 
año en curso, dictada por el Juzgado de Paz del Municipio 
de Tamayo, que los condenó a sufrir la pena de un mes de 
prisión correccional, al pago de una multa de RD$25.00, ca-
da uno, compensable en caso de insolvencia a razón de un 
día de prisión por cada peso dejado de pagar por el delito 
de violación a la Ley N 9  1688, al autorizar el primero el corte 
de 24 palmas reales en el manantial "La Bija" situado en el 
paraje Guanarate, en su calidad de Alcalde Pedáneo, y el 
último como autor material de este hecho, sin haberse pro-
visto del permiso correspondiente; SEGUNDO: Confirmar y 
confirma, en todas sus partes la sentencia recurrida; y TER-
CERO: Condenar y condena, a los recurrentes Alberto Ma-
tos y Alejandro Lebrón, además, al pago de las costas del 
recurso"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmerfte administrados en la instrucción de la cau-
sa, que Alberto Matos autorizó a Alejandro Lebrón, "en su 
condición de Alcalde Pedáneo de la Sección de Cabeza de 

Toro, gel Municipio de Tamayo... a cortar 24 troncos de 
palmeras... en el paraje de Guanarate de aquella Sección, 

en terrenos propiedad del Estado.., sin encaminar la debida 
solicitud y obtener de la Secretaría de Estado de Agricultura' 
el perrnis° que autoriza a realizar la corta de dichos árboles"; 

Considerando que en los hechos así comprobados y ad- 
mitidos por el Tribunal a quo, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos del delito de cortar árboles madera- 
bles sin estar provisto del permiso correspondiente, Puesto 
a cargo del prevenido Alejandro Lebrón, y el delito de haber 
concedido autorización para cortar árboles maderables sin 
calidad para ello, puesto a cargo de Alberto Matos, previstos 
por los artículos 9-bis y 14 de la Ley sobre Conservación Fo- 
restal y Arboles Frutales, N° 1688, y sancionado por el últi-

, mo artículo con la pena de veinticinco a doscientos pesos oro 
dé multa, y prisión de uno a seis meses; que en consecuencia 
al declarar a dichos prevenidos culpables de haber cometido, 
respectivamente, dichos delitos, el Juzgado a quo atribuyó 
a los hechos de la prevención la calificación legal que le co-
rresponde según su naturaleza, y al condenar a cada uno a 
las penas de un mes de prisión correccional y a veinticinco 
pesos oro de multa, les impuso una sanción que está ajustada 
a la Ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Alberto Matog y Alejandro Lebrón, 
contra sentencia dictada en atribuciones Correccionales y en 
grado de apelación, en fecha doce de mayo 'del año de mil 
novecientos cincuenta y nueve, por el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de Bahoruco, cuyo dispositivo 
se copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 

a dichos recurrentes al pago de las costas. 
(Firmados) H. Herrera Billini.— Juan A. Morel.— Luis 

Logroño Cohén.— Carlos Manuel Lamarche H.— F. E. Ra- 
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velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramó n 
 Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel I), 

Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curi el 
 'hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo s 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 26 DE AGOSTO DE 1959 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-

rísdpeufecha 22 de mayo de 1959. 
 

Materia: Penal. 

Recurrente: Félix Paíno Goico y Goico. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, docto-
res Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex A. García de 
Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sán-
chez L., asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacio-
nal, hoy día veintiséis del mes de agosto de mil novecientos 
cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la 
Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix Paíno 
Goico y Goico, dominicano, mayor de edad, soltero, estudian-
te, del domicilio y residencia de El Seibo, cédula 14244, serie 
25, sello 1473197, contra sentencia dictada por la Corte de 
Apelación de San Pedro de Macorís, en atribuciones co-
Treccionales en fecha veintidós de mayo del año de mil nove-
cientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más 
adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la  
secretaría de la Corte a qua, en fecha veintidós de ma yo 

 de mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento de  
la parte recurrente, y en la cual no se expresa ningún medio 

- determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 209, 211, 224 y 463, apartado 69, 
del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha once de abril del año de mil novecientos cincuenta 
y nueve, por actuaciones del destacamento de la Policía 
Nacional en El Seibo, los nombrados Porfirio Milto Cons-
tanzo Martínez, Héctor Vicente Peguero José y Félix Paíno 
Goico y Goico, fueron sometidos a la acción de la justicia 
por los delitos de ultrajes, rebelión y vías de hecho contra 
los agentes de la Policía Nacional Jesús María Fernández 
García y Angel Garabito Peña; b) que apoderado del caso 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El 
Seibo, dictó en fecha veintidós de abril del año mil nove-
cientos cincuenta y nueve una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe pronunciar co-
mo al efecto pronuncia el defecto contra el nombrado Por-
firio Milton Constanzo Martínez, por no haber comparecido 
a la audiencia no obstante haber sido legalmente citado; SE 
GUNDO: Que debe variar como al efecto varía la califica-
ción dada a los hechos de ultraje, rebelión y golpes y heri-
das, por la de ultraje y rebelión con violencias y vías de he-
cho por tres personas; TERCERO: Que debe declarar como 
al efecto declara culpable a los nombrados Porfirio Milton 
Constanzo Martínez, Félix Paíno Goico y Goico y Héctor 
Vicente Peguero José, del delito de rebelión con violencias_ 
y vías de hecho y-ultraje con gestos y palabras en perjuicio 
del Raso de la Policía Nacional Jesús María Fernández Gar-
cía; CUARTO: Que debe condenar como al efecto condena  

a los nombrados Porfirio Milton Constanzo Martínez, Félix 
paíno Goico y Goico y Héctor Vicente Peguero José a sufrir 
tres meses de prisión correccional acogiendo en su favor el 

, beneficio del no cúmulo de penas; QUINTO: Que debe decli-
nar como al efecto declina por ante el Juzgado de Paz del 
municipio de El Seibo, en cuanto al delito de hacerse servir 
comidas y bebidas sin tener dinero en la casa de la señora 

I Engracia Mercedes, por ser de aquella jurisdicción y a soli-
citud de los prevenidos; Reservando las costas en este aspec-
to; SEXTO: Que debe condenar como al efecto condena a di-
chos prevenidos al pago de las costas"; 

Considerando que contra esta decisión recurrieron en 
apelación los prevenidos, y la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís dictó en fecha veintidós de mayo del año 
en curso la sentencia ahora impugnada, cuyó dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite, en cuanto a la for-
ma, los recursos de apelación interpuestos, respectivamente, 
por los inculpados Héctor Vicente Peguero José, Félix Paí-
no Goico y Goico y Porfirio Milton Constanzo Martínez; 
SEGUNDO: Modifica, en cuanto a la pena impuesta, la sen-
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de El Seibo, de fecha veintidós (22) de abril 
del año en curso, 1959, que pronunció el defecto contra el 
inculpado Porfirio Milton Constanzo Martínez, por no haber 
comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citado, y contradictoriamente contra los inculpados 
Héctor Vicente Peguero José y Félix Paíno Goico y Goico, 
y los condenó a sufrir la pena de tres (3) meses de prisión 
correccional, acogiendo en su favor el principio del no cúmu-
lo de penas, por el delito de rebelión con videncias y vías de 
hecho y de ultraje con gestos y palabras, en perjuicio del 
Raso P.N. señor Jesús María Fernández García y declinó 
ante el Juzgado de Paz del Municipio de El Seibo, en cuanto 
al delito de hacerse servir comidas y bebidas sin tener dine-
ro en la casa de la señora Engracia. Mercedes; en el sentido 
de condenar a dichos inculpados Héctor Vicente Peguero 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en l a 
 secretaría de la Corte a qua, en fecha veintidós de mayo 

de mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento d e 
 la parte recurrente, y en la cual no se expresa ningún medio 

- determinado de casación; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-

berado, y vistos los artículos 209, 211, 224 y 463, apartado 6. , 
del Código Penal, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha once de abril del año de mil novecientos cincuenta 
y nueve, por actuaciones del destacamento de la Policía 
Nacional en El Seibo, los nombrados Porfirio Multo Cons-
tanzo Martínez, Héctor Vicente Peguero José y Félix Paíno 
Goico y Goico, fueron sometidos a la acción de la justicia 
por los delitos de ultrajes, rebelión y vías de hecho contra 
los agentes de la Policía Nacional Jesús María Fernández 
García y Angel Garabito Peña; b) que apoderado del caso 
el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de El 
Seibo, dictó en fecha veintidós de abril del año mil nove-
cientos cincuenta y nueve una sentencia con el siguiente 
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe pronunciar co-
mo al efecto pronuncia el defecto contra el nombrado Por-
firio Milton Constanzo Martínez, por no haber comparecido 
a la audiencia no obstante haber sido legalmente citado; SE 
GUNDO: Que debe variar como al efecto varía la califica-
ción dada a los hechos de ultraje, rebelión y golpes y Neri- 

- das, por la de ultraje y rebelión con violencias y vías de he- 
cho 

 
 por tres personas; TERCERO: Que debe declarar como 

al efecto declara culpable a los nombrados Porfirio Milton 
Constanzo Martínez, Félix Paíno Goico y Goico y Héctor 
Vicente Peguero José, del delito de rebelión con violencias .. 

 y vías de hecho y-ultraje con gestos y palabras en perjuicio 
del Raso de la Policía Nacional Jesús María Fernández Gar-
cía; CUARTO: Que debe condenar como al efecto condena 

-
Ajos nombrados Porfirio Milton Constanzo Martínez, Félix 
amo Goico y Goico y Héctor Vicente Peguero José a sufrir 

` s meses de prisión correccional acogiendo en su favor el 
neficio del no cúmulo de penas; QUINTO: Que debe decli- 

Alar como al efecto declina por ante el Juzgado de Paz del 
,'- municipio de El Seibo, en cuanto al delito de hacerse servir 

comidas y bebidas sin tener dinero en la casa de la señora 
Engracia Mercedes, por ser de aquella jurisdicción y a soli- 

• citud de los prevenidos; Reservando las costas en este aspec- 
to; SEXTO: Que debe condenar como al efecto condena a di-
chos prevenidos al pago de las costas"; 

Considerando que contra esta decisión recurrieron en 
ge apelación los prevenidos, y la Corte de Apelación de San 

Pedro de Macorís dictó en fecha veintidós de mayo del año 
en curso la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Admite, en cuanto a la for- 
ma, los recursos de apelación interpuestos, respectivamente, 
por los inculpados Héctor Vicente Peguero José, Félix Paí- 
no Goico y Goico y Porfirio Milton Constanzo Martínez; 
SEGUNDO: Modifica, en cuanto a la pena impuesta, la sen- 
tencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia del Dis- 
trito Judicial de El Seibo, de fecha veintidós (22) de abril 
del año en curso, 1959, que pronunció el defecto contra el 
inculpado Porfirio Milton Constanzo Martínez, por no haber 

, comparecido a la audiencia, no obstante haber sido legal-
mente citado, y contradictoriamente contra los inculpados 
Héctor Vicente Peguero José y Félix Paíno Goico y Goico, 

• y los condenó a sufrir la pena de tres (3) meses de prisión 
correccional, acogiendo en su favor el principio del no cúmu-
lo de penas, por el delito de rebelión con videncias y vías de 
hecho y de ultraje con gestos y palabras, en perjuicio del 
Raso P.N. señor Jesús María Fernández García y declinó 
ante el Juzgado de Paz del Municipio de El .  Seibo, en cuanto 
al delito de hacerse servir comidas y bebidas sin tener dine-
ro en la casa de la señora Engracia Mercedes; en el sentido 
de condenar a dichos inculpados Héctor Vicente Peguero 
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José; Félix Paíno Goicp y Goico y Porfirio Milton Constanzo 
Martínez, por los delitos indicados, a sufrir cada uno la pe. 
na de un mes de prisión correccional, acogiendo en su favor 
el beneficio de circunstancias atenuantes; TERCERO: Con-
dena a dichos inculpados al pago solidario de las cosfas"• 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, que en la ma-
drugada del once de abril de mil novecientos cincuenta y 
nueve, el prevenido Félix Paíno Goico y Goico, así como sus 
compañeros Porfirio Milton Constanzo Martínez y Héctor 
Vicente Peguero José, fueron conducidos al cuartel de la 
Policía Nacional en El Seibo, por haberse hecho servir ali-
mentos sin tener con qué pagarlos, en perjuicio de María En-
gracia de la Cruz Mercedes, y por escandalizar en las calles 
estando embriagados; que cuando el agente Angel Peña Ga-
rabito ordenó al también agente Jesús María Fernández Gar-
cía, que condujera a los prevenidos a la cárcel preventiva, 
ya en éste lugar, dichos prevenidos empujaron a dicho agen-
te hacia una pared contra la cual lo oprimieron violenta-
mente, habiéndole dado el prevenido Félix Paíno Goico y 
Goico un golpe por la espalda, recibiendo además otros gol-
pes en un codo y el tórax, curables antes de diez días según 
certificación médica que fué expedida; que igualmente, los 
prevenidos ultrajaron a los agentes de policía actuantes di-
ciéndoles qué ellos eran "unos abusadores, desgraciados y 
ladrones"; 

Considerando que en los hechos así establecidos sobe-
ranamente por la Corte a qua, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos de los delitos de rebelión y ultrajes, 
previstos por los artículos 209, 211 y 224 del Código Penal, 
respectivamente, y sancionados con prisión correccional de 
seis meses a dos años, y multa de diez a cien pesos; que, en 
consecuencia, al declarar al prevenido recurrente culpable 
de dichos delitos, el Tribunal a quo atribuyó a los hechos de 
la prevención la calificación legal que les corresponde según  

su naturaleza, y al condenarlo a la pena de prisión correc-
cional que es la correspondiente al delito más grave (un 
mes), acogiendo en su favor el beneficio de circunstancias 
atenuantes, le impuso una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Félix Paíno Goico y Goico, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís, en atribuciones correccionales, en fecha veinti-
dós de mayo del año de mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y 

411 

 
Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 
Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Gua-
rionex A. García de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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José-, Félix Paíno Goico y Goico y Porfirio Milton Constanzo 
Martínez, por los delitos indicados, a sufrir cada uno la pe. 
na de un mes de prisión correccional, acogiendo en su favor 
el beneficio de circunstancias atenuantes; TERCERO: Con. 
dena a dichos inculpados al pago solidario de las cosías". 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido 
mediante los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, que en la ma-
drugada del once de abril de mil novecientos cincuenta y 
nueve, el prevenido Félix Paíno Goico y Goico, así como sus 
compañeros Porfirio Milton Constanzo Martínez y Héctor 
Vicente Peguero José, fueron conducidos al cuartel de la 
Policía Nacional en El Seibo, por haberse hecho servir ali-
mentos sin tener con qué pagarlos, en perjuicio de María En-
gracia de la Cruz Mercedes, y por escandalizar en las calles 
estando embriagados; que cuando el agente Angel Peña Ga-
rabito ordenó al también agente Jesús María Fernández Gar-
cía, que condujera a los prevenidos a la cárcel preventiva, 
ya en éste lugar, dichos prevenidos empujaron a dicho agen-
te hacia una pared contra la cual lo oprimieron violenta-
mente, habiéndole dado el prevenido Félix Paíno Goico y 
Goico un golpe por la espalda, recibiendo además otros gol-
pes en un codo y el tórax, curables antes de diez días según 
certificación médica que fué expedida; que igualmente, los 
prevenidos ultrajaron a los agentes de policía actuantes di-
ciéndoles qué ellos eran "unos abusadores, desgraciados y 
ladrones"; 

Considerando que en los hechos así establecidos sobe-
ranamente por la Corte a qua, se encuentran reunidos los 
elementos constitutivos de los delitos de rebelión y ultrajes, 
previstos por los artículos 209, 211 y 224 del Código Penal, 
respectivamente, y sancionados con prisión correccional de 
seis meses a dos años, y multa de diez a cien pesos; que, en 
consecuencia, al declarar al prevenido recurrente culpable 
de dichos delitos, el Tribunal a quo atribuyó a los hechos de 
la prevención la calificación legal que les corresponde según 
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su naturaleza, y al condenarlo a la pena de prisión correc- 
cional que es la correspondiente al delito más grave (un 
mes), acogiendo en su favor el beneficio de circunstancias 
atenuantes, le impuso una sanción que está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 
sación interpuesto por Félix Paíno Goico y Goico, contra 
sentencia dictada por la Corte de Apelación de San Pedro 
de Macorís, en atribuciones correccionales, en fecha veinti- 
dós de mayo del año de mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo, y 
Segundo: Condena a dicho recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 
Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. 
Ravelo de la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Gua- 
rionex A. García de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— 
Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge- 
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Trujillo Valdez, de fecha 21 de abril de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Nereyda Mancebo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados Juan 
A. Morel, Segundo Sustituto en funciones de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guario-
nex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licen-
ciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de agosto de 
mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Indepen-
dencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación inerpuesto por Nereyda 
Mancebo, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehace-
res domésticos, domiciliada y residente en San José de Ocoa, 
sin cédula, contra sentencia del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, dictada en sus 
atribuciones correccionales, en fecha veintiuno de abril del 
mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la secretaría del 

Tribunal a quo, a requerimiento de la prevenida, Nereyda 
Mancebo, en fecha veintiuno de abril del mil novecientos cin-
cuenta y nueve en la cual no se invoca ningún medio deter- 
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber delibe-

rado, y vistos los artículos 311, reformado, del Código Penal 

y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha diecinueve de marzo de mil novecientos cincuenta 
y nueve, fueron sometidos a la acción de la justicia por la 
Policía Nacional, Elena de Jesús Fernández, Nereyda Man-
cebo y Emilio A. Henríquez, por el hecho de haberse inferi-
do varias heridas recíprocamente en una riña que sostuvie-
ron en el Barrio de Güachupita de la ciudad de San José 
de Ocoa, a las 3.30 de la mañana del día antes señalado; b) 
que apoderado del caso, el Juzgado de Paz del Municipio de 
San José de Ocoa dictó sentencia en fecha veinte de marzo 
del mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo figu-
ra inserto en el de la sentencia impugnada; c) que sobre la 
apelación de la prevenida Nereyda Mancebo, el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, 
dictó en fecha veintiuno de abril de mil novecientos cincuen-
ta y nueve, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, como al 
efecto declaramos, bueno y válido, en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por la nombrada Nereyda 
Mancebo, de generales anotadas, contra sentencia dictada 
por el Juzgado de Paz del municipio de San José de Ocoa, 
Provincia Trujillo Valdez, de fecha 20 de marzo del 1959, 
que la condenó a sufrir la pena de treinta (30) días de pri-
sión correccional, al pago de una multa de veinticinco pesos 
oro (RD$25.00) *y al pago de las costas, por el delito de 
heridas en perjuicio de la nombrada Elena de Jesús Fernán-
dez; SEGUNDO: Que debe modificar, como al efecto moctifi- 
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Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de Trujillo Valdez, de fecha 21 de abril de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Nereyda Mancebo. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados Juan 
A. Morel, Segundo Sustituto en funciones de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guario-
nex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licen-
ciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de agosto de 
mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Indepen-
dencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación inerpuesto por Nereyda 
Mancebo, dominicana, mayor de edad, soltera, de quehace-
res domésticos, domiciliada y residente en San José de Ocoa, 
sin cédula, contra sentencia del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, dictada en sus 
atribuciones correccionales, en fecha veintiuno de abril del 
mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen ‘del Magistrado Procurador General 

de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la secretaría del 

Tribunal a quo, a requerimiento de la prevenida, Nereyda 
Mancebo, en fecha veintiuno de abril del mil novecientos cin-

cuenta y nueve en la cual no se invoca ningún medio deter- 
minado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia después de haber delibe-

rado, y vistos los artículos 311, reformado, del Código Penal 

y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha diecinueve de marzo de mil novecientos cincuenta 
y nueve, fueron sometidos a la acción de la justicia por la 
Policía Nacional, Elena de Jesús Fernández, Nereyda Man-
cebo y Emilio A. Henríquez, por el hecho de haberse inferi-
do varias heridas recíprocamente en una riña que sostuvie-
ron en el Barrio de Gúachupita de la ciudad de San José 
de Ocoa, a las 3.30 de la mañana del día antes señalado; b) 
que apoderado del caso, el Juzgado de Paz del Municipio de 
San José de Ocoa dictó sentencia en fecha veinte de marzo 
del mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo figu-
ra inserto en el de la sentencia impugnada; e) que sobre la 
apelación de la prevenida Nereyda Mancebo, el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, 
dictó en fecha veintiuno de abril de mil novecientos cincuen-
ta y nueve, la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo 
dice así: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar, como al 
efecto declaramos, bueno y válido, en cuanto a la forma, el 
recurso de apelación interpuesto por la nombrada Nereyda 
Mancebo, de generales anotadas, contra sentencia dictada 
por el Juzgado de Paz del municipio de San José de Ocoa, 
Provincia Trujillo Valdez, de fecha 20 de marzo del 1959, 
que la condenó a sufrir la pena de treinta (30) días de pri-
sión correccional, al pago de una multa de veinticinco pesos 
oro (RD$25.00) al pago de las costas, por el delito de 
heridas en perjuicio de la nombrada Elena de Jesús Fernán-
dez; SEGUNDO: Que debe modificar, como al efecto modifl- 
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tamos, en cuanto a la pena dicha sentencia, y se condena a 
 la nombrada Nereyda Mancebo, por heridas en perjuicio de 

Elena de Jesús Fernández, a sufrir la pena de quince (15) 
días de prisión correccional que deberá cumplir en la Cárc el 
Pública de esta ciudad y al pago de una multa de veinticinc o 

 pesos oro (RD$25.00); TERCERO: Condenar, como al efec-
to la condenamos, al pago de las costas"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la cau-
sa, lo siguiente: Que de las declaraciones hechas en el Juz-
gado de Paz por los testigos Ana Rosa Florencio y Livina 
Fernández, se desprende que la nombrada Nereyda Mance-
bo hirió voluntariamente con un vidrio a Elena de Jesús 
Fernández; que de acuerdo con el certificado médico legal 
depositado en el expediente, las heridas que presenta la agra-
viada son curables ante de los diez días; 

Considerando que en los hechos así establecidos por el 
Tribunal a quo se encuentra caracterizado el delito de heri-
das, previsto por el artículo 311, reformado, del Código Pe-
nal y castigado por el mismo texto legal, con pena de seis 
a sesenta días de prisión y multa de cinco a sesenta pesos o 
una de estas dos penas solamente; que, en consecuencia, el 
Tribunal a quo atribuyó a los hechos la calificación legal 
que le corresponde según su propia naturaleza, y al conde-
nar a la prevenida, después de declararla culpable del men-
cionado delito, a la pena de quince días de prisión correc-
cional y al pago de una multa de veinticinco pesos oro hizo 
una correcta aplicación de los citados textos legales; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne a la 
recurrente vicio alguno que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Nereyda Mancebo,*contra. la senten-
cia dictada en fecha veintiuno de abril de mil novecientos 
cincuenta y nueve, por el Juzgado de Primera Instancia del 

Distrito Judicial de Trujillo Valdez, cuyo dispositivo se co-
pia en parte anterior del presente 'fallo; y Segundo: Condena 

la- recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohen.— 
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.-- Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guario-

nex A. García de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ba-

rón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en -él expresados y fué 

firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
rtifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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camos, en cuanto a la pena dicha sentencia, y/ se -condena 
a la nombrada Nereyda Mancebo, por heridas en perjuicio de Elena de Jesús Fernández, a sufrir la pena de quince (15) 

días de prisión correccional que deberá cumplir en la Cárcel 
Pública de esta ciudad y al pago de una multa de veinticinc o 

 pesoá oro (RD$25.00) ; TERCERO: Condenar, como al efec-
to la condenamos, al pago de las costas"; 

Considerando que el Tribunal a quo dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba que fue-
ron regularmente administrados en la instrucción de la cau-
sa, lo siguiente: Que de las declaraciones hechas en el Juz-
gado de Paz por los testigos Ana Rosa Florencio y Livina 
Fernández, se desprende que la nombrada Nereyda Mance-
bo hirió voluntariamente con un vidrio a Elena de Jesús 
Fernández; que de acuerdo con el certificado médico legal 
depositado en el expediente, las heridas que presenta la agra-
viada son curables ante de los diez días; 

Considerando que en los hechos así establecidos por el 
Tribunal a quo se encuentra caracterizado el delito de heri-
das, previsto por el artículo 311, reformado, del Código Pe-
nal y castigado por el mismo texto legal, con pena de seis 
a sesenta días de prisión y multa de cinco a sesenta pesos o 
una de estas dos penas solamente; que, en consecuencia, el 
Tribunal a quo atribuyó a los hechos la calificación legal 
que le corresponde según su propia naturaleza, y al conde-
nar a la prevenida, después de declararla culpable del men-
cionado delito, a la pena de quince días de prisión correc-
cional y al pago de una multa de veinticinco pesos oro hizo 
una correcta aplicación de los citados textos legales; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos la 
sentencia impugnada no contiene en cuanto concierne a la 
recurrente vicio alguno que justifique su casación; - 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Nereyda Mancebo,*contra. la senten-
cia dictada en fecha veintiuno de abril de mil novecientos 
cincuenta y nueve, por el Juzgado de Primera Instancia del 
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Distrito Judicial de Trujillo Valdez, cuyo dispositivo se co-

pia en parte anterior del presente fallo; y Segundo: Condena 

la- recurrente al pago de las costas. 
(Firmados) Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohen.— 

Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guario. 
nex A. García de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ba-

rón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE AGOSTO DE 19Z)-9 
Sentencia Impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Dist rito 

 Judicial de Benefactor, de fecha 20 de mayo de 1959; 

Materia: Penal. 

Recurrefites: Rafael Augusto Duval y Lic. J. Alfredo Achéco 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_ 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en 'funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden. 
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex A. García de 
Peña y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiocho del 
mes de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 

- Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Augusto Duval, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula 
17624, serie 12, cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente, empleado público, y Lic. J. Alfredo Achécar, do-
minicano, mayor de edad, casado, cédula 30, serie 57, cuyo 
sello de renovación no consta en el expediente, ambos del 
domicilio y residencia de San Juan de la Maguana, Provin-
cia Benefactor, contra sentencia pronunciada en instancia 
única por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju- 

- dicial de Benefactor, en fecha veinte de mayo del presente 

año  mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se 

cop ia  más adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo dentro del plazo legal, a re- 
querimiento de los recurrentes, en la cual no se invoca nin- 
gún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación suscrito por los recu- 
rrentes, en el cual se invoca lo que luego será expuesto; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell- 
lerado y vistos los artículos 10 de la Ley N'' 1951, de 1949, 
modificada por la Ley N9 4712 del 1957; 74, 81 y 96 del Re-
glamento N9  995 de 1955; 55 y 192 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en 'la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha dos de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, 
Siderico B. Méndez Duval, Inspector de Espectáculos Públi-
cos y Radiofonía de San Juan de la Maguana, levantó un 
acta en la que consta que en la Estación Radioemisora "San 
Juan-La Voz de Quisqueya", propiedad del Lic. J. Alfredo 
Achécar, "encontró frente a los micrófonos, haciendo pro-
paganda comercial a Rafael Augusto Duval Díaz, sin estar 
provisto del carnet de locurtor correspondiente", motivo 
por el cual, tanto dicho Méndez Duval, así como el Lic. 
Achécar, fueron sometidos a la acción de la justicia, el pri-
mero, por el hecho antes mencionado y el segundo, "por 
permitir a Duval Díaz, actuar como locutor" en la estación 

- indicada, "sin estar debidamente provisto del carnet de lo-
cutor" mencionado; b) que el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Benefactor, apoderado del hecho, 
pronunció en fecha veinte de mayo del presente año, la sen-
tencia que contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: PRI- 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE AGOSTO DE 19 

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Dist rito 
 Judicial de Benefactor, de fecha 20 de mayo de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Rafael Augusto Duval . y Lic. J. Alfredo Achée, ,  

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana,. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus. 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden. 
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionex A. García de 
Peña y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 
Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiocho del 
mes de agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 
116' de la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la 

- Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de 
casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael 
Augusto Duval, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula 
17624, serie 12, cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente, empleado público, y Lic. J. Alfredo Achécar, do-
minicano, mayor de edad, casado, cédula 30, serie 57, cuyo 
sello de renovación no consta en el expediente, ambos del 
domicilio y residencia de San Juan de la Maguana, Provin-
cia Benefactor, contra sentencia pronunciada en instancia 
única por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Benefactor, en fecha veinte de mayo del presente 
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mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se 
más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo dentro del plazo legal, a re-
querimiento de los recurrentes, en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación; 

Visto el memorial de casación suscrito por los recu-
rrentes, en el cual se invoca lo que luego será expuesto; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 10 de la Ley N° 1951, de 1949, 
modificada por la Ley N° 4712 del 1957; 74, 81 y 96 del Re-
glamento N9 995 de 1955; 55 y 192 del Código de Procedi-
miento Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; 

Considerando que en 'la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha dos de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, 
Siderico B. Méndez Duval, Inspector de Espectáculos Públi-
cos y Radiofonía de San Juan de la Maguana, levantó un 
acta en la que consta que en la Estación Radioemisora "San 
Juan-La Voz de Quisqueya", propiedad del Lic. J. Alfredo 
Achécar, "encontró frente a los micrófonos, haciendo pro-
paganda comercial a Rafael Augusto Duval Díaz, sin estar 
provisto del carnet de locurtor correspondiente", motivo 
por el cual, tanto dicho Méndez Duval, así como el Lic. 
Achécar, fueron sometidos a la acción de la justicia, el pri-
mero, por el hecho antes mencionado y el segundo, "por 
permitir a Duval Díaz, actuar como locutor" en la estación 

- indicada, "sin estar debidamente provisto del carnet de lo-
cutor" mencionado; b) que el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Benefactor, apoderado del hecho, 
pronunció en fecha veinte de mayo del presente año, la sen-
tencia que contiene el dispositivo siguiente: "FALLA: PRI- 
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MERO: Se declaran culpables a los nombrados Rafael .A. n _ 
gusto Duval Díaz y Lic. J. Alfredo Achécar, del delito d e 

 violación á los artículos 74 y 81 del Reglamento N" 995 sobre 
 Espectáculos Públicos y Emisiones Radiofónicas y en con. 

secuencia, se les condena a cada uno, al pago de una multa 
de cincuenta pesos (RD$50.00) y al pago solidario de las 
costas, en último recurso, ya que era competencia del Juz-
gado de Paz y los prevenidos han admitido que se le pase 
la causa en este Tribunal"; 

Considerando que las recurrentes invocan en su memo-
rial de casación "que fueron condenados por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Benefactor... a 

 Cincuenta Pesos de multa cada uno. .." cuando el hecho 
que les fué imputado, según supieron después, "era de la 
competencia del Juzgado de Paz" y que "al leer el acta de 
audiencia . " les fué sorpresivo percatarse de que en dicha 
acta se da constancia de que "les preguntaron si querían 
que la causa les fuese pasada ante dicho Tribunal" cuando 
esa pregunta nunca les fué hecha y por tanto no pudieron 
responder, como afirma en dicha acta que querían "que les 
pasaran la causa aquí (en el tribunal) ya que Ud. dice que 
es competencia del Juzgado de Paz". .. 

Considerando que, en otros términos, lo que los recu-
rrentes afirman es que las reglas del doble grado de juris-
dicción han sido violadas en su peijuicio y además, que en 
el acta de audiencia se ha incurrido en falsedad. . . " pero, 

Considerando que es de principio por aplicación del ar-
tículo 192 del Código de Procedimiento Criminal, que cuan-
do el Tribunal correccional es apoderado de un hecho que 
constituye una contravención de policía o de un delito que es 
excepcionalmente de la competencia del Juzgado de Paz, si 
el ministerio público,' el procesado, o la parte civil constituí-
da no proponen la' declinatoria, el fallo dictado por dicho 
tribunal es en última instancia y por tanto, no es suscep-
tible de apelación; 
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Considerando que, en la especie, tanto del fallo impug-
nado, así como de la propia afirmación de los recurrentes 
cuando expresan en su memorial "que después de pronun-
ciada la sentencia condenatoria "fueron informados" de que 
"el Juzgado de Paz era el competente para conocer del de-
lito"... resulta la evidencia de que ante el tribunal apode-
rado, ni los procesados, ni el ministerio público propusieron 
la excepción de declinatoria, que por tanto, al conocer y fa-
llar el caso como lo hizo, procedió correctamente; 

Considerando que lo precedentemente expuesto, deja 
sin eficacia el agravio relativo a la falsedad, pues no habien-
do sido pedida la declinatoria por ninguna de las partes, la 
mención que se hizo en el acta de audiencia, y que el recu-
rrente censura, era innecesaria, pues el juez no estaba obli-
gado a formular preguntas acerca del caso; que, por tanto, 
los agravios que se examinan carecen de 'fundamento y de 
pertinencia, respectivamente, y por tanto, deben ser des-
estimados; 

Considerando que el Tribunal a quo, sin incurrir en los 
vicios antes señalados dió por establecido, mediante la pon-
deración de los elementos de prueba que fueron regular-
mente administrados en la sustanciación de la causa, entre 
otros hechos, que Rafael Augusto Duval, sin estar debida-
mente autorizado por la Comisión Nacional de Espectácu-
los Públicos y Radiofonía, actuaba...como locutor de la Es-
tación Radiodifusora "San Juan, La Voz de Quisqueya" de 
San Juan de la Maguana, y que el Lic. J. Alfredo Achécar, 
propietario de esa emisora, a sabiendas de esa circunstancia, 
consentía en que Duval ejerciera tales funciones..." que, 
en los hechos así comprobados y admitidos por el Tribunal 
a quo se encuentran caracterizados, en lo que respecta a 
Duval Díaz el delito de haber actuado como locutor de radio, 
sin estar provisto del permiso legal correspondiente, y en 
cuanto al Lic. Achécar el delito de haber consentido, en su 
calidad de propietario de la emisora de radio antes mencio-
nada, que Duval Díaz ejerciera funciones de locutor de la 

al 

ri 
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II 

MERO: Se declaran culpables a los nombrados Rafael A li, 
gusto Duval Díaz y Lic. J. Alfredo Achécar, del delito d e 

 violación á los artículos 74 y 81 del Reglamento N" 995 sobre 
 Espectáculos Públicos y Emisiones Radiofónicas y en Con . 

secuencia, se les condena a cada uno, al pago de una multa 
de cincuenta pesos (RD$50.00) y al pago solidario de las 
costas, en último recurso, ya que era competencia del Juz-
gado de Paz y los prevenidos han admitido que se le pase 
la causa en este Tribunal"; 

Considerando que las recurrentes invocan en su memo-
rial de casación "que fueron condenados por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Benefactor. .. a 
Cincuenta Pesos de multa cada uno. .." cuando el hecho 
que les fué imputado, según supieron después, "era de la 
competencia del Juzgado de Paz" y que "al leer el acta de 
audiencia . .." les fué sorpresivo percatarse de que en dicha 
acta se da constancia de que "les preguntaron si querían 
que la causa les fuese pasada ante dicho Tribunal" cuando 
esa pregunta nunca les fué hecha y por tanto no pudieron 
responder, como afirma en dicha acta que querían "que les 
pasaran la causa aquí (en el tribunal) ya que Ud. dice que 
es competencia del Juzgado de Paz". . . 

Considerando que, en otros términos, lo que los recu-
rrentes afirman es que las reglas del doble grado de juris-
dicción han sido violadas en su per bjuicio y además, que en 
el acta de audiencia se ha incurrido en falsedad . .." pero, 

Considerando que es de principio por aplicación del ar-
tículo 192 del Código de Procedimiento Criminal, que cuan-
do el Tribunal correccional es apoderado de un hecho que 
constituye una contravención de policía o de un delito que es 
excepcionalmente de la competencia del Juzgado de Paz, si 
el ministerio público," el procesado, o la parte civil constituí- 
da no proponen la.  declinatoria, el fallo dictado por dicho 
tribunal es en última instancia y por tanto, no es suscep-
tible de apelación; 

Considerando que, en la especie, tanto del fallo impug-
nado, así como de la propia afirmación de los recurrentes 
cuando expresan en su memorial "que después de pronun-
ciada la sentencia condenatoria "fueron informados" de que 
"el Juzgado de Paz era el competente para conocer del de-
lito". .. resulta la evidencia de que ante el tribunal apode-
rado, ni los procesados, ni el ministerio público propusieron 
la excepción de declinatoria, que por tanto, al conocer y fa-
llar el caso como lo hizo, procedió correctamente; 

Considerando que lo precedentemente expuesto, deja 
sin eficacia el agravio relativo a la falsedad, pues no habien-
do sido pedida la declinatoria por ninguna de las partes, la. 
mención que se hizo en el acta de audiencia, y que el recu-
rrente censura, era innecesaria, pues el juez no estaba obli-
gado a formular preguntas acerca del caso; que, por tanto, 
los agravios que se examinan carecen de fundamento y de 
pertinencia, respectivamente, y por tanto, deben ser des-
estimados; 

Considerando que el Tribunal a quo, sin incurrir en los 
vicios antes señalados dió por establecido, mediante la pon-
deración de los elementos de prueba que fueron regular-
mente administrados en la sustanciación de la causa, entre 
otros hechos, que Rafael Augusto Duval, sin estar debida-
mente autorizado por la Comisión Nacional de Espectácu-
los Públicos y Radiofonía, actuaba...como locutor de la Es- 

- tación Radiodifusora "San Juan, La Voz de Quisqueya" de 
San Juan de la Maguana, y que el Lic. J. Alfredo Achécar, 
propietario de esa emisora, a sabiendas de esa circunstancia, 
consentía en que Duval ejerciera tales funciones. . ." que, 
en los hechos así comprobados y admitidos por el Tribunal 
a quo se encuentran caracterizados, en lo que respecta a 
Duval Díaz el delito de haber actuado como locutor de radio, 
sin estar provisto del permiso legal correspondiente, y en 
cuanto al Lic. Achécar el delito de haber consentido, en su 
calidad de propietario de la emisora de radio antes mencio- 

. nada, que Duval Díaz ejerciera funciones de locutor de la 
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misma, en las circunstancias señaladas; hechos estos pre-
vistos respectivamente por los artículos 74 y 81 del Regi a. 
mento N9 995 del año 1955, sobre Espectáculos Públicos y 
Emisiones Radiofónicas y sancionados por el artículo 10, de 
la Ley N° 1951 del año,1949, modificado por la Ley N" 4712 
de 1957, con las penas de veinte y cinco a cien pesos de 
multa, o prisión de quince días a tres meses o ambas pena s 

 a la vez; que, en consecuencia, al ser condenados ambos pre-
venidos a la pena de cincuenta pesos oro de multa cada uno, 
después de ser declarados culpables de los delitos puestos 
a su cargo, resulta que el Tribunal a quo, atribuyó a los he-
chos de la prevención la calificación legal que les corres-
ponde según su propia naturaleza y les impuso además, una 
sanción que se encuentra ajustada a la ley; 

Considerando que examinado en sus demás aspectos, el 
fallo que se impugna no contiene ningún vicio que justifique 
su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Augusto Duval Díaz y Lic. 
J, Alfredo Achécar, contra sentencia pronunciada en instan-
cia única por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Benefactor en fecha veinte de mayo del presente 
año mil novecientos cincuenta y nueve, sentencia cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena a las recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.—Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H..— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex 
A. García de Peña.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresad% y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.  

gENTENCIA DE FECHA 28 DE AGOSTO DE 1959 

tencia impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco-

rís de fecha 24 de abril de 1959. 

m „, Tilo,: Penal. 

1:e( urrente: Felipe Ruiz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituída por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guario-
nex A. García de Peña, Manuel D. Berges Chupani y licen-
ciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy`día veintiocho del mes de agosto de 
mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Indepen-
dencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Felipe Ruiz, 
dominicano, mayor de edad, casado, empleado particular, 
cédula 1332, serie 26, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, del domicilio y residencia del Central Roma-
na, casa N9  154, La Romana, Provincia de "La Altagracia", 
contra sentencia pronunciada en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en 
fecha veinte y cuatro de abril de mil novecientos cincuenta 
y nueve, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
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misma, en las circunstancias señaladas; hechos estos pre-
vistos respectivamente por los artículos 74 y 81 del Regla. 
mento N'? 995 del año 1955, sobre Espectáculos Públicos  y 
Emisiones Radiofónicas y sancionados por el artículo 10, de 

 la Ley N° 1951 del año,1949, modificado por la Ley N^ 4712, 
de 1957, con las penas de veinte y cinco a cien pesos de 
multa, o prisión de quince días a tres meses o ambas penas 

 a la vez; que, en consecuencia, al ser condenados ambos pre-
venidos a la pena de cincuenta pesos oro de multa cada uno, 
después de ser declarados culpables de los delitos puestos 
a su cargo, resulta que el Tribunal a quo, atribuyó a los he-
chos de la prevención la calificación legal que les corres-
ponde según su propia naturaleza y les impuso además, una 
sanción que se encuentra ajustada a la ley; 

Considerando que examinado en sus demás aspectos, el N 
fallo que se impugna no contiene ningún vicio que justifique 
su anulación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Rafael Augusto Duval Díaz y Lic. 
J. Alfredo Achécar, contra sentencia pronunciada en instan-
cia única por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Benefactor en fecha veinte de mayo del presente 
año mil novecientos cincuenta y nueve, sentencia cuyo dis-
positivo se copia en parte anterior del presente fallo; y 
Segundo: Condena a las recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.—Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex 
A. García de Peña.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto .Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE AGOSTO DE 1959 

b-
ee la impugnada: Corte de Apelación de San Pedro de Maco- 

r rís de fecha 24 de abril de 1959. 

Ma ria: Penal. 

Recurrente: Felipe Ruiz. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 

Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-

riquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama; doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guario-
nex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licen-
ciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoyMía veintiocho del mes de agosto de 
mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Indepen-
dencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si- 

guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Felipe Ruiz, 
dominicano, mayor de edad, casado, empleado particular, 
cédula 1332, serie 26, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, del domicilio y residencia del Central Roma-

na, casa N9  154, La Romana, Provincia de "La Altagracia", 
contra sentencia pronunciada en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en 

fecha veinte y cuatro de abril de mil novecientos cincuenta 
y nueve, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: 
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Por no haber comparecido el inculpado Felipe Ruiz a la au.. 
diencia, no obstante haber sido legalmente citado, declara 
nulo, y, en consecuencia, sin ningún valor, ni efecto legal, 
el presente recurso de oposición interpuesto por dicho incul-
pado contra sentencia dictada en defecto por esta Córte de 
Apelación, de fecha veintisiete de enero del año 1959, qu e 

 confirmó en todas sus partes la sentencia pronunciada en 
fecha ocho de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La Altagracia que condenó a Felipe Ruiz a sufrir la pena de 
tres meses de prisión correccional y al pago de las costas, 
por el delito de abuso de confianza, en perjuicio de la R. 
Esteva & Cía. C. por A.; SEGUNDO: Condena a dicho in-
culpado al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General , 
 de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha diez de junio del pre-
sente año, a requerimiento del del Dr. Pedro Barón del Guí-
dice y Marchena, cédula 2700, serie 23, sello 6246859, abo-
gado del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 1 
berado, y vistos los artículos 1, 29, 30, 65 y 66 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 29 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, el plazo para interponer 
el recurso es de diez días, contado desde la fecha del pro-
nunciamiento de la sentencia si el procesado estuvo presen-
te en la audiencia en que ésta fué pronunciada o si fué debi-
damente citado para la misma. En todo otro caso el plazo 
correrá a partir de la notificación de la.sentencia; que, de 
conformidad con el artículo 30 de la misma ley, "si la sen- 

ncia se hubiere dictado en defecto el plazo para interponer 
1 recurso de casación se empezará a contar desde el día en 

que la oposición no fuere admisible"; 
Considerando que en la especie se trata de una senten-

-c
ia que pronuncia la nulidad de la oposición por no haber 

comparecido el oponente a sostener su recurso; que esta sen-
tencia no era susceptible del recurso de oposición; que la 
indicada sentencia fué pronunciada en fecha veinte y cuatro 
de abril del presente año por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, y fué notificada al recurrente, personal-
mente en su domicilio del Batey Principal del Central Roma-
na, casa N9 154, en fecha once de mayo del año en curso, 
por acto del alguacil Agustín Ferreras; que el recurso de ca-
sación fué interpuesto en fecha diez de junio del año indica-
do, según consta en el acta levantada al efecto en la secre-
taría de la Corte a qua, es decir, cuando el plazo de diez días 
de que trata el artículo 29 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación, aumentado además en razón de la distancia 
(54 kilómetros en total), se encontraba ventajosamente ven-
cido; que, en•tales condiciones, el recurso de casación de que 

-1' se trata es inadmisible por haber sido declarado tardía-
mente; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Felipe.  Ruiz, contra sen-
tencia pronunciada en sus atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha vein-
te y cuatro de abril del presente año mil novecientos cin-
cuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 
Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón 
Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 
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Por no haber comparecido el inculpado Felipe Ruiz a la a u.. 
diencia, no obstante haber sido legalmente citado, declara 
nulo, y, en consecuencia, sin ningún valor, ni efecto legal, 
el presente recurso de oposición interpuesto por dicho incul-
pado contra sentencia dictada en defecto por esta Cárte de 
Apelación, de fecha veintisiete de enero del año 1959, que 
confirmó en todas sus partes la sentencia pronunciada en 
fecha ocho de octubre de mil novecientos cincuenta y ocho, 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
La. Altagracia que condenó a Felipe Ruiz a sufrir la pena de 
tres meses de prisión correccional y al pago de las costas, 
por el delito de abuso de confianza, en perjuicio de la R. 
Esteva & Cía. C. por A.; SEGUNDO: Condena a dicho in-
culpado al pago de las costas"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; • 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría de la Corte a qua en fecha diez de junio del pre-
sente año, a requerimiento del del Dr. Pedro Barón del Guí-
dice y Marchena, cédula 2700, serie 23, sello 6246859, abo-
gado del recurrente, en la cual no se invoca ningún medio 
determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 29, 30, 65 y 66 de la Ley4 
sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 29 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación, el plazo para interponer 
el recurso es de diez días, contado desde la fecha del pro-
nunciamiento de la sentencia si el procesado estuvo presen-
te en la audiencia en que ésta fué pronunciada o si fué debi-
damente citado para la misma. En todo otro caso el plazo 
correrá a partir de la notificación de la.sentencia; que, de 
conformidad con el artículo 30 de la misma ley, "si la sen- 

ncia se hubiere dictado en defecto el plazo para interponer 

i recurso de casación se empezará a contar desde el día en 
ue la oposición no fuere admisible"; 

Considerando que en la especie se trata de una senten-

cia  que pronuncia la nulidad de la oposición por no haber 
comparecido el oponente a sostener su recurso; que esta sen-
tencia no era susceptible del recurso de oposición; que la 
indicada sentencia fué pronunciada en fecha veinte y cuatro 
de abril del presente año por la Corte de Apelación de San 
Pedro de Macorís, y fué notificada al recurrente, personal-
mente en su domicilio del Batey Principal del Central Roma-
na, casa NQ 154, e. n fecha once de mayo del año en curso, 
por acto del alguacil Agustín Ferreras; que el recurso de ca-
sación fué interpuesto en fecha diez de junio del año indica-
do, según consta en el acta levantada al efecto en la secre-
taría de la Corte a qua, es decir, cuando el plazo de diez días 
de que trata el artículo 29 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación, aumentado además en razón de la distancia 
(54 kilómetros en total), se encontraba ventajosamente ven- 
cido; que, en•tales condiciones, el recurso de casación de que 
se trata es inadmisible por haber sido declarado tardía- 
mente; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Felipe Ruiz, contra sen-
tencia pronunciada en sus atribuciones correccionales por la 
Corte de Apelación de San Pedro de Macorís, en fecha vein-
te y cuatro de abril del presente año mil novecientos cin-
cuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 

de las costas. 
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 (Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 

Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón 
Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 

;-. hijo, Secretario General. 



SENTENCIA DE FECHA 28 DE AGOSTO DE 1959 

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona de fecha 

29 de abril de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Nader Chaud. 
Abogado: Dr. José A. Galán, 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de 
agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, corno corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Nader 
Chaud, mayor de edad, de nacionalidad libanesa, comercian-
te, domiciliado y residente en la calle Padre Billini N 9  5, de la 
ciudad de Barahona, cédula 26032, serie 18, sello 56175, con-
tra sentencia de la Corte de Apelación de Barahona, de fe-
cha veintinueve de abril de mil novecientos cincuenta y nue-
ve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

ama. molar .  

:;# r. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por l os 
 señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au.. 

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que  
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



1702 	 BOLETIN JUDICIAL 
BOLETÍN JUDICIAL 	 1703 

Oído el Lic. Manuel E. de los Santos L., en represen 
ción del Doctor José A. Galán, abogado del recurrente, 
la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gene 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
cretaría de la Corte a qua, a requerimiento del Doctor J 
Antonio Galán C., en fecha catorce de mayo de mil nove 
cientos cincuenta y nueve; 

• Visto el memorial *  de casación de fecha veintisiete d 
julio de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el 
Doctor José A. Galán, abogado del recurrente, en el cual se 
invoca el medio que se indica después; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 29, 40 y 66 de la Ley número 
2859, sobre Cheques, de 1951; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro-
cediihiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
veinticinco del mes de mayo del año mil novecientos cin-
cuenta y ocho, Nader Chaud libró un cheque por la cantidad 
de cuatrocientos cincuentiocho pesos, moneda de curso legal 
(RD$458.00), a 'favor de Fued Tonos, C. por A., y a cargo 
del Banco de Reservas de la República Dominicana; b) que 
dicho cheque fué presentado al Banco librado en fecha tres . 

 de junio de mil novecientos cincuentiocho, el cual rehusó 
el pago según consta en la nota escrita, que dice así: "Rehu-
sedo el pago porque no tiene cuenta con la oficina"; c) que 
en fecha tres del mes de junio del año mil novecientos cin-
cuenta y ocho, el doctor Galileo Alcántara Méndez, en repre-
sentación de la Casa Tonos, C. por A., compareció ante el 
Procurador Fiscal de Barahona y expuso: "que presenta 
formal querella contra el señor Nader Chaud, ... por haber 
expedido un cheque sin tener cuenta con el Banco de Reser-
vas de la República Dominicana, lo que constituye el delito 
de estafa"; ch) que apoderado del hecho el Juzgado de Prime- 

ra Instancia de Barahona, fué dictada sentencia en defecto 
el día primero del mes de julio de mil novecientos cincuenta 
y ocho con el dispositivo que sigue: "FALLA: PRIMERO: 
Que debe pronunciar y pronuncia el defecto contra el nom-
brado Nader Chaud, por no comparecer a la audiencia para 
la cual fué legalmente citado; SEGUNDO: Que debe declarar 
y declara al nombrado Nader Chaud, de generales ignoradas, 
culpable de Estafa en perjuicio de la Casa Tonos, C. por A., 
y, en consecuencia, lo condena, a sufrir seis meses de prisión 
correccional; TERCERO: Condena al procesado al pago de 
las costas"; d) que en la notificación de esa sentencia hecha 
a Nader Chaud en fecha cuatro de julio del año mil nove-
cientos cincuenta y °che, por el alguacil Alcibíades Féliz, 
consta que el prevenido' le declaró a dicho alguacil que in-
terponía recurso de oposición contra la misma; e) que en 
fecha nueve de julio de mil novecientos cincuentiocho, la 
Casa Tonos, C. por A., notificó a Nader Chaud, por acto de 
alguacil que "le intima formalmente para que proceda en 
término legal a proveer los fondos necesarios en el Banco 
de Reservas de la República Dominicana, Sucursal del Mu-
nicipio dé Barahona, para que éste se sirva pagar el valor 
montante al cheque expedido por el señor Nader Chaud as-
cendente a la suma de cuatrocientos cincuentiocho pesos 
(RD$458.00)", y que "al no cumplimiento de la presente 
intimación, . . . le perseguirá por todas las vías legales de 
derecho abiertas para estos casos, incluyendo las vías pena-
les de la vigente Ley de Cheques, así como también embar-
gándole sus bienes muebles e inmuebles y declarándolo en 
estado de quiebra, si fuere posible"; f) que apoderado el 
Juzgado de Primera Instancia de Barahona del conocimien-
to de la oposición, fué dictada en fecha treinta de julio de 
mil novecientos cincuentiocho la sentencia que contiene el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar como al efecto declaramos, inadmisible el recurso de 
oposición interpuesto por el nombrado Nader Chaud, contra 
sentencia dictada por este Tribunal en fecha 1" de julio del 
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brado Nader Chaud, por no comparecer a la audiencia para 
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y, en consecuencia, lo condena a sufrir seis meses de prisión 
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fecha nueve de julio de mil novecientos cincuentiocho, la 
Casa Tonos, C. por A., notificó a Nader Chaud, por acto de 
alguacil que "le intima formalmente para que proceda en 
término legal a proveer los fondos necesarios en el Banco 
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nicipio dé Barahona, para que éste se sirva pagar el valor 
montante al cheque expedido por el señor Nader Chaud as-
cendente a la suma de cuatrocientos cincuentiocho pesos 
(RD$458.00)", y que "al no cumplimiento de la presente 
intimación,. .. le perseguirá por todas las vías legales de 
derecho abiertas para estos casos, incluyendo las vías pena-
les de la vigente Ley de Cheques, así como también embar-
gándole sus bienes muebles e inmuebles y declarándolo en 
estado de quiebra, si fuere posible"; f) que apoderado el 
Juzgado de Primera Instancia de Barahona del conocimien-
to de la oposición, fué dictada en fecha treinta de julio de 
mil novecientos cincuentiocho la sentencia que contiene el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar como al efecto declaramos, inadmisible el recurso de 
oposición interpuesto por el nombrado Nader Chaud, contra 
sentencia dictada por- este 'Tribunal en fecha 1" de julio del 
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año 1958, que lo condenó a sufrir la pena de 6 meses de pri, 
Sión correccional y al pago de las costas; SEGUNDO: Q ue 

 debe declarar como al efecto declaramos el defecto contra 
el nombrado Nader Chaud, por no haber comparecido a l a ' 
audiencia del día 30 de julio del año 1958, no obstante haber 
sido legalmente citado; TERCERO: Que debe declarar como 
al efecto declaramos al prenombrado Nader Chaud, culpa. 
ble del delito de estafa en perjuicio de Casa Tonos, C. por 
A.; CUARTO: Que debe confirmar y confirma la sentencia 
dictada por este Tribunal en fecha 1 de julio del año 1958, 
que condenó al nombrado Nader Chaud, a sufrir la pena de 
6 meses de prisión correccional y al pago de las costas; 
QUINTO: Que debe condenar y condena al referido

, preve-
nido al pago de las costas de esta segunda alzada"; 

Considerando que sobre la apelación interpuesta por 
el prevenido, la Corte a qua dictó la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 

_PRIMERO: Declara regular y válido en la forma el presen-
te recurso de apelación, interpuesto por el prevenido Nader 
Chaud, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Barahona, de fecha 30 de julio de 
1958, cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA: PRIMERO: 
Que debe declarar como al efecto declaramos, inadimsible el 
recurso de oposición interpuesto por el nombrado Nader 
Chaud, contra sentencia dictada'por este Tribunal en fecha 
1" de julio del año 1958, que lo condenó a sufrir la pena de 6 
meses de prisión correccional y al pago de las costas; SE-
GUNDO: Que debe declarar como al electo declaramos el 
defecto contra el nombrado Nader Chaud, por no haber com-
parecido a la audiencia del día 30 de julio de 1958, no obs-
tante haber sido legalmente citado; TERCERO: Que debe 
declarar como al efecto declaramos al prenombrado Nade! . 

 Chaud culpable del delito de estafa en perjuicio de la Casa 
Tonos, C. por A.; CUARTO: Que debe confirmar y confir-
ma la sentencia dictada por este Tribunal en fecha 1 de julio 
de 1958, que condenó al nombrado Nader Chaud, a sufrir  

la  pena de 6 meses de prisión correccional y al pago de las 
costas; QUINTO: Que debe condenar y condena al referido 
prevenido al pago de las costas de esta segunda alzada'; SE-
GUNDO: Modifica la sentencia apelada, en cuanto a la pana 
impuesta al prevenido, y rebaja a tres (3) meses de prisión 
correccional, acogiendo en su favor las más amplias circuns-
tancias atenuantes; TERCERO: Rechaza la constitución en 
parte civil hecha por el Doctor Galileo Alcántara Méndez, 
en nombre y representación de la Fued Tonos, C. por A., por 
falta de calidad! CUARTO: Condena al prevenido Nader 
Chaud al pago de las costas penales de esta instancia"; 

Considerando que el recurrente invoca como medio de 
casación la "violación al apartado a) del artículo 66 de la 
Ley N" 2859, sobre Cheques"; 

Considerando que en este único medio del recurso, el 
recurrente sostiene, en síntesis, que "la casa Fued Tonos, 

C. por A., no procedió a notificar al señor Asaad Nader 
Chaud la no existencia o insuficiencia de la provisión o de 
su retiro de acuerdo con el apartado a) del artículo 66 de 

• la Ley N" 2859, Ley de Cheques, de fecha 30 de abril de 
1951, para determinarla existencia de mala fé de parte del 

- impetránte señor Asaad Nader Chaud"; y que éste, "fué 
condenado en defecto por el Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Barahona en fecha 1 de julio del año 
1958 y la notificación de la no existencia de provisión se hizo 
en fecha 9 de julio del 1958, es decir, poisteriormente a la 

'condenación del señor Asaad Nader Chaud"; 
Considerando que contrariamente a como lo pretende 

el recurrente, la Corte a qua no ha violado el artículo 66 de 

la Ley N9  2859, sobre Cheques, ya que para la existencia del 
delito de emisión de cheques sin provisión no se requiere 
que previamente se haga el protesto del cheque de que se 
trate, pues la prueba de la falta de provisión puede ser he-

.
cha por todos los medios; que, además, en la especie, la falta 
de provisión no sólo fué admitida por la Corte a qua por el 

rehusamiento de pago del cheque y por el protesto realizado 
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sión correccional y al pago de las costas; SEGUNDO: Q ue 

 debe declarar como al efecto declaramos el defecto contra 
el nombrado Nader Chaud, por no haber comparecido a la 
audiencia del día 30 de julio del año 1958, no obstante haber 
sido legalmente citado; TERCERO: Que debe declarar com e 

 al efecto declaramos al prenombrado Nader Chaud, culpa-
ble del delito de estafa en perjuicio de Casa Tonos, C. por 
A.; CUARTO: Que debe confirmar y confirma la sentencia 
dictada por este Tribunal en fecha 1 de julio del año 1958, 
que condenó al nombrado Nader Chaud, a sufrir la pena de 
6 meses de prisión correccional y al pago de las costas; 
QUINTO: Que debe condenar y condena al referido preve-
nido al pago de las costas de esta segunda alzada"; 

Considerando que sobre la apelación interpuesta por 
el prevenido, la Corte a qua dictó la sentencia ahora im-
pugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido en la forma el presen-
te recurso de apelación, interpuesto por el prevenido Nader 
Chaud, contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia 
del Distrito Judicial de Barahona, de fecha 30 de julio de 
1958, cuyo dispositivo es el siguiente: 'FALLA: PRIMERO: 
Que debe declarar como al efecto declaramos, inadimsible el 
recurso de oposición interpuesto por el nombrado Nader 
Chaud, contra sentencia dictada'por este Tribunal en fecha 
1" de julio del año 1958, que lo condenó a sufrir la pena de 6 
meses de prisión correccional y al pago de las costas; SE-
GUNDO: Que debe declarar como al efecto declaramos el 
defecto contra el nombrado Nader Chaud, por no haber com-
parecido a la audiencia del día 30 de julio de 1958, no obs-
tante haber sido legalmente citado; TERCERO: Que debe 
declarar como al efecto declaramos al prenombrado Nader 
Chaud culpable del delito de estafa en perjuicio de la Casa :- 
Tonos, C. por A.; CUARTO: Que debe confirmar y confir-
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de 1958, que condenó al nombrado Nader Chaud, a sufrir  

la  pena de 6 meses de prisión correccional y al pago de las 
costas; QUINTO: Que debe condenar y condena al referido 
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rehusamiento de pago del cheque y por el protesto realizado 
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el nueve de julio de mil novecientos cincuentiocho, sino tarn.. 
bién por la confesión prestada por el recurrente en l a au 

 diencia celebrada para conocer de su apelación, al declarar 
que: "ese cheque lo firmé porque el abogado del señor Fued 
Tonos vino a cobrarme el saldo; la cuenta que ascendía a 
esa suma de RD$458.004i jo le dijo que la situación no me 

 permitía pagarle de inmediato; que yo estaba esperandcrun 
dinero que mandé a buscar donde un hermano que tengo en 
Colombia, . . . yo le dije que no tenía cuenta en el Banco, 
pero confiando en que mi hermano me mandaría el dinero 
que le solicité le firmé el cheque" . . . ; 

Considerando en cuanto al alegato del recurrente en el 
sentido de que "fué condenado en defecto por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona en fe-
cha 19 de julio de 1958, y la notificación de la no existencia 
de provisión se hizo en fecha 9 de julio del 1958, es decir, 
posteriormente a la condenación del señor Asaad Nader 
.Chaud", que el examen del fallo impugnado pone de mani-
fiesto que la Corte a qua fundó su decisión en las circunstan-
cias que se desenvuelven en el considerando anterior, y, en 
que, "aunque el protesto del cheque- librado por Nader Chaud 
a favor de Fued Tonos, C. por A., fué hecho con posteriori-
dad a la sentencia en defecto del 1 de julio del año retro-
próximo", 1958, el recurrente "pudo haber diferido a la inti-
mación que le fué hecha y así destruir la presunción de mala 
fé, al conocerse nuevamente el asunto, debido a la oposición 
interpuesta por el prevenido, mala fé que quedó establecida 
desde el momento en• que el Banco contra el que había sido 
librado el cheque rehusó su pago por no tener (Nader Chaud) 
cuenta con esa oficina"; 

Considerando que estando ajustado lo expresado por la 
Corte a qua a las disposiciones legales que rigen la materia, 
no ha podido cometerse en la sentencia impugnada la viola-
ción del texto legal antes mencionado; 

Considerando que los hechos comprobados y admitidos 
y admitidos por la Corte a qua caracterizan el delito de emi- 

tir de mala fé un cheque sin provisión previa y disponible 
previsto por la Ley N" 2859, del 1951, sobre Cheques, tal co-

/no lo expresa la Corte a qua en los motivos de la sentencia 

impugnada; que, por otra parte, la pena impuesta al 
recurrente está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 

su anulación; s 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 

sación interpuesto por Nader Chaud contra sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
de Barahona ,en fecha veintinueve de abril de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se transcribe en otra 

parte del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente 

al pago de las costas. 
(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 

Logroño Cohén.— Carlos MI. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex•A. García de Peña.— Manuel D. Bergés 

Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Se- 

cretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por lee 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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el nueve de julio de mil novecientos cincuentiocho, sino tara. 
bién por la confesión prestada por el recurrente en l a au_ 
diencia celebrada para conocer de su apelación, al declarar 
que: "ese cheque lo firmé porque el abogado del señor Fued 
Tonos vino a cobrarme el saldo; la cuenta que ascendía a 
esa suma de RD$458.004yo le dijo que la situación no m e 

 permitía pagarle de inmediato; que yo estaba esperando. un 
dinero que mandé a buscar donde un hermano que tengo en 
Colombia, . . . yo le dije que no tenía cuenta en el Banco, 
pero confiando en que mi hermano me mandaría el dinero 
que le solicité le firmé el cheque" . . . ; 

Considerando en cuanto al alegato del recurrente en el 
sentido de que "fué condenado en defecto por el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Barahona en fe-
cha 1 9  de julio de 1958, y la notificación de la no existencia 
de provisión se hizo en fecha 9 de julio del 1958, es decir, 
posteriormente a la condenación del señor Asaad Nader 
• haud", que el examen del fallo impugnado pone de mani-
fiesto que la Corte a qua fundó su decisión en las circunstan-
cias que se desenvuelven en el considerando anterior, y, en 
que, "aunque el protesto del cheque - librado por Nader Chaud 
a favor de Fued Tonos, C. por A., fué hecho con posteriori-
dad a la sentencia en defecto del 1 de julio del año retro-
próximo", 1958, el recurrente "pudo haber diferido a la inti-
mación que le fué hecha y así destruir la presunción de mala 
fé, al conocerse nuevamente el asunto, debido a la oposición 
interpuesta por el prevenido, mala fé que quedó establecida 
desde el momento en•que el Banco contra el que había sido 
librado el cheque rehusó su pago por no tener (Nader Chaud) 
cuenta con esa oficina"; 

Considerando que estando ajustado lo expresado por la 
Corte a qua a las disposiciones legales que rigen la materia. 
no ha podido cometerse en la sentencia impugnada la viola-
ción del texto legal antes mencionado; 

Considerando que los hechos comprobados y admitidos 
y admitidos por la Corte a qua caracterizan el delito de emi- 
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•tir de mala fé un cheque sin provisión previa y disponible 
previsto por la Ley N' 2859, del 1951, sobre Cheques, tal co-
rno lo expresa la Corte a qua en los motivos de la sentencia 
impugnada; que, por otra parte, la pena impuesta al ac',.aal 
recurrente está ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene vicio alguno que justifique 
su anulación; , 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ea- 

/ 	sación interpuesto por Nader Chaud contra sentencia dic- 
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación 
de Barahona ,en fecha veintinueve de abril de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se transcribe en otra 
parte del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente 

al pago de las costas. 
(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 

Logroño Cohén — Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex•A. García de Peña.— Manuel D. Bergés 

. Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Se- 

cretario General. 
La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo,  

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE AGOSTO DE  

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San 
Macorís de fecha 19 de mayo de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Román López. 

Fra nci 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guario-
nex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licen-
ciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de agosto de 
mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Indepen-
dencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Román 
López, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, do-
miciliado y residente en Cuevas, del municipio de San Fran-
cisco de Macorís, cédula 15445, serie 56, cuyo sello de reno-
vación no consta en el expediente, contra sentencia pronun-
ciada en atribuciones criminales por la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís, en fecha diecinueve de mayo 
del mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, 

fecha veinticinco de mayo de mil novecientos cincuenta 
nueve, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 309 del Código Penal; 1382 del 
Código Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 
sación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
tres de noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho, el 
Oficial del Día de la Policía Nacional en San Francisco de 
Macorís sometió a la acción de la justicia represiva a Ro-
mán López por el hecho de haberle inferido varias heridas a 
Ignacio Vélez; b) que en esa misma fecha, el Procurador' 
Fiscal del Distrito Judicial de Duarte requirió al Juez de 
Instrucción para •que procediera a la instrucción de la su-
maria correspondiente, por tratarse de un hecho que según 
se desprendía de las piezas, constituía un crimen; c) que 
en fecha nueve de diciembre de mil novecientos cincuenta 
y ocho, el Juez de Instrucción requerido dictó providencia 
calificativa enviando al procesado al Tribunal Criminal para 
que fuese juzgado como autor del crimen de heridas que 
dejaron lesión permanente, en perjuicio de Ignacio Vélez; 
d) que así apoderada la Cámara Penal del Juzgado de Pri-
mera Instancia de aquel Distrito Judicial, dictó una senten-
cia en fecha veintiséis de febrero de mil novecientos cin-

: cuenta y nueve con el dispositivo que figura en el de la sen-
tencia ahora impugnada; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter- 
( puestos por el acusado Román López y el Magistrado Pro- 

curador Fiscal, la Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo disposi- 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE AGOSTO DE 1958; 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Fran 
Macorís de fecha 19 de mayo de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Román López. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en ámciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Manuel 
A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guario-
nex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licen-
ciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario General, 
en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, 
Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de agosto de 
mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la Indepen-
dencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de Trujillo, 
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Román 
López, dominicano, mayor de edad, soltero, agricultor, do-
miciliado y residente en Cuevas, del municipio de San Fran-
cisco de Macorís, cédula 15445, serie 56, cuyo sello de reno-
vación no consta en el expediente, contra sentencia pronun-
ciada en atribuciones criminales por la Corte de Apelación 
de San Francisco de Macorís, en fecha diecinueve de mayo 
del mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se 
copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;  

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

¡a República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
taría de la Corte a qua, a requerimiento del recurrente, 

en  fecha veinticinco de mayo de mil novecientos cincuenta 

y nueve, en la cual no se invoca ningún medio determinado 
de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- 
befado, y vistos los artículos 309 del Código Penal; 1382 del 

código Civil, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca- 

sación; 
Considerando que en la sentencia impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
tres de noviembre de mil novecientos cincuenta y ocho, el 
Oficial del Día de la Policía Nacional en San Francisco de 
Macorís sometió a la acción de la justicia represiva a .  Ro-
mán López por el hecho de haberle inferido varias heridas a 
Ignacio Vélez; b) que en esa misma 'fecha, el Procurador 
Fiscal del Distrito Judicial de Duarte requirió al Juez de 
Instrucción para que procediera a la instrucción de la su-
maria correspondiente, por tratarse de un hecho que según 
se desprendía de las piezas, constituía un crimen; c) que 
en fecha nueve de diciembre de mil novecientos cincuenta 

Ocho, el Juez de Instrucción requerido dictó providencia 
calificativa enviando al procesado al Tribunal Criminal para 
que fuese juzgado como autor del crimen de heridas que 
dejaron lesión permanente, en perjuicio de Ignacio Vélez; 
d) que así apoderada la Cámara Penal del Juzgado de Pri- 

ra Instancia de aquel Distrito Judicial, dictó una senten-
cia en fecha veintiséis de febrero de mil novecientos cin-
*cuenta y nueve con el dispositivo que figura en el de la sen-
tencia ahora impugnada; 

Considerando que sobre los recursos de apelación inter-
puestos por el acusado Román López y el Magistrado Pro-
curador Fiscal, la Corte de Apelación de San Francisco de 
Macorís dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo disposi- 



1710 	 BOLETÍN JUDICIAL 

tivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y vá-lidos, en la forma, loá recursos de apelación interpuestos po r' 
 el acusado Román López y el Magistrado Procurador Fiscal 

 contra la sentencia dictada en fecha veinte y seis (26) de 
febrero del año en curso (1956), por la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duar-
te, cuya parte dispositiva dice así: "FALLA .: PRIMERO :  Declarar al nombrado Román López, autor responsable dei 
crimen de heridas que dejaron lesión permanente en ambas 
manos al señor Ignacio Vélez, y en consecuencia se le con-
dena a sufrir la pena de 2 años de reclusión en la cárcel pú-
blica de esta ciudad; SEGUNDO: Se condena al mismo Ro-
mán López, a pagar a la parte civil constituida señor Igna-
cio Vélez, por los daños materiales y morales que su hecho 
le ha ocasionado, una indemnización que se le fija en dos mil 
pesos oro, que declara perseguible, en caso >de insolvencia 
del condenado, con nueve meses de prisión correccional; TER-
CERO: Se condena al mismo acusado Román López, al pago 
de las costas penales y civiles, declarando estas últimas dis-
traídas en beneficio del Dr. Pedro Pablo Vargas Paulino, 
abogado de la parte civil constituida, quien afirmó haber 
avanzado en totalidad, todas las causadas hasta este mo-
mento'; SEGUNDO: Modifica en el aspecto penal la senten-
cia recurrida en el sentido de aumentar la pena impuesta al 
acusado a cinco (5) años de reclusión, por el crimen de heri-
das que dejaron lesión permanente en agravio de Ignacio Vé-
lez; y TERCERO: Condena al acusado apelante al pago de 
las costas de esta alzada"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por esta-
blecido, en resumen, los siguientes hechos: "a) que en la 
noche del domingo dos de noviembre del año mil novecien-
tos cincuenta y ocho, mientras Ignacio Vélez regresaba de 
la casa de su prometida Juana García, se encontró en el ca-
mino con el acusado, ex-prometido de Juana García, quien 
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de  inmediato y sin mediar palabra alguna, lo agredió con un 
machete que portaba; y b) que el acusado le infirió a su 
víctima varias heridas en las manos, una de las cuales le 
cercenó el dedo pulgar de la mano izquierda, así como tam-
bién varias heridas en el brazo derecho e izquierdo, que de-
jaron lesión permanente en ambos brazos"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, están reunidos 
los elementos constitutivos del crimen de heridas volunta-
rias que dejaron lesión permanente; que este crimen está 
previsto y sancionado con la pena de reclusión por el artícu-
lo 309 del Código Penal; que, en consecuencia, la Corte a qua 

le atribuyó a los hechos la calificación legal que les corres-
ponde según su propia naturaleza, y al condenar a dicho acu-
sado, como culpable de ese crimen, a la pena de cinco años 
de reclusión, le impuso una sanción ajustada a la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles: 
que al tenor del artículo 1382 del Código Civil estas quedan 
justificadas cuando, como ocurre en la especie, se comprue-
ba la existencia de 'una falta imputable al acusado que ha 
ocasionado un daño a quien reclama la reparación, y cuando, 
además, existe relación de causa a efecto entre la falta y el 
perjuicio; que, en el presente casó, al condenar los jueces del 
fondo al acusado a pagar a la parte civil constituida una in-
demnización de dos mil pesos oro, por los daños morales y 
materiales que le ocasionó, cuyo monto fué soberanamente 
apreciado, por dichos jueces, hicieron una correcta aplica-
ción del citado artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no, contiene ningún vicio que justifi- 
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Román López, contra sentencia pro-
nunciada en atribuciones criminales , por la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macoris, en 'fecha diecinueve de 
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tivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regulares y v  á. 
lidos, en la forma, los recursos de apelación interpuesto s  por  el acusado Román López y el Magistrado Procurador Fiscal 

 contra la sentencia dictada en fecha veinte y seis (26) de 
febrero del año en curso (1956), por la Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duar. 
te, cuya parte dispositiva dice así: "FALLA: PRIMERO: 
Declarar al nombrado Román López, autor responsable del 
crimen de heridas que dejaron lesión permanente en ambas 
manos al señor Ignacio Vélez, y en consecuencia se le con-
dena a sufrir la pena de 2 años de reclusión en la cárcel pú-
blica de esta ciudad; SEGUNDO: Se condena al mismo Ro-
mán López, a pagar a la parte civil constituida señor Igna-
cio Vélez, por los daños materiales y morales que su hecho 
le ha ocasionado, una indemnización que se le fija en dos mil 
pesos oro, que declara perseguible, en caso .de insolvencia 
del condenado, con nueve meses de prisión correccional; TER-
CERO: Se condena al mismo acusado Román López, al pago 
de las costas penales y civiles, declarando estas últimas dis-
traídas en beneficio del Dr. Pedro Pablo Vargas Paulino, 
abogado de la parte civil constituida, quien afirmó haber 
avanzado en totalidad, todas las causadas hasta este mo-
mento'; SEGUNDO: Modifica en el aspecto penal la senten-
cia recurrida en el sentido de aumentar la pena impuesta al 
acusado a cinco (5) años de reclusión, por el crimen de heri-
das que dejaron lesión permanente en agravio de Ignacio Vé-
lez; y TERCERO: Condena al acusado apelante al pago de 
las costas de esta alzada"; 

Considerando que la Corte a qua, mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba que fueron regularmente 
administrados en la instrucción de la causa, dió por esta-
blecido, en resumen, los siguientes hechos: "a) que en la 
noche del domingo dos de noviembre del año mil novecien-
tos cincuenta y ocho, mientras Ignacio Vélez regresaba de 
la casa de su prometida Juana García, se encontró en el ca-
mino con el acusado, ex-prometido de Juana García, quien  

de  inmediato y sin mediar palabra alguna, lo agredió con un 
machete que portaba; y b) que el acusado le infirió ,a su 
víctima varias heridas en las manos, una de las cuales le 
cercenó el dedo pulgar de la mano izquierda, así como tam-
bién varias heridas en el brazo derecho e izquierdo, que de-
jaron lesión permanente en ambos brazos"; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Corte a qua, están reunidos 
los elementos constitutivos del crimen de heridas volunta-
rias que dejaron lesión permanente; que este crimen está 
previsto y sancionado con la pena de reclusión por el artícu-
lo 309 del Código Penal; que, en consecuencia, la Corte a qua 
le atribuyó a los hechos la calificación legal que les corres-
ponde según su propia naturaleza, y al condenar a dicho acu-
sado, como culpable de ese crimen, a la pena de cinco años 
de reclusión, le impuso una sanción ajustada a la ley; 

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles 
que al tenor del artículo 1382 del Código Civil estas quedan 
justificadas cuando, como ocurre en la especie, se comprue-
ba la existencia de •una falta imputable al acusado que ha 
ocasionado un daño a quien reclama la reparación, y cuando, 
además, existe relación de causa a efecto entre la falta y el 
perjuicio; que, en el presente casó, al condenar los jueces del 
fondo al acusado a pagar a la parte civil constituida una in-
demnización de dos mil pesos oro, por los daños morales y 
materiales que le ocasionó, cuyo monto fué soberanamente 
apreciado, por dichos jueces, hicieron una correcta aplica-
ción del citado artículo 1382 del Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no, contiene ningún vicio que justifi- 
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Román López, contra sentencia pro-
nunciada en atribuciones criminales, por la Corte de Apela-
ción de San Francisco de Macorís, en Techa diecinueve de 



BOLETÍN JUDICIAL 1713 1712 	 BOLETÍN JUDICIAL 

mayo del mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositi
-vo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y segun: 

do: Condena al recurrente al pago de las costas. 
(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.-

Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ra_ 
velo de la Fuente.— Manuel A. Arniama.— Manuel Ramón 
Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública ,del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,' que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

SENTENCIA DE FECHA 28 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 4 

de mayo de 1959. 

materia: Penal. 

Recurrente: Pedro Beli Cabrera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Rav'elo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor :es Manuel Ramón Ruiz Tejada, Gua-
rionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y li-
cenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus Audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de 
agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la 
Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro Beli 
Cabrera, dominicano, mayor de edad, agricultor, cédula 25-
499, serie 54, cuyo sello de renovación no consta en el expe-
diente, domiciliado y residente en la sección El Caimito, mu-
nicipio de Moca, contra sentencia pronunciada en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de La Vega en 
fecha cuatro de mayo del año mil novecientos cincuenta y 
nueve, cuyo ,  dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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mayo del mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositi-
vo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo; y segun. 

 do: Condena al recurrente al pago de las costas. 
(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel. 

Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ra_ 
velo de la Fuente.— Manuel A. Arniama.— Manuel Ramón 
Ruiz Tejada.-- Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública .del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de fecha 4 

de mayo de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Pedro Beli Cabrera. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en 'funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Rav'elo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctor:es Manuel Ramón Ruiz Tejada, Gua-
rionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y li-
cenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de 
agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la 
Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro Beli 
Cabrera, dominicano, mayor de edad, agricultor, cédula 25-
499, serie 54, cuyo sello de renovación no consta en el expe-
diente, domiciliado y residente en la sección El Caimito, mu-
nicipio de Moca, contra sentencia pronunciada en sus atribu-
ciones correccionales por la Corte de Apelación de La Vega en 
fecha cuatro de mayo del año mil novecientos cincuenta y 
nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la secretaría de 
la Corte a qua, en fecha once de mayo de mil novecientos 
cincuenta y nueve, a requerimiento del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 11, 12 y 19, letra e), de la Ley 
1608, de 1947, sobre Ventas Condicionales de muebles; 188 
y 208 del Código de Procedimiento Criminal; y 1, 20 y 43 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
siete de junio de mil novecientos cincuenta y seis, Manuel 
Ramón Viñas, actuando en representación de Viñas Rodrí-
guez y Co., presentó querella contra Pedro Beli Cabrera, 
por el hecho de haberse negado éste a entregar un radio 
marca "Erres" (modelo 5131-B, serie 1692) que le fué ven-
dido por la querellante bajo el régimen de la Ley 1608, sobre 
Ventas Condicionales de Muebles, al serle intimado el pago 
de parte del precio de la venta que adeudaba; b) que en fecha 
nueve de julio de mil novecientos cincuenta y seis, el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, 
apoderado del hecho, pronunció la sentencia en defecto que 
contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De-
clara el defecto contra el procesado Pedro Belí Cabreja por 
no haber comparecido a pesar de haber sido legalmente 
citado; Segundo: Declara a Pedro Belí Cabreja culpable de 
violación a la Ley N" 1608 en perjuicio de Viñas & Rodríguez 
Co., y en consecuencia lo condena a sufrir la pena de Dos 
meses de Prisión Correccional; Tercero: Lo condena, ade-
más, al pago de las costas'; c) que sobre la oposición del pre-
venido el indicado tribunal pronunció en fecha veintiuno de 
agosto de mil novecientos cincuenta y siete la sentencia cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar el recurso de oposición del procesado Pedro Belí Cabre- 
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contra sentencia correccional N" 688 rendida por este 
zgado el 9 de julio de 1956, cuyo dispositivo es el siguiente: 

Primero: Declara defecto contra Pedro Belí Cabreja, de 
enerales ignoradas, por 'falta de comparecer; Segundo: 
ondena a Pedro Belí Cabreja a sufrir la pena de dos meses 

de prisión correccional, por el delito de, Violación a la Ley 
N9  1608, sobre venta condicional de muebles en perjuicio de 

.Manuel Ramón Viñas; Tercero: Lo condena además al pago 
de las costas; SEGUNDO: Declara al procesado Pedro Belí 
Cabreja culpable del delito de "Abuso de Confianza", según 
las previsiones del artículo 19 de la Ley N 9  1608 sobre ven- 

tas condicionales de muebles, y confirma la pena impuesta 
por la sentencia recurrida, acogiendo en su favor circuns- 
tancias atenuantes; TERCERO: Conderia al procesado alu- 
dido al pago de las costas del recurso"; 

Considerando que sobre el recurso de alzada del preve-
' nido, la Corte de Apelación de La Vega, después de varios 
, reenvíos de la causa por razones justificadas, pronunció en 

defecto, eri fecha seis de noviembre de mil novecientos cin- 
cuenta y ocho, la sentencia que contiene el dispositivo que 
se copia a continuación: "FALLA: PRIMERO: Declara re-

k. y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de 
apelación; SEGUNDO: Declara defecto en contra del nom-
brado Pedro Belí Cabreja o Pedro Jacinto Veloz Cabrera, 
por no haber comparecido a esta audiencia para la cual fué 
regularmente citado; TERCERO: Confirma la sentencia dic-
tada el veintiuno de agosto del año mil novecientos cincuen-
ta y ocho, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Espaillat, que condenó al prevenido y apelante 
Pedro Belí Cabreja o Pedro Jacinto Veloz Cabrera, de gene-
rales en el expediente, a sufrir la pena de dos meses de pri-
sión correccional y al pago de las costas, acogiendo en su 
favor circunstancias atenuantes, como autor del delito de 
abuso de confianza en perjuicio de Manuel Ramón Viñas 
(Violación a la Ley N" 1608 sobre venta condicional de mue-
bles) ; CUARTO: Condena a Pedro Belí Cabreja o Pedro Ja-
cinto Veloz Cabrera, al pago de las costas de esta instancia"; 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso levantada en la secretaría de 
la Corte a qua, en fecha once de mayo de mil novecientos 
cincuenta y nueve, a requerimiento del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 11, 12 y 19, letra e), de la Ley 
1608, de 1947, sobre Ventas Condicionales de muebles; 188 
y 208 del Código de Procedimiento Criminal; y 1, 20 y 43 
de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 
siete de junio de mil novecientos cincuenta y seis, Manuel 
Ramón Viñas, actuando en representación de Viñas Rodrí-
guez y Co., presentó querella contra Pedro Beli Cabrera, 
por el hecho de haberse negado éste a entregar un radio 
marca "Erres" (modelo 5131-B, serie 1692) que le fué ven-
dido por la querellante bajo el régimen de la Ley 1608, sobre 
Ventas Condicionales de Muebles, al serle intimado el pago 
de parte del precio de la venta que adeudaba; b) que en fecha 
nueve de julio de mil novecientos cincuenta y seis, el Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Espaillat, 
apoderado del hecho, pronunció la sentencia en defecto que 
contiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: De-
clara el defecto contra el procesado Pedro Belí Cabreja por 
no haber comparecido a pesar de haber sido legalmente 
citado; Segundo: Declara a Pedro Belí Cabreja culpable de 
violación a la Ley N' 1608 en perjuicio de Viñas & Rodríguez 
Co., y en consecuencia lo condena a sufrir la pena de Dos 
meses de Prisión Correccional; Tercero: Lo condena, ade-
más, al pago de las costas'; c) que sobre la oposición del pre-
venido el indicado tribunal pronunció en fecha veintiuno de 
agosto de mil novecientos cincuenta y siete la sentencia cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regu-
lar el recurso de oposición del procesado Pedro Belí Cabre- 

contra sentencia correccional N 688 rendida por este 

uzgado el 9 de julio de 1956, cuyo dispositivo es el siguiente: 
Primero: Declara defecto contra Pedro Belí Cabreja, de 

generales ignoradas, por 'falta de comparecer; Segundo: 
Condena a Pedro Belí Cabreja a sufrir la pena de dos meses 
de  prisión correccional, por el delito de Violación a la Ley 
No 1608, sobre venta condicional de muebles en perjuicio de 
Manuel Ramón Viñas; Tercero: Lo condena además al pago 
de las costas; SEGUNDO: Declara al procesado Pedro Belí 
Cabreja culpable del delito de "Abuso de Confianza", según 
las previsiones del artículo 19 de la Ley 1\1 9  1608 sobre ven-

tas condicionales de muebles, y confirma la pena impuesta 
por la sentencia recurrida, acogiendo en su favor circuns-
tancias atenuantes; TERCERO: Conderia al procesado alu-
dido al pago de las costas del recurso"; 

Considerando que sobre el recurso de alzada del preve-
nido, la Corte de Apelación de La Vega, después de varios 
reenvíos de la causa por razones justificadas, pronunció en 
defecto, eni fecha seis de noviembre de mil novecientos cin-
cuenta y ocho, la sentencia que contiene el dispositivo que 
se copia a continuación: - "FALLA: PRIMERO: Declara re-
gular y válido, en cuanto a la forma, el presente recurso de 
apelación; SEGUNDO: Declara defecto en contra del nom-
brado Pedro Belí Cabreja o Pedro Jacinto Veloz Cabrera, 
por no haber comparecido a esta audiencia para la cual fué 
regularmente citado; TERCERO: Confirma la sentencia dic-
tada el veintiuno de agosto del año mil novecientos cincuen-
ta y ocho, por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Espaillat, que condenó al prevenido y apelante 
Pedro Belí Cabreja o Pedro Jacinto Veloz Cabrera, de gene-
rales en el expediente, a sufrir la pena de dos meses de pri-
sión correccional y al pago de las costas, acogiendo -en su 
favor circunstancias atenuantes, como autor del delito de 
abuso de confianza en perjuicio de Manuel Ramón Viñas 
(Violación a la Ley N9  1608 sobre venta condicional de mue-
bles) ; CUARTO: Condena a Pedro Belí Cabreja o Pedro Ja-
cinto Veloz Cabrera, al pago de las costas de esta instancia"; 
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Considerando que sobre la oposición del prevenido, l a 
 Corte de Apelación de La Vega pronunció la sentencia ahora 

impugnada en casación, la cual contiene el dispositivo qu e 
 sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara nulo y sin valor el re_ 

curso de oposición interpuesto el veintiséis de noviembre del 
año mil novecientos cincuenta y ocho, por el inculpado Pe-
dro Belí Cabreja o Pedro Jacinto Veloz Cabrera, de genera-
les en el expediente, contra la sentencia dictada por esta 
Corte el seis de noviembre del año mil novecientos cincuen-
ta y ocho, que le condenó en defecto a sufrir la pena de dos 
meses de prisión correccional y al pago de las costas, como 
autor del delito de violación a la Ley N° 1608 sobre venta 
condicional de muebles, en perjuicio del señor Manuel Ra-
món Viñas; por no haber comparecido a esta Corte para 
mantener dicho recurso; SEGUNDO: Condena al prevenido 
Pedro Belí Cabreja o Pedro Jacinto Veloz Cabrera al pago 
de las costas de esta instancia"; 

Considerando que, como el recurso de casación inter-
puesto contra la sentencia correccional que declara nula la 
oposición por no haber comparecido el oponente a sostener 
su recurso se extiende a la primera sentencia por defecto que 
estatuyó sobre el fondo de la prevención, procede el examen 
"de ambas decisiones; 

Considerando en cuanto a la sentencia que pronunció 
la nulidad de lá oposición, o sea la dictada en fecha cuatro de 
mayo de mil novecientos cincuenta y nueve; que al tenor 
de los artículos 188 y 208 del Código de Procedimiento Cri-
minal, la oposición a una sentencia en defecto pronunciada 
en materia correccional es nula o se tendrá como no hecha 
si el oponente no compareciera a sostenerla, que en la sen-
tencia impugnada consta que el oponente no compareció a la 
audiencia fijada para el conocimiento del recurso no obstan-
te haber sido legalmente citado, y que el ministerio público 
pidió en sus conclusiones la nulidad de la oposición; que, en 
tales condiciones, la Corte a qua aplicó correctamente los 
mencionados textos legales al pronunciar la nulidad del re- 

curso de oposición interpuesto por Pedro Belí Cabrera, con: 
tra la sentencia en defecto del seis de noviembre de mil no- 
vecientos cincuenta y ocho que estatuyó sobre el fondo de la • 
prevención; 

Considerando en cuanto a esta última sentencia, a la 
cual se extiende, como se ha dicho ya, el presente recurso de 
casación; que al tenor del artículo 19 de la Ley N^ 1608 so-
bre Ventas Condicionales de Muebles, "constituye abuso de 
confianza, sujeto a las penas establecidas en el artículo cua-
trocientos seis del Código Penal:. . . e) el hecho de no entre-
gar la cosa cuando le sea requerida en la forma prevista en 
el artículo doce, salvo por causa de 'fuerza mayor"; que el 
artículo 11 de la mencionada ley establece, en su primera 
parte: "cuando el comprador haya dejado de pagar una o 
más porciones del precio o de cumplir otra condición a la cual-
esté subordinada la adquisición del derecho de propiedad, 
en el término fijado, el propietario o sus cau sabientes pue-

den . hacerle notificar intimación de efectuar el pago o cum-
plir la condición en término no menor de diez días; advir:- 
tiéndole que si no lo hiciere, la venta quedará resuelta de 
pleno derecho a la expiración de ese plazo, sin intervención 
judicial ni procedimiento alguno, pudiendo, el propietario 
o sus causabientes reivindicar la cosa vendida en cualesquie-
ra manos en que se encuentre"; y el subsiguiente artículo 
12, dispone lo siguiente: "Transcurrido el plazo otorgado en 
la intimación hecha conforme al artículo anterior, sin que 
el comprador haya efectuado el pago o cumplido la condi-
ción, la venta quedará resuelta de pleno derecho, sin inter-
vención judicial ni procedimiento alguno. El persiguiente 
puede entonces solicitar del Juez de Paz de la común donde 
resida el comprador o donde se encuentre la cosa que dicte 
auto ordenando la incautación de ésta en cualesquiera manos 
en que se encuentre: . ."; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba aporta-
dos a la causa, los hechos que a continuación se exponen: a) 
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Considerando que sobre la oposición del prevenido, l a 
 Corte de Apelación de La Vega pronunció la sentencia ahora 

impugnada en casación, la cual contiene el dispositivo qu e 
 sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara nulo y sin valor el re-

curso de oposición interpuesto el veintiséis de noviembre d el 
año mil novecientos cincuenta y ocho, por el inculpado Pe-
dro Belí Cabreja o Pedro Jacinto Veloz Cabrera, de genera.. 
les en el expediente, contra la sentencia dictada por esta 
Corte el seis de noviembre del año mil novecientos cincuen-
ta y ocho, que le condenó en defecto a sufrir la pena de dos 
meses de prisión correccional y al pago de las costas, como 
autor del delito de violación a la Ley N 9  1608 sobre venta 
condicional de muebles, en perjuicio del señor Manuel Ra-
món Viñas; por no haber comparecido a esta Corte para 
mantener dicho recurso; SEGUNDO: Condena al prevenido 
Pedro Belí Cabreja o Pedro Jacinto Veloz Cabrera al pago 
de las costas de esta instancia"; 

Considerando que, como el recurso de casación inter-
puesto contra la sentencia correccional que declara nula la 
oposición por no haber comparecido el oponente a sostener 
su recurso se extiende a la primera sentencia por defecto que 
estatuyó sobre el fondo de la prevención, procede el examen 
'de ambas decisiones; 

Considerando en cuanto a la sentencia que pronunció 
la nulidad de lá oposición, o sea la dictada en fecha cuatro de 
mayo de mil novecientos cincuenta y nueve; que al tenor 
de los artículos 188 y 208 del Código de Procedimiento Cri-
minal, la oposición a una sentencia en defecto pronunciada 
en materia correccional es nula o se tendrá como no hecha 
si el oponente no compareciera a sostenerla, que en la sen-
tencia impugnada consta que el oponente no compareció a la-
audiencia fijada para el conocimiento del recurso no obstan-
te haber sido legalmente citado, y que el ministerio público 
pidió en sus conclusiones la nulidad de la oposición; que, en 
tales condiciones, la Corte a qua aplicó correctamente los 
mencionados textos legales al pronunciar la nulidad del re- 

curso de oposición interpuesto por Pedro Belí Cabrera, con: 
tra la sentencia en defecto del seis de noviembre de mil no-
vecientos cincuenta y ocho que estatuyó sobre el fondo de la 
prevención; 

Considerando en cuanto a esta última sentencia, a la 
cual se extiende, como se ha dicho ya, el presente recurso de 
casación; que al tenor del artículo 19 de la Ley N^ 1608 so-
bre Ventas Condicionales de Muebles, "constituye abuso de 
confianza, sujeto a las penas establecidas en el artículo cua-
trocientos seis del Código Penal:. . . e) el hecho de no entre-
gar la cosa cuando le sea requerida en la forma prevista en 
el artículo doce, salvo por causa de 'fuerza mayor"; que el 
artículo 11 de la mencionada ley establece, en su primera 
parte: "cuando el comprador haya dejado de pagar una o 
más porciones del precio o de cumplir otra condición a la cual • 
esté subordinada la adquisición del derecho de .propiedad, 
en el término fijado, el propietario o sus causabientes pue-
den'hacerle notificar intimación de efectuar el pago o cum-
plir la condición en término no menor de diez días; advir-
tiéndole que si no lo hiciere, la venta quedará resuelta de 
pleno derecho a la expiración de ese plazo, sin intervención 
judicial ni procedimiento alguno, pudiendo, el propietario 
o sus causabientes reivindicar la cosa vendida en cualesquie-
ra manos en que se encuentre"; y el subsiguiente artículo 
12, dispone lo siguiente: "Transcurrido el plazo otorgado en 
la intimación hecha conforme al artículo anterior, sin que 
el comprador haya efectuado el pago o cumplido la condi-
ción, la venta quedará resuelta de pleno derecho, sin inter-
vención judicial ni procedimiento alguno. El persiguiente 
puede entonces solicitar del Juez de Paz de la común donde 
resida el comprador o donde se encuentre la cosa que dicte 
auto ordenando la incautación de ésta en cualesquiera manos 
en que se encuentre. . ."; 

Considerando que la Corte a qua dió por establecido, 
mediante la ponderación de los elementos de prueba aporta-
dos a la causa, los hechos que a continuación se exponen: a) 
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que en fecha veintiséis de marzo del mil noveciento s  ein.. 
cuenta y cuatro, fué suscrito entre Viñas Rodríguez y c o. y  
Pedro Belí Cabrera un contrato de venta condicional de 
muebles, regido por la Ley N" 1608, del año mil novecientos 
cuarenta y siete, mediante el cual la primera vendió al se- 
gundo un radio nuevo, marca "Erres", modelo 5131-B, nú- 
mero de serie 1692, por la suma de ciento cincuenta pesos 
oro; b) que al suscribir dicho contrato, el comprador hizo 
un pago inicial de RD$20.00 y se comprometió a saldar la 
diferencia, o sea la cantidad de ciento veinte pesos, en un 
plazo de doce meses, suscribiendo a esos fines los pagarés 
correspondientes; c) que el comprador dejó de realizar los 
pagos correspondientes a los últimos pagarés, por un valor en 
total de RD$45.00; d) que a consecuencia de esa falta de pa-
go, Viñas Rodríguez y Co., por acto N 9  131 de fecha veinti-
séis de mayo del mil novecientos cincuenta y seis, del minis-
terial Arturo Alfonso y Quezada, intimó a Pedro Belí Cabre-
ra a pagarle en el término de diez días "la cantidad de cua-
renta y cinco pesos (RD$45.00) que le adeudaba, por con 
cepto de las porciones del precio vencidas y dejadas de pagar-
de un radio marca "Erres", modelo 5131-B, número 1692, ad-
virtiéndole también que si no paga dicha suma, así como 
las costas del procedimiento, en el plazo que se le concede 
por el presente acto, la venta pactada entre ellos quedará re-
suelta de pleno derecho, sin intervención judicial, ni proce-
dimiento alguno, pudiendo el requeriente reivindicar el ra-
dio vendido en cualesquiera manos en que se encuentre"; e) 
que en esa misma fecha y en ese mismo acto de intimación 
de pago el alguacil actuante hizo constar que el comprador 
le manifestó lo que sigue: "no entrego el radio porque debo 
muy poco"; y f) que en fecha siete de junio de mil nove- - 

 cientos cincuenta y seis, Manuel Ramón Viñas, actuando en 
nombre y representación de Viñas Rodríguez y Co., presen-
tó querella ante el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de 
Espaillat contra Pedro Belí Cabrera, porque "de acuerdo a 
las disposiciones de los artículos 11 y siguientes de la Ley  

1608, sobre Ventas Condicionales, dicho señor es autor 
delito de abuso de confianza"; 

Considerando que de los hechos así comprobados y ad-
mitidos por los jueces del fondo se desprende que el actual 
recurrente fué sometido a la acción -de la justicia represiva 
y declarado "culpable del delito de abuso de confianza, se-
gún las previsiones del artículo 19 de la Ley N" 1608 sobre 
Ventas Condicionales de Muebles", sin que previamente se 
le requiriera la entrega del radio objeto de la venta, median-
te auto de incautación que a solicitud del vendedor debió dic-
tar el Juez de Paz correspondiente, después de transcurrido 
el plazo de diez días que le fué acordado en la intimacián 
de pago al comprador, sin que éste pagara en ese plazo los 
valores que adeudaba; que, en consecuencia, al ser procesa-
do y condenado el recurrente por el delito de abuso de con-
fianza previsto por el artículo 19, letra e) , de la Ley N" 1608, 
del mil novecientos cuarenta y siete, sobre Ventas Condicio-
nales de Muebles, sin haberse cumplido antes la formalidad 
prescrita por el artículo 12 de dicha ley, y siendo esa forma-
lidad indispensable para la existencia del delito de que se 
trata, la Corte a qua en la sentencia impugnada desconoció 
los textos legales anteriormente mencionados; que, además, 
como en el presente caso no queda cosa alguna por juzgar, 
procede la casación sin envío de la sentencia impugnada; 

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío la sentencia 
• correccional dictada por la Corte de Apelación de La Vega 

en fecha seis de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, cuyo dispositivo ha sido transcrito en otra parte del 
presente fallo; y Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama. —Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 

Secretario General. 
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que en fecha veintiséis de marzo del mil novecientos cin-
cuenta y cuatro, fué suscrito entre Viñas Rodríguez y c o.  y 
Pedro Belí Cabrera un contrato de venta condicional d e  muebles, regido por la Ley N" 1608, del año mil novecientos 
cuarenta y siete, mediante el cual la primera vendió al se-
gundo un radio nuevo, marca "Erres", modelo 5131-B, nú-
mero de serie 1692, por la suma de ciento cincuenta pesos 
oro; b) que al suscribir dicho contrato, el comprador hizo 
un pago inicial de RD$20.00 y se comprometió a saldar la 
diferencia, o sea la cantidad de ciento veinte pesos, en un 
plazo de doce meses, suscribiendo a esos fines los pagarés 
correspondientes; e) que el comprador dejó de realizar los 
pagos correspondientes a los últimos pagarés, por un valor en 
total de RD$45.00; d) que a consecuencia de esa falta de pa-
go, Viñas Rodríguez y Co., por acto N9  131 de fecha veinti-
séis de mayo del mil novecientos cincuenta y seis, del minis-
terial Arturo Alfonso y Quezada, intimó a Pedro Belí Cabre-
ra a pagarle en el término de diez días "la cantidad de cua-
renta y cinco pesos (RD$45.00) que le adeudaba, por con-
cepto de las porciones del precio vencidas y dejadas de pagar 
de un radio marca "Erres", modelo 5131-B, número 1692, ad-
virtiéndole también que si no paga dicha suma, así como 
las costas del procedimiento, en el plazo que se le concede 
por el presente acto, la venta pactada entre ellos quedará re-
suelta de pleno derecho, sin intervención judicial, ni proce-
dimiento alguno, pudiendo el requeriente reivindicar el ra-
dio vendido en cualesquiera manos en que se encuentre"; e) 
que en esa misma 'fecha y en ese mismo acto de intimación 
de palo el alguacil actuante hizo constar que el comprador 
le manifestó lo que sigue: "no entrego el radio porque debo 
muy poco"; y f) que en fecha siete de junio de mil nove- 

. 'cientos cincuenta y seis, Manuel Ramón Viñas, actuando en 
nombre y representación de Viñas Rodríguez y Co., presen-
tó querella ante el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de 
Espaillat contra Pedro Belí Cabrera, porque "de acuerdo a 
las disposiciones de los artículos 11 y siguientes de la Ley 

9 1608, sobre VentaS Condicionales, dicho señor es autor 
1 delito de abuso de confianza"; 

Considerando que de los hechos así comprobados y ad-
mitidos por los jueces del fondo se desprende que el actual 
recurrente fué sometido a la acción -de la justicia represiva 

y declarado "culpable del delito de abuso de confianza, se-
gún las previsiones del artículo 19 de la Ley N Y  1608 sobre 
Ventas Condicionales de Muebles", sin que previamente se 
le requiriera la entrega del radio objeto de la venta, median-

, te auto de incautación que a solicitud del vendedor debió dic- 
tar el Juez de Paz correspondiente, después de transcurrido 
el plazo de diez días que le fué acordado en la intimación 
de pago al comprador, sin que éste pagara en ese plazo los 
valores que adeudaba; que, en consecuencia, al ser procesa- 
do y condenado el recurrente por el delito de abuso de con- 
fianza previsto por el artículo 19, letra e), de la Ley N° 1608, 
del mil novecientos cuarenta y siete, sobre Ventas Condicio- 
nales de Muebles, sin haberse cumplido antes la formalidad 
prescrita por el artículo 12 de dicha ley, y siendo esa forma- 
lidad indispensable para la existencia del delito de que se 
trata, la Corte a qua en la sentencia impugnada desconoció 
los textos legales anteriormente mencionados; que, además, 
como en el presente caso no queda cosa alguna por juzgar, 
procede la casación sin envío de la sentencia impugnada; 

Por tales motivos, Primero: Casa sin envío la sentencia 
correccional dictada por la Corte de Apelación de La Vega 
en fecha seis de noviembre de mil novecientos cincuenta y 
ocho, cuyo dispositivo ha sido transcrito en otra parte del 
presente 'fallo; y Segundo: Declara las costas de oficio. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama. —Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada Por  los  
señores Jueces que figuran én su encabezamiento, en la au 
diencia pública del día, mes y año en él expresados, 

y fu  firmada, leída s publicada por mí, Secretario General cal certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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ENCIA DE FECHA 28 DE AGOSTO DE 1959 

neta impugnada: Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins• • 
tancia del Distrito Judicial de Duarte de fecha 13 de mayo 
de 1959. 

Penal. 

te: Esteban Rojas de Jesús. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Peras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Moret, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Luis Lpgroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciado Fernando E. Ravelo de la Fuente, doc-
tores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Guarionez A. García de 
Peña, Manuel D. Bergés Chupani y licenciado Barón T. Sán-
chez L., asistidos del Secretario General, en la Sala donde 
celebra sus audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, 
hoy día, veintiocho del mes de agosto de mil novecientas 
cincuenta y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la 
Restauración y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia 
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Esteban 
Rojas de Jesús, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, natural r residente en los Cachones, jurisdicción de 
Juana Díaz del Municipio de Castillo, Provincia Duarte, cé-
dula 70, serie 59, cuyo sello de renovación no consta en el 
expediente, contra sentencia pronunciada por la Cámara Pe-
nal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de Duarte, en atribuciones correccionales y en grado de ape-
lación, en fecha trece de mayo de mil novecientos cincuenta 
y nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Ge 

de la República; 	- 
Vista el acta del recurso de casación levantada e 

secretaría de la Cámara Penal del Juzgado de Primer a 
 tancia del Distrito Judicial de Duarte en fecha veintidós - 

mayo de ,mil novecientos cincuenta y nueve, en el cual 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de 
berado, y vistos los artículos 76, 85 y 101 de la Ley de P 
licía, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación 

Considerando que en la sentencia impugnada y en 1 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) q 
en fecha veinte de marzo de mil novecientos cincuenta y nu -
ve fué sometido a la acción de la justicia Esteban Rojas 
Jesús (a) Malalo, por vagancia de animales (ocho reses) 
las cuales le causaron daños a las labranzas de Nicolás d 
León; b) que apoderado del caso el Juzgado de Paz del M 
nicipio de Castillo, Provincia Duarte, dictó en fecha seis • 
abril de ese mismo año, una sentencia cuyo dispositivo dic 
así: FALLA: 1" Que debe declarar y declara al nombrad 
Esteban Rojas y Jesús, de generales anotadas, culpable d 
delito de permitir la vagancia de 8 animales de vacas en 1 
agricultura del señor Nicolás de León y hacerles daños. 
29 Que debe condenar y condena al ante dicho inculpado, al - 
pago de una multa de cinco pesos oro y se condena al pago 
de las costas; 3' Que debe condenar y condena al predich 
inculpado, al pago de $8.00 valor equivalente a los daño 
ocasionados por sus animales, así como, costas de cuidad'  
hasta su total liquidación"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Cámara Penal del Juzgado de' 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte pronunció 
la sentencia ahora impugnada en casación, la cual tiene el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
en la Forma el presente recurso de apelación a sentencia clic - 

da por el Juzgado de Paz del Municipio de Castillo, en fe- 
' 6 de abril de 1959, por haberse interpuesto dentro del 

o señalado por la ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo, 
nfirma la sentencia apelada, cuyo dispositivo es del te.ior 

íruiente: r Que debe declarar y declara al -nombrado Este- 
Rojas de Jesús de generales anotadas, culpable del delito 

permitir la vagancia de 8 animales de vacas en la agrícul- 
del señor Nicolás de León, y hacerles daños.— 2" Que 

he condenar y condena al predicho inculpado, al pago de 
$8.00 valor equivalente a los daños ocasionados por sus 

¡males, así como costas de cuido hasta su total liquidación. 
y; TERCERO: Condena al apelante al pago de las costas 

alzada"; 
Considerando que la Cámara Penal del Juzgado a quo 

ió por establecido, mediante la ponderación de los elemen-
os de prueba que fueron regularmente aportados en la ins-
rucción de la causa, lo siguiente: Que previa querella for-

mulada por el agraviado Nicolás de León, el Segundo Alcal-
de 'Pedá.neo dé la Sección de Los Cachones, Municipio de 
`Castillo, Provincia Duarte, acompañado de Severino Acosta 
y de Alfredo Concepción, encontraron como a las once de 
"la mañana del viernes de dolores (veinte de marzo del año 
en curso), dentro del conuco de Nicolás de León, sembrado 
de maíz, ocho vacas de Esteban Rojas de Jesús, las cualles 
causaron daños a dicho sembrado, y que la finca donde Es-
teban Rojas de Jesús tiene sus animales está sin cerca por 
varias partes; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
•mprobados y admitidos por la Cámara Penal del Juzgado 

wa,  quo, están reunidos los elementos constitutivos de la in-
''- fracción prevista y sancionada por el artículo 85 de la Ley 

de Policía, en su párrafo segundo, el cual dispone: "El due- 
• ño, encargado, mayoral o peones al servicio de la casa, que 

por negligencia o descuido fueren causa de que los animales 
se escaparen de los cercados, e hicieren daños de cualquier 
naturaleza, incurrirán en la pena de cinco días de prisión y 

1 , 	II 

í. 
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Gener 

de la República; 	- 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Cámara Penal del Juzgado de Primera I ris . 
tancia del Distrito Judicial de Duarte en fecha veintidós d 
mayo de ,mil novecientos cincuenta y nueve, en el cual  
se invoca ningún medio determinado de casación; 	• 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 76, 85 y 101 de la Ley de Po-
licía, y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veinte de marzo de mil novecientos cincuenta y nu 
ve fué sometido a la acción de la justicia Esteban Rojas 
Jesús (a) Malalo, por vagancia de animales (ocho reses) 
las cuales le causaron daños a las labranzas de Nicolás d.  
León; b) que apoderado del caso el Juzgado de Paz del M 
nicipio de Castillo, Provincia Duarte, dictó en fecha seis 
abril de ese mismo año, una sentencia cuyo dispositivo die 
así: FALLA: 10 Que debe declarar y declara al nombrad 
Esteban Rojas y Jesús, de generales anotadas, culpable d 
delito de permitir la vagancia de 8 animales de vacas en 1 : 
agricultura del señor Nicolás de León y hacerles daños. 
29 Que debe condenar y condena al ante dicho inculpado, 
pago de una multa de cinco pesos oro y se condena al paga  
de las costas; 3" Que debe condenar y condena al predich 
inculpado, al pago de $8.00 valor equivalente a los daños 
ocasionados por sus animales, así como. costas de cuidado' 
hasta su total liquidación"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Cámara Penal del Juzgado de" 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte pronunció 
la sentencia ahora impugnada en casación, la cual tiene el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declara regular 
en la forma el presente recurso de apelación a sentencia clic- 

da  por el Juzgado de Paz del Municipio de Castillo, en fe-
bo 6 de abril de 1959, por haberse interpuesto dentro del 

Mazo señalado por la ley; SEGUNDO: En cuanto al fondo, 
confirma la sentencia apelada, cuyo dispositivo es del te_ior 
siguiente: 1" Que debe declarar y declara al -nombrado Este-
ban Rojas de Jesús de generales anotadas, culpable del delito 

e  permitir la vagancia de 8 animales de vacas en la agricul-
tura del señor Nicolás de León, y hacerles daños.— 20 Que 

debe condenar y condena al predicho inculpado, al pago de 
RD$8.00 valor equivalente a los daños ocasionados por sus 
animales, así como costas de cuido hasta su total liquidación. 
.—y; TERCERO: Condena al apelante al pago de las costas 

de alzada"; 
Considerando que la Cámara Penal del Juzgado a quo 

" por establecido, mediante la ponderación de los elemen- 
de prueba que fueron regularmente aportados en la ins- 
ción de la causa, lo siguiente: Que previa querella for- 
ada por el agraviado Nicolás de León. el Segundo Alcal-

, ;Pedáneo dé la Sección de Los Cachones, Municipio de 
tillo, Provincia Duarte, acompañado de Severino Acosta 

,de Alfredo Concepción, encontraron como a las once de 
mañana del viernes de dolores (veinte de marzo del año 
curso), dentro del conuco de Nicolás de León, sembrado 
maíz, ocho vacas de Esteban Rojas de Jesús, las cualles 

usaron daños a dicho sembrado, y que la finca donde Es-
ban Rojas de Jesús tiene sus animales está sin cerca por 

arias partes; 
Considerando que en los hechos y circunstancias así 

mprobados y admitidos por la Cámara Penal del Juzgado 
»a quo, están reunidos los elementos constitutivos de la in- 
: fracción prevista y sancionada por el artículo 85 de la Ley 

de Policía, en su párrafo segundo, el cual dispone: "El due- 
ño, encargado, mayoral o pebnes al servicio de la casa, que 
por negligencia o descuido fueren causa de que los animales 
se escaparen de los cercados, e hicieren daños de cualquier 
naturaleza, incurrirán en la pena de cinco días de prisión y 
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cinco pesos de multa"; que en lo que respecta a la repa ra— 
 ción civil por los daños causados por los animales en  in, 

cultivos del agraviado Nicolás de León, dicha reparación 
civil fué fijada haciendo una correcta aplicación de lo dis-
puesto por el artículo 76 de la Ley de Policía, que establece 
un procedimiento especial a seguir en esos casos; 

Considerando que, sin embargo la sentencia impugn a-
da, al confirmar la decisión del Juzgado de Paz del Munici-
pio de Castillo, Provincia Duarte, que condenó al prevenido 
Esteban Rojas de Jesús al pago de solamente una multa 
de cinco pesos oro, por aplicación del artículo 101 de la indi-
cada Ley de Policía, que establece la sanción penal en los 
casos de infracción cuya penalidad no esté determinada por 
esa Ley, en vez de aplicar el citado artículo 85, que prevé y 
sanciona la infracción cometida, con cinco días de prisión y 
cinco pesos de multa, hizo una falsa aplicación de dicho ar-
tículo 101; 

Considerando que, no obstante esa errada aplicación de 
la Ley, no procede, en el presente caso, la casación de la 
sentencia impugnada en vista de que como el prevenido fué 
el único recurrente en casación, su situación no puede ser 
agravada, imponiéndole una sanción mayor; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifi-
que su casación; " 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Esteban Rojas de Jesús contra sen-
tencia pronunciada en atribuciones correccionales y en gra-
do def apelación por la Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha trece 
de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispo-
sitivo se copia en otra parte del presente fallo; y, Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados ) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.--Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
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de  la  Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex 
A García de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Barón 
T Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública ,del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 

certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

t. 
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cinco pesos de multa"; que en lo que respecta a la repa ra 
 clón civil por los daños causados por los animales en 
- cultivos del agraviado Nicolás de León, dicha repara ción 

 civil fué fijada haciendo una correcta aplicación de lo dis  
- puesto por el artículo 76 de la Ley de Policía, que establece 

un procedimiento especial a seguir en esos casos; 

Considerando que, sin embargo la sentencia impug na. 
da, al confirmar la decisión del Juzgado de Paz del Muni ci, 
pío de Castillo, Provincia Duarte, que condenó al prevenido 
Esteban Rojas de Jesús al pago de solamente una multa 
de cinco pesos oro, por aplicación del artículo 101 de la indi-
cada Ley de Policía, que establece la sanción penal en los 
casos de infracción cuya penalidad no esté determinada por 
esa Ley, en vez de aplicar el citado artículo 85, que prevé y 
sanciona la infracción cometida, con cinco días de prisión y 
cinco pesos de multa, hizo una falsa aplicación de dicho ar-
tículo 101; 

Considerando que, no obstante esa errada aplicación de 
la Ley, no procede, en el presente caso, la casación de la 
sentencia impugnada en vista de que como el prevenido fué 
el único recurrente en casación, su situación no puede ser 
agravada, imponiéndole una sanción mayor; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifi- __wj 
que su casación; 

'~› 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- - 

sación interpuesto por Esteban Rojas. de Jesús contra sen-
tencia pronunciada en atribuciones correccionales y en gra-
do der apelación por la Cámara Penal del Juzgado de Prime-
ra Instancia del Distrito Judicial de Duarte, de fecha trece 
de mayo de mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispo-
sitivo se copia en otra parte del presente fallo; y, Segundo: 
Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados )Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.,--Luis 
Logroño Cohén.— Carlos ML Lamarche H.— F. E. Ravelo  

de 
 la Fuente.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex 

A García de Peña.— Manuel D. Bergés Chupan.— Barón 
Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

diencia pública ,del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de p
ri•  

mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 28 de abril 
de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José Mercedes Ramírez (a) Cheché. 

Dios, Patria, y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Juan A. Morel, Segundo Sustituto en funciones de presiden-
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de 
agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública como corte de casación 
la siguiente "sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Mer-
cedes Ramírez (a) Cheché, dominicano, mayor de edad, ca-
sado, obrero, domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, 
cédula 648, serie 15, cuyo sello de renovación no consta en 
el expediente, contra sentencia pronunciada en atribuciones 
correccionales y en grado de apelación por la Primera Cá-
mara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, en fecha veintiocho de abril de mil novecien-
tos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más ade- 
lante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 

secretaría de la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado 
de primera Instancia del Distrito Nacional, en la misma 
fecha del pronunciamiento de la anterior sentencia, a reque-
rimiento del recurrente, en la cual no se invoca ningún me-
dio determinado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 50 y 56 de la Ley N9  392, del 
año 1943, sobre Comercio, Porte y Tenencia de Armas, y 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha dieciséis de abril de mil novecientos cincuenta y 
nueve fué sometido a la acción de la justicia José Mercedes 
Ramírez, inculpado del delito de porte ilegal de arma blanca 
(un puñal) previsto y sancionado por la Ley No 392, año 
1943, sobre Comercio, Porte y Tenencia de Armas; b) que 
apoderado,  del caso el Juzgado de Paz de la Segunda Circuns-
cripción del Distrito Nacional, dictó en fecha veintidós de 
abril de mil novecientos cincuenta y nueve, una sentencia 
con el siguiente dispositivo: "FALLA: 1° Que debe declarar, 
como al efecto declara, al nombrado José Mercedes Ramírez 
(a) Cheéhé, culpable del delito de portar ilegalmente un 
puñal y lo condena a sufrir 6 meses de prisión y al pago de 
las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Primera Cámara de lo Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional dictó 
la sentencia ahora impugnada en casación, la cual tiene el 
siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: que debe decla-
rar, como en efecto declara, regular y válido el recurso de 
apelación, interpuesto por el nombrado José Mercedes Ra-
mírez (a) Cheché, de generales anotadas, contra la senten- 
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i. 
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cia de fecha 22 del mes de abril del año 1959, dictada po r  .el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción de este 
Distrito Judicial Nacional, que lo condenó a sufrir la pe na 

 de seis (6) meses de prisión y al pago de las costas, por 
 el delito de violación a la Ley N' 392, (sobre Comercio, Por-

te y Tenencia de Armas) ; SEGUNDO: que debe confirma r, 
 como en efecto confirma, 'en todas sus partes, la sentenci 

recurrida; TERCERO: que debe ordenar, como en efecto 
ordena, la confiscación del puñal, que 'figura como cuerpo 
del delito; CUARTO: que debe condenar, como en efecto 
condena, al mencionado prevenido al pago de las costas pe. 
nales causadas"; 

Considerando que la Primera Cámara de lo Penal del 
Juzgado a quo dió por establecido, mediante la ponderación 
de los elementos de prueba que fueron regularmente apor-
tados en la instrucción de la causa; que en fecha dieciséis 
de abril de mil novecientos cincuenta y núeve, mientras 
transitaba por las calles Delrrionte y Tejada esquina Benito 
González, de Ciudad Trujillo, fué sorprendido José Merce-
des Ramírez portando un puñal cuyas dimensiones exceden 
de tres pulgadas de largo por media de ancho; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Primera Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado a quo, están reunidos los elementos cons-
titutivos del delito de porte ilegal de arma blanca, previsto 
por el artículo 50 de la Ley N 9  392, del año 1943, y sancio-
nado por el artículo 56 de esa misma ley, con prisión de uno 
a seis meses, o multa de veinticinco a trescientos pesos, y la 
confiscación de las armas o los instrumentos; que, en con-
secuencia, al condenar al prevenido José Mercedes Ramírez, 
después de declararlo culpable del referido delito, a seis 
meses de prisión, y ordenar la confiscación del puñal, le 
atribuyó a los hechos de la prevención la calificación legal 
que les corresponde según su propia naturaleza, y le impuso 
a dicho prevenido una sanción ajustada a la ley; 
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Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
tencia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 
casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Mercedes Ramírez contra sen-
1,e' ncia pronunciada en atribuciones correccionales y en gra-
do  de apelación por la Primera Cámara de lo Penal del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 
veintiocho de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; y 
segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohen.— 
Carlos Ml. LamarChe H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guario-
nex A. García de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ba-
rón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 



1728 	 BOLETIN JUDICIAL 
BOLETIN JUDICIAL 1729 

   

cia de fecha 22 del mes de abril del año 1959, dictada p or 
 .el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción de este 

Distrito Judicial Nacional, que lo condenó a sufrir la pe na 
 de seis (6) meses de prisión y al pago de las costas, por 
 el delito de violación a la Ley N° 392, (sobre Comercio, Por.. 

te y Tenencia de Armas) ; SEGUNDO: que debe confirma r, 
 como en efecto confirma, 'en todas sus partes, la sentencia_ 

recurrida; TERCERO: que debe ordenar, como en efecto 
ordena, la confiscación del puñal, que figura como cuerpo 
del delito; CUARTO: que debe condenar, como en efecto 
condena, al mencionado prevenido al pago de las costas pe-
nales causadas"; 

Considerando que la Primera Cámara de lo Penal del 
Juzgado a quo dió por establecido, mediante la ponderación 
de los elementos de prueba que fueron regularmente apor-
tados en la instrucción de la causa; que en fecha dieciséis 
de abril de mil novecientos cincuenta y mieve, mientras 
transitaba por las calles Delnionte y Tejada esquina Benito 
González, de Ciudad Trujillo, fué sorprendido José Merce-
des Ramírez portando un puñal cuyas dimensiones exceden 
de tres pulgadas de largo por media de ancho; 

" 	Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Primera Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado a quo, están reunidos los elementos cons-
titutivos del delito de porte ilegal de arma blanca, previsto 
por el artículo 50 de la Ley N 9  392, del año 1943, y sancio-
nado por el artículo 56 de esa misma ley, con prisión de uno 
a seis meses, o multa de veinticinco a trescientos pesos, y la 
confiscación de las armas o los instrumentos; que, en con-
secuencia, al condenar al prevenido José Mercedes Ramírez, 
después de declararlo culpable del referido delito, a seis 
meses de prisión, y ordenar la confiscación del puñal, le 
atribuyó a los hechos de la prevención la calificación legal 
que les corresponde según su propia naturaleza, y le impuso 
a dicho prevenido una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
encia impugnada no contiene ningún vicio que justifique 

casación; 
Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 

ción interpuesto por José Mercedes Ramírez contra sen- 
ncia pronunciada en atribuciones correccionales y en gra- 

de apelación por la Primera Cámara de lo Penal del Juz-
, do de Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 

veintiocho de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, 
cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; y 

Segando: Condena al recurrente al pago de las costas. 
(Firmados) Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohen.—
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
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diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 28 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: Primera Cámara Penal del Juzgado de  pri 
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 20 de abril 
de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: Andrés Maria Casado Cordero. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de JusT 
 ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 

Juan A. Morel, Segundo Sustituto en funciones de Presiden-
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día veintiocho del mes de 
agosto del mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de , 
la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Andrés 
María Casado Cordero, dominicano, mayor de edad, soltero, 
obrero, domiciliado y residente en San José de Ocoa, cédula 
8863, serie 13, cuyo sello de renovación no consta en el ex-
pediente, contra sentencia pronunciada en atribuciones co-
rreccionales y en grado de apelación por la Primera Cámara 
de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Nacional, en fecha feinte de abril de mil novecientos cin-
cuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia más adelante; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
ds 

secretaría 

rla e  República; a
Vista 

reí  pa  ú e d  b e l  l i c 
acta 
: t  

a del recurso de casación levantada en la 
Primera Cámara de lo Penal del Juzgado 

de Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha treinta 
de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, a requeri-
miento del Dr. Diógenes Castillo Medina, dominicano, ma-
yor de edad, casado, cédula 2022, serie 18, cuyo sello de re- 

' novación no consta en el expediente, en representación del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 50 y 56 de la Ley N° 392, del 
año 1943, sobre Comercio, Porte y Tenencia de Armas, y 1 
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia -  impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintisiete de marzo de mil novecientos cincuenta 
y nueve fué sometido a la acción de la justicia Andrés María 
Casado Cordero, como presunto autor del delito de porte 
ilegal de arma blanca (un puñal), en violación de la Ley 
N° 392, año 1943, sobre Comercio, Porte y Tenencia de Ar-
mas; b) que apoderado del caso el Juzgado de Paz de la 
Cuarta Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en fe- 

- cha dos de abril de ese mismo año, una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declarar, como 
al efecto declara, al nombrado Andrés María Casado Cor-
dero, de generales anotadas, culpable de violación a la Ley 
392 en sus artículos 50 y 56 sobre porte ilegal de arma blan-
ca, y en consecuencia se le condena al pago de una multa de 
cien pesos oro (RD$100.00) y a sufrir la pena de cinco (5) 
meses de prisión correccional; SEGUNDO: Ordenar, como 
al efecto ordena, la confiscación del puñal, ocupado como 
cuerpo del delito; y TERCERO: Reserva las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Primera Cámara de lo Penal del 
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Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
María de la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado 

Primera Instancia del Distrito Nacional en fecha treinta 
e abril de mil novecientos cincuenta y nueve, a requeri-
,•*ento del Dr. Diógenes Castillo Medina, dominicano, ma-
- or de edad, casado, cédula 2022, serie 18, cuyo sello de re-
novación no consta en el expediente, en representación del 
recurrente, en la cual no se invoca ningún medio determi-
nado de casación; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 50 y 56 de la Ley I\P 392, del 
año 1943, sobre Comercio, Porte y Tenencia de Armas, y 1 

i y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando que en la sentencia -  impugnada y en los 

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintisiete de marzo de mil novecientos cincuenta 
y nueve fué sometido a la acción de la justicia Andrés María 
Casado Cordero, como presunto autor del delito de porte 
ilegal de arma blanca (un puñal), en violación de la Ley 

i. NQ 392, año 1943, sobre Comercio, Porte y Tenencia de Ar-
mas; b) que apoderado del caso el Juzgado de Paz de la 
Cuarta Circunscripción del Distrito Nacional, dictó en fe-
cha dos de abril de ese mismo año, una sentencia con el si-
guiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Declarar, como 
al efecto declara, al nombrado Andrés María Casado Cor-
dero, de generales anotadas, culpable de violación a la Ley 
392 en sus artículos 50 y 56 sobre porte ilegal de arma blan-
ca, y en consecuencia se le condena al pago de una multa de 
cien pesos oro (RD$100.00) y a sufrir la pena de cinco (5) 
meses de prisión correccional; SEGUNDO: Ordenar, como 
al efecto ordena, la confiscación del puñal, ocupado como 
cuerpo del delito; y TERCERO: Reserva las costas"; 

Considerando que sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, la Primera Cámara de lo Penal del 
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Juzgado a quo dictó la sentencia ahora impugnada, la c ual 
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: qu e 

 debe declarar, como en efecto declara, regular y válido el re.. 
curso de apelación interpuesto por el nombrado Andrés Ma-
ría Casado Cordero, de generales anotadas, contra la sen-
tencia de fecha dos (2) del mes de abril del año 1959, dicta-
da por el Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripción del 
Distrito Nacional, que lo condenó a sufrir la pena de cinco 
(5) meses de prisión correccional, y al pago de una multa 
de cien pesos oro dominicanos (RD$100.00) y costas, por 
el delito de violación a la Ley N° 392, (sobre Comercio, Por-
te y Tenencia de Armas) ; SEGUNDO: que debe revocar, co-
mo en efecto revoca, la sentencia recurrida, y, en conse-
cuencia, se le condena a sufrir la pena de cinco (5) meses 
de prisión correccional y ordena la confiscación del puñal, 
que figura como cuerpo del delito; TERCERO: que debe 
condenar, como en efecto condena, al mencionado prevenido 
al pago de las costas penales causadas"; 

Considerando que la Primera Cámara de lo Penal del 
Juzgado a quo dió por establecido, mediante la ponderación 
de los elementos de prueba que fueron regularmente apor-
tados en la instrucción de la causa: Que en fecha veintisiete 
de marzo de mil novecientos cincuenta y nueve, mientras 
transitaba por la calle Mr. Marie, de Villa Duarte, fué sor-
prendido Andrés María Casado Cordero portando ilegal-
mente un puñal de cruz debajo de la camisa, cuyas dimen-
siones exceden de tres pulgadas de largo, por media pulga-
da de ancho; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Primera Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado a quo. están reunidos los elementos consti-
tutivos del "delito de Porte Ilegal de Arma Blanca, previsto 
por el artículo SO de dicha Ley N° 392, del año 1943, y san-
cionado por el artículo 56 de esa misma ley, con prisión de 
uno a seis meses, o multa de veinticinco a trescientos pesos, 
y a la confiscación de las armas e instrumentos; que, en 

consecuencia, al condenar al prevenido Andrés María Casa-
do  Cordero, después de declararlo culpable del referido de-
lito, a cinco meses de prisión, y ordenar la confiscación del 
puñal, le atribuyó a los hechos de la prevención la califi-
cación legal que les corresponde según su propia naturaleza, 
y le impuso a dicho prevenido una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justi-
fique su casación; 

it

, 	. 	Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 
sación interpuesto por Andrés María Casado Cordero con-

4 tra sentencia pronunciada en atribuciones correccionales y 
en grado de apelación por la Primera Cámara de lo Penal 

: del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de 
fecha veinte de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, 

-' 
cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; y 
Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— 
• Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Ma-

nuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guario-
nex A. García de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ba-
rón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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Juzgado a quo dictó la sentencia ahora impugnada, la cual 
tiene el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: qu e 

 debe declarar, como en efecto declara, regular y válido el re-
curso de apelación interpuesto por el nombrado Andrés Ma-
ría Casado Cordero, de generales anotadas, contra la sen-
tencia de fecha dos (2) del mes de abril del año 1959, dicta-
da por el Juzgado de Paz de la Cuarta Circunscripción del 
Distrito Nacional, que lo condenó a sufrir la pena de cinco 
(5) meses de prisión correccional, y al pago de una multa 
de cien pesos oro dominicanos (RD$100.00) y costas, por 
el delito de violación a la Ley N9 392, (sobre Comercio, Por-
te y Tenencia de Armas) ; SEGUNDO: que debe revocar, co-
mo en efecto revoca, la sentencia recurrida, y, en conse-
cuencia, se le condena a sufrir la pena de cinco (5) meses 
de prisión correccional y ordena la confiscación del puñal, 
que figura como cuerpo del delito; TERCERO: que debe 
condenar, como en efecto condena, al mencionado prevenido 
al pago de las costas penales causadas"; 

Considerando que la Primera Cámara de lo Penal del 
Juzgado a quo dió por establecido, mediante la ponderación 
de los elementos de prueba que fueron regularmente apor-
tados en la instrucción de la causa: Que en fecha veintisiete 
de marzo de mil novecientos cincuenta y nueve, mientras 
transitaba por la calle Mr. Marie, de Villa Duarte, fué sor-
prendido Andrés María Casado Cordero portando ilegal-
mente un puñal de cruz debajo de la camisa, cuyas dimen-
siones exceden de tres pulgadas de largo, por media pulga-
da de ancho; 

Considerando que en los hechos y circunstancias así 
comprobados y admitidos por la Primera Cámara de lo Pe-
nal del Juzgado a QUO, están reunidos los elementos consti-
tutivos del 'delito de Porte Ilegal de Arma Blanca, previsto 
por el artículo 50 de dicha Ley N° 392, del año 1943, y san-
cionado por el artículo 56 de esa misma ley, con prisión de 
uno a seis meses, o multa de veinticinco a trescientos pesos, 
y a la confiscación de las armas e instrumentos; que, en 

consecuencia, al condenar al prevenido Andrés María Casa-
do Cordero, después de declararlo culpable del referido de-
lito, a cinco meses de prisión, y ordenar la confiscación del 
puñal, le atribuyó a los hechos de la prevención la califi-
cación legal que les corresponde según su propia naturaleza, 
y le impuso a dicho prevenido una sanción ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, 
la sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justi-
fique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca- 

le
sación interpuesto por Andrés María Casado Cordero con-
tra sentencia pronunciada en atribuciones correccionales y 
en grado de apelación por la Primera Cámara de lo Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, de 
fecha veinte de abril de mil novecientos cincuenta y nueve, 

- cuyo dispositivo se copia en otra parte del presente fallo; y 
s  Segundo: Condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— 
Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Ma-
nuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guario-
nex A. García de Peña.— Manuel D. Bergés Chupani.— Ba-
rón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

 

 

 

    

       



SENTENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de 
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 5 de 

 de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José D. Martinó. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de J 
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados: 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden.. 
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente,' 
Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treintiuno del mes de 
agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la 
Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de - 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José D. 
Martinó, dominicano, soltero, mayor de edad, comerciante, 
domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, Distrito Nacio-
nal, en la casa N" 17 de la calle Vicente Celestino Duarte, 
cédula 2§758, serie cuyo sello de renovación no consta 
en el exliiente, contra sentencia pronunciada en sus atri-
buciones correccionales por la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fe- . 

 cha cinco del mes de diciembre del año mil novecientos cin- • 
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enta y ocho, notificádale el veintiocho de abril del año 

• novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia 
adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 
Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
taría del Tribunal a quo, a requerimiento del Dr. Fran- 
Ramón Carvajal Martínez, cédula 56703, serie 1, sello 

8, en nombre y representación del recurrente, en la 
al no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Supretna Corte de Justicia, después de haber deli- 
rado, y vistos los artículos 188, 208 del Código de Proce-

,dirriiento Criminal; 1, 29, 30, 32 y 43, acápite A, número 3, 
letra a) de la Ley de Patentes N9 4456, de fecha 24 de mayo 
de 1956, y 1 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
-. documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 

en fecha veintidós del mes de julio del año mil novecientos 
cincuenta y siete, Andrés E. -Franjul, Oficial de Rentas In-
ternas, notificó a José D. Martinó, que en el plazo de diez 
días a partir de la notificación debía proceder al pago del 
impuesto de Patentes para el negocio de Agencia Funeraria 

• en 11  categoría, que tiene establecido en la calle Vicente C. 
Duarte, casa N° 17, de esta ciudad, desde el día 1 9  de julio 
del año mil novecientos cincuenta y siete; b) que apoderado 
.del caso por el Fiscalizador correspondiente, el Juzgado de 
Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, en 
fecha veintiuno del mes de noviembre del año mil novecien-
tos cincuenta y siete, dictó sentencia con el dispositivo si-
guiente: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pronun-
ciado en audiencia contra José D. Martinó, de generales ig-
noradas por no haber comparecido habiendo sido legalmen-
te citado. SEGUNDO: Declara a José D. Martinó, culpable 
de no haberse provisto de su Patente para Agencia Fune- 

. raria de la Categoría, desde el 1° de julio del año 1957. TER- 



SENTENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DE 195 

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de': 
mera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 5 de 
de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrente: José D. Martinó. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden. 
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani 
licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treintiuno del mes de 
agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de la 
Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José D.- 
Martinó, dominicano, soltero, mayor de edad, comerciante, 
domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, Distrito Nado-
nal, en la casa N" 17 de la calle Vicente Celestino Duarte, 
cédula 21'758, -serie 1", cuyo sello de renovación no consta 
en el explliente, contra sentencia pronunciada en sus atri- • 
buciones correccionales por la Tercera Cámara Penal del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, en 
cha cinco del mes de diciembre del año mil novecientos cin- 
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r enta y ocho, notificádale el veintiocho de abril del año 
' novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia 

adelante; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

de la República; 
Vista el acta dei recurso de casación levantada en la 

secretaría del Tribunal a quo, a requerimiento del Dr. Fran- 
, cisco Ramón Carvajal Martínez, cédula 56703, serie 1, sello 

67978, en nombre y representación del recurrente, en la 
cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

La Supreina Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 188, 208 del Código de Proce-
dimiento Criminal; 1, 29, 30, 32 y 43, acápite A, número 3, 
letra a) de la Ley de Patentes N 9  4456, de fecha 24 de mayo 
de 1956, y 1 y 65 de la ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veintidós del mes de julio del año mil novecientos 

. 1 cincuenta y siete, Andrés E. -Franjul, Oficial de Rentas In- 
. ternas, notificó a José D. Martinó, que en el plazo de diez 

días a partir de _la notificación debía proceder al pago del 
impuesto de Patentes para el negocio de Agencia Funeraria 

• en P categoría, que tiene establecido en la calle Vicente C. 
Duarte, casa N9 17, de esta ciudad, desde el día 19 de julio 
del año mil novecientos cincuenta y siete; b) que apoderado 
-del caso por el Fiscalizador correspondiente, el Juzgado de 
Paz de la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, en 
fecha veintiuno .  del mes de noviembre del año mil novecien-
tos cincuenta y siete, dictó sentencia con el dispositivo si-

. guiente: "FALLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pronun-
ciado en audiencia contra José D. Martinó, de generales ig-

noradas por no haber comparecido habiendo sido legalmen-
te citado. SEGUNDO: Declara a José D. Martinó, culpable 
de no haberse provisto de su Patente para Agencia Fune-
raria de Categoría, desde el 1 9  de julio del año 1957. TER- 
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CERO: Condena a éste al pago de una multa de RD$439.80 y 
al pago de las costas"; c) que sobre recurso de apelación 
interpuesto por José D. Martinó, la Tercera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, e n  
fecha diez y ocho del mes de marzo del año mil novecientos 
cincuenta y ocho, pronunció en defecto, una sentencia cuy o 

 dispositivo se encuentra contenido en el de la sentencia im-
pugnada en casación; d) que sobre el recurso de oposición 
del prevenido intervino en fecha cinco del mes de diciembre 
del año mil novecientos cincuenta y ocho, la sentencia aho. 
ra impugnada, con el dispositivo siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara nulo y sin ningún efecto, el recurso de opo-
sición interpuesto por el nombrado José D. Martinó, contra 
sentencia dictada por este Tribunal en fecha dieciocho del 
mes de marzo del año mil novecientos cincuenta y ocho, con 
el siguiente dispositivo: 'FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar, como al efecto declara, bueno y válido, en cuanto a la 
forma el recurso de apelación interpuesto por el nombrado 
José D. Martinó, contra sentencia del Juzgado de Paz de la 
Primera Circunscripción del Distrito 'Judicial Nacional, de 
fecha 21 del mes de noviembre del año 1957, que lo condenó 
al pago de una multa de RD$439.80, por violación a la Ley 
de Patentes, y al pago de las costas procesales; SEGUNDO: 
Que debe pronunciar y pronuncia el defecto contra el pre-
venido José D. Martinó, por no haber comparecido a esta 
audiencia no obstante haber sido citado legalmente; TER-
CERO: Que debe confirmar, como al efecto confirma en 
todas sus partes, la sentencia cuyo dispositivo dice así: 'FA-
LLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en audien-
cia contra José D. Martinó, de generales ignoradas por no 
haber comparecido habiendo sido legalmente citado; SE-
GUNDO: Declara a José D. Martinó, culpable de no haber-
se provisto de su Patente para Agencia Funeraria de 1' 
Categoría, desde el 1" de julio del año 1957; TERCERO: 
Condena a éste al pago de una multa de RD$439.80 y al 
pago de las cotas; y CUARTO: Que debe condenar y con- 
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a  al apelante José D. Martinó, al pago de las costas de 
alzada; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la 

tencia cuyo dispositivo se copia en el ordinal primero del 
sente dispositivo; y TERCERO: Condena además al nom-
do José D. Martinó al pago de las costas ocasionadas con 

otivo de su recurso"; 
Considerando que como el recurso de casación in'ier-

puesto contra una sentencia correccional que declara nula 
la oposición por no haber comparecido el oponente, se extien-
de a la primera sentencia por defecto que estatuyó sobre el 
fondo de la prevención, procede el examen de ambas deci- 

siones;  Considerando en cuanto a la sentencia del cinco de di-
ciembre del año mil novecientos cincuenta y ocho, que decla-
ró la nulidad de la oposición, que de conformidad con los 
artículos 188 y 208 del Código de Procedimiento Criminal, 
la oposición a una sentencia en defecto pronunciada en ma-
teria correccional es nula y se tendrá como no hecha, si el 
oponente no compareciere a sostener la oposición; que en el 
fallo impugnado por el presente recurso de casación, es cons-
tante que el oponente no concurrió a la audiencia fijada 
para conocer de su recurso, no obstante haber sido legal-
mente citado, y que el ministerio público pidió_en sus con-
clusiones la nulidad de la oposición; que, en consecuencia, los 
mencionados textos legales fueron correctamente aplicados 
por el tribunal a quo, al declarar nulo el recurso de oposi-
ción interpuesto por José D. Martinó, contra la sentencia en 
defecto del diez y ocho de marzo del año mil novecientos 
cincuenta y ocho, que falló el fondo de la prevención; 

Considerando en cuanto a esta última sentencia, a la 
cual alcanza, como se ha dicho ya, el presente recurso de 
casación, que el tribunal a quo, dió por establecido, median-
te la ponderación de los elementos de prueba que fueron re-
gularmente administrados en la instrucción de la causa, lo 
siguiente: que el prevenido no se ha provisto de su patente 
para ejercer el negocio de Agencia Funeraria de 1 1  Catego-

ría que tiene establecido, no obstante haber sido notificado 

Para ello; 
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CERO: Condena a éste al pago de una multa de RD$439.80 y 
al pago de las costas"; c) que sobre recurso de apelación 
interpuesto por José D. Martinó, la Tercera Cámara Penal 
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, e n  
fecha diez y ocho del mes de marzo del año mil novecientos 
cincuenta y ocho, pronunció en defecto, una sentencia cuy o 

 dispositivo se encuentra contenido en el de la sentencia im-
pugnada en casación; d) que sobre el recurso de oposición 
del prevenido intervino en fecha cinco del mes de diciembre 
del año mil novecientos cincuenta y ocho, la sentencia aho. 
ra impugnada, con el dispositivo siguiente: "FALLA: PRI-
MERO: Declara nulo y sin ningún efecto, el recurso de opo-
sición interpuesto por el nombrado José D. Martinó, contra 
sentencia dictada por este Tribunal en fecha dieciocho del 
mes de marzo del año mil novecientos cincuenta y ocho, con 
el siguiente dispositivo: 'FALLA: PRIMERO: Que debe de-
clarar, como al efecto declara, bueno y válido, en cuanto a la 
forma el recurso de apelación interpuesto por el nombrado 
José D. Martinó, contra sentencia del Juzgado de Paz de la 
Primera Circunscripción del Distrito Judicial Nacional, de 
fecha 21 del mes de noviembre del año 1957, que lo condenó 
al pago de una multa de RD$439.80, por violación a la Ley 
de Patentes, y al pago de las costas procesales; SEGUNDO: 
Que debe pronunciar y pronuncia el defecto contra el pre-
venido José D. Martinó, por no haber comparecido a esta 
audiencia no obstante haber sido citado legalmente; TER-
CERO: Que debe confirmar, como al efecto confirma en 
todas sus partes, la sentencia cuyo dispositivo dice así: 'FA-
LLA: PRIMERO: Ratifica el defecto pronunciado en audien-
cia contra José D. Martinó, de generales ignoradas por no 
haber comparecido habiendo sido legalmente citado; SE-
GUNDO: Declara a José D. Martinó, culpable de no haber-
se provisto de su Patente para Agencia Funeraria de 1' 
Categoría, desde el 1 . ' de julio del año 1957; TERCERO: 
Condena a éste al pago de una multa de RD$439.80 y al 
pago de las cotas; y CUARTO: Que debe condenar y con- 
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a  al apelante José D. Martinó, al pago de las costas de 
alzada; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la 

tencia cuyo dispositivo se copia en el ordinal primero del 
sente dispositivo; y TERCERO: Condena además al nom-
do José D. Martinó al pago de las costas ocasionadas con 

otivo de su recurso"; 
Considerando que como el recurso de casación in'‘er- 

sto contra una sentencia correccional que declara nula 
oposición por no haber comparecido el oponente, se extien- 

de a la primera sentencia por defecto que estatuyó sobre el 
fondo de la prevención, procede el examen de ambas deci- 

siones; 
Considerando en cuanto a la sentencia del cinco de di-

ciembre del año mil novecientos cincuenta y ocho, que decla-
ró la nulidad de la oposición, que de conformidad con los 
artículos 188 y 208 del Código de Procedimiento Criminal, 
la oposición a una sentencia en defecto pronunciada en ma-
teria correccional es nula y se tendrá como no hecha, si el 
oponente no compareciere a sostener la oposición; que en el 
fallo impugnado por el presente recurso de casación, es cons-

- tante que el oponente no concurrió a la audiencia fijada 
para conocer de su recurso, no obstante haber sido legal-
mente citado, y que el ministerio público pidió_en sus con-
clusiones la nulidad de la oposición; que, en consecuencia, los 
mencionados textos legales fueron correctamente aplicados 
por el tribunal a quo, al declarar nulo el recurso de oposi-
ción interpuesto por José D. Martinó, contra la sentencia en 
defecto del diez y ocho de marzo del año mil novecientos 
cincuenta y ocho, que falló el fondo de la prevención; 

Considerando en cuanto a esta última sentencia, a la 
cual alcanza, como se ha dicho ya, el presente recurso de 
casación, que el tribunal a quo, dió por establecido, median-
te la ponderación de los elementos de prueba que fueron re-
gularmente administrados en la instrucción de la causa, lo 
siguiente: que el prevenido no se ha provisto de su patente 
para ejercer el negocio de Agencia Funeraria de 1 1  Catego-

ría que tiene establecido, no obstante haber sido notificado 

Para ello; 
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Considerando que en los hechos así comprobados y ad 
mitidos por el tribunal a quo, se encuentran reunidos 1 
elementos constitutivos del delito de no haberse provist 
de su patente dentro del plazo de la notificación, pre vist 

 por el artículo 32 de la ley de Patentes y castigado por di 
cho artículo con una multa no menor del impuesto y lo 

 recargos adeudados, ni mayor del duplo de los mismos, s 
perjuicio de la obligación de proveerse de la patente corre 
pendiente; que.en la especie siendo el impuesto y los retar 
gos de RD$389.80, al declarar a dicho prevenido culpable del 
mencionado delito y condenarlo a una multa de RD$439.80, 
dicho tribunal ha dado a los hechos de la prevención la ca. 
lificación legal que les corresponde y le impuso una pena 
ajustada a la ley; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifi-
que su casación; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José D. Martinó contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones correccionales por la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en fecha cinco del mes de diciembre del 
año mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.—Luis, 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DE 1959 

tencia impugnada: Corte de Apelaciór de Ciudad Trujillo de 

fecha 26 de enero de 1959. 

Materia: Penal. 

urrente: José A. Peña Garrido. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 

-Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Gua-
rionex A. García de Peña y Manuel D. Bergés Chupani, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito NaCional, hoy día 
treintiuno del mes de agosto de mil novecientos cincuenta 
y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restaura-
ción y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José A. 
Peña Garrido, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula 
13295, serie 3, sello 43587, del domicilio y residencia de esta 
ciudad, contra sentencia pronunciada en fecha veinte y seis 
de enero del presente año mil novecientos cincuenta y nue-
ve, por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto 
contra el prevenido José A. Peña Garrido, por no haber 
.comparecido a esta audiencia para la cual 'fué legalmente 
citado; SEGUNDO: Declara nulo el presente recurso de opo- 
sición por no haber comparecido el oponente, no obstante 
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Considerando que en los hechos así comprobados y ad. 
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de su patente dentro del plazo de la notificación, pre vist 
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Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene ningún vicio que justifi-
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sación interpuesto por José D. Martinó contra sentencia 
pronunciada en sus atribuciones correccionales por la Ter-
cera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del 
Distrito Nacional, en fecha cinco del mes de diciembre del 
año mil novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se 
copia en otro lugar del presente fallo; y Segundo: Condena 
al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.—Luis 
Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ravelo 
de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón Ruiz 
Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. Ber-
gés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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'Ocurrente: José A. Peña Garrido. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presidente; 
Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche Hen-
ríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Gua-
rionex A. García de Peña y Manuel D. Bergés Chupani, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito Nacional, hoy día 
treintiuno del mes de agosto de mil novecientos cincuenta 

y nueve, años 116' de la Independencia, 97' de la Restaura-
ción y 30' de la Era de Trujillo, dicta en audiencia pública, 
como corte de casación, la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José A. 
Peña Garrido, dominicano, mayor de edad, soltero, cédula 
13295, serie 3, sello 43587, del domicilio y residencia de esta 
ciudad, contra sentencia pronunciada en fecha veinte y seis 
de enero del presente año mil novecientos cincuenta y nue- 

.. ve, por la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo, cuyo dispo- 
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Pronuncia el defecto 
contra el prevenido José A. Peña Garrido, por no haber 
comparecido a esta audiencia para la cual 'fué legalmente 
citado; SEGUNDO: Declara nulo el presente recurso de opo- 

, sición por no haber comparecido el oponente, no obstante 
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haber .sido legalmente citado, contra sentencia dictada p or 
 esta Corte de Apelación en fecha doce (12) del mes de no-

viembre del año 1958, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Pm . 
 mero: Pronuncia el defecto contra el prevenido José A. pe-

ña G., por no haber comparecido a esta audiencia para l a 
 cual fué legalmente citado; Segundo: Declara regular y va-

lido, en la forma, el presente recurso de apelación; Tercero: 
Confirma la sentencia apelada, dictada en atribuciones co. 
rreccionales por la Primera Cámara de lo Penal del Juzgad o 

 de Primera Instancia del Distrito Nacional, en fecha cuatro 
del mes de julio del año mil novecientos cincuenta y ocho, 
cuyo dispositivo copiado textualmente dice "Falla: Pri. 
mero: Que debe declarar y declara, nulo, el presente recurso 
de oposición interpuesto por el nombrado José A. Peña, de 
generales ignoradas por falta de comparecencia, contra sen-
tencia de este Tribunal de fecha 6 de marzo del mil nove-
cientos cincuenta y siete, que lo condenó en defecto a sufrir 
la pena de (1) un año de prisión correccional y al pago de 
las costas, que lo condenó también al pago de una indem-
nización de Quinientos pesos (RD$500.00), por los daños 
morales y materiales sufridos a consecuencia del hecho de-
lictuoso cometido; que lo condenó también al pago de dos-
cientos cuarenticinco pesos (RD$245.00) ) valor adeudado, 
más el interés legal de dicha suma, y al pago de las costas 
penales y civiles causadas, con distracción de las últimas a 
favor del Dr. Julio Escoto S.; Segundo: Que debe ordenar 
y ordena, la ejecución pura y simple de la sentencia; y al 
pago de las costas de ambas instancias"; Cuarto: Condena 
al prevenido José A. Peña G., al pago de las costas'; TER-
CERO: Condena al oponente José A. Peña Garrido, al pago 
de las costas derivadas de la acción pública"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha diez y siete de marzo 

del presente año mil novecientos cincuenta y nueve, a re-
auerimiento del doctor José María Acosta Torres, cédula 
32511, serie 31, sello 14702, abogado del recurrente, en la 
cual se alega "la violación de los artículos 1315 y 1341 del 
código Civil y 406 y 408 del Código Penal y 141 del Código 
de Procedimiento Civil; falta de base legal y falta de mo-
tivos" ;  

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1, 29, 30, 65 y 66 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 29 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación, el plazo para interponer el 
recurso de casación es de diez días, contados desde la fecha 
del pronunciamiento de la sentencia, si el procesado estuvo 
presente en la audiencia en que ésta fué pronunciada o si 
fué debidamente citado para la misma. En todo otro caso, el 
plazo correrá a partir de la notificación de la sentencia; que, 
si la sentencia se hubiere dictado en defecto el plazo para 
interponer el recurso de casación se empezará a contar des-
de el día en que la oposición no fuere admisible; 

Considerando que, en la especie, se trata de una sen-
tencia que pronuncia la nulidad de la oposición por no haber 
comparecido el oponente a sostener su recurso; que, esta 
sentencia, aunque pronunciada en defecto no era suscepti-
ble de recurso de oposición; que dicha sentencia fué pronun-
ciada en fecha veinte y seis de enero del presente año por 
la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo y notificada por 
acto del alguacil Eduardo Bernal, en fecha veinte y cuatro 
de febrero de este mismo año; que el recurso de casación 
fué interpuesto en fecha diez y siete de marzo del año que 
discurre según consta en el acta levantada en la secretaría 
de la Corte a qua., es decir, cuando el plazo de diez días se-
ñalados por el artículo 29 se encontraba ventajosamente 
vencido; que, en tales condiciones, dicho recurso es inadmi-
sible por tardío; 
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haber sido legalmente citado, contra sentencia dictada p or 
 esta Corte de Apelación en fecha doce (12) del mes de no-

viembre del año 1958, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: pri 
mero: Pronuncia el defecto contra el prevenido José A.  Pe-
ña G., por no haber comparecido a esta audiencia para l a 

 cual fué legalmente citado; Segundo: Declara regular y vá. 
lido, en la forma, el presente recurso de apelación; Tercero: 
Confirma la sentencia apelada, dictada en atribuciones co-
rreccionales por la Primera Cámara de lo Penal del Juzgado 
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de oposición interpuesto por el nombrado José A. Peña, de 
generales ignoradas por falta de comparecencia, contra sen-
tencia de este Tribunal de fecha 6 de marzo del mil nove-
cientos cincuenta y siete, que lo condenó en defecto a sufrir 
la pena de (1) un año de prisión correccional y al pago de 
las costas, que lo condenó también al pago de una indem-
nización de Quinientos pesos (RD$500.00), por los daños 
morales y materiales sufridos a consecuencia del hecho de-
lictuoso cometido; que lo condenó también al pago de dos-
cientos cuarenticinco pesos (RD$245.00)) valor adeudado, 
más el interés legal de dicha suma, y al pago de las costas 
penales y civiles causadas, con distracción de las últimas a 
favor del Dr. Julio Escoto S.; Segundo: Que debe ordenar 
y ordena, la ejecución pura y simple de la sentencia; y al 
pago de las costas de ambas instancias"; Cuarto: Condena 
al prevenido José A. Peña G., al pago de las costas'; TER-
CERO: Condena al oponente José A. Peña Garrido, al pago 
de las costas derivadas de la acción pública"; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha diez y siete de marzo 

dei presente año mil novecientos cincuenta y nueve, a re-
querimiento del doctor José María Acosta Torres, cédula 

3-2511, serie 31, sello 14702, abogado del recurrente, en la 

cual se alega "la violación de los artículos 1315 y 1341 del 
Código Civil y 406 y 408 del Código Penal y 141 del Código 
de Procedimiento Civil; falta de base legal y falta de mo- 

tivos"; 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-

rado y vistos los artículos 1, 29, 30, 65 y 66 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación; 

Considerando que al tenor del artículo 29 de la Ley so-. 
bre Procedimiento de Casación, el plazo para interponer el 
recurso de casación es de diez días, contados desde la fecha 
del pronunciamiento de la sentencia, si el procesado estuvo 
presente en la audiencia en que ésta fué pronunciada o si 

fué debidamente citado para la misma. En todo otro caso, el 
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plazo correrá a partir de la notificación de la sentencia; que, 
si la sentencia se hubiere dictado en defecto el plazo para 
interponer el recurso de casación se empezará a contar des-
de el día en que la oposición no fuere admisible; 

Considerando que, en la especie, se trata de una sen-
tencia encia que pronuncia la nulidad de la oposición por no haber 
comparecido el oponente a sostener su recurso; que, esta 
sentencia, aunque pronunciada en defecto no era suscepti-

1 ble de recurso de oposición; que dicha sentencia fué pronun- 
ciada en fecha veinte y seis de enero del presente año por 
la Corte de Apelación de Ciudad Trujillo y notificada por 
acto del alguacil Eduardo Bernal, en 'fecha veinte y cuatro 
de febrero de este mismo año; que el recurso de casación 
fué interpuesto en fecha diez y siete de marzo del año que 
discurre según consta en el acta levantada en la secretaría 
de la Corte a qua, es decir, cuando el plazo de diez días se-
ñalados por el artículo 29 se encontraba ventajosamente 
vencido; que, en tales condiciones, dicho recurso es inadmi-
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Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re. 
curso de casación interpuesto por José A. Peña Garrido, co n_ 
tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de Ciu. 
dad Trujillo, en sus atribuciones correccionales, en fecha 
veinte y seis de enero del presente año mil novecientos ei n. 
cuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en parte anterior, 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 
Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E.  

-Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ra. 
món Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

ENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DE 1959 

¡a Impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

Judicial de San Pedro de Macorís de fecha 23 de diciem-

bre de 1958. • 

materia: Penal. 

geetirrente: Manuel Eligio Tejeda Melo. 
Abogado: Lic. Quirico Elpidio Pérez B. 

prevenido: Juan G. Bautista Gómez. 
Abogado: Dr. J. Fco.-Pérez Velázquez. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Gua-
rionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y li-
cenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treintiuno del mes de 
agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 
Al Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel Eli-
gio Melo, dominicano, comerciante, cédula 93, serie 
13, sello 1014, domiciliado y residente en San José de Ocoa, 
de la Provincia Trujillo Valdez, contra sentencia dictada en 
grado de apelación, y en atribuciones correccionales por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 
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Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re . 
curso de casación interpuesto por José A. Peña Garrido, CO.n 
tra sentencia pronunciada por la Corte de Apelación de ci u _ 
dad Trujillo, en sus atribuciones correccionales, en fecha 
veinte y seis de enero del presente año mil novecientos ch i _ 
cuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia en parte anterior 
del presente fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago 
de las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 
Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. 

-Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ra-
món Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel 
D. Bergés Chupani.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge-
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

ENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DE 1959 

sentencia. 	impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito 

11111

. Judicial de San Pedro de Macorís de fecha 23 de diciem-

bre de 1958. • 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana.. 

Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, Ma-
nuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, Gua-
rionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani y li-
cenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treintiuno del mes de 
agosto de mil novecientos cincuenta y nueve, años 116' de 
la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública, como corte de casación, 
la siguiente sentencia: 

" 11  Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel Eli-
gio Tejeda Melo, dominicano, comerciante, cédula 93, serie 
13, sello 1014, domiciliado y residente en San José de Ocoa, 
de la Provincia Trujillo Valdez, contra sentencia dictada en 
grado de apelación, y en atribuciones correccionales por el 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San 

datarla: Penal. 

Recurrente: Manuel Eligio Tejeda Melo. 

Ahogado: Lic. Quírico Elpidio Pérez B. 

P:4  prev 'nido: Juan G. Bautista Gómez. 

lo
Abogado: Dr. J. Feo.-Pérez Velázquez. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden- 
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
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Pedro de Macorís, en fecha veintitrés de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en 

 otro lugar del presente 'fallo; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Quírico Elpidio Pérez B., cédula 3726, serie 

r, sello 8263, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el Dr. J. Feo. Pérez Velázquez, cédula 280, serie 48, 
sello 27766, abogado del prevenido Juan G. Bautista Gómez

, 

en la lectura de sus conclusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procuraddr General 

de la República; 
Vista el acta del recurso de casación, redactada en la 

Secretaría del Tribunal a quo, en fecha nueve de abril de 
mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del Lic. 
Quírico Elpidio Pérez B., en la cual se expresa que el Juez 
a quo, a dictar la indicada sentencia, violó los textos legales 
que rigen la materia y que le imponían "juzgar la reclama-
ción de daños y perjuicios de la parte civil, por fundarse 
en los mismos hechos y elementos que informa la preven-
ción" y además, por otros medios que se expondrán en me-
morial que se depositará oportunamente; 

Visto el memorial de casación de fecha trece de julio 
de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el Lic. 
Quírico Elpidio Pérez B., abogado del recurrente, en el cual 
se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa, de fecha trece de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el Dr. J. 

Fco. Pérez Velázquez, abogado del prevenido; 
La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-

berado y vistos los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación y ley 671 de 1921; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) "que 
en fecha 4 de marzo de 1944, ante el Juez Alcalde (hoy Juez 
dé Paz) de la común (hoy municipio) de San José de Ocoa,  

comparecieron Juan Gregorio Bautista Gómez, y Manuel 
Sligio Tejeda Melo, obteniendo el primero en préstamo del 
segundo, la suma de RD$226.85, la cual garantizó con va-
rios quintales de café de los cuales no se desapoderó, com-
prometiéndose a solventar dicha deuda el día 28 de febrero 
de 1945, según consta en el formulario 1\19 92 de la indicada 
fecha 4 de marzo, operación ésta realizada de conformidad 
con la Ley 1\1 9  671, vigente en esa época; b) que vencido el 
término del préstamo sin que el deudor pagase la suma con-
venida, el acreedor elevó instancia al indicado funcionario, a 
fin de que, de acuerdo con la indicada Ley, procediera a la 
ejecución de la prenda puesta en garantía por Juan Grego-
rio Bautista Gómez; c) que realizado el procedimiento co-
rrespondiente, al no hacer entrega el deudor de la prenda 
puesta en garantía, Pué condenado en defecto, por senten-
cia del 17 de julio de 1945, a la pena de un mes de prisión 
correccional, al pago de una multa de cien pesos oro y al pa-
go de las costas; d) que, sobre él recurso de oposición del 
prevenido, en fecha 9 de agosto del indicado año, intervino 
la sentencia cuyo dispositivo se copia a continuación: 'Pri-
mero: Que debe ratificar la regularidad del recurso de opo-
sición interpuesto por el nombrado Juan Gregorio Bautista 
Gómez, contra la sentencia rendida en defecto por esta Al-
caldía en fecha 17 de julio del año en curso, por haberlo di-
rigido en tiempo hábil; Segundo: Que debe rechazar y re-
chaza el recurso de oposición de que se trata; Tercero: Que 
debe modificar y modifica la sentencia recurrida, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en otro lugar de esta sentencia, y en 
consecuencia, condena al señor Juan Gregorio Bautista Gó-
mez, de generales ignoradas: a) a sufrir un mes de prisión 
correccional; b) a pagar una multa montante a la suma de 

"cien pesos (RD$100.00), compensable con un día de prisión 
por cada peso dejado de pagar; c) condena al mismo Juan 
Gregorio Bautista Gómez, a restituirle al señor Manuel Eli-
gio Tejeda Melo, parte civil constituida, la suma de doscien-
tos veintiséis pesos con ochenta y cinco centavos, monedas 
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Pedro de Macorís, en fecha veintitrés de diciembre de mil 
novecientos cincuenta y ocho, cuyo dispositivo se copia en 

 otro lugar del presente rallo; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Lic. Quírico Elpidio Pérez B., cédula 3726, serie 

1,, sello 8263, abogado del recurrente, en la lectura de sus 
conclusiones; 

Oído el Dr. J. Feo. Pérez Velázquez, cédula 280, serie 48, 
sello 27766, abogado del prevenido Juan G. Bautista Gómez, 
en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el dictamen del Magistrado Procuradór General 
de la República; 

Vista el acta del recurso de casación, redactada en la 
Secretaría del Tribunal a quo, en fecha nueve de abril de 
mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimiento del Lic. 
Quírico Elpidio Pérez B., en la cual se expresa que el Juez 
a quo, a dictar la indicada sentencia, violó los textos legales 
que rigen la materia y que le imponían "juzgar la reclama-
ción de daños y perjuicios de la parte civil, por fundarse 
en los mismos hechos y elementos que informa la preven-
ción" y además, por otros medios que se expondrán en me-
morial que se depositará oportunamente; 

Visto el memorial de casación de fecha trece de julio 
de mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el Lic. 
Quírico Elpidio Pérez B., abogado del recurrente, en el cual 
se invocan los medios que luego se indican; 

Visto el memorial de defensa, de fecha trece de julio de 
mil novecientos cincuenta y nueve, suscrito por el Dr. J. 

Feo. Pérez Velázquez, abogado del prevenido; 
La Suprema Corte de Justicia después de haber deli-

berado y vistos los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación y ley 671 de 1921; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) "que 
en fecha 4 de marzo de 1944, ante el Juez Alcalde (hoy Juez 
dé Paz) de la común (hoy municipio) de San José de Ocoa, 

.iriparecieron Juan Gregorio Bautista Gómez, y Manuel 
*gio Tejeda Melo, obteniendo el primero en préstamo del 
gundo, la suma de RD$226.85, la cual garantizó con va-

:ríos quintales de café de los cuales no se desapoderó, com-
prometiéndose a solventar dicha deuda el día 28 de febrero 
de 1945, según consta en el formulario 1\1 9  92 de la indicada 
fecha 4 de marzo, operación ésta realizada de conformidad 
con la Ley N° 671, vigente en esa época; b) que vencido el 
término del préstamo sin que el deudor pagase la suma con-
venida, el acreedor elevó instancia al indicado funcionario, a 
fin de que, de acuerdo con la indicada Ley, procediera a la 
ejecución de la prenda puesta en garantía por Juan Grego-
rio Bautista Gómez; e) que realizado el procedimiento co-
rrespondiente, al no hacer entrega el deudor de la prenda 
puesta en garantía, fué condenado en defecto, por senten-
cia del 17 de julio de 1945, a la pena de un mes de prisión 
correccional, al pago de una multa de cien pesos oro y al pa-
go de las costas; d) que, sobre el recurso de oposición del 
prevenido, en fecha 9 de agosto del indicado año, intervino 
la sentencia cuyo dispositivo se copia a continuación: TM- 

11;  mero: Que debe ratificar la regularidad del recurso de opo-
sición interpuesto por el nombrado Juan Gregorio Bautista 
Gómez, contra la sentencia rendida en defecto por esta Al-
caldía en fecha 17 de julio del año en curso, por haberlo di-
rigido en tiempo hábil; Segundo: Que debe rechazar y re-
chaza el recurso de oposición de que se trata; Tercero: Que 
debe modificar y modifica la sentencia recurrida, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en otro lugar de esta sentencia, y en 
consecuencia, condena al señor Juan Gregorio Bautista Gó-
mez, de generales ignoradas: a) a sufrir un mes de prisión 
correccional; b) a pagar una multa montante a la suma de 
cien pesos (RD$100.00), compensable con un día de prisión 
por cada peso dejado de pagar; e) condena al mismo Juan 
Gregorio Bautista Gómez, a restituirle al señor Manuel Eli-
gio Tejeda Melo, parte civil constituida, la suma de doscien-
tos veintiséis pesos con ochenta y cinco centavos, monedas 
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de curso legal que constituye el préstamo que ha dado ori,_ 
gen al presente recurso; y d) lo condena, además al pag o 

 de las costas'; e) que, sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, intervino en 'fecha 20 de marzo d e 

 1956, una sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins_ 
tancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, confirmand o 

 la apelada ya indicada; f) que, sobre el recurso de casación 
interpuesto por el deudor condenado, la Suprema Corte de 
Justicia mediante sentencia de fecha 25 de octubre de 1946, 
casó la indicada decisión y envió el asunto ante el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua; g) que así 
apoderado dicho tribunal, después de varios reenvíos de la 
causa, en fecha 25 del mes de febrero de 1947, intervino una 
sentencia cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Que debe aco-
ger, como al efecto acoge el pedimento formulado por el abo-
gado representante de la parte civil, de acuerdo con las con-
clusiones del Magistrado Procurador Fiscal, y, en conse-
cuencia: a) que debe reenviar y al efecto reenvía el conoci-
miento de la causa hasta tanto sea conocido el incidente de 
inscripción en falsedad, declarada en Secretaría por la parte 
civil constituida, señor Manuel Eligio Tejeda; lí) que debe 
rechazar, como al efecto rechaza el incidente propuesto por 
el prevenido, en sentido de que, antes de conocerse la pro-
cedencia de la inscripción en falsedad, sea fallada la impo-
sibilidad de la acción penal contra el prevenido, en razón de 
no reunir el documento en contra de la garantía exigida por 
la Ley N9  671 las condiciones deforma y fondo para su vali-
dez, por improcedente, y: en consecuencia, que debe conde-
nar y al efecto condena al prevenido Juan Gregorio Bautis-
ta Gómez, al pago ,de laS costas del incidente; h) que veri-
ficado el procedimiento de inscripción en falsedad de que se 
ha hecho mención, éste culminó después de recorrer todos 
los grados de jurisdicción en la sentencia pronunciada por 
esta Corte en fecha trece de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y cinco, cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Rechaza 
el recurso de casación interpuesto por Manuel Eligio Te- 

. 

J
eda Melo, contra lá sentencia dictada por la Corte de Ape- 

11111
118  

ción de San Pedro de Macorís en fecha 23 de octubre de 
1953, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las cos-
tas, distrayéndolas en favor de los abogados Dres. Froilán d 
j, Tavares y J. Francisco Pérez Velázquez, quienes afirman 
haberlas avanzado'; i) que, terminado así el proCedimiento 
e inscripción en falsedad, y reanudada la audiencia para 

_conocer del recurso de apelación pendiente, contra la sen-
tencia pronunciada en fecha nueve de agosto del mil nove-
cientos cuarenticinco por la Alcaldía (hoy Juzgado de Paz) 
de San José de Ocoa, el tribunal de envío, o sea el Juzgado 

' de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, dictó en 
fecha tres de febrero del mil novecientos cincuenta y seis, 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe declarar, como en efecto declara, en cuan- 
to a la forma, bueno y válido el recurso de apelación sobre 

l
el cual se rinde el presente fallo; SEGUNDO: Que debe revo-
car, como al efecto revoca la sentencia N^ 627 de fecha nue-

'', ve de agosto del año 1945.dictada por la Alcaldía (Juzgado de 
Paz) de San José de Ocoa y cuyo dispositivo figura copiado 
en otro lugar del presente fallo, por haberse comprobado que 
el requerimiento de ejecución del formulario N^ 92 de fecha 
4 de marzo de 1944, fué realizado por el señor Manuel Eligio 
Tejeda Melo, después de haber transcurrido el plazo que se-
ñala la Ley; Tercero: Que debe declarar buena y válida la 
constitución en parte civil hecha por el señor Manuel Eligio 
Tejeda Melo contra el nombrado Juan Gregorio Bautista 
Gómez, por haberla realizado de acuerdo con la Ley y re-
chaza las conclusiones de éste por improcedentes y mal fun-

-.dadas; Cuarto: Que debe condenar y al efecto condena al 
señor Manuel Eligio Tejeda Melo al pago de las costas civiles 
y se ordena que las mismas sean distraídas en provecho del 
Dr. J. Francisco Pérez Velázquez, quien afirmó haberlas 
avanzado; Quinto: Que debe declarar y declara las ctetta ►s 
penales de oficio"; j) que sobre el recurso de casación inter- 
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de curso legal que constituye el préstamo que ha dado o ri 
gen al presente recurso; y d) lo condena, además al pago 
de las costas'; e) que, sobre el recurso de apelación inter-
puesto por el prevenido, intervino en fecha 20 de marzo d e 

 1956, una sentencia dictada por el Juzgado de Primera Ins_ 
tancia del Distrito Judicial de Trujillo Valdez, confirmando 
la apelada ya indicada; f) que, sobre el recurso de casación 5  
interpuesto por el deudor condenado, la Suprema Corte de 
Justicia mediante sentencia de fecha 25 de octubre de 1946, 
casó la indicada decisión y envió el asunto ante el Juzgado de 
Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua; g) que así 
apoderado dicho tribunal, después de varios reenvíos de la 
causa, en fecha 25 del mes de febrero de 1947, intervino una 
sentencia cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Que debe aco- , 
ger, como al efecto acoge el pedimento formulado por el abo-
gado representante de la parte civil, de acuerdo con las con-
clusiones del Magistrado Procurador Fiscal, y, en conse-
cuencia: a) que debe reenviar y al efecto reenvía el conoci-
miento de la causa hasta tanto sea conocido el incidente de 
inscripción en falsedad, declarada en Secretaría por la parte( 
civil constituida, señor Manuel Eligio Tejeda; b) que debe 
rechazar, como al efecto rechaza el incidente propuesto por 
el prevenido, en sentido de que, antes de conocerse la pro-
cedencia de la inscripción en falsedad, sea fallada la impo-
sibilidad de la acción penal contra el prevenido, en razón de 
no reunir el documento en contra de la garantía exigida por 
la Ley N9  671 las condiciones de forma y fondo para su vali-
dez, por improcedente, y: en consecuencia, que debe conde-
nar y al efecto condena al prevenido Juan Gregorio Bautis-
ta Gómez, al pago ,de las costas del incidente; h) que veri-
ficado el procedimiento de inscripción en falsedad de que se , 

 ha hecho mención, éste culminó después de recorrer todos 
los grados de jurisdicción en la sentencia pronunciada por 
esta Corte en fecha trece de mayo de mil novecientos cin-
cuenta y cinco, cuyo dispositivo dice así: 'Primero: Rechaza 
el recurso de casación interpuesto por Manuel Eligio Te- 
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a Melo, contra la sentencia dictada por la Corte de Ape-
ación de San Pedro de Macorís en fecha 23 de octubre de 
1953, cuyo dispositivo se copia en otro lugar del presente 
fallo; y Segundo: Condena al recurrente al pago de las cos- 

, distrayéndolas en favor de los abogados Dres. Froilán 
Tavares y J. Francisco Pérez Velázquez, quienes afirman 

haberlas avanzado'; i) que, terminado así el proCedimiento 

/de inscripción en falsedad, y reanudada la audiencia para 
conocer del recurso de apelación pendiente, contra la sen-
tencia pronunciada en fecha nueve de agosto del mil nove-
cientos cuarenticinco por la Alcaldía (hoy Juzgado de Paz) 
de San José de Ocoa, el tribunal de envío, o sea el Juzgado 

. de Primera Instancia del Distrito Judicial de Azua, dictó en 
fecha tres de febrero del mil novecientos cincuenta y seis, 
una sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRI-
MERO: Que debe declarar, como en efecto declara, en cuan-

. to a la forma, bueno y válido el recurso de apelación sobre 
el cual se rinde el presente fallo; SEGUNDO: Que debe revo-
car, como al efecto revoca la sentencia N° 627 de fecha nue-
ve de agosto del año 1945.dictada por la Alcaldía (Juzgado de 
_Paz) de San José de Ocoa y cuyo dispositivo figura copiado 
en otro lugar del presente fallo, por haberse comprobado que 
1 requerimiento de ejecución del formulario N" 92 de fecha 
de marzo de 1944, fué realizado por el señor Manuel Eligio 

Tejeda Melo, después de haber transcurrido el plazo que se-
ñala la Ley; Tercero: Que debe declarar buena y válida la 
constitución en parte civil hecha por el señor Manuel Eligio 
Tejeda Melo contra el nombrado Juan Gregorio Bautista 
Gómez, por haberla realizado de acuerdo con la Ley y re-
chaza las conclusiones de éste por improcedentes y mal Fun-

. ..dadas; Cuarto: Que debe condenar .  y al efecto condena al 
señor Manuel Eligio Tejeda Melo al pago de las costas civiles 
y se ordena que las mismas sean distraídas en provecho del 
Dr. J. Francisco Pérez Velázquez, quien afirmó haberlas 
avanzado; Quinto: Que debe declarar y declara las Costas 
penales de oficio"; j) que sobre el recurso de casación inter- 
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como en efecto condena, a Juan Gregorio Bautista Gómez, 
al pago de las costas civiles causadas"; 1) que sobre el re-
-curso de casación interpuesto por Juan Gregorio Bautista 
Gómez, la Suprema Corte de Justicia, como corte de casa-
ción, dictó en fecha doce de febrero de mil novecientos cin-
cuentiocho, una sentencia con el dispositivo siguiente: "Pri-
mero: Admite a Manuel Eligio Tejeda Melo, como intervi-
niente en el recurso del cual se trata; Segundo: Casa la 
sentencia pronunciada en grado de apelación por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, de fecha ocho de julio de mil novecientos cin-
cuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido transcrito en otro 
lugar del presente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro 
de Macorís; y Tercero: Compensa las costas"; 

Considerando que así apoderado el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, 
dictó, en fecha veintitrés de diciembre de mil novecientos 
cincuentiocho la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositi-
vo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar 
y declara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de 
apelación interpuesto por el prevenido Juan Gregorio Bau-
tista Gómez, contra la sentencia del 9 de agosto de 1945, 
del Juzgado de Paz de San José de Ocoa, que lo condenó a 
sufrir un mes de prisión correccional, y a pagar RD$100.00 
a restituir la suma adeudada a Manuel Eligio Tejeda Melo, 
parte civil (RD$226.85) y al pago de las costas; SEGUNDO: 
Que debe declarar y declara regular en cuanto a la forma 
la constitución en parte civil hecha por Manuel Eligio Te-
jeda Melo; TERCERO: Que debe declarar y declara extin-
guida la acción pública por caducidad del plazo establecido 
por la ley para intentar la persecución; CUARTO: Que debe-
declarar y declara su incompetencia para conocer en cuanto 
al aspecto civil, de las conclusiones de la parte civil cons-
tituida; QUINTO: Que debe condenar y condena a la parte 
Civil que sucumbe, al pago de las costas';' 

puesto por Manuel Eligio Tejeda Melo, la Suprema Corte 
de Justicia, como Corte de Casación, dictó, en fecha treinta 
de agosto de mil novecientos cincuenta y seis, una sentencia 
con el dispositivo siguiente: "Por tales motivos, Primero: 
Casa en cuanto a sus ordinales tercero y cuarto, la sentencia 
pronunciada en atribuciones correccionales y en grado de 
apelación; por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua en fecha tres de febrero del año en curso, 
mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo figura 
copiado en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto 
por ante la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional; y Segundo: Condena a Júan 
Bautista Gómez al pago de las costas, distrayéndolas en pro-
vecho del Lic. Quírico Elpidio Pérez B., por afirmar haber-
las avanzado en su mayor parte"; k) que la Primera Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó, en fecha ocho de julio del mil novecientos cin-
cuenta y siete, la sentencia ahora impugnada ,cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar, como en efecto declara, regular y válida la constitución 
en parte civil, en grado de apelación, hecha por Manuel Eli-
gio Tejeda Melo, en contra de Juan Gregorio Bautista Gó-
mez, y, en consecuencia, confirma en todas sus partes los 
ordinales C y D de la sentencia N9 627, dictada en fecha 9 
del mes de agosto del año 1945, por la entonces Alclaidía 
(hoy Juzgado de Paz) de San José de Ocoa, que copiado a la 
letra dice así: Condena al mismo Juan Gregorio, Bautista 
Gómez, a restituir al señor Manuel Eligio Tejeda Melo, parte 
civil constituida, la suma de Doscientos Veintiséis Pesos con 
Ochenta y cinco Centavos Moneda en curso legal (RD$226.-
85) que constituyó el préstamo que ha dado origen al pre-
sente caso; y D) lo condena, además, al pago de las costas; 
Segundo: Que debe rechazar, como en efecto rechaza, el 
pedimento formulado por Juan Gregorio Bautista Gómez, 
en cuanto a la compensación de las costas civiles, por im-
procedentes y mal fundadas; Tercero: Que debe condenar, 
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puesto por Manuel Eligio Tejeda Melo, la Suprema Corte 
de Justicia, como Corte de Casación, dictó, en fecha treinta 
de agosto de mil novecientos cincuenta y seis, una sentencia 
con el dispositivo siguiente: "Por tales motivos, Primero : 

 Casa en malito a sus ordinales tercero y cuarto, la sentencia 
 pronunciada en atribuciones correccionales y en grado de 

apelación; por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito 
Judicial de Azua en fecha tres de febrero del año en curso, 
mil novecientos cincuenta y seis, cuyo dispositivo figura 
copiado en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto 
por ante la Primera Cámara Penal del Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Nacional; y Segundo: Condena a JUan 
Bautista Gómez al pago de las costas, distrayéndolas en pro. 
vecho del Lic. Quírico Elpidio Pérez B., por afirmar haber-
las avanzado en su mayor parte"; k) que la Primera Cáma-
ra Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó, en fecha ocho de julio del mil novecientos cin-
cuenta y siete, la sentencia ahora impugnada ,cuyo disposi-
tivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe decla-
rar, como en efecto declara, regular y válida la constitución 
en parte civil, en grado de apelación, hecha por Manuel Eli-
gio Tejeda Melo, en contra de Juan Gregorio Bautista Gó-
mez, y, en consecuencia, confirma en todas sus partes los 
ordinales C y D de la sentencia N9 627, dictada en fecha 9 
del mes de agosto del año 1945, por la entonces Alelada 
(hoy Juzgado de Paz) de San José de Ocoa, que copiado a la 
letra dice así: Condena al mismo Juan Gregorio, Bautista 
Gómez, a restituir al señor Manuel Eligio Tejeda Melo, parte 
civil constituida, la suma de Doscientos Veintiséis Pesos con 
Ochenta y cinco Centavos Moneda en curso legal (RD$226.-
85) que constituyó el préstamo que ha dado origen al pre-
sente caso; y D) lo condena, además, al pago de las costas; 
Segundo: Que debe rechazar, como en efecto rechaza, el 
pedimento formulado por Juan Gregorio Bautista Gómez, 
en cuanto a la compensación de las costas civiles, por im-
procedentes y mal fundadas; Tercero: Que debe condenar, 

como en efecto condena, a Juan Gregorio Bautista Gómez, 
al pago de las costas civiles causadas"; 1) que sobre el re-
-curso de casación interpuesto por Juan Gregorio Bautista 
Gómez, la Suprema Corte de Justicia, como corte de casa-
ción, dictó en fecha doce de febrero de mil novecientos cin-

,cuentiocho, una sentencia con el dispositivo siguiente: "Pri-
mero: Admite a Manuel Eligio Tejeda Melo, como intervi-
niente en el recurso del cual se trata; Segundo: Casa la 
sentencia pronunciada en grado de apelación por la Primera 
Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Nacional, de fecha ocho de julio de mil novecientos cin-
cuenta y siete, cuyo dispositivo ha sido transcrito en otro 
lugar del presente fallo, y envía el asunto ante el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro 
de Macorís; y Tercero: Compensa las costas"; 

Considerando que así apoderado el Juzgado de Primera 
Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, 
dictó, en fecha veintitrés de diciembre de mil novecientos 
cincuentiocho la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositi-
vo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Que debe declarar 
y declara bueno y válido en cuanto a la forma el recurso de 
apelación interpuesto por el prevenido Juan Gregorio Bau-
tista Gómez, contra la sentencia del 9 de agosto de 1945, 
del Juzgado de Paz de San José de Ocoa, que lo condenó a 
"sufrir un mes de prisión correccional, y a pagar RD$100.00 
a restituir la suma adeudada a Manuel Eligio Tejeda Melo, 
parte civil (RD$226.85) y al pago de las costas; SEGUNDO: 
Que debe declarar y declara regular en cuanto a la forma 
la constitución en parte civil hecha por Manuel Eligio Te-
jeda Melo; TERCERO: Que debe declarar y declara extin-
guida la acción pública por caducidad del plazo establecido 
Por la ley para intentar la persecución; CUARTO: Que debe 
declarar y declara su incompetencia para conocer en cuanto 
al aspecto civil, de las conclusiones de la parte civil cons- 
tituida; QUINTO: Que debe condenar y condena a la parte 
. . 

civil que sucumbe, al pago de las costas';' 
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Considerando que el recurrente invoca, en derecho, lo 
siguiente: "Desconocimiento del Principio de la Unidad d e 

 Jurisdicción".—. "Violación del artículo 3 del Código de Pro. 
cedimiento Criminal y Desconocimiento de las reglas de la 
Competencia en materia penal"; 

Considerando que el recurrente alega, en síntesis, lo 
siguiente: que el juez a tino había sido apoderado para deci-
dir la suerte de la reclamación de la parte civil, ejercida ac-
cesoriamente a la acción pública; que dicho juez debió acor-
dar esa reclamación pues aún cuando se pronunciare el des-
cargo del prevenido por considerarse que el requerimiento 
fué tardío, quedaba competente; en virtud del principio de 
la unidad de jurisdicción, para conocer de dicha reclama-
ción por existir una falta civil imputada al prevenido y fun-
dada en los mismos elementos de hecho que constituyen la 
prevención; 

Considerando que si bien es cierto que el tribunal co-
reccional en caso de descargo del prevenido, es incompeten-
te para conocer, accesoriamente a la acción pública, de las 
acciones civiles fundadas en la inejecución de una obliga-
ción contractual, no menos cierto es que dicho tribunal, se-
gún se desprende de las disposiciones de la Ley 671 de 1921 
(sustituida actualmente por la Ley 1841 de 1948) es el com-
petente, en virtud de dicha ley, para conocer excepcional-
mente de las demandas a que hubiere lugar como conse-
cuencia del incumplimiento de la obligación pop parte del 
deudor; 

Considerando que al declarar el juez a quo, en el fallo 
impugnado, su "incompetencia para conocer en cuanto al 
aspecto civil de las conclusiones de la parte civil constituí-

,da", hizo una errada aplicación de la indicada Ley 671; -que 
por tanto la sentencia impugnada debe ser casada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada en atribuciones correccionales y en grado de apelación, 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de  

san Pedro de Macorís, en fecha veintitrés de diciembre de 
mil novecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo figura co-
piado en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto por 

`ante el Juzgado de Primera Instancia de Trujillo; Segundo: 
Condena a Juan Gregorio Bautista Gómez, al pago de las 

costas. 
(Firmados) Feo. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 

Luis Logroño Cohén.—Carlos Ml. Lamarche H.—F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón 
Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
senores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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San Pedro de Macorís, en fecha veintitrés de diciembre de 
rnil novecientos cincuentiocho, cuyo dispositivo figura co-
piado en otro lugar del presente fallo, y envía el asunto por 

'ante el Juzgado de Primera Instancia de Trujillo; Segundo: 
Condena a Juan Gregorio Bautista Gómez, al pago de las 

costas. 
(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 

Luis Logroño Cohén.—Carlos Ml. Lamarche H.—F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón 
Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Considerando que el recurrente invoca, en derecho, l o 
 siguiente: "Desconocimiento del Principio de la Unidad de 

 Jurisdicción".— "Violación del artículo 3 del Código de Pro. 
cedimiento Criminal y Desconocimiento de las reglas de la 
Competencia en materia penal"; 

Considerando que el recurrente alega, en síntesis, lo 
siguiente: que el juez a quo había sido apoderado para deci-
dir la suerte de la reclamación de la parte civil, ejercida ac-
cesoriamente a la acción pública; que dicho juez debió acor-
dar esa reclamación pues aún cuando se pronunciare el des-
cargo del prevenido por considerarse que el requerimiento 
fué tardío, quedaba competente; en virtud del principio de 
la unidad de jurisdicción, para conocer de dicha reclama-
ción por existir una falta civil imputada al prevenido y fun-
dada en los mismos elementos de hecho que constituyen la 
prevención; 

Considerando que si bien es cierto que el tribunal co-
reccional en caso de descargo del prevenido, es incompeten-
te para conocer, accesoriamente a la acción pública, de las 
acciones civiles fundadas en la inejecución de una obliga-
ción contractual, no menos cierto es que dicho tribunal, se-
gún se desprende de las disposiciones de la Ley 671 de 1921 . 

 (sustituida actualmente por la Ley 1841 de 1948) es el com-- 
petente, en virtud de dicha ley, para conocer excepcional 
mente de las demandas a que hubiere lugar como conse-
cuencia del incumplimiento de la obligación pop parte del. 
deudor; 

Considerando que al declarar el juez a quo, en el 'fallo 
impugnado, su "incompetencia para conocer en cuanto al 
aspecto civil de las conclusiones de la parte civil constituí- 

• da", hizo una errada aplicación de la indicada Ley 671; - que 
por tanto la sentencia impugnada debe ser casada; 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada en atribuciones correccionales y en grado de apelación, 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 



1752 	 BOLETÍN JUDICIAL BOLEY N JUDICIAL 	 1753 

    

    

SENTENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega de feché, 
de mayo de 1959. 

Materia: Penal. 

Recurrentes: Hilario Antonio Pichardo Mármol y Pedro Pichar 
Abogado: Dr. Ramón Tapia. 

Intervinientes: Cándido Angel González Díaz, Victoria Crin t 
González Díaz de Peña y Apolinar Monción. 

Abogado: Dr. Miguel Angel Brito Mata. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en .funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Luis Logroño Cohén, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani 
y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treinta y uno del mes de 
agosto de mil novecientos cincuenta ,y nueve, años 116' de 
la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública como corte de casación 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por Hilario 
Antonio Pichardo Mármol, dominicano, soltero, mayor de 
edad, chófer, domiciliado y residente en La Vega, cédula 
29050, serie 47, sello 287953, y Pedro Pichardo, dominicano,  

mayor de edad, casado, agricultor, domiciliado y residente 

en  Cabirmota, sección del Municipio de La Vega, cédula 
12501, serie 47, sello 298754, contra sentencia dictada por 

la Corte de Apelación de La Vega, en sus atribuciones co-
rreccionales, en fecha diez y nueve del mes de mayo del año 

ilow
mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia 
en otro lugar del presente fallo; 

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
' Oído el Dr. Ramón Tapia,.cédula 23550, serie 47, sello 

13964, abogado de los recurrentes Hilario Antonio Pichardo 
Mármol y Pedro Pascual Pichardo, en la lectura de sus con- 

clusiones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

te la República; 

Iiiru, Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en Techa veinte del mes de ma-
yo del año mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimien-
to del Lic. Ramón B. García G., cédula 976, serie 47, sello 
208138, en nombre y representación de Pedro Pichardo, en 
el cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiuno del mes de 
mayo del año mil novecientos cincuenta y nueve, a reque-
rimiento de Hilario Antonio Pichardo Mármol, en el cual no 
-,c,  invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial relativo a los recursos de casación 
interpuestos por Hilario Antonio Pichardo Mármol y Pe-
dro Pascual Pichardo, depositado en secretaría en fecha 
veintidós del mes de julio del año mil novecientos cincuen-
ta y nueve, suscrito por el Dr. Ramón Tapia, abogado de los 
recurrentes, en el cual se invocan los medios de casación 
que más adelante se expondrán; 

Visto el escrito depositado en la secretaría de la Corte 
a qua, en fecha veintisiete del mes de julio del año mil no-
vecientos cincuenta y nueve, por el Dr. Miguel Angel Brito 
Mata, cédula 23397, serie 47, sello 63771, abogado de los 
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SENTENCIA DE FECHA 31 DE AGOSTO DE 1959 

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega dé fecha 
de mayo de 1959. 

Materia: »Penal. 

Recurrentes: Hilario Antonio Pichardo Mármol y Pedro Pic 
Abogado: Dr. Ramón Tapia. 

Intervinientes: Cándido Angel González Díaz, Victoria Cristina 
González Díaz de Peña y Apolinar Monción. 

Abogado: Dr. Miguel Angel Brito Mata. 

Dios, Patria y Libertad. 
República Dominicana. 

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces licenciados 
Francisco Elpidio Beras, Primer Sustituto en .funciones de 
Presidente; Juan A. Morel, Segundo Sustituto de Presiden-
te; Luis Logroño Cohen, doctor Carlos Manuel Lamarche 
Henríquez, licenciados Fernando E. Ravelo de la Fuente, 
Manuel A. Amiama, doctores Manuel Ramón Ruiz Tejada, 
Guarionex A. García de Peña, Manuel D. Bergés Chupani 
y licenciado Barón T. Sánchez L., asistidos del Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito Nacional, hoy día treinta y uno del mes de 
agosto. de mil novecientos cincuenta.y nueve, años 116' de 
la Independencia, 97' de la Restauración y 30' de la Era de 
Trujillo, dicta en audiencia pública como corte de casación 
la siguiente sentencia: 

Sobre el recurso . de casación interpuesto por Hilario 
Antonio Pichardo Mármol, dominicano, soltero, mayor de 
edad, chófer, domiciliado y residente en La Vega, cédula 
29050, serie 47, sello 287953, y Pedro Pichardo, dominicano, 
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or de edad, casado, agricultor, domiciliado y residente 
Cabirmota, sección del Municipio de La Vega, cédula 
1, serie 47, sello 298754, contra sentencia dictada por 

Corte de Apelación de La Vega, en sus atribuciones co-
cionales, en fecha diez y nueve del mes de mayo del año 
novecientos cincuenta y nueve, cuyo dispositivo se copia 

otro lugar del presente fallo; 
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 
Oído el Dr. Ramón Tapia, ,cédula 23550, serie 47, sello 

64, abogado de los recurrentes Hilario Antonio Pichardo 
mol y Pedro Pascual Pichardo, en la lectura de sus con- 
iones; 
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General 

la República; 
Vista el acta del recurso .de casación levantada en la 

secretaría de la Corte a qua, en 'fecha veinte del mes de ma-
yo del año mil novecientos cincuenta y nueve, a requerimien-
to del Lic. Ramón B. García G., cédula 976, serie 47, sello 
208138, en nombre y representación de Pedro Pichardo, en 
el cual no se invoca ningún medio determinado de casación; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
secretaría de la Corte a qua, en fecha veintiuno del mes de 
mayo del año mil novecientos cincuenta y nueve, a reque-
rimiento de Hilario Antonio Pichardo Mármol, en el cual no 
se invoca ningún medio determinado de casación; 

Visto el memorial relativo a los recursos de casación 
interpuestos por Hilario Antonio Pichardo Mármol y Pe-
dro Pascual Pichardo, depositado en secretaría en fecha 
veintidós del mes de julio del año mil novecientos cincuen-
ta y nueve, suscrito por el Dr. Ramón Tapia, abogado de los 
recurrentes, en el cual se invocan los medios de casación 
que más adelante se expondrán; 

Visto el escrito depositado en la secretaría de la Corte 
a qua, en fecha veintisiete del mes de julio del año mil no-
vecientos cincuenta y nueve, por el Dr. Miguel Angel Brito 
Mata, cédula 23397, serie 47, sello 63771, abogado de los 
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intervinientes Cándido Angel González Díaz, Victoria Cri s, 
tina González Díaz de Peña y Apolinar Monción; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber 
berado, y vistos los artículos 3, letra c, párrafo IV, de la Le y 

 2022, 1382 y 1384 del Código Civil, y 1, 62 y 65 de la Ley 
 sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veinticinco del mes de mayo del año mil novecien-
tos cincuenta y ocho, se produjo una colisión entre los ve-
hículos placa privada N 9 11497, conducido por Apolinar Mon-
ción, y el carro placa pública N" 5117, manejado por Gilber-
to Antonio o Hilario Pichardo Mármol, a consecuencia de 
la cual resultaron con golpes y heridas varias personas; b) 
que apoderada del caso por el Magistrado Procurador Fiscal, 
después de varios reenvíos, la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia de La Vega, pronunció en fecha doce 
del mes de diciembre del año mil novecientos cincuenta y 
ocho, una sentencia cuyo dispositivo se encuentra contenido 
en el de la sentencia ahora impugnada en casación; que con- 

e tra la anterior sentencia recurrieron en apelación el preve-
nido y la persona civilmente responsable Pedro Pascual Pi-
chardo; d) que en fecha diecinueve del mes de mayo del año 
mil novecientos cincuenta y nueve, la Corte de Apelación 
de La Vega, dictó en sus atribuciones correccionales la sen-
tencia recurrida que tiene el dispositivo siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma, el recur-
so de apelación interpuesto por el prevenido Gilberto Anto-
nio Pichardo o Hilario Antonio Pichardo Mármol, de gene-
rales conocidas, contra la sentencia de fecha doce de diciem-
bre del ario mil novecientos cincuenta y ocho, de la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, cuyo dispositivo dice: 'PRIMERO: Declara al 
prevenido Gilberto Antonio o Hilario Pichardo, de generales 
anotadas, culpable como autor responsable del delito de vio- ° 
lación a la Ley N° 2022, sobre accidentes causados coxa ve- 

hlculos de motor, en perjuicio de varias personas, algunas 

de las cuales curaron después de veinte días y en consecuen-

cia se le condena a sufrir la pena de seis meses de prisión 
correccional y al pago de una multa de RD$100.00; SE-
GUNDO: Ordena la cancelación de la licencia para manejar 

vehículos de motor expedida a favor de dicho inculpado Gil-
berto Antonio o Hilario Pichardo, por el tiempo de seis me-
ses a partir de la lecha de la expiración de la pena principal; 
TERCERO: Declara al coprevenido Apolinar Monción, de 
generales anotadas, no culable del delito de violación a la 

Ley N9  2022 que se le imputa, y en consecuencia se le des-
carga de toda responsabilidad penal, por no haberlo come-
tido; CUARTO: Declara buena y válida la constitución en 
parte civil formulada por Cándido Angel González Díaz, 
Victoria González Díaz de Peña y Apolinar Monción en con-
tra de la parte civilmente responsable puesta en causa, Pedro 
Pichardo, y en consecuencia condena a este último, al pago 
de las siguientes indemnizaciones a título de daños y perjui-
cios: a) RD$2,000.00 (dos mil pesos oro) en provecho de 
Cándido Angel Díaz González; b) RD$800.00, en provecho 
de Victoria Cristina González Díaz de Peña; y c) RD$500.- 
00, en provecho de Apolinar Monción; QUINTO: Condena 
al precitado Pedro Pichardo, persona civilmente responsable, 
al pago de las costas, ordenando su distracción en provecho 
de los abogados Dres. Miguel Angel Brat; Mata y Rafael 
Tomás Pérez Luna, por haber afirmado que las avanzaron 
en su mayor parte; SEXTO: Condena al prevenido Gilberto 
Antonio o Hilario Pichardo al pago de las costas penales y 
las declara de oficio en cuanto al coinculpado Apolinar Mon-
ción'; SEGUNDO: Confirma, tanto en el aspecto penal co-
mo en el civil, la sentencia apelada; y TERCERO: Condena 
a Gilberto Antonio Pichardo, de generales conocidas, al pa-
go de las costas penales y al señor Pedro Pichardo, persona 
civilmente responsable puesta en causa, al pago de las costas 
civiles, distrayéndolas en provecho de los Doctores Miguel.. 
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intervinientes Cándido Angel González Díaz, Victoria c ris, 
 tina González Díaz de Peña y Apolinar Monción; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 3, letra c, párrafo IV, de la Ley 
2022, 1382 y 1384 del Código Civil, y 1, 62 y 65 de la Ley 

 sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando que en la sentencia impugnada y en los 
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que 
en fecha veinticinco del mes de mayo del año mil novecien-
tos cincuenta y ocho, se produjo una colisión entre los ve-
hículos placa privada N' 11497, conducido por Apolinar Mon. 
ción, y el carro placa pública N" 5117, manejado por Gilber-
to Antonio o Hilario Pichardo Mármol, a consecuencia de 
la cual resultaron con golpes y heridas varias personas; b) 
que apoderada del caso por el Magistrado Procurador Fiscal, 
después de varios reenvíos, la Cámara Penal del Juzgado 
de Primera Instancia de La Vega, pronunció en fecha doce 
del mes de diciembre del año mil novecientos cincuenta y 
ocho, una sentencia cuyo dispositivo se encuentra contenido 
en el de la sentencia ahora impugnada en casación; que con-
tra la anterior sentencia recurrieron en apelación el preve-
nido y la persona civilmente responsable Pedro Pascual Pi-
chardo; d) que en fecha diecinueve del mes de mayo del año 
mil novecientos cincuenta y nueve, la Corte de Apelación 
de La Vega, dictó en sus atribuciones correccionales la sen-
tencia recurrida que tiene el dispositivo siguiente: "FALLA: 
PRIMERO: Declara regular y válido, en la forma, el recur-
so de apelación interpuesto por el prevenido Gilberto Anto-
nio Pichardo o Hilario Antonio Pichardo Mármol, de gene-
rales conocidas, contra la sentencia de fecha doce de diciem-
bre del año mil novecientos cincuenta y ocho, de la Cámara 
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial 
de La Vega, cuyo dispositivo dice: 'PRIMERO: Declara al 
prevenido Gilberto Antonio o Hilario Pichardo, de generales 
anotadas, culpable como autor responsable del delito de vio- • 
lación a la Ley N" 2022, sobre accidentes causados coro ve- 

  

hículos de motor, en perjuicio de varias personas, algunas 
de las cuales curaron después de veinte días y en consecuen-
cia se le condena a sufrir la pena de seis meses de prisión 

correccional y al pago de una multa de RD$100.00; SE-
GUNDO: Ordena la cancelación de la licencia para manejar 
vehículos de motor expedida a favor de dicho inculpado Gil-
berto Antonio o Hilario Pichardo, por el tiempo de seis me-

ses a partir de la lecha de la expiración de la pena principal; 
TERCERO: Declara al coprevenido Apolinar Monción, de 
generales anotadas, no culable del delito de violación a la 
Ley N" 2022 que se le imputa, y en consecuencia se le des-
carga de toda responsabilidad penal, por no haberlo come-
tido; CUARTO: Declara buena y válida la constitución en 
parte civil formulada por Cándido Angel González Díaz, 
Victoria González Díaz de Peña y Apolinar Monción en con-
tra de la parte civilmente responsable puesta en causa, Pedro 
Pichardo, y en consecuencia condena a este último, al pago 
de las siguientes indemnizaciones a título de daños y perjui-
cios: a) RD$2,000.00 (dos mil pesos oro) en provecho de 
Cándido Angel Díaz González; b) RD$800.00, en provecho 
de Victoria Cristina González Díaz de Peña; y c) RD$500.- 
00, en provecho de Apolinar Monción; QUINTO: Condena 
al precitado Pedro Pichardo, persona civilmente responsable, 
al pago de las costas, ordenando su distracción en provecho 
de los abogados Dres. Miguel Angel Britó Mata y Rafael 
Tomás Pérez Luna, por haber afirmado que las avanzaron 
en su mayor parte; SEXTO: Condena al prevenido Gilberto 
Antonio o Hilarlo Pichardo al pago de las costas penales y 
las declara de oficio en cuanto al coinculpado Apolinar Mon-
ción'; SEGUNDO: Confirma, tanto en el aspecto penal co-
mo en el civil, la sentencia apelada; y TERCERO: Condena 
a Gilberto Antonio Pichardo, de generales conocidas, al pa-
go de las costas penales y al señor Pedro Pichardo, persona 
civilmente responsable puesta en causa, al pago de las costas 
civiles, distrayéndolas en provecho de los Doctores Miguel, 
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Angel Brito Mata y Rafael Tomás Pérez Luna, por haber  
declarado que las avanzaron en su mayor parte"; 

Considerando que por su memorial de casación los re-
currentes invocan los siguientes medios: "Primer Medio: Des_ 
naturalización de los hechos y falta de base legal. Segund o 

 Medio: Violación por falsa aplicación de la Ley número 2022, 
reformada y 4809 Sobre Tránsito de Vehículos. Tercer Me-
dio: Falta e insuficiencia de motivos. 

En cuanto a la intervención de la parte civil: 

Considerando que si es incontestable que la parte civil 
constituida en un proceso penal puede intervenir en el recur-
so de casación interpuesto por el condenado para sostener 
la sentencia que le dió ganancia de causa, sin necesidad de 
observar estrictamente el cumplimiento de las formalidades 
requeridas por los artículos 57 y siguientes de la Ley sobre 
Procediniiento de Casación, es indispensable, cuando menos 
para salvaguardar el derecho de defensa de su adversario, 
que la intervención se realice por notificación de la demanda 
a los interesados y su depósito en secretaría, con anteriori-
dad a la audiencia, o por simples conclusiones en audiencia; 

Considerando que, en la especie, la parte civil constituí-
da Cándido Angel González Díaz, Victoria Cristina Goniá-' 
lez Díaz y Apolipar Monción, no concluyó por órgano de su 
abogado constituido, en la audiencia pública del treintiuno 
de julio del corriente año, fijada para el conocimiento del 
presente recurso de casación, limitándose a depositar el es-
crito de intervención, del cual no hay constancia que le fue-
ra notifidado al recurrente que en tales condiciones la inter-
vención de que se trata no puede ser admitida; 

En cuanto al recurso de casación: 

Considerando en cuanto al primer medio del recurso, 
por el cual se alega desnaturalización de los hechos y falta 

de base legal; que en apoyo de este medio los recurrentes 

Fostienen "que la Corte a qua desnaturalizó el contenido esen- . 
ojal de las declaraciones de los testigos y de las partes civi- 
les constituidas, apoyándose para dictar su sentencia en me-
ras suposiciones del testigo Guido D'Alessandro, quien pro-
clamó que en ningún momento vió el accidente y mucho me- 

' nos el automóvil conducido por el chófer Hilario Antonio 
pichardo Mármol, habiéndose visto precisado para ofrecer 
una versión de las circunstancias en que se produjo la con- 

3 sión, a colocarse en la difícil e insostenible base de las su- 

/el  posiciones"; pero 
Considerando que los argumentos en que los recurren- 

' tes fundamentan sus agravios contra la sentencia recurrida, 
muestran que la anterior crítica va dirigida al modo como 
los jueces del fondo, en uso del poder soberano de aprecia- 
ción de los hechos de la causa, formaron su convicción con 
respecto a la culpabilidad del prevenido, y no a la existencia 
en el 'fallo impugnado de las violaciones y vicios señalados 
en el enunciado del mismo; que en virtud del principio de la 
íntima convicción que domina nuestro procedimiento repre-
sivo, los jueces del fondo pueden fundamentar sus decisio-
nes en todos o cualesquiera de los elementos de prueba re-
gularmente administrados en la instrucción de la causa, to-
mando su contenido íntegra o parcialmente, según las cir-
cunstancias del juicio, sin que tengan que dar motivos que 
justifiquen su proceder; que en tal virtud los jueces del fon-
do pudieron admitir la declaración del testigo Guido D'Ales-
sandro como un elemento de convicción para establecer la 
falta del prevenido, como atenerse a los demás elementos 
probatorios por ellos retenidos cómo consecuencia de la libre 
apreciación de valor de las pruebas sometidas al debate, sin 
cometer al proceder de ese modo, las violaciones alegadas; 

u. 	Considerando en cuanto a los dos últimos medios los que 
se reúnen para su examen debido a su estrecha relación, en 
los cuales se denuncia violación por falsa aplicación, de la 
ley N9 2022, reformada y 4809 sobre Tránsito de Vehículos 
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Considerando en cuanto al primer medio del recurso, 
por el cual se alega desnaturalización de los hechos y falta 

En cuanto a la intervención de la parte civil: 

Considerando que si es incontestable que la parte civil 
constituida en un proceso penal puede intervenir en el recur-
so de casación interpuesto por el condenado para sostener 
la sentencia que le dió ganancia de causa, sin necesidad de 
observar estrictamente el cumplimiento de las formalidades 
requeridas por los artículos 57 y siguientes de la Ley sobre 
Procediniiento de Casación, es indispensable, cuando menos 
para salvaguardar el derecho de defensa de su adversario, 
que la intervención se realice por notificación de la demanda 
a los interesados y su depósito en secretaría, con anteriori-
dad a la audiencia, o por simples conclusiones en audiencia; 

Considerando que, en la especie, la parte civil constituí-
da Cándido Angel González Díaz, Victoria Cristina Gonzá-
lez Díaz y Apolipar Monción, no concluyó por órgano de su 
abogado constituido, en la audiencia pública del treintiuno 
de julio del corriente año, fijada para el conocimiento del 
presente recurso de casación, limitándose a depositar el es-
crito de intervención, del cual no hay constancia que le fue-
ra notifidado al recurrente que en tales condiciones la inter- • 
vención de que se trata no puede ser admitida; 

Angel Brito Mata y Rafael Tomás Pérez Luna, por haber 
declarado que las avanzaron en su mayor parte"; 

Considerando que por su memorial de casación los re-
currentes invocan los siguientes medios: "Primer Medio: De s_ 
naturalización de los hechos y falta de base legal. segundo 
Medio: Violación por falsa aplicación de la Ley número 2022, 
reformada y 4809 Sobre Tránsito de Vehículos. Tercer Me-
dio: Falta e insuficiencia de motivos. 

En cuanto al recurso de casación: 

de  base legal; que en apoyo de este medio los recurrentes 

I  sostienen "que la Corte a qua desnaturalizó el contenido esen-

ojal de las declaraciones de los testigos y de las partes civi-
les constituidas, apoyándose para dictar su sentencia en me-
ras suposiciones del testigo Guido D'Alessandro, quien pro-
clamó que en ningún momento vió el accidente y mucho me-
nos el automóvil conducido por el chófer Hilario Antonio 
pichardo Mármol, habiéndose visto precisado para ofrecer 
una versión de las circunstancias en que se produjo la coli- 

3 sjón, a colocarse en la difícil e insostenible base de las su-
posiciones"; pero 

Considerando que los argumentos en que los recurren- 
' tes fundamentan sus agravios contra la sentencia recurrida, 

muestran que la anterior crítica va dirigida al modo como 
los jueces del fondo, en uso del poder soberano de aprecia-
ción de los hechos de la causa, formaron su convicción con 
respecto a la culpabilidad del prevenido, y no a la existencia 
en el fallo impugnado de las violaciones y vicios señalados 
en el enunciado del mismo; que en virtud del principio de la 
íntima convicción que domina nuestro procedimiento repre-
sivo, los jueces del fondo pueden fundamentar sus decisio-
nes en todos o cualesquiera de los elementos de prueba re-
gularmente administrados en la instrucción de la causa, to-
mando su contenido íntegra o parcialmente, según las cir-
cunstancias del juicio, sin que tengan que dar motivos que 
justifiquen su proceder; que en tal virtud los jueces del fon-
do pudieron admitir la declaración del testigo Guido D'Ales-
sandro como un elemento de convicción para establecer la 
falta del prevenido, como atenerse a los demás elementos 
probatorios por ellos retenidos cómo consecuencia de la libre 
apreciación de valor de las pruebas sometidas al debate, sin 
cometer al proceder de ese modo, las violaciones alegadas; 

• 	Considerando en cuanto a los dos últimos medios los que 
se reúnen para su examen debido a su estrecha relación, en 
los cuales se denuncia violación por falsa aplicación, de la 

,. ley N9 2022, reformada y 4809 sobre Tránsito de Vehículos 
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y falta e insuficiencia de motivos; que en apoyo de estos 
medios los recurrentes alegan, en resumen, que por las de-
claraciones de Cándido González Díaz y del propio Apoli lla; 
Monción, se comprueba que éste transitaba en el momento 
del hecho a una velocidad que superaba el límite legal, a sí 
como la ignorancia de Monción acerca de la ley sobre Trán-
sito de Vehículos, circunstancias que proclaman la tran s

-gresión a esta ley y consecuentemente a la Ley 2022, come.. 
tida por Apolinar Monción, las cuales no fueron tomadas en 
consideración por la Corte a qua, guardando el más absolu-
to silencio de estas violaciones, con lo cual incurre en los vi-
cios de falta de motivos e insuficiencia de motivos; que ade-
más, la Corte, "no ha dado motivos suficientes que justi-
fiquen las condenaciones de que han sido objeto Hilario An-
tonio Pichardo Mármol, en el aspecto penal y Pedro Pas-
cual Pichardo en el civil, pues se limita a decir en uno de los 
considerando de su sentencia "que la causa determinante 
del hecho fué la imprudencia cometida por el chófer Gil-
berto Antonio Pichardo", pero sin dar una explicación del 
por qué excluyó las varias faltas antes señaladas cometidas 
y confesadas por el chófer Apolinar Monción, cuando las 
mismas desempeñaron un papel preponderante, -"generador 
y creador del accidente"; pero 

Considerando en cuanto a este último aspecto del tercer 
medio, el cual se pondera primero, que contrariamente a lo 
alegado por éstos la sentencia impugnada consigna en sus 
motivos "que la causa determinante del choque ocurrido en-
tre el vehículo placa privada N0 11497, manejado por Apoli-
llar Monción y el placa pública N9  5117, manejado por el pre-
venido Gilberto Antonio Pichardo, propiedad de Pedro Pi-
chardo, fué la imprudencia cometida por el chófer Gilberto 
Antonio Pichardo, al querer pasar con su automóvil placa 
pública Nn 5117 al carro que iba delante, en un lugar peli-
groso, por tratarse de una altura que impide toda visibilidad 
en ambas pendientes y sin cuidarse de si venía otro vehícu-
lo en dirección contraria" y en cuanto a las condenaciones  

-------- 
civiles impuestas a Pedro Pichardo, el citado fallo expresa: 

"que con su hecho el inculpado ha ocasionado daños morales 
Y materiales a los agraviados Cándido A. González Díaz, 
victoria González Díaz de Peña y Apolinar Monción, parte 

civil constituida, que es justo reparar, que habiendo sido 
puesto en causa la parte civilmente responsable, Pedro Pi-
chardo, por cuya cuenta trabajaba en el momento del her 
cho, el chófer Gilberto. Antonio Pichardo, debe responder 
del daño causado por su empleado, ya que está establecida 
la falta y la relación de causa a efecto en la especie"; que 
los motivos antes transcritos justifican plenamente el dis-
positivo de la sentencia impugnada en cuanto a las conde-
naciones pronunciadas contra el prevenido y la parte civil-
mente responsable; 

Considerando en cuanto a los demás aspectos de los me-
dios que se examinan relativos a las faltas cometidas por 
Apolinar Monción, no tomadas en cuenta ni Motivadas por 
la Corte a qua, según arguyen los recurrentes; que estos 
alegatos carecen de pertinencia, en razón de que, como se 
ha expresado ya, la Corte a qua, retuvo, como causa efi-
ciente del suceso la falta cometida por el recurrente Hilario 
Antonio Pichardo, la cual basta para justificar las condena-
ciones impuestas por el fallo; que por estas razones los dos 
últimos medios del recurso deben ser desestimados también; 

Considerando que en los hechos y circunstancias com-
probados y admitidos por la Corte a qua, se encuentran re-
unidos los elementos constitutivos del delito de golpes y he-
ridas ocasionado con el manejo de un vehículo de motor, 
que curaron después de diez días y menos de veinte y en 
más de veinte días cometido en agravio de varias personas, 
puesto a cargo del recurrente Hilario Antonio Pichardo Már-
mol; que al declarar la Corte a qua a dicho prevenido cul-
pable de dicho delito, le dió a los hechos de la prevención la 
calificación legal que les corresponde, y al imponerle las 
Penas de seis meses de prisión correccional y multa de RD 
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y falta e insuficiencia de motivos; que en apoyo de estos 
medios los recurrentes alegan, en resumen, que por las de-
claraciones de Cándido González Díaz y del propio Apolinar 
Monción, se comprueba que éste transitaba en el momento 
del hecho a una velocidad que superaba el límite legal, a sí 
como la ignorancia de Monción acerca de la ley sobre Trán-
sito de Vehículos, circunstancias que proclaman la tran s. 
gresión a esta ley y consecuentemente a la Ley 2022, come.. 
tida por Apolinar Monción, las cuales no fueron tomadas en 
consideración por la Corte a qua, guardando el más absolu-
to silencio de estas violaciones, con lo cual incurre en los vi_ 
cios de falta de motivos e insuficiencia de motivos; que ade-
más, la Corte, "no ha dado motivos suficientes que justi-
fiquen las condenaciones de que han sido objeto Hilario An-
tonio Pichardo Mármol, en el aspecto penal y Pedro Pas-
cual Pichardo en el civil, pues se limita a decir en uno de los 
considerando de su sentencia "que la causa determinante 
del hecho fué la imprudencia cometida por el chófer Gil-

. berto Antonio Pichardo", pero sin dar una explicación del 
por , qué excluyó las varias faltas antes señaladas cometidas 
y confesadas por el chófer Apolinar Monción, cuando las 
mismas desempeñaron un papel preponderante, --generador 
y creador del accidente"; pero 

Considerando en cuanto a este último aspecto del tercer 
medio, el cual se pondera primero, que contrariamente a lo 
alegado por éstos la sentencia impugnada consigna en sus 
motivos "que la causa determinante del choque ocurrido en-
tre el vehículo placa privada N° 11497, manejado por Apoli-
nar Monción y el placa pública N° 5117, manejado por el pre-
venido Gilberto Antonio Pichardo, propiedad de Pedro Pi-
chardo, fué la imprudencia cometida por el chófer Gilberto 
Antonio Pichardo, al querer pasar con su automóvil placa 
pública N° 5117 al carro que iba delante, en un lugar peli-
groso, por tratarse de una altura que impide toda visibilidad 
en ambas pendientes y sin cuidarse de si venía otro vehícu-
lo en dirección contraria" y en cuanto a las condenaciones  

civiles  impuestas a Pedro Pichardo, el citado fallo expresa: 

"que con su hecho el inculpado ha ocasionado daños morales 

y materiales a los agraviados Cándido A. González Díaz, 
Victoria González Díaz de Peña y Apolinar Monción, parte 

civil constituida, que es justo reparar, que habiendo sido 
puesto en causa la parte civilmente responsable, Pedro Pi-
chardo, por cuya cuenta trabajaba en el momento del he-

cho, el chófer Gilberto, Antonio Pichardo, debe responder 
del daño causado por su empleado, ya que está establecida 
la falta y la relación de Causa a efecto en la especie"; que 
los motivos antes transcritos justifican plenamente el dis-
positivo de la sentencia impugnada en cuanto a las conde-
naciones pronunciadas contra el prevenido y la parte civil-
mente responsable; 

Considerando en cuanto a los demás aspectos de los me-
dios que se examinan relativos a las faltas cometidas por 
Apolinar Monción, no tomadas en cuenta ni motivadas por 
la Corte a qua, según arguyen los recurrentes; que estos 
alegatos carecen de pertinencia, en razón de que, como se 
ha expresado ya, la Corte a qua, retuvo, como causa efi-
ciente del suceso la falta cometida por el recurrente Hilario 
Antonio Pichardo, la cuál basta para justificar las condena-
ciones impuestas por el fallo; que por estas razones los dos 
últimos medios del recurso deben ser desestimados también; 

Considerando que en los hechos y circunstancias cora- 
' probados y admitidos por la Corte a qua, se encuentran re-

unidos los elementos constitutivos del delito de golpes y he-
ridas ocasionado con el manejo de un vehículo de motor, 
que curaron después de diez días y menos de veinte y en 
más de veinte días cometido en agravio de varias personas, 
puesto a cargo del recurrente Hilario Antonio Pichardo Már-
mol; que al declarar la Corte a qua a dicho prevenido cul-
pable de dicho delito, le dió a los hechos de la prevención la 
calificación legal que les corresponde, y al imponerle las 
Penas de seis meses de prisión correccional y multa de RD 
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$100.00 y ordenar la cancelación de la licencia por sei s me. 
 ses a partir de la extinción de la pena principal, hizo en el 

caso una correcta aplicación de la ley; 

la Corte a qua, ha admitido que el delito cometido 
Considerando en cuanto a las condenaciones civilepso, porque 

el 
prevenido, causó daños morales y materiales a Cándido Gon. 
zález Díaz, Victoria González Díaz y Apolinar Monción, pa r. 
te civil constituida; que Pedro Pichardo, llamado como per-
sona civilmente "responsable, era el comitente del prevenido 
en el momento del hecho; que en . consecuencia, al condenar 
a la parte civilmente responsable Pedro Pichardo a paga r a 

 la parte civil, a título de daños y perjuicios, la cantidad de 
Dos Mil Pesos en favor de Cándido Díaz González; Ocho- 
cientos Pesos en favor de Victoria Cristina González Díaz 
de Peña y Quinientos Pesos, en 'favor de Apolinar . Monción, 
cuyo monto fué apreciado soberanamente por los jueces del 
fondo, hizo una correcta aplicación del artículo 1384 del 
Código Civil;  

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al in-
terés del prevenido, ningún vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible la in-
. tervención dé la parte civil constituida; Segundo: Rechaza 
el recurso de casación interpuesto por Pedro Pascual Pichar-
do e Hilarlo Antonio Pichardo Mármol, contra sentencia-
pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, en sus 
atribuciones correccionales, en fecha diez y nueve del mes 
de mayo del año mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Ter-
cero: Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 
Luis Lobroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón 
Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
"ores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
encia pública del día, mes y año en él expresados y fué fir-
da, leída y publicada por mí, Secretario General que cer-
o.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fué fir-
mada, leída y publicada por mí, Secretario General que cer-
tifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

$100.00 y ordenar la cancelación de la licencia por sei s rne. 
 ses a partir de la extinción de la pena principal, hizo en el 

 caso una correcta aplicación de la ley; 

la Corte a qua, ha admitido que el delito cometido 
Considerando en cuanto a las condenaciones civiles, porque 

el 
prevenido, causó daños morales y materiales a Cándido Gon-
zález Díaz, Victoria González Díaz y Apolinar Monción, par-
te civil constituida; que Pedro Pichardo, llamado como per. 
sona civilmente responsable, era el comitente del prevenido 
en el momento del hecho; que en consecuencia, al condenar 
a la parte civilmente responsable Pedro Pichardo a pagar a 
la parte civil, a título de daños y perjuicios, la cantidad de 
Dos Mil Pesos en favor de Cándido Díaz González; Ocho-
cientos Pesos en favor de Victoria Cristina González Díaz 
de Peña y Quinientos Pesos, en favor de Apolinar_ Monción, 
cuyo monto fué apreciado soberanamente por los jueces del 
fondo, hizo una correcta aplicación del artículo 1384 del 
Código Civil; 

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la 
sentencia impugnada no contiene, en cuanto concierne al in- 
terés del prevenido, ningún vicio que justifique su casación; 

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible la in- 
tervención de la parte civil constituida; Segundo: Rechaza 

• el recurso de casación interpuesto por Pedro Pascual Pichar-
do e Hilarlo Antonio Pichardo Mármol, contra sentencia 
pronunciada por la Corte de Apelación de La Vega, en sus 
atribuciones correccionales, en fecha diez y nueve del mes 
de mayo del año mil novecientos cincuenta y nueve, cuyo 
dispositivo se copia en otro lugar del presente fallo; y Ter-
cero: Condena a los recurrentes al pago de las costas. 

(Firmados) Fco. Elpidio Beras.— Juan A. Morel.— 
Luis Lobroño Cohén.— Carlos Ml. Lamarche H.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Manuel A. Amiama.— Manuel Ramón 
Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Peña.— Manuel D. 
Bergés Chupani.— Barón T. Sánchez L.— Ernesto Curiel 
hijo, Secretario General. 
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por Secretaría, al Magistrado Procurador General de la 
República, para los'  ines legales correspondientes. 

(Firmados) H. Herrera Billini.— Fco. Elpidio Beras.— 
Juan A. Morel.— Luis Logroño Cohén.— Carlos Ml. Laman. 
che H.— F. E. Ravelo de la Fuente.— Manuel A. Amiama-
Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Guarionex A. García de Pe-
ña.— Manuel D. Bergés .Chupani.— Barón T. Sánchez L.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fué 
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General que 
certifico.— (Fdo.) Ernesto Curiel hijo. 

Labor realizada por la Suprema Corte de Justicia 
durante el mes de agosto de 1959. 

A SABER: 

Recursos de casación civiles conocidos 	 10 
Recursos de casación civiles fallados 	 11 
Recursos de casación penales conocidos 	 23 
Recursos de casación penales fallados 	 23 
Recursos de casación en materia contencioso-

administrativa fallados 	  1 
Causas disciplinarias conocidas 	  2 
Causas disciplinarias falladas 	  1 
Defectos 	  2 
Suspensiones de ejecución de sentencias 	 3 
Declinatorias 	  2 
Designación de Jueces 	  1 
Juramentación de Abogados  	 1 
Nombramientos de Notarios 	Y 	 2 
Resoluciones administrativas 	  15 
Autos autorizando emplazamientos 	 12 
Autos pasando expedientes para dictamen 	 66 
Autos fijando causas 	  33 

Total 	 208 

Ernesto Curiel hijo, 
Secretario General de la Suprema 

Corte de Justicia. 

Ciudad Trujillo, D. N., 31 de agosto de 1959. 
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